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mandó certificar sobre la prueba producida. Página 71 . 
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dar jpigar, por sentencia ejecutoriada, es apelable. Pagi- 
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Apelación. — No es apel-blc el auto que, en el procedimiento ejecu- 
tivo, ordena embarco. Página 319 

¿«Jacio* - La senloucia de los tribunales locales, declarando que 
no puedeejecutarse ante ellos la condenación en cosías pro- 
nunciada conira un vice-cónsul, no es apelable para ante la 
Suprema Corw. Pagina 3*9. 

Apelación - Sin la «istencia de este recurso, legalmente mlroduci- 
do y procedente, no cabe la aplicación del articulo 223 de la 
ley de procedimientos. Página 415. 
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Apelación. — No es apelable el aulo que s 1 Umita á convocará nue- 
va audiencia para formular el compromiso arbitral, en cum- 
plimiento de la cosa juzgada. Página 432. 

Apelación . — Véase ¡ Suprema Corte, 

Arraigo. — No procede esta excepción, en los juicios criminales por 

falsificación de marcada fabrica. Página ¿10. 
Auto de sol vendo, — Véase : Apelación. 



Banco Hipotecario Nacional — Es!á obliiudo A liacer entrega al com- 
prador, de los iii muebles que vende en uso del derecho que 
le confiere la ley de su creación. Página 359. 
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Cansas penales de derecho aman . — Los recurso* interpuestos en 
ellas, que son de competencia délos jueces letrados de los 
territorio* nacionales, corresponden á la Cámara de 
Apelaciones en lo criminal, aunque en reemplaio del juex 
letrado haya conocido en primera instancia, un juex federal. 
Página 230. 

Circulación dé billetes falso» de curso legal. — La tentativa de este 
delito, puede ser castigada con la pena de tres años y medio 
de trabajos forzados y mil pesos de multa. Página 45. 

Circulación de billete* falto» de curto legal. — Este delito puede ser 
castigado con arreglo á le le; penal de 14 de setiembre de 
1 863, con cuatro años de trabajos forzados y mil quinientos 
pesos de multa. Página 51. 

Circulación de billetes falsos de curto legal. — La tentativa de este 
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delito, puede ser castigado con la pena de cuatro años da 
trabajos forzados y quinientos pesos de mulla. Página 55. 
Comiso. — Caen en él, tos mercaderías descargadas de mas sobre 

las manifestadas. Página 399. 
Comiso. — El exceso de lo manifestado, que pase de la tolerancia es- 
tablecida por la ley » cae en comiso. Páginu 444. 
Competencia. — El que ha deducido esta excepción ante el juei de la 
demanda, no puede ocurrir por inhibitoria al juzgado que 
cree competente. Pagina ¿81. 
Competencia. — Mientras de las uliertoridades del proceso no resulte 
el lugar preciso en que fué cometido el delito de violación 
de correspondencia, el conocimiento de la causa correspon- 
de al juez á quien la administración de correos remitió el 
sumario, y en cu}a jurisdicción existe la presunción de ha- 
berse perpetrado el delito. Página 371 . 
Concurso. — Los pleitos que por razón de la quiebra del interesado» 
han sido iniciados ante el juez del concurso, cesado ésta, 
en virtud de) concordato, deben seguirse ante los jueces á 
quienes correspondan por razón de la materia ó de las per- 
sonas. Página 78 . 
Condominio. — La demanda por cesación de él, corresponde al juei 
del lugar que es á la vez, domicilio del demandado j el pun- 
to donde se halla el inmueble común . Página 437. 
Contrabando. — No puede considerarse como importado clandestina- 
mente ó por puertos no habilitados, un tabaco que resulta 
de la guia expedida por las autoridades provinciales, haber 
sido acopiado en el país, Pagino 310. 
Conrrofo de oftros. — El exceso en el recorrido para el transporte de la 
tierra excavada» que no resulta probado, y que además no 
se tuvo en cuenta en las modificaciones del contrato hechas 
durante la ejecución de Ja obra, en tas cuales se fijó un pre- 
cio mayor por cada metro cúbico de dicha tierra, sin men- 
cionar el recorrido, no puede dar Jugar á indemnizaciones. 
Página 333. 
Contrato de obras. — Véase : Jtaíftoit. 

Cosa juzgada. — No puede admitirse esta excepción previa, sin la 



existencia do un fallo judicial sobre el hecho que motiva el 
proceso. Pagina 10. 
Cota juzgada. — Debe ser confirmado, el aulo que tiende al cumpli- 
miento de la cosa juzgada. Página 352. 



Defecto en la demanda. — Debe rechazarse la fundada en falta de cita 
legal, cuando multa suficientemente el derecho en que se 
apoya la demanda. Página 427. 

Deserción de recurso. — Los plazos legales para la interposición y me- 
jora de los recursos autorizados, son de orden público. Pa- 
gina 186. 

DetisHmiento. — La Talla de constitución de domicilio por parte dal 
actor, advertida durante el término de prueba, no autoriza i 
pedir que se la dé por desistido de la demanda, sino á que 
se subsane la omisión. Página 212. 

Dobles derechos. — La diferencia que resulto en la cantidad de los ar- 
tículos manifestados en la gula de removido, es penada coa 
multa igual i dobles derechos. Pagina 16. 

Dobles derechos. — Incurre en esta pena, el que en la gula de remo- 
vido, manifieste mayor cantidad de la que contiene los bul- 
tos. Página 188. 

Dobles derechos. — Autoriza esta pena la diferencia de peso en las 

mercaderías pedidas á embarqi-e. Página 393. 
Dobles derechos. — Véase : Apelación. 

Donación. — Esta, ó su promesa, que no sea hecha en escritura pú- 
blica, no surte erecto. Página 332. 
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Embarao. — Es procedente en los juicios sobre falsificación de mar- 
ca de fábrica, el de los objetos que han servido para cometer 
el delito. Página 210. 



Enrolamiento. — No incurre en pena, el que produce prueba de ha- 
ber estado enfermo en cama, durante el tiempo del enrola- 
miento. Página 29. 

Enrolamiento. — El infractor de la ley de enrolamiento, debe ser 
condenado á un año de servicio en el ejército permanente. 
Página 35. 

Excarcelación. — El delito de falsificación de estampillas nacionales, 
destinada al pago de impuestos, no permite que se conceda 
la excarcelación provisoria. Página 39. 

ExcHSjeion. — Aunque el actor haya cedido & otro sus derechos, la 
causa de excusación fondada en vinculaciones con él, sub- 
siste si la cesión ha lido impugnada por el demandado, y si 
además, éste ha citadu de eviccion á dicho actor, como res- 
ponsable en unión con otra persona. Página 74. 

Expropiación. — La indemnización debe fijarse según los anteceden- 
tes de autos. Páginas 65 y 68. 

Expropiación . — En la estimación del precio del terreno expropiado, 
debe atenderse al que podría tener en la época de Ja despo- 
aesion. Página 183. 

Extradición. — No procede sin el previo cumplimiento de las for- 
malidades prescritas por la ley de procedimientos 6 por los 
tratados. Página 283. 

W 



Faltedad. — Constituye este delito, el fraguar una diligencia de men- 
sura, haciéndola aparecer como totalmente terminada, cuan- 
do sólo ha sido practicada en parte. Página 111. 

FaUificacion. — Véase i Marca de fábrica. 

Falta de acción. — No procede esta excepción ni la de prescripción, 
en las causas criminales que se hallan en estado de sumario 
y se siguen á consecuencia de denuncia, y por un delito que 
no es susceptible todavía de calificación. Página 9. 



Falta de personería. — Debe rechazarse (a que se opone ¿I marido de 
la demandante, cuando consta en autos la partida de matri- 
monio. Página ií7. 

Faltas de respeto. — • Aunque se hagan manifestaciones de respeto al 
Juzgado, deben ser testadas las palabras empleadas en los 
escritos. Pagina Hi. 

H 

fiabais corpus. — El menor alistado en el ejército de linea, sin el con- 
sentimiento de sus padres» debe ser dailo de baja y puesto 
en libertad. Página 212. 

Habeos corpus. — Expedida la orden de poner en libertad á un menor 
alistado en el ejército sin ciinsenlimientode sus padres, no 
puede cumplirse si el menor, después del alistamiento, ha 
sido condenado por desertor por el Consejo de Guerra y se 
halla sufriendo la pena impuesta Página 212. 

Honorarios. — Si los bienes embargados at deudur común, han sido 
obtenido* en virtud de las gestiones judiciales hechas per 
uno de los acreedores, éste tiene preferente derecho sobre 
ellos, para ser pagad * de su crédito de honorarios, devenga- 
dos en dichas gestione *. Pagina 222. 

I 

Impuestos internos. — Véase; Absolución. 

Indemnización. — Véase ¡ Municipalidades. 

Interdicto. — El propietario del suelo, lo es de las vertientes de agua 
que nacen en él, y ti abrió una boca toma en et arroyo for- 
mado por dichas vertientes para uliliur el agua en provecho 
de su terreno, y poseyó la boca toma normas de nn año, lie- 



ne derecho á ejercer el inlerdiclo de despojo contra el terce- 
ro que le turbe en esa posesión. Página 290. 
Interdicta. — Procede el de amparo, probada la posesión anual, y los 
acloá de turbación. Página 300. 
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Jueces fedtrales. — No pueden conocer originariamente de los recia* 
n os de excepción del servicio militar Página 396. 

Juicio ejecutivo. — El comprador del bien embargado, ''onc dere- 
cho de ser oído en el incidente que se suscite sobre nulidad 
de la venta, y l s apelable el auto que le niegue dicha audien- 
cia. Página 167. 

Juicio ejecutiva, — El término para oponer excepciones, es fatal, Pá- 
gina 344. 

Juicio ejecutivo. — Véase: Apelación; Sentencia . 

Jurisdicción. — Una vez que se disputa Ja que se ejerce en los au- 
tos, debe tramitarse y resolverse la contienda ; siendo nulo 
lo que *e actúe después de iniciada. Página 405. 

Justicia federal. — No corresponde á ella, el conocimiento de quere- 
llas por infracción á Ja ley de elecciones municipales de la 
capital. Página 444. 

Justicia federal. — Véase : Aduana. 



M 

Mándalo para vender. — La obligación de pagar al encargado de ven- 
der algunas propiedades, el excedente de la base lijada par» 
la venta, cuando se escriture ésta y se pague el precio, no es 
exigiblesinó después que ge haya hecho dicha escrituración 
y pago, á menos que conste que la Talln de cumplimiento de 
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oslas dos condiciones, sea debida á culpa ó dolo del obli- 
gado. Pagina 90. 

Marca de fábrica, — El fabricante de pinturas, en cuya posesión sehay* 
encontrado, sin justiticar su legitimidad, una cantidad de «ti* 
quelas con la marca que distingue las pinturas de otro fa- 
bricante, y varios tarros de pintura llevando esa etiqueta, de- 
be ser considerado culpable de falsificación de marca, máxi- 
me si resulta también que lia expendido pinturas déla fcbrr 
cacion con dichas etiquetas. Página 32. 

Marcad* fábrica. — No puede ser considerado cómplice de falsifica- 
ción, el que declarj á quién ha comprada los productos 
falsificados, y de quien no se pruebe que los haya vendido 
con conocimiento de ser falsificados. Página 191. 

Marca de fábrica. — Tratándose de un específico, el hecho de ser bo- 
ticario el expendedur, no prueba que éste luviera conoci- 
miento de que el producto era falsificado . Página t9t 

Marca de fábrica. — Véase : Arraigo ; Embargo. 

Menores.— Véase : Ministerio público. 

Mensura. — Laomision de la citación de un colindante, no quita a la 
mensura y amojonamiento el carácter de publicidad que Je 
imprime la naturaleza judicial de la misma y la circunstancia 
de liaberse practicado en lugares poblados. Página 360. 

Mensura. — No puede concederse la autorización para que un juez de 
distinto territorio, conozca en el juicio de mensura, que no 
puede iniciarse por ausencia indebida del juez del lugar. Pa- 
gina 446. 

Ministerio público. — En los pleitos contra una sociedad comercial 
en liquidación, no es necesaria la intervención del ministerio 
público, por los herederos menores de un socio fallecido. 
105, 

, _ Están obligadas á indemnizar a tus particulares, 
por los terrenos de su propiedad que ocupan, para fines da 
utilidad general. Página 232. 
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Nuiidad. — Debe declararse la de todo lo obrado, en las causas en 
que no se acredite el fuero federal. Página ¿18. 

Nulidad. — Es nulo todo loque actúe el juez recusado, con poste- 
rioridad á la recusación, que no se refiera á ésta. Página 
2i9. 

Nuiidad. — Véase : Jurisdicción ; Sentencia. 



O 

Obligación — Véase : Mándalo para tender. 



P 

Pena. — Impuesta por U sentencia apelada, la pena de dos años de 
trabajos forzados, y pedida por el ministerio público su revo- 
cación á un año, hay equidad en dar por compurgado el delito 
con la prisión sufrida, si ésta se ha prolongado por tres años 
y cinco meses, sin culpa del acusado en la demora del pro- 
ceso. Página itl. 

Pitia . No puede incurrir en ella, el comercióme que ha expresado con 
exactitud la especie, calidad y cantidad de los artículos, y ba 
hecho la clasificación de esto*, aceptada como suya por el vis- 
ta. Página 110. 

fflia. — Véase : Suprema Corte* 

Prescripción. — No puede admitirse laque resulla haber sido inte' 
rrumpida. Página 255. 
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— Se halla prescripia la acción de nulidad de un Ululo 
por razón de enmendaduras y alteraciones no saldadas, des- 
pués de un lapso de más de diez años; y el tercero que com- 
pra el Inmueble con el lesiimonio expedido por el gobierno 
que einiii6 el Ululo, se lialla en condiciones de adquirir li 
propiedad en cuiilra de dicho gubierno, por medio de la pres- 
cripción. Página 351 . 
Prescripción . — Véase : Fatln út arción . 

Provincias, — Son deman.lables ante la Suprema Corte, por un ex- 
tranjero ; y pur tanto, no es admisible la excepción de ínhn- 
liilidaddc titulo, lundada en la doctrina contraria. Página 

na. 
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Recurso. — Véase ; Sttffrema CorU*. 
Recusación. — Véase : XuUdad. 

Rescisión. — La de un contrato de obras, que han sido ejecutadas 

su mayor parte, nu puede pedirse, cuando sea procedente 
sitió en la parte no ejeculadn. Página 333. 

Rescisión. — No procede la de un contrato de obras, si habiéndose 
estipulado para el caso de demorarse más de seis meses la en- 
trega de los terrenos en que debían ejecutarse las obras, el 
empresario, después de pasado eso tiempo, prosiguió en su 
ejecución, sin hacer uso del pacto. Página 333, 

Rescisión, — Una vez declarada improcedente, no puede temarse 
en cuenta tus perjuicios que se deberían en caso de ser pro* 
cedentc. Página 333. 

Resolución. — Resuello definitivamente un punto, no puede volverse 
sobre él. Página "250. 

Robo. — Los reos del cometido á mano armada, y en paraje que hace 
imposible ludo amibo eficaz, son pasibles de la pena de seis 
años de presidio. Página 430. 
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SérUencia . — Es improcedente la nulidad déla sentencia de remate, 
fundad;) en haberse nulificado las providencias esenciales del 
juicio ejecutivo, en el domicilio constituido en las letras 
ejecutadas, cuando resulta que ti deudor ha sido notificado 
en forma, de la orden de constituir domicilio bajo operci- 
bimiento y no ha obedecido, habiendo sido además notifica- 



do, también en forma, del acto mandando el reconocimien- 

to de firma, del mandamiento de embargo, y requerido per- 
sonalmente por e! pago. Página 323. 
Streicio militar. — Véase : Jueces federales. 

Sobreseimiento. -Constando el delito, la falta de pruebas contra el 
inculpado de él, autoriza solamente el sobreseimiento provi- 
sorio. Página 348. 

Suprema Corte. — No puede agravar la pena, si la sentencia condena- 
loria no ha sido apelada por el ministerio público. Páginas 
46 v 55. 

Suprema Corte. — No apareciendo haberse violado el articulo consti- 
tucional en que se funda el recurso interpuesto contra senten- 
cias de los tribunales locales, la Suprema Corle no puede 
concederlo por razón de interpretación ü aplicación t.róneade 
los códigos comunes hechas por los tribunales. Página 102. 
Suprma Corte. — Cuando el ministerio fiscal ha acusado por dos de- 
litos, y no apela de la sentencia que declara solamente la exis- 
tencia de uno, la Suprema Corle no puede juzgar sobre <l 
otro, did cual el procesado ha sido absuelto. Pág¡. a 111. 
Corle. — Corresponde á la jurisdicción originaria de ella, la 
causa civil de un extranjero contra una provincia. Página 
178. 

Corte. — No es competente para dirimir contiendas de com- 
petencia entre jueces locales, en juicios que no sean de su- 
cesión 6 concurso. Página 345. 




Suprema Corte, — No es competente para conocer originariamente en 
la causa en que figura como parte demandada, ana provin- 
cia, si ésta no es ni puede ser la contraparte del actor. Pá- 
gina 448. 

Suspensión de término. — Véase : Alegato de bien probado. 
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Tentativa. - Véase ; Circulación de billetes falsos de curso legal. 

Testigos. - No es admisible la prueba de los que se presentan en el 
último día del término probatorio. Página 176, 

Testigos. — No es tachable el testimonio prestado por el locatario en 
favor de) locador, y vice-versa. Página 360, 

Título. — No puede pedir su nulidad por razón de enmiendas y alte- 
raciones no salvadas, el gobierno que lo emitió, y que, con 
conocimiento de ese vicio, lo retuvo sin observación en sus 
archivos, mandando dar copia para seguridad del interesado. 
Página 251 . 

Titulo. — Véase: Prescripción. 
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Venta. — La hecha bajo la condición de ser aprobada ó poder ser des- 
aprobada por el Directorio del Banco Hipotecario, no autori- 
za á pedir su cumplimiento, si el directorio la desaprobó. 
Página 2 19. 

Venta ad corpvs. — Las palabras ai cor¡ni$ empleadas para anunciar 
U venta de un terreno, que se ha hecho de toda la superficie 
que contiene, á un precio cada medida, á pagarse por el com- 
prador después de la medición, significan queso quería ven- 



der li totalidad del terreno, pero no que la venta se baja 
hecho ai corput. Página 195. 
Vice-consuL — Véase : Apelación. 

Violación de corrapondaicia. —El reo de este delito y robo de valorea, 
es pasible de la pena decinco añoa de presidio, y siendo tam- 
bién de sustracción y destrucción del proceso, es pasible de 
la pena de otros dos años de presidio . Página 378 . 
Violación de correspondencia. — Al cómplice en primer grado de este 
delito, le corresponde la pena de dos años de presidio. 
Pagina 37$. 

Violación de correspondencia. — Véase ; Competencia. 
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ADVERTENCIA 



Habiendo terminado la publicación de l¡i lercera 
serie de los fallos, m lia resuello dar á esto* una nume- 
ración corrida, suprimiendo, en eonsecucncia, la cnu- 
iijerarion de la serie. Así, al présenle Ionio, le corres- 
ponde el número 8Í, ponpie la primera serie tiene 
nueve lomos, la secunda veintiuno, la tercera veinte, 
y doce la cuarta {aparecidos basta la fecha). De esta 
manera se consigue abreviar la cita, la cual, en lo 
sucesivo, podrá haeerse indieanilo simplemente el 
numero del Ionio y de la página, con prescindcneia de 
la serie, como lo lia hecho ya la Suprema Corte en 
varios casos <|ue se registran en la serie tercera. 

J, E. D. — J , A. r . 

Mayo de 
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CAUNA 1 

Don Lúandro tic la Tom\ contra don Esteban liivarota, por 
cumplimiento de sentencia; sobre liquidación 

m 

> Sumario. — El auto aprobando la liquidación de lo mandado 
liquidar y pagar por sentencia ejecutoriada, es apelable. 

Vaso. —Dictado el fallo que se registra en el tomo 60 (4' 
sene, tomo 10). página 51, la parte de Torre pidió que se prac- 
tique liquidación. 

Practicada ésta, fué observada por 11 ¡varóla, quien npelódel 
auto del Juez que no hacía lugar n tn modificación que pidió, 
siéndole negado el recurso. 
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Ruónos Aires, Ftjbruro i ile I89t¡. 



Vistos en el acuerdo: Considerando: Que el ñuto de foja cua 
trecientos Tetóte y seis resuelve no solamente el recurso de re- 
posición interpuesto en el escrito de foja cuatrocientos tres, 
sinó también el incidente promovido sobre aprobación de la li- 
quidación con capitalización de intereses. 

Qoc respecto del primer punto la apelación no es procedente, 
por no cansar gravamen irreparable el auto do foja trescientos 
noventa y nueve. 

Qn« en cuanto al segundo punto, ó sea aprobación de la li- 
quidación, el auto de foja auatroc lentos veinte y seis es por su 
naturaleza apelable, por cuanto trae gravamen parad recurren- 
te y no se trata del ca-> á que se refiere el artículo trescientos 
veinte de la ley de Prced i mientes. 

Por esto: se .ara * tal denegado el recurso respecto de di- 
cho segundo punto. #si t > concede en relación. Encontrándose 
los autos ante esta. Suprema Corte, pasen al relator, y líbrese 
oficio al Juez de Sección para que haga saber esta resolución á 
la parte de don Lisandro de la Torre. Repóngase el papel. 



LUIS V. VARELA. — ABEL BASAN. — 
OCTAVIO BUNCE. — JUAK E. TO- 
KHENT. 




CACHA II 



Doña Felisa iliriari de.tiadema, en tercería en el juicio ejecu- 
tivo de don Santmg g » ^ ^ cer t\ficado 



recusación del escribano secretario. 




iano , — 4* trae gravámen, y es inapelable el auto 
ie n i e ga la modificación de un certificado, cuando éste tersa 
sobre actuaciones mandadas agregar como parte de prueba. 
Es ioapelable el auto que no hace lugar á la recusación 




Cojo.— La tercerista solicitó que, como prueba, se agregasen 
varias pieias, que indicó, del juicio ejecutivo. El Jaez orden* 
que el secretario «pidiese el certificado respectivo, y habién- 
dose cumplido esto, la misma tercerista observó que el testimo- 
nio agregado no satisfacía su petición anterior, por lo que de- 
bía agregarse nuevo testimonio. Al mismo tiempo recusó al 
secretario. 



Buenos Airea, Octubre 17 de 1895. 



Considerando: 1" Que según se expresa en el auto recurrido, 
el certificado del actuario expedido á solicitud del recurrente no 
puede afectar absolutamente derechos de la tercerista, puesto 
que se refiere á actuaciones practicadas en el juicio ejecutivo, 
cuya agregación á este expediente ha sido ordenada por el Juz- 
gado para ser consideradas como parte de prueba en la estación 
oportuna deJ juicio» * 

2" Que en cuanto á lu recusación del actuario á más de no es- 
tar fundada en causal determinada por la ley, se ha comproba- 
do, por la propia declaración del abogado acreedor de los hono- 
rarios en que fué condenado el actuario, que éste le ha satisfe- 
cho las costas en que fué condenado. 

Por esto, no ha lugar al recurso deducido. 

Juan iteí fampillu. 



RUjjffa) if|a Ir 



HdfMin- Aire*. PehpTo l th> IWKi. 

Vistos en o) acuerdo: No causando gravamen irreparable el 
auto de fecha diez de Octubre de mil ochocientos nóvenla y cin- 
co en su primera parte, como se demuestra en el mismo y en el 
de foja treinta y seis vuelta, del cuaderno de prueba remitido 
como informe, y no siendo apelable ía segunda partí- del referí- 
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do auto, según lo prescribe el artículo cuarenta y dos de La ley 
do Procedimientos, se declara, de conformidad & este articulo 
y al doscientos seis de la misma ley, bien dentado el recurso 
interpuesto. 

Agréguense estas actuaciones á sus antecedentes, y repues- 
tos lo* sellos, remítanse al Juez de la causa. 



LUIS V. VARELA. — ABEL BA- 
ZAR- — OCTAVIO BL'PiGE. — * 
JUAN E. TOIIBEHT. 



CACHA III 



Criminal contra don Tomás Xoeelíi, por defraudación ai Fisco; 
sobre excepciones previas de falta de acción, prescripción y 
cosa juzgada. 



Sumario. — I o No proceden las excepciones previas de falta 
de acción y de prescripción, en las causas criminales que se na- 
Unn en estado de sumario y st* siguen á consecuencia de denun- 
cia, y por un delito que no es susceptible todavía de calificación. 



10 FALLO» DB LA «OPRIMA CORTE 

3° Sin la existencia de ud fallo judicial sobre el hecho que 
motivad proceso, no puede admitirse la excepción previa di- 
cosa juzgada. 



Caso. — Resulta del siguiente 



ESCRITO »E EXCEPCIONES 

Señor Juez de Sección : 

£1 doctor Juan Antonio Argerich, por ti señor do» Tomás 
Noceti, en los autos de la temeraria denuncia promovida por 
Francisco Francioni, ú V. S. p según mejor proceda, digo: 

i 9 Que Tengo á promover excepciones, en forma de artículo 
de prévioy especial pronunciamiento, en este asunto típico. 

Francisco Francioni ha suscitado estas actuaciones, señor, 
con el propósito ingénito de amedrentar al señor Noceti, pa- 
dre de familia y hombre de posición respetada, á efecto de 
ver si do esa manera consigue desistimientos ó ventajas, por lo 
menos, en varios juicios por cobro de pesos que le sigue mi 
patrocinado. 

Supongamos, señor Juez, que el documento hubiese sido en- 
tregado sin sellos (lo que niego) por Francioni* Esto impor- 
taría para Francioni, que lo dice, la obligación ineludible de 
pagar una fuerte multa, como suscritor ó firmante del docu- 
mento. Siendo muy conocido dicho señor en sus relaciones con 
el Fisco, resulta que Francioni, paladín fiscal, comete un acto 
inaudito: se sacrifica por los intereses fiscales. Esto, en él j en 
cualquiera, señor Juez, es y será siempre demostración de que 
Unta abnegación sólo responde á los bajos fines expresados. 
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Es decir que Fraacioni corre los riesgos da su /Ufa confesión 
en la esperanza de conseguir del señor Noceti un desistimiento 
délas acciones de este contra aquél. 

M mas, ni menos . Puede esperarlo . 

2* Siendo secreto el sumario, he colegido, por las preguntas 
de la indagatoria, que se trata de una denuncia sobre defrauda- 
ron al Fisco, defraudación que, en el caso impostóle de eiia- 
tir como voy a probarlo, sería hecha por el Fisco mismo. 

Se imputa una defraudación, hecha en forma de v«<J° Per- 
fecto, señor Juez. . 

No se pone en duda, ni en tela de aatenUcHtaa a 

los sellos rj estampillas del 
doctor Vialc. 

Se dice: « ese impuesto fiscal no fué satisfecho por mi (Fran- 
cioni)al firmar el documento ; fué^fecho después. Denoncio 

el hecho, etc., etc. » 

Es decir: que el pago fué hecho y que la defraudación consu- 
ltó en pagar. 

Es un colmo del delirio de las imputaciones. 

En esta denuncia grotesca, cuyos términos ignoro y que se- 
guramente no ha de llerar al pié firma de letrado, se falta al 
respeto debido á la justicia, haciéndola perder tiempo. Sunca 
se ha visto, seguramente, cosa semejante, 

El señor Noceti insiste en que recibió el documento til cual 

08 Pero supongamos, por vía hipotética, que así no fuese; que 
esté desmemoriado; que las cosas hayan sucedido como la parte 
denunciante aduce con relación á la tardía impoücion de los 

sellos. M . 

F.rmado el documento por él, si hubiese un delito 6 ana pre- 
sunción de delito, la semiplena prueba del delito, consistiría en 
ésto ■ que el firmante del documento seria el autor presante del 
delito v que la órden de prisión preventiva debería dictarse 
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contra él. Serla una deducción matemática y mucbns veces 
Francioui, tan imprevisor como audaz, ha sufrido chascos pa- 
recidos. 

3° Supongamos que tos sellos hubiesen sido colocados después 
de redactado el documento. 

Es un hecho diario: redactado un documento, se lleva á la 
Dirección de lientas y se hace sellar y se sella. 

Si los encargados de expender los sellos y velar por el cum- 
plimiento do la ley, faltaron en el presente caso á su deber, de 
ellos sería la responsabilidad, sin que el señor Noceti (hablo 
siempre en hipótesis) haya sido nunca ni empleado ni tutor ni 
curador del Fisco: auténticos los sellos y las estampillas, todo 
lo demás se refería A las relaciones entre el gobierno (mandan- 
te) y el empleado (mandatario) que expendió los sellos. 

Nada, absolutamente nada tiene que ver con ello el particu- 
lar y lo contrario importaría subvertir todas las nociones y pre- 
ceptos de derecho. 

Por lo demás, sí el señor Noceti, pagando el impuesto Us¿al 
correspondiente, á destiempo, hubiese, á sabiendas, lo que nie- 
go, procurado eludir la satisfacción de una multa, qm es utm 
penu t digo á V, S., con todos los autores, que eludir una pena 
no es delinquir: es eluJir un castigo y nada más. 

4 o La ley de sellos quiere que el impuesto st>a satisfecho y 
satisfecho esta. 

Las infracciones á ella, han tenido y tienen un correctivo es- 
pecial en la Ley misma : pena de multa, siempre que se tenga 
la intención y el propósito de no cumplirla. 

Permanentemente, en dicha ley anual, se ha establecido que 
la Dirección General de Rentas, vigile su cumplimiento, tenien- 
do el deber de pedir á tas autoridades correspondientes la apli- 
cación de las penas. 

En el presente caso, siempre en el terreno do las hipótesis, 
el documento viene á tener el visto bueno de la Dirección, que 
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impende tas estampillas y las expendió con los sellos de inutili- 
zación, y allá rinda ella cuentas si procedió mal. 

5- Permanentemente (artículo 06 de la ley rigente, 57 déla 
de 1893 etc., etc.) la Dirección de lientas ha resuelto toda dada 
acerca del sellado correspondiente y desde el momento en que 
los sellos fueron puestos por elfo, lo que creo no se discute, hay 
cosa juzgada al respecto, sin que Francioni tenga la represen- 
tación de la Dirección, aunque sea capaz de invocar la de Dios 
mismo, si cree así servir sus intereses. 

G" Otra consideración fundamental: hace tímanos el docu- 
mento fué presentado por el señor Nocetí ai señor Juez de Co- 



mercio, 

€ 110 





Figuoroa, sin que i'l actuario le pusiese la nota 
» y sin que allí se dirtas>; medida alguna 
, np obstante las largas tiradas de irancioni, que 
tfin> hade haber presentado á V. S. 
Aquel Juez sedió cuenta de loque pretendía Francioni. 
V. S. no puede dejar de tener en cuenta este antecedente, 
ante las clarísimas disposiciones de la ley que hacen juez del 
sellndo al Juez donde so reclaman los derechos que emergen del 



resolver esta denuncia cri- 



7° Fundado en las prescripciones del artículo 4i3 del Código 
de Procedimiento Crimin¿¡, y en las consideraciones que prece- 
den, vengo & deducir ius siguientes excepciones: V Falta de ac- 
ción y de delito, inciso 3" del aitículo 443 y artículo 200; t Co- 
sa juzgada, desde que la simple colocación de sellos y estampi- 
llas por la rcparlidon de Kentas, asilo establece, ante las pres- 
cripciones legales recordadas: es ella el superior tribunal de la 
materia y no puede volverse sobre lo sancionado por ella*, 3* Para 
el caso de disecarse las anteriores excepciones, digo de pres- 
cripción. |l documento fué firmado eu 1889 y la acción, artí- 
culo 00, inciso S\ del Código Penal, se habría proscrito al año. 






VISTA FISCAL 



líui'iios Ain-í, Junio Jü 1895. 



Señor Juez : 

Por las razones que paso ú exponer, sfrrasi» V. S. do hacer 
lugar alas excepciones que se oponen en el precedente escrito 
como de previo y especial pronunciamiento; mandando llevar 

trata. 

En cuanto á la excepciun de falta du acción, inciso 3\ artícu- 
lo 443, Código de Procedimiento Penal, considero que ella no 
procede, por cuanto existe la denuncia de foja 52 tirmada pur 
el señor Francioni, ratificada á foja 59 y á foja 64 ante V. S. 

Hay, pues, una denuncia en forma de un delito, que de acuer- 
do con el artículo 155 y siguientes del mismo Código, puede ser 
cabeza de proceso. 

No os atendible tampoco la excepción de cosa juzgada, pues 
basta este momento ningún Tribunal competente se ha pronun- 
ciado sobre el hecho deque se trata. Y, pur último, en cuanto á 
la excepción de prescripción que se opone, debo manifestar ií 
V. S. que tampoco la considero procedente, por cuanto el delito 
que reza la denuncia no es prescriptible dentro del término á 
que se refiere Ja excepción opuesta. 



J. Itoiet. 
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VmUm J*l Juez r«*er»l 



Uuenos Aires, Jmiiu 2<i de 1895. 

Y Tistes: Considerando : Que la denuncia que ha dado mar- 
gen a* Información de e>ta cansa, establece que se ha cometido 
en el documento de foja 66 1 V, un delito que, ai no es sus- 
ceptible de califieai-ion en el estado actual del sumario, podría 
estar comprendido dentro de las disposiciones del articulo 157 
de la ley penal de 14 de Setiembre de 1863 ; y en tal concepto 
las excepciones de falta de aceto» y de prescripción no pueden 
prosperar por ahora, como tampoco la de cosa juzgada, por no 
apoyarse en fundamento legal. 

Por esto. desestiman»' las dichas excepciones, con costas, de 
conformidad con lo establecido en el articulo 144 del Código de 

to á los fines correspondientes. 
Repóngase el papel. 

J. V. La taime. 



VISTA DEL SESOR PROCUlUDOIl GENMAL 



Baeooí Aires, Julio 12 de 



El sumario se inició en virtud de la denuncia en forma de 
hechos delictuosos, que podrían caer bajo el régimen de la ley 
de 14de Setiembre de 1863. 

jnes opuestas no proceden, como lo expresa el 



16 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Procurador Fiscal en la vista de foja 79, cuyos fundamentos 
¡dtüco, para pedir á V. % la confirmación del auto recurrido 
corriente a foja 80. 

Sab i ufano A'iVr, 



rallo de iw jfiiprtni Corle 

ilin nrts Ain s, pebn ro i¡ uV IWS|5. 

Vistos : Por sus fundamentos y de acuerdo con lo expuesto t 
liedidupor el seiior Procurud-r General, se confirma, ron cos- 
tas, el autu arlado de foja . cuenta. Devuélvanse, debiendo 
repom-rse los sellos ante el Inferior. 

LLIS V. VAltELA. — AllEL ÜAÍAN. 
— OCTAVIO ULSGE. — JUAN E, 

roiuiEM. 



Contra Tarando tj C\ftor infracción da tas faje* de aduana 



Sumario, — La dife rencia que resulta en la cantidad de los 
Artículos manifestados en la guía de removido, es penada con 
multa igual á dobles derecha. 



Vaso. — Hesulta de las siguientes piezas : 



ItESOLUCIOS DÉ LA ADUANA 

Huenos Aírt-s. Ajjosto ü do 1895. 

Resultando de las actuaciones producidas, que las 226 pano- 
l-tas que han resultado faltar, según lo expresado en el parte 
di; toja... constan efectivamente manifestadas en la guía dcre- 
inovido, según se cora prueba por la declaración misma del inte- 
resado, corriente á fojas 3 vuelta, 1 y 5 de este expediente. 

Y considerando: \° *Jueel error invocado por el declarante al 
escribir las constancias en la guía respectiva, no constituye un 
argumento aceptable ante el precepto legal, desde que el artí- 
culo Í058 de las ordenanzas, solo admite como excepción el 
«error evidente é imposible de pasar desapercibido», qne no es 
el del caso actual, porque «se ha necesitado una verifica- 
ción previa por parte de la aduana», para conocer la falta rielas 
pañoletas de que se tra>a ; y 

2" Que aún en el supuesto caso de que la manifestación del 
peso bruto hubiera sido exacta, como lo asegura el declarante, 
tampoco hay medios para comprobar este aserto, por cuanto la 
mercadería de la referencia ha sido sacada bajo fianza, noque- 
dando otras constancias para resolución de esta cansa, que las 
que se consignan en este expediente. 

Por estas razones se resuelve : de acuerdo con lo dispuesto en 
el inciso 4' del artículo 668 y lo establecido en los artículos AOii 
y 1054 de las Ordenanzas de Aduana, aplicar una multa igual 
á dobles derechos sobre la diferencia denunciada porel parte de 
toja I . 

Hágase saber y fecho, pase á contaduría á sus efectos, de- 

J. //. Martínez Castro, 

Vdl . LUI! * 
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Fallo ilel J«c t>tl#rAl 

]!m íi<>> Aires, tlirtiibre iá dr lf*V 

Y vistos: Considerando que la falta denunciada en ti parte 
de fuja t\ * ata reconocida por los proj ios apelantes; y su encuen- 
tra prevista y penada ¡Wf el artículo 668, ÍDcUti4 D , y arlíeulo 
101 1 de las Ordenanzas de Aduana. 

(Jue él error que los apelantes invocan eu su descargo, no 
puede conceptuarse comprendido en los túmriws del artículo 
1057 d»' las citadas Ordenanzas 

Que | or otra parte resulta inexacta la explicación que «le ese 
error hacen los apelantes, diriendo que se expresó en la -¿nía 
24 docenas du pañoleta* en lu^ur de sólo $4 imt'totvttts, confun- 
diendo las unidades con las docenas, 

A ser esto cierto, hubieran debido faltar 204 pañoletas 24 
docenas = 28K — 2i — 2tHl, y s do han faltad.. 226, según el 

parte de foja 1'. 

Por esto, se continua la resolución apelada de foja 12, con 
costas. Repóngase el pjhíl y en oportunidad de vuélvanse los 
autos ú la Aduana. 

./. \\ Lalanne, 



vista del ¿eson PHocuiiAiinu ge: 

Uuuiuk Aires. Diriitmbru 
Suprema Corte: 

La guia de removido referida en lu denuncia de foja i'\ mani- 
festaba %\ doccmis de pañoletas. Verilicado el contenido de lo 
manifestado en esa guía, resultó faltar i'i'tí pañoletas. 



No se ha podida establecer si el pe*o del cijon de mercade- 
rías removidas era idéntico al establecido en ia guía, porque 
el cajón había salid.» de la aduana sin déjame constancia de su 
peso, según resulta del informe de toja 6. 

Esto no obstante, es evidente el hecho de la menor existencia 
de pañoletas manifestadas, porque ese hecho, no sólo resulta 
de la verificación afirmada á foja 1% sinó también de lo decla- 
rado por lus mismos interesados á foja 2 vuelta. 

Es muy posible q\w la falsa declaración no proceda de una in- 
tención dolosa, y que sea de un simple error de designación, al 
consignar docenas, en wi de unidades. Pero en cualquier caso 
ese error había podido pasar desapercibido para la aduana, una 
vesquí el peso de los cajones, poc sí solo, no era bastante a 
evidenciarla y la verificación minuciosa de las piezas contenidas 
en el cajón, ha sido necesaria para mostrarla. 

En tal caso, es de rigurosa aplicación el artículo 1025 de las 
Ordenanzas que considera materia de pena, toda falsa declara- 
ción ó todo hecho que si pasara desapercibido, produjera menos 
renta que laque legítimamente corresponde. 

Considerando, por todo ello, oportunamente aplicados los ar- 
tículos fí6S y 1011 de las Ordenanzas de Aduana, alcaso*n&- 
judice, pido á V, E. se sirva confirmar la sentencia recurrida, 
corriente á foja 23 vuelta. 

Sabinia ** Kier. 



t *ll* <t* lf% »u|>r«NM Corte 

Hítenos Airea. Febrero 11 de 1895. 



Vistos; De conformidad con lu espuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, se confirma, con eos- 
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tas t el auto apelado de foja rt ink- y tres vuelta. Repuestos lo* 
Sellos, devuélvanse. 

AUÍ1L UAZAN. — OCTAVIO BUS- 
GE. — JUAN E. TÜIUIENT. 



• AINA \ 



t'üntrtt don Luis ii, l>uiío, sobre defraudación dv im 



$um&rib^m resultando comprobado el 
¿enunciada, y apareciendo por el contraria que nu ha sido cuine- 
tido, debe absolverse al pnicesado de (oda 
uiinul y civil. 



Cmo. — Wx plica el 



tmltm del 



Kn esta ciudad de Santiago del Estero, á los Í9 dias del mes 
de Junio de 1895, examinada esta causa criminal seguida por 
el Procurador Fiscal contra don Luis G. Pinto, argentino, de 



* ■ * 
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49 años de edad, ele estado casado, de profesión industrial y re- 
niño tic esta provincia, por defraudación de impedí internos; 
do su estudio resulta: Que el inspector de succión de hupu— 
tos internos, don Guillermo Hraudt, so presentó denunciando el 
hecho do que don Luis G*. Pinto. había heclio una falsa declara- 
ción de ta graduación de lo* alcoholes que se fabricaban en sn 
establecimiento Colonia Pinto, p««s habiendo aürmado que no 
acedía aquella de cuarenta «jradiw, resultaba del exám-u prac- 
ticado por el inspector que alcanzaban á cuarenta y un grados y 
aun ú cuarenta y dos grados, como la decía también el fabrican- 
te de alcohol de ese establecimiento, don Juan Gario. Que aten- 
ta esta circunstancia, bacía la denuncia & Ion efectos .lela ley 
número 3057 de impuestos internos, para que se aplicara al señor 
Pinto la pena prefijarla por artículu 2" de la r- ferída ley. 
Instruido el sumario respectivo, con ocasión de esta denuncia, 
,n la indagatoria el procesado dijo que esa declaración á que se 
refería la denuncia (la dr ser el alcohol que se fabricaba e«i su 
establecimiento de cuarenta grados) la había hecho, ajustándose 
¡i lo que le comunicaba el administrador de la Colonia Pinto, que 
lo fué su hermano don Juvenal C. Pintn. liasta Unes ih 1801. 
Que todas las ventas do su casa f^ron .le alcoholes de 40 grados 
y uuitca de mayor graduación- Que c rrado el sumario yole- 
vada á plenario esta causa, la acusación pidió para el señor Pin- 
to la pena .stablecida por el artículo 20 itó la citada ley de 
¿flétéie 1891, fundándose en que, en sn concepto, se había 
comprobado por el informe pericial délos señores Chiistenseny 
Nelson, que, en efecto, la graduación délos alfolíeles era supe- 
rior á 40 grados. 

La defensa sostiene que no tenia razón do ser la acusación, 
desde que :io había el señor Pinto tenido el animo de delinquir 
ni estaba en sus intereses denunciar como do cuarenta grados 
alcoholes de mayor graduación, por cuanto los expedía al co- 
mercio siempre como de 40 grados. 
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Que así resultaba de la declaración del destilador, quien de- 
cía que tenía orden del administrador d* la casa de reducir siem- 
pre a alcohol de 40 grados lodo < I que superara de e>ta gradua- 
do!) usando para ei efecto agua destilada. 

Que nunca pudo estar en la cnnvenñiieia del procesad.! sefior 
Pinto, hacer una falsa declaración, desde que no usufrucluaba 
nada con ella, no obedecía ¡t mi espíritu dt; lucro, ni mejoraba 
su condición comercial con ello. 

Que nunca existió en su ánimo el propósito de burlar la ley, 
como Iip comprobaban todos los libros de la casa comercial, en los 
que constaba uniformemente, que todas las transacciones sobre 
alcoholes fabricados en su establee imicutn, fuero u dv abortóles 
que jamás excedieron de 40 grados. 

Que adema*, para hacer mas perceptible la ninguna conve- 
niencia que hubiera existido en la falsa denuncia á que se refie- 
re el inspector Brandt, hada, foja 71, el cuadro de reducción de 
alcoholes de 41 y 42 grados á 40 grados. 

Que ese cu¡idro demostraba la improcedencia de tal procede*, 
por cuanto patentizaba que no se pudo buscar una explotación 
que mejorara la condición del procesado, cun la declaración de 
que sus alcoholes uo excedían de 40 grados. 

Que la causa fué abierta aprueba, sin que la acusación pro- 
dujera prueba alguna, c mo debió hacerlo con arreglo á lo 
prescripto en el artículo 468 del Código de Procedimientos pe- 
nales de lo Nación. 

Que la partü acusada propuso prueba testimonial fuera de 
término. 

Que se pidieron, para mejor proveer, los informes que corren 
á foja. . . y foja. . , de la administración general de impuestos 
internos y el informe pericial del químico doctor Pedro X. Arata, 
respecto de la exactitud del madru de reducción de foja 71, cuyo 
informe pericial corre á foja... 

Y considerando: Que d consecuencia de la denuncia del ins- 
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pector Brandt, se nombró por ol juzgado en catfdád de peritos* 
los s.ñores Juan Christenscn y Knrique SeUon, para que exami- 
naran los uWlioles do la Bolonia Pinto , y di, hos peritos se 
expidieron como consta áíoja... manifestando que de su *fe 
meil resultaba que había alcohol do 41 grados. 

i¿u,. del examen de los libros dol establecimiento del señor 
Pinto se desprende c L ut3 un olios sóloeonsia la elaboración y ex- 
pendio de alcoholes que nanea pasaron de 40 grados. 

Que lo* comerciantes do esta plaza, señores Francisco Girelh 
v (Carme* Abalos, así to aseveran á foja... después de hecho el 
examen de los libros del señor Pinto. 

Que esto mismo Ira sido constatado por la inspección que ha 
prac ticado el infrascripto de los Ul.ros del señor Pinto. 

Que, ademas, os de notarse que aún antes de la vigencia de la 
ley de 'impuestos internos, que data desde Huero de 1891 . todas 
las operaciones de la casa comercial de Pinta, se hicieron siem- 
pre sobre alcoholes que no tuvieron mayor graduación que la 
de 40 grados. 

Que la exactitud del cuadro de reducción de foja 71 ha sido 
constatada por el perito químic, doctor Pedro N. Arala, como 
constan foja... multando siempre un pequeño aumento en la 
cantidad del alcohol al reducirlo de ¿2 á 41 grados á 40 grados, 
por fá cantidad de agua que su agrega. 

Que del análisis de los antecedentes de esta causa, no se 
descubre ol propósitu de delinquir do jarte del señor Pinto, si 
bien como resultado de los exámenes periciales y como conse- 
cuencia de la reducción de ah oholes de 41 á 40 grados pagados 
á este último tipo, resultaba una disminución en las sumas a 
pagarse por ol impuesto creado por la ley especial de 1891. 

Que de este hecho se desprendo que si bien ha incurrido el 
señor Pinto, en responsabilidad civil por ta suma que arrójala 
diferencia de tipos y do pagos, consiguientes, no ha ¡ocurrido en 
responsabilidad penal; que desús bu?nos antecedentes como cu- 
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merciante é industrial di- esta plaza, y del hecho de no haber 
sido nunca procesado por causa alguna, se deduce también qm- 
no puede suponérsele animado del espíritu de delincuencia, si 
bien por errores de hechos provenientes de detícieiicia de losal- 
cohómetros y otras causas, se haya traducido su proceder en 
menoscabo del interés liscal, en cuanto á (asuma que debió 
pagar. 

Que su ñuituo de no rehusar el pago ile loque se dudare adeu- 
dar al fisco, semauiliestaporel hecho de haber constituid» Üa- 
dor abonad», sujeto á las responsabilidades que emanan de este 
juicio, como consta ;í l't.ja... y ton ase ti ti miento liscal. 

Í-Jue teniendo muyen cuenta, como debe siempre tenerse pre- 
sente al resolver causas de esta naturaleza, la posición elevada 
social y política del mencionado señor Pinto, su nombre acredi- 
tado en el comercio y demás circunstancias que concurren para 
no autorizar la sospecha de defraudar de su parte, existe por lo 
menos la duda sobre este [Minio y es de oportuna aplicación la 
regia que prescribe: ín ttubio, thlux mw ¡tnpsuittittir. 

Que el hecho d.- haber sido y ser el señor Pmtu un comercian- 
te é industrial que ha girado siempre en grande escala, hace 
también que se aleje la presunción del d..] de su parte en el 
caso sidt-iudice. 

Que es de aplicación al caso presente, en concepto del infras- 
cripto el espíritu que precedió á la sentencia dictada por la Su- 
prema forte en la rausu CIA II. que corre al tomo 2l, serie 2', 
página 599 de la colección de sus sentencias. 

Por estos fundamentos, otros que se omiten y los concordan- 
tes de los escritos de la defensa, quo corren de foja... á foja... y 
foja... á foja... definitivamente juzgando, fallo: declarando á 
don Luis G. Pinto civilmente responsable de la sumado 4413 
pesos Con Ifi centavos nacionales, según el calculo de foja 4(5, 
que deberá depositarse en el Banco de la Nación Argentina, á 
disposición da la administración de impuestos internos, en el 
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término de 10 (lias, y declarándole al propio tiempo, libre de 
responsabilidad criminal: y siendo á su cargo el pago de las 
costas de este juicio. En su mér¡K cbáneelese la üanza otorga- 
da á foja... 

Otaecímt yMcorta. 



VISTA ItEL SKÑOH HlOCL ItAimtl GtSEHAI» 



ñútaos Aires, Nevieinbn? ih luy.v 

Stif/rema Corte: 

La denuncia del inspector de impuestos internos de Santiago 
del listero señor Brandt, se apoyaba A foja 10, en la declara- 
ción atribuida al empleado i-ucargadn do la fabricación de alco- 
holes en la fabrica del señor Ijiís (1. Pinto, sobre haberse fa- 
bricado y expendido al consumo on el presente año, afi oholes 
de más de 40 grados, dando una graduación, termino medio, de 
i2 1 . grados. 

Pero ni *-\ empleado referí lu <'n l i denuncia, ni el t-nedor de 
libros, en cuya presencia se asegura que la declaración se pro- 
dujera, alirmun en absoluto el dhho referido, 

Kl primer», don .Juan (rorin, expresa á foja 41 que la elabo- 
ración sólo alcanza ene! alambique, de 40y 41 grados, sin tomar 
la temperatura que en su declaración al inspector se relirió á la 
graduación de 41 grados próximamente, pues ese día reinaba 
una alta temperatura. Kl tenedor de libros, á foja 10 vuelta, 
asegura también que todos los alcoholes desde el año 88, fueron 
de 40 grados, que sólo como unos i.clio dias antes el destilador 
deelará aguardiente de 42 ' . grados, pero agrega que el pesa- 
licores no marcaba si nú hasta 40 grados, que la graduación era 
por ello de mero cálculo, á las 2 de la tarde y en im día tte 
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mucho calor, aumentado por la proximidad á las máquinas . 

La denuncia se desvirtúa por ello, en las mismas fuentes iu- 
vopadas para sustentarla. 

¿ Uase comprobado, entonces, por *d informe pericial de To- 
ja 3tí? 

Vn estudio comparativo de tos procedimientos empleados y 
de las conc! usiones obLenidus producen un juicio negativo. 

No había un la casa sinú un areómetro, muy ordinario, dicen 
los peritos, que sólo estaba graduado hasta 40grad> s. Km piraron 
uno de ta <usa Hasemlald de [hunos Aires, que tiene un termó- 
metro con una escala de corrección por temperatura, encontra- 
ron confusión cu la escala, ensayaron bajar las temperaturas ¡tor 
metilo de i indo y después de un día de ensayos infriietuosos 
abandonaron el procedimiento directo, para hacer nueras medi- 
ciones á la temperatura de 15 grados. Ksta temperatura arti 
lioiai, se produjo por niedio de hielo y sal, y haciendo después los 
cómputos de relaeion, dedujeron á foja 38, que el aguardiente 
graduado por medio de ello de 40 9, 4l°1 y 41 \ debe ser todo 
jgual de 41 < artier, siendo las diferencias halladas debutas an- 
tes á errores en las observaciones, que á diferencia en el aguar- 
diente. 

Resultados tan inseguros, obtenidos mediante una tempera- 
tura artificial, procedimientos indirectos y con diferencias sen- 
sibles, reconocidas por los mismos peritos como dibid;is á erro- 
res en las observaciones, no suministran una prueba directa y 
fehaciente para la declaración del fraude. Y si á ello se agrega 
que en la diligencia para mejor proveer, ordenada por el juzga- 
do á foja 188, el perito Kchegaray, íl foja 191 , declara que los 
procedimientos empleados con tos al&diómetros de que pudo 
disponer, pues la inspección au los tenía, todo* diferían en re- 
sultados; que los peritos nuevamente nombrados á lujas 194. 
195, 195 vuelta, Iíí8y 199, rehusaron la aceptación del cargo, 
por carecer de los instrumentos necesarios al efecto y que el 
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informe do la oficina química de foja 202 vuelta s.'ilu verifica ta 
exactitud del cuadro de reducción que corre á foja 71, sin que 
con ello pueda determinar se La verdadera graduación de los al- 
coholes medidos en la fábrica, bajo una temperatura extraor- 
dinaria; la prueba de la defraudación acusada, no se comple- 
menta. 

Entre Unto, el procesado señor Pinto ha probado que desde 
anos anti s de existir h ley de impuestos internos, todo el aguar- 
diente salido de su casa se graduó de 40 grados, que de los li- 
bros de la casa, que han -ido examinados par ¡1 mismo señar Juez 
a neta y compulsados por los comerciantes señores Girelli y Aba- 
les, resulta laconstante elaboración y expendio de aguardientes 
que nunca pasitrun de 40 grados. 

Esta prueba parece decisiva, según los términos di- la ley nú- 
mero 2174, que en su articulo 2" prescriba tque la base pava el 
cobro del impuesta, senl la declaración jurada del fabricante y 
los asientos de sús libros relativos a la fabricación », y lo dis- 
puesto en el articulo I5di'l reglamento de 1" de Abril de 1891 
que declara, « el descargo del fabricante, sólo podrá fundarse en 
las constancias du dichos libros *. 

Demostrado que las declaraciones del fabricante se confirman 
en los asientos de lus libros de fabricación y espendio, y que 
contra ellos las conclusiones de los informes periciales nada 
han alcanzado á probar en concreto, reconociéndose errores eon- 
fesados en el de foja 3ft que sirve de antecedente á los demás, 
pienso que U sentencia condenatoria del veinte y tantos del 
impuesto, no puede subsistir legalmente. 

Esa imposición importa una pena. Según el artículo 2" de la 
ley citada, esa multa debe imponerse «¿cualquier falsa decla- 
ración ó acto análogo que tenga por mira defraudar este im- 
puesto » . 

Si la falsa declaración no se ha probado, y se ha justificado 
la base alirmada, con las constancias de los libros y otras prue- 
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bas fehacientes; si la inspección no lia probado los Hechor de la 
denuncia y, como lo reconoce ta misma sentencia á foja 221 , no 
se descubre el propósito de delinquir de parte del señor Pinto, 
la conclusión legal debe ser ta absolución di>l procesado. 

Por todo filo y los fundamentos más estuosamente desarro- 
llados en su expresión de agravios, así lo solicito de V. E. 

Sabinmno Kier. 



r «II» «Ir Ih ttH|ir*tua Corte 

Dueños Aire¿. Febrero 13 de Inhii. 

Vistos y considerando: Que formado este proceso por la de- 
nuncia del inspector de impuestos internos, don Guillermo 
íirandt, apuyadaeu un hecho que <■! no había comprobado por 
sí mismo, siiáó ¡ilri buido á informes de empleados rln la fábrica 
del señor Pinto, ha debido ante todo probarse la verdad del he- 
cho delictuoso denunciado. 

Que de aut"S no resulta comprobado ese hecho, antes bien 
de sus constancias aparece que no se ha expendido alcoholes (le 
más de cuarteta grados, 

Que ni por los» informen periciales se ha acreditado t impoco 
la fabricación de alcoholes de mayor graduación que la expresa- 
da, pues las diferencias á pe serelieren aquellos informes, no 
tienen para sus autores la exactitud necesaria y requerida, pa- 
ra fundar una condenación, por la imperfección de los medios de 
que so han valido, según ellos mismos lo manifiestan, 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se revoca la sentencia apelada de foja dos- 
cientos diez y sois y se absuelve ai demandado don l.uisG. Pinto 
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do las condenaciones que ella le impone. Kepuestos los sellos, 
devuélvanse, pudiendo notificarse con el original. 

ABEL BAZAN — OCTAVIO BUN- 
UE. — JUAN E. TOBREST. 



« USA VI 



Ecfteveslc, ¡tor infracción tk la ley di' enrola- 
mienta. 



t. — No incurre en pena el qu*- 
haber estado enfermo' en caiuu durante el 
miento. 



proena de 
ttot enrola- 



La xo t 



Autos y vistos : Los 
infracción á la 




ta l'bta, Diciembre 3 üe 1895. 

contra Pedro Echereste, por 
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Y considerando: I" Que el detenido, en la declaración de foja 
7, di-ctara que no sé enroló por haber estado enfermuen la época 
lijada parad enrolamiento y por creer que siendo hijo de madre 
viuda, no estaba obligado 11 hacerlo. 

2" Queel Defensor General de Pobres, en sn escrito de fnja8 f 
ofreció prueba testimonial para acreditar los hechus alegados 
por el detenido Eche veste. 

3" lineen la información produt ida corriente, á fojas 12 y 13, 
tos testigos don Antonio Arann,dou Manuel Lorenzo y don To- 
más íia f rido, declaran constarles que Kchevestc es hijo único 
de madre viuda y que atiende ¡i ta subsistencia de ésta y que 
durante la época del enrolamiento estuvo enfermo un cama. 

i Que la declaración de ¡os testigos coincide en los puntos 
fundamentales, y por lo tanto debe ser ella tenida como la ver- 
dad misma en la materia en cuestión, de conformidad ;Í la ley 
32, título 16, partidn 3. 

5" Que la ley de 18G5, en su articulo I \ determina l¡i (di liga- 
ción do enrolarse á todo ciudadano argentino, desde lus 17 anos 
hasta la de 45 siendo casado, y 50 siendo soltero. 

6° Que el artículo 2" subsistente declara exceptuados á los 
ministros, los miembros del Congreso, etc. ; y el artículo 3' 
dispeiisa dvl servicio act t M fuera de su distrito etc. (¡m iso 6 W ), 
á los hijos únicos de madre viuda. 

"■■ Que estando á esta disposición, tendremos : que si bien 
por una parte el encausado ha faltado á la prescripción del artí- 
culo Í% por otra se encuentra amparado por el artículo 3°, in- 
ciso 6", desde el momento que ha com; robudo ser hijo di- madre 
viuda. 

8° Que en tal disyuntiva de la ley, y siendo la pena que le 
correspondía la de servicio activo, se había desconocido el prin- 
cipio de humanidad que entraña el artículo 5", inciso 6°. 

Por esto, y no obstante Iq pedido por el Procurador Fiscal y 
teniendo en cuenta las observaciones del Defensor de Pobres, 
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que el Juzgado hace suyas, fallo : absolviendo al encausado de 
toda pena y mandando so libre olicio al Ministerio de Gobierno 
ile la Provincia para que sea anotado en el Registro de Encola- 
miento de la Provincia y ;í la Policía para la inmediata libertad 
del fleten ido. 

.1/. S. (lt> Uim'cwrfu'fi . 



vista nu. seSoh pimcuiuDtnt geneual 

Suprima (hm : 

Kl sumariado Pedro Kchevu-ttc, opuso en su declaración 
de foj f 7 como excepciones de su falta de enrolamiento, el 
haber estado enfermo durante cinco meses en su Casa; yja 
creencia di- que, siendo hijo fie madre viuda, n«> estaba 
obligado á enrolarse, La última de estas excepciones no es ad- 
misible. La ley obliga á enrolarse, aun al liiju único de madre 
viuda, que sólo después de enrolado puede recién redamar exo- 
neración del servicio activo, fuera de su distrito o departa- 
mento. 

Ksta excepción, aun justilieada, no procedería contra el cum- 
plimiento de la ley y la responsabilidad emanada de su infrac- 
ción. 

Pero la enfermedad ¡ dnrunie el tiempo del enrolamiento á ijue 
se refiere la él pregunta del interrogatorio de foja 9, lia sido 
afirmada por tres testigos libres de excepciones; lo que cons- 
tituye ta prueba legal del hecho de fuerza mayor. Fundado en 
ella, creo deber pedirá Y. E. la confirmación del auto recurri- 
do de foja 19. 

Satfiniano Kier. 
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r»ll» de I» »ii|»re«i» í orlf 



UueijDs Aires, Fubrero Itf dé lí&K. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, se confirma la sentencia apilada de foja 
diez y odio vuelta. Devuélvanse. 



ABEL BAEAN. — OCTAVIO HL'NGE . 
— ■ JUAN E. TUKttEM. 



cai;sa VII 



HoodlasH Watt >/ C, contra Uoti Gttstavo M. Hanhke; sobre fal- 
sificación <te ta marca de fábrica * liver Mrd*, para lüstin- 
H ni r ¡tinturas. 



Sumario. — El fabricante de pinturas, en cuya posesión Be 
haya encontrado, sin justiticar sn legitimidad, una cantidad d« 
etiquetas con la marca que distingüelas pinturas de otro fabri- 
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cante, y varios tarros de pintura llevando esa etiqueta, debe 
ser considerado culpable de falsificación de marca; ináiime si 
resulta también que ha expendido pinturas de su fabricación 
üod dichas etiquetas. 

* 

Cíf-vf». — Lo explica el 



rail» del J«c* r*rf*r«l 

l!«ii»00s Aires. Agosto SÜ> iic \Kú 

Y vistos: Kstns autos se^uidus por don Luis G. Bordes en re- 
ptesentacion de los señorea Go "dUss Wall y G*, contra don 
Gustavo M. Banli ke t por falsificación de mana de fábrica, de 
ios que resulta: 

Que con IVclia 9 de Mayo de I8D5 se presentó el señor Bor- 
des en demanda contra Gustavo Hanhke, por falsificación de la 
marca « Liver líird » para pinturas, barnices y aceites, cuyapro- 
piedad les había sido concedida por ta otieina de marcas de fá- 
brica y de comercio, según lo comprueba el documenta acompa- 
ñado, otorpdo con fecha 27 de Febrero de Í893, y que corre 
á foja !•! 

Que oj señor liauhke ha usurpado la referida marca fabrican- 
do y expendiendo mercadería de la misma que sus representan- 
tes son únicos y exclusivos dueños, hecho que lo comprueba coa 
las facturas que acompaña» cuino asimismo algunos tarros de 
albayalde de plomo, rendidos en la referida casa de Hanhke. 

Que con este motivo, habiendo usurpado dicho señor un 
derecho que no le pertenecía, ha incurrido en la pena estable- 
cida por el artículo 28 de la ley de marcas de fábrica y de co- 
mercio, en cuya virtud pedía se condenara al demandado al 

vni . Ltltl : > 
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máxituun de la pena que establece él artículo 28 de la ley de 
marcas de fábrica ya citada. 

Que corrido el traslade de la demanda y sin que el demanda- 
do la contestara, á foja 38 se llamó autos en su rebeldía, abrién- 
dose la causa á prueba ¿i foja 42 vuelta, y produciéndose ta que 
corre agregada de foja 44 á foja 108. 

Y considerando : Que los demandantes han acreditado debi- 
damente con el certificado de foja V que son propietarios de la 
marca diseñada á foja 4 para pinturas, barnices y aceites. 

Que según resulta de la diligencia de embargo (té foja 25 se 
han secuestrado del domicilio del demandado vario* tarros de 
pintura con etiquetas iguales á la de foja 23, y más de 8000 
etiquetas de esta misma clase. 

Que estas etiquetas son una evidente falsificación de la délos 
demandantes, pues apenas difieren ligeramente en el color, siendo 
la una de un verde algo mas subido que la otra, y también 
ligeramente en la franja £ marca que encuadra la etiqueta. 

Que siendo el demandado fabricante de pinturas, según el 
mismo lo establece al final del escrito de foja 113, bastaría 
para considerarlo responsable en In* términos de la ley de mar- 
cas, el hecho de haberse encontrado en su poder griin número 
de etiquetas con la marca de los demandantes, falsificada, y 
varios tarros de pintura llevando esas etiquetas, sin que haya 
justificado en forma alguna la legitimidad de esa posesión. 
Pero á ello se agregan las numerosas declaraciones que obran 
en autos, de las cuales resulta que el demandado ha expendido 
pinturas de su fabricación aplicándoles etiquetas iguales á las 

de fojas 23 y 24. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo que disponen 
los artículos 4 o y 28 de la ley de marcas de fábrica y de comercio, 
fallo eondenando á Gustavo M. Banhke á la pena de 500 pesos 
fuertes 6 en su defecto á un año de prition y al pago de las 
costas del juicio. 
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Drjanse á salve las acciones por daño* y perjuicios que áloa 
actores cnrresnomlan. Notifíqucse con el original y repónganse 
los sellos. 

Juan Vi halarme. 



llilto 



Unenos Aires, Febrero 13 de 18» i. 

Vistos : Por sus ftmd amento* , se continua con cestas, la sen- 
tencia apelada de foja liento veinte y nueve. Kepuestos los 

ABEL BAZAS. -OCTAVIO ÜUNGE.— 
JUAN E. TÜIUIENT. 



c;au*a viii 



Floro Silva tj Campos, ¡>or 
tU> frotamiento 



ñon de la leí/ 



Sumario, - El infractor de la ley de enrolamiento debe sei 
condenado á un año de servicio en el ejército 
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Caso. — ltosulta del 



U Piulo. Diciembre 10 de 1«»5. 

Vista la presente causa seguida al ciudadana Floto Silva y 
Ca nipos, por infracción á la ley de enrolamiento. 

Considerando: i" Que Silva, en su indagatoria de foja 5, de- 
clara que no se lia enrolado en la guardia nacional, ñor haberse 
¡ngado á bucerlo el comandante militar del partido del Tandil, 
adonde ocurrió con ese objeto, pretendiendo que debía enrolar- 
le en el lugar de su domicilio y que cuando llegó a éste ya ha- 
bía vencido < I término, 

§* Que solicitado informe de dicho comandante, éste en el 
de foja 10, dice que es cierto que ocurrieron varios individuos 
ú los que no se lea enroló por no pertenecer á ese partido, indi- 
cándoles que debían hacerlo en la enmundanria de sus partidos, 
pero que no lii ne presente sí ¡Silva fué uno de los que se encon- 
traban en esc caso. 

3" Que el artículo :J18 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal < stiiblcv que la confesión no puede dividirse en perjui- 
cio del acusado, debiendo tomarse íntegra y con mayor razón 
en este caso, cuando el informe citado del comandante militar 
del Tandil hace presumir la verdad de lo aseverado por Silva. 

J* Que si bien ni dicho informe no so establece de una forma 
categórica la verdad délo afirmado por Silva, debe estarse siem- 
pre t n taso de du la á !o que *en más favorable al reo (artículo 
f» del Código riUlo). 

5° Que .lado por sentado que Silva se presentó en la coman- 
dancia de! Tandil á enrolarse, debe considerársele ajerio á toda 
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idea do faltar ¡i su deber desde que si na pudo hacerlo fue por 
raucas ajenas á su voluntad. 

Por estas consideraciones, y concordantes del * perito de foja 
II, fallo: absolvi ndná Fh.ro Silva de la presente acusación, de- 
biendo ser anotudo un el íiegístio del partido de su residencia, & 
cuyo efecto so librará oficio al señor ministro de gobierno y ¡í la 
Policía para la libertad del detenido. Fecho, archívese desme- 
diente, 

Mariano £. de Aurrecoechea. 



VISTA O El. SENÜU NlOCUItADOIl GENERAL 

Üiifiio- Aires, Diciembre 21 de 1895. 

Suprema 1'orte: 

El sumariado Floro Silva opuso la excepción contra la infrac- 
ción de la ley de enrolamiento, de haber ocurrido en tiempo al 
Tandil y la de que habiéndosele allí significado dfcb^r hacerlo 
en otro partido, al regresar ;il de su domicilio cayó enférmo en 
el camino, y fué obligado á guardar cama. 

Esas excepciones no se han justificado. El informe del co- 
mandante de la guardia nacional d<l Tandil, afirma á foja 10» 
que no tiene presente el hecho aseverado por Silva. Aunque lo 
tuviera presente, el hecbo de haber ocurrido indebidamente al 
Tandil no exoneraría al sumariado de la responsabilidad le- 
gal por no haber ocurrido después á la comandancia de su dis- 
trito. Sólo procedería contra esa omisión el hecho de una fuer* 
7a mayor que lo impidiese, pero la enfermedad que dio como 
tal, no se ha justificado ni intentado justificarse» 

Adhiriendo por ello i la apelación interpuesta por el señor 
Procurador Fiscal contra la resolución de foja 12, pido á V. E. 
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se sirva revocarla declarando al procesado pasible de las res- 
ponsabilidades legales por infracción á la ley de enrolamiento. 

Sabiniano h'ier. 



rail© de I» Suprema Corte 

Itueims Aires, febrero lñ ik 1HHH. 

Vistos y considerando: Que está comprobólo en autos por 
propia confesión del procesado Floro Silva y Campos, ciudadano 
argentino, de veinte y dos años de edad, que no ha cumplido 
con el deber de enrniarse cu la guardia nacional, impuesto por 
la ley número ciento veinte y nueve, de einco de Junio de mil 
ochocientos sesenta y cinco. 

Que las excepciones por él alegadas para excusar su omisión 
no han sid» debidamente justificadas. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador Geuera), se revoca la sentencia apelada de foja do- 
ce j teniéndose presente loprescripto por el artículo cuarenta v 
ocho del Código Penal se impone de conformidad á La ley nú- 
mero tres mil trescientos diez y ocho, de veinte y tres de No- 
viembre de mil ochocientos noventa y cinco, al procesado Floro 
Silva j Campos la pena de servic io por un ano en el ejército 
permanentu sin perjuicio del enrolamiento en la guardia nacio- 
nal en U categoría que le corresponda. Devuélvanse. 

ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUfSGE. — 
JUAN E. TORREHT. 
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Criminal contra tlermrneyittto I fortuna y Antonio Hiera, ¡>or 
falsificación de extam¡>iUa.s nacionales; sobre encarcelación 
provisoria. 

Smnarto. —El delito de falsificación oY estampillas naciona- 
les, destinadas al pago de impuestos, no permite que ^ e.m- 
ceda la excarcelación provisoria. 

Coso. - Lo explica la rista del señor Procurador General. 



Buenos Aire», Diciembre *> «le lf»5. 

Autos y vistos : Considerando que el hecho que ha motivado 
la prisión de los procesados Hortuiia y Hiera, caer* dentro de 
la prescripción contenida en el artículo 64 de la ley penal de U 
de Setiembre de sin que en el estado actual del aumarm 
sea posible determinar la responsabilidad efectiva que corres- 
ponda i cada uno de los procesados ; por esto y de conformidad 
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con lo establecido eii el artículo 376 del Código du Procedimien- 
tos en lo criminal, no ha lugar A la excarcelación solicitada, con 
costas . 

J. V. Lalanne. 



vista i>el seson fkocciudoh general 

■ 

Suprema Corle : 

Se procesa á Hermenegildo Hortuna y Antonio Hiera en esta 
cau^a, por el delito de falsificación de estampillas para cajas de 
fósforo!;. 

Ese delito, «pie afecta directamente la seguridad é integridad 
de los intereses del fisco nacional, cae bajo el régimen expreso 
do la 1er U de Setiembre de i 863. 

Su pena, por ello, ¡según el artículo 62, puede estenderse 
desde cuatro hasta siete años de traba jos forzados. 

No procediendo la excarcelación según el artículo 370 del Cú- 
digo ti*- Procedimiento*, sinó cuando el hwho que motiva la 
prisión del procesado, tenga sólo pena pecuniaria ó corporal, 
cuyo máximun no exceda de dos años de prisión, y no de- 
biendo en l j 1 estado actual del proceso apreciar ni resolverse ta 
culpabilidad respectiva de los procesados, con relación á la fal- 
sificación que lia dado origen ¡i su prisión, á mérito de las cons- 
tancias de este proceso, pienso que el auto recurrido corriente 
á foja 2, es ajustado d derucho ; y pido á V, E. por ello su con- 
firmación. 

Sabiniano kier. 
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Biii uos Aires, Febn-rn 10 di 1 IHÍtti. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y podido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos so confirma con 
costas, ül auto apela lo de f-»]a do-i. Devuélvanse. 

ABEL BAZAR. — OCTAVIO RLNGE. 
-¿ ÍUATt IE. TORRENT. 



1AUMA % 



Don Atufel Caboara, capitán 'leí pontón * Ministro y.; contra 
don Esteran A. Uadaraca y don Lorenzo Cúnale, por cobro 
ejecutivo de pesos: sobre apelación denegada. 

Sumario. — El auto de sotando no es apelable. 



Casó. — Lo ixpiica el siguiente 
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[ftFOBHE 

■ 

Suprema Curte: 

En cumplimiento di* lo ordenado por V. E. paso ú informar 
Que en ios autos seguidos por Angel Caboara, capitán del pon- 
tón ■ Ministro P, » v otros contra don Esteban A. Hadar acó r 
dun Lorenzo Canale, sobre cobro de salarios conio dueños del 
expresado, buque, estos fueron condenados por sentencia pasada 
en autoridad de cosa juzgada á pagar á los actores la suma que 
reclaman y las costa* del juicio ; Que practicada la correspon- 
diente liquidación y ¡í pedido de parte se dictó auto de solvendo 
por el importe de ella contra el señor líudaraco, uno de los due- 
ños del buque ; Que hecha la intimación al expresado señor éste 
pidió reposición delaut", fundado en que sólo estaba obligado á 
pagar Ja mitad de la a tima á que se había condenado á él y ¡i don 
Lorenzo Canale y para el caso que no se le hiciera lugar, inter- 
ponía el recurso de apelación ¡ Que corrido traslado al actor el 
apoderadode éste lo contestó, sosteniendo: Qut los dueños del 
« Ministro P. » eran responsables solidariamente por los sala- 
rios y que por otra parte no era la estación oportuna para et 
pedido, pues recién ai ser citado de remate, el señor IJadaraco 
podía oponer las excepciones que tuviera; Que por estos funda- 
mentos el Juzgado no hizo lugar á ninguna de los recursos in- 
terpuestos. 

Es cuanto tengo que informar AY. E., á quien Dios guarde. 



Juan del Campillo. 
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tollo dr l« Suprem» t'.rl* 



llueiio» Air**. Febrero 15 dé 188$ 

, „^ en el acuerdo: Por loque resulta del informe del Juez 
la causa, remítansele catas actuaciones nara que lleve adc- 

RepÓngaac el 



ABEL DAZA», - OCTAVIO BUNGE . 
— JUAN £■ TORKENT. 



C'AUWA XI 



El doctor doníhtillermo Correa. p»r tus señora* Sierra, contra 
dm rotaás Piavnrro, por ^mnli miento de sentencia; sobre 
apelación dcncyada. 



Sumario. - No debe ser concedida la apelación é senten- 
cia interpuesta fuera del tf . mino . 



Caso, — I*o explica el siguiente 
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ISFOIIME 

Calamar™. Febrero tfftte ]nm. 
Señor Secretario de la Suprema forte: 

Hiiuuo< Aires. 

Cumpliendo el deber que se mu impone por la nota recibida 
de fecha 8 del corriente mes, con motivo del recurso directo 
llevado á esa Corte por el doctor don Guillermo Correa en re- 
presentación de las señoras Sierra contra don Tomás Navarro, 
para llevar a ejecución una sentencia dictada en Techa 23 de 
Setiembre de 1886 en este Juzgado, informo lo siguiente: 

Kn ti de Noviembre próximo pasado se notificó al doctor 
Correa la sentencia recaída ni los autos referidos, de la que pi- 
dió aclaración en el mismo día, Ku fecha 22 del mismo no se hi- 
zo lugar á la aclaración solicitada, pmque no había nada que 
aclarar cu la sentencia. 

Esta resolución fué nottlicada recien el día 27 de la que se in- 
terpuso el recurso de apelación para ante la Corte el día 28. 

VA infr ascrito, cu fO de Diciembre del mismo año, no hizo lu- 
gar á dicho recurso, no sólo porque era improcedente en los tér- 
minos del artículo 232 del Código de Procedi miento vil su últi- 
ma parte, sino que aun el tiempo para apelar de la sentencia 
principal ya estaba vencida con exceso, ó lo que es igual, era 
■ ^temporánea, desde que los términos para apelar son fatales y 
corran desde la imtiticacion respectiva, según el artículo 208 
del Código y, por consiguiente, no se suspenden. 

Para mayor esclarecimiento de este asunto, me permito ad- 
juntarle i opiado tas piezas citadas en este informe. 

Ks todo lo que puedo decir en cumplimiento de lo 
en la nota que contesto. 
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Contal motivo tengo el agradode saludar al señor Secretario 
atentamente, 

JtaéX. Váida. 



Bueno» Aire*, Febrero 37 de 

Vistos en el acuerdo; L*or Lo que resulta del precedente infor- 
me y de las copias acumniifiadas. dr los cuale* aparece que el 
recurrente tta apelado de la sentencia n que se reiiere fuera del 
término que la ley Aja para hacerla se declara bien denegada 
la upi-laeion interpuesta. Remítanse » sta* actuaciones al juez 
delu causa para su agregación á loa autos de su referencia. Ke- 

LUIS V. VARELA, — ABEL KAZAN. 
— OCTAVIO BUJÍGE- — JUAN E. 
TUR U HIT. 



4- A UNA Sí SI 

Criminal contra Hafael Saniini;/ Alfonso Francia, porcircuta- 
don (te billetes falso* th> curso teyat. 

Sumario — i" ha tentativa del delttode circulación de bille- 
tes falsos de curso legal, puede ser castigada con la pena de tres 
años y medio de trabajo i forzados y mil pesos de multa. 
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2* La Suprema Curtí 1 no punle ngravar la pena, si la senten- 
cia condenatoria no ha sido apelada por el Ministerio público. 



Cmo. — Ln indica el 



Pullo 4>l Juez Federal 

liacnos Aires, ShíiwIhv Itíde Iwiü. 

Y vistos: EMos autos .seguidos culi I ra liafuel Sautiiií, italia- 
no, iie 45 liños, casado, corredor y domiciliado en laeiille Curva 
Corrientes número 21, contra Alfonso Francia, italiano, de 36 
unos-, cacado, sombrerero y dninu'iliadu en h calle Victoria nú- 
niero I0tí7 y contra P<-dro t ¡alleat ti, italiano, dc3iaños, solte- 
r«\ mecánico, domiciliado en la calle Jtivadavia y llio Bamba 
(restaurant) por circular billetes falsos de Jlancu, de lo-: que re- 
sulta : 

Que liccha por el auxiliar don Guillermo Smítli la denuncia 
referente á la detención de los acusados Santini y Francia y al se- 
cuestro que les hizo acompañado del agente de pesquisas Manuel 
liuffet, di 1Ü8 billetes falsos del Banco Nacional valor de 50 
pesos cada uuo, en un comedor interior del Café Yol ta t la policía 
instruyó el sumario respectivo remitiéndolo luego al Juzgado. 

Que el procesado Santini declara ;í foja i que el sujeto Ra- 
fael Hambi, á quien conoció por intermedio de Alfonso Francia, 
le ¡nesentúií un tal Feliciano, que después resultó llatnurse Ra- 
gOj&rj (íáaseschi, ú quien compró 200 billetes falsos de 50 pesus 

también Hambi presentarle otra persona para que revendiese 
los billetes comprados, no realizándose esta operación por fa- 
llecimiento del expresado Hambi. 
Que A foj 8 vuelta, el procesado Francia declara de acuerdo 
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conSantini respecto a su intervención en el negocio como in- 
termediario, agregando que habiéndole común icado Saátihl qo« 
tenía 20» Mlléles frisos y que lus iba i vender, penetró con él 
al Café Voltu, siendo allí arrestados y secuestrándosele á Sau- 
tini do-i paouetes conteniendo los billetes falsos. 

i¿uecl proejado «¡alleati, por su partí , manifiesta á luja II 
vuelta, que Francia le comunicó que iba á realizar un buen ne- 
gocio ignorando él de lo que se Untaba y que dos días antes de 
su detención, Francia le dijo que el negocio ú que se había re- 
ferido era do billetes falsos de Banco, cuya comisión se la había 
ttncargado Mambí, qnieu supo después que había fallecido, y 
Kagnierí ürussesclií, por la suya, niega, á foja 25, lo aseverado 
por Santini, manteniéndole ambns en sus aseveraciones en el 

careo de foja 30- 

Quc ratilieadasante el Juzgado todas las diligencias del su- 
mario, el Procurador Fiscal dedujo acusación á foja 55. pidien- 
do para los procesados Santini y Francia la pena establecida 
por el articulo 12 del Código Penal, por tentativa de circulación, 
y para el procesad» Galeatti la establecida en el artículo 37 in- 
ciso 4 Ü como cooperador, y producidas las defensas á fojas 59y 
62, solicitando para Francia la pena lijada por el inei>o 4» artí- 
culo 30 del Código Penal, que se sobresea respecto de Galleati 
y la absolución para Santíui t quedando así la causa para sen- 
tencia por haberse renunciado á ta prueba. 

Y considerando: Que la policía detuvo í ios procesados San- 
tini y Francia en momentos en que se encontraban éstos enua 
café contando unos paquetes de bilktes de 50 pesos del Banco 
Nacional, billetes que le fueron secuestrados y ban resultado ser 
falsificados, según el informe de !a Cajade conversión, de foja 49. 

Que segun resulta de la declaración de Santii.i de foja 4, ra- 
tificada A foja 10, él adquirió estos billetes á título oneroso, con 
el objeto de circularlos para obtener un beneficio sobre el precio 
de compra, teniendo á e 5 te efecto diversas entrevistas con los 
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que debía realizar la operación, lo cual no se llevó á efecto por 
muerte fiel principal intermediario. 

(J ue el procesad o Francia lia ctJiit'esa lo en mi declaración de 
foja 8 vuelta, raüli' adu ¡i foja23> concordante con lo deparado 
por Santini al respecto, que él puso en relación á Santini con 
Hambi a" efecto de que aquel adquiriese los billetes falsos, sir- 
viendo de intermedi iri >enfre timbos al objet<" indicado, con la 
esperanza detinu remuneración que Mambí le ofreció, agregan- 
duque acompañó á Santini al Café Volla el día de su detención 
coa id propósito dv cobrar su comisión, por haberle ésle mani- 
festado que allí debía vender los ojlleles falsos. 

Que el delito mnirtUto por el procesado Santini queda ;isí ple- 
namente caracterizado cuino id de tentativa de circulación de 
billetes t"alüo> de Banco. Mondo ^u cómplice de piinier grado el 
procesado Francia, por su participación en el hecho en lo» tér- 
p©l él confesados. 

respecto del procesado üaU-atti no es posible determinar 
con exactitud piar las omstuueia* de autos Ja participación que 
en los Hechos incrimináis ha va tenido y si bien hay algunos 
indicio-, que autorizarían á considerarlo cómplice de Santini y 
Francia, esas indicacium-s n i Wü de Ja naturaleza requerida por 
la ley para i nstituir prueba. 

P-.r estos fundamento^, de conformidad con lo que disponen 
«•l artículo l'd de la 1. y prual de Hdc Setiembre de Í8l>3y lOD 
artfenJoi $ v Código l^nal, fallo: cudenando á liafa.d 

S iutiui éi tres aiM»s y medio de tr:i bajos forzados y á una multa 
dr m.J p ■■>■.. lm-rtes;yal procurad» Alfonso 1'' rancia ú dos años 
de prisión y á una multa de5G0 pesos tuertes, deMeruín deducir- 
se de la pena hilptiestii á Santini y Francia el tiempo de prisión 
preventiva que hayan sjtfridu en lus término del artktiio 40 del 
Codito IViiaL 

fallo asimismo nbsnlvi.-ndo de éiiípa f rnrgo al procesado 
Pedro Cralieatti, el cual ser.i puesto cu libertad. 
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Las cosiasflel proceso son á cargo de los procesados. 
Nutiffqiiese con él original y en oportunidad comimí-iuese ni 
Director de la Penitenciaria. 

./. I . Latanne. 



VISTA IJÜL SESOH I'UUCI'UAIIOK GEKBHAL 

ihieii.i, \,r.->. letífero Unió ircifi. 

Suprema f'"We i 

Él delito portmo se procesa fcjoa recurrentes SanÉini y l'ran- 

ein está bien demostrado y está caracterizado en las constancias 
de autos y aun en las mismas confesiones de los encausados. 

S Hit i ni rei'onoce en su declaración de foja i qwu compró 200 
billetes lalsilicadosde á .">() pe**, al precio di- 20 pesos tuda 
imu, con el objeto «le venderlos. 

Frauda conloa á foja 8 vuelta y Ü que fué el interimdia* 
rio parala venta de billetes falsificados y que tenia parle en el 
producto de la oireaiacion . 

Se trata entonces de una tentativa fie cireuliu'ion de billetes 
falsificad»!*, tentativa próxima «uya gravedad s- aumenta por et 
heehode bacerae en grande escala y al por mayor. 

Si el artículo <i2 de ley de 1863, pp es la perfectamente upli- 
, able- por tratarse de im delito contra la Nación, castiga la per- 
petración del de falsificación ó circulación de billetes falsifica- 
dos con pena de trabajo.- forzados por cuatro á siete años, si ei 
Código Pemil autoriza por t su artículo 12 la disminución du 
aquella pena desde una cuarta parte hasta la mitad para la ten- 
tativa, la pena de tres ano. y medio de trabajos forzados iiu- 
puesta a Sanliui en la sentencia, cae dentro de los términos de 

las leyes penales citadas. 

wl. mu 1 
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Francia, c orno cómplice en virtud de la cooperado» puesta eti 
práctica para la ejecución del delito, merecería según el artícu- 
lo 34, inciso A\ del Código Pemil, prisión por el término de uno 
á tire? rtños, ya que I» pena del autor principal de la tentativa 
no excede de *ei* años. Si sólo ¡e impone la sentencia dos años 
y medio, le beneficia con la disminución del máximun, no obs- 
tante tratarse de un delito de la mayor importancia y gravedad 
por ta extensión de la falsificación y rio una cooperación que 
mucho se aproxima á la principal acción para la circulación de 
billetes falsificados. 

Por ello pido ií V. E, la confirmación, por sus fundamentos, de 
la sentencia recurrida de foja Ü8. 



Vistos y considerando : Qtie ya se trate en la presente causa 
del delito consumado de circulación de billetes falsos ó ya de la 
tentativa de ese delito, como lo establece la sentencia apelada, 
está fuerade duda que La pena impuesta á los procesados en di- 
cha sentencia, correspondiendo tan solo á la tentativa, no puede 
traer peifftiolo a los encausados que la merecerían en tal con- 
cepto, mtmpéndola aún mayor si el delito se conceptuase con- 
sumado. 

Que no habiendo sido apelada la sentencia por el .Ministerio 
Público, esta Suprema Corte no puede agravar la pena impuesta, 
Lo que hace innecesario apreciar y decidir en cual délos dos ca- 
sos expresados se encuentra comprendido el hecho que ha moti- 



Sabiniano k /»•*-. 




mán im. 
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Por - sto, de acuerdo con l« expiu.-stuy pedido pur el señ.ir Pro- 
curador General, y por !us fundamentos de la senfceWíiá apelada 
é$ foja sesenta y oclm, reía ti ri" ú la responsabilidad penal do 
los procesados, se cm firma, con eoatá^ ítt citada «entrncia. 
Devuélvanse. 

UKNJAMIN PAZ, — ABEL HA/AN. 
— OCTAVIO HUSGE. — JL'AII 
R. TOURETIT. 



I il^t VIII 



cirruhetun tí'' billetes falsos *k <urso l&jttt 



&müi*~ H W 4í circulación de tttlftt 8 Msos de cur- 
so legal puede ser castigado con arreglo á la ley penal de H de 
Setiembre de 1883, con cuatro añoa de trabajos forjados y mil 
ijttínjenfcos pesos de multa. 



Caso. — I.u explica el 



5-2 
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r*n« «le» Jm- 




La Pialo. Julio ti iIm ltfJá. 

Yvbtos: Lus seguidos eimtftl Antón i- (¡inunez (a) Migue J 
binaren, por r.ireulaeiuu de billetes falsos de la emisión garati- 
1 ida del Hiinco provini lal Je Cúrdoha. 

Y raptando: I Que ■ u la deH.ira- -iuti <!' 
lian depuotn 

(réase f"jn*2Üá II i • n forma. a>¡ comede lasdtfcersus tnflagala- 
iíjs del procesado (vías.- fojas 12, 2*y -iG), «parece tmpftim 
do que el encausado .-ire.nl aba :i sabiendas billetes falsificados. 

*1* Que el procurador |iflUHtLl en su acusación solicita eoutra el 
procesado la pena de so t" anos de trabajos foraudns y multa de 
r.OlK) pesos tuerta, Con m;U las rusias procesales. 

3" Que «'1 defensor de Ciinaveru mu m-par la cttípanilidád de 
é>tc, se liniitii ¡i sasfceuef ftftf ii" debe mt aplicada la ley de Se- 
tiembre de lKf>:l en que el proeurudor üseal funda su acción, 
sino el Código IV nal. por haber é-te der-^ado dicha ley. 

i Que abierta la cansa á prueba se presento el inferno de 
la Qaja de cottíeisioií fvéatse iuja6i) por el «nal llega á la eom- 
probacioi de que suri falsos los billetes secuestrados ¿ hi^p cir- 
cular el dic.Uo líimeucz (a) 'auami. 

% considerando; I ' Que >e encuentra siilieienteiuente com- 
probado el cu-T|to del delito, e V ino ilmti üea'la la persona del 
delincuente, quedando únicamente i areríguar la pena que debe 
imponer-*»-, 

"1 Qui'eM' .ili-o Penal es inaplicable, porque habiendo éste 
principiado á r.-ir e! i" de May i de \HH1. la b-y d- \ de No- 
Tieiubre del mi-ino ano, sujeta á luá circulad orea de bitletCB 
fallos á la ley de H dé S-tiembre de ¡8G3. 
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:i- (¿ue no obstante esto, la cuestión meramente debe ser r<- 
gída por la % fmkrai que legisla sobre monedas y no por otra, 
gttá^M la peña fuere menor ; por bi Taulo isla ley .le 1803 la 
cju+' ri^ü el eaü'i stth-jitthct.'. 

1* (loe el aaí.'tilo lili *ii¡ la l- v misma determina uu.' los «ule 
faUilicanm ú circularen valora -l" ud IMrtOO ÍSfigMo «»n P¿*> 
lizaeion del gobbrno naei...nal s-r¡íi¡ castrado* v»ü la pena de 
trabajos foraados por matru a sjete años, y con una multaoe 51)1) 
ú 5000 pesos fuertes. 

5 o Que eshiiiflo .siiíideiitem-ule comprobado el delito, ■jertit- 
tado por el acusado 5 H0 habiendo riroun.uncías atenuantes ni 
ágráí untes, debe ím'potiéTS# o na pena proporcional al ejerci- 
tado, y mi b« de t-unar-e una pena intermedia, dentro del iní- 
iiiinuu y máxhnun pneisudo por la ley. 

Por ésto, fallo condenando, eom.. eottfl^ao al pjftgM&áo 
tomo Giménez (a) Migo. I Cnnav.ri, á sufrir la pena fíe cuatro 
ti$W-.dfiirtíhaj*KliHÍ>iic<>*. ««« «k-liicfiioii -iol tiempo d.-prUioti 
sufrida y á la inulta ib; 1500 pe*.* fuertes que «Mirá en el 
Hunco d>- la Nación á la orden del Juzgado. 



VISTA DEL 



IMlDCUltAltOlt IJRNKKAL 



Buenos Aires 
Suprema i'orte; 

Demostrada y confes el a por el reo y la defensa, la circula- 
ción de billetes falsificados, la pena impuesta en la sentencia de 
foja 68 lejos de ser severa, es en extremo benigna. 

De* pojado ü becbo incriminado, de circunstancia* agravan- 
s, la penalidad imponible segim el artículo 62 

l de 1 4 de Setiembre 
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de 1863, sería el termino medio entre los cuatro y sitóte años de 
trabajos forzados y multa fie 500 á 5000 pesos, 

Ese término medio excedía entonces, de los cuatro años de 
trabajos forzados y multa de 1500 pi sos que impone la sentencia 
cuya agravación no solicito de X , K., en atención súlo á que ha 
quedado consentida por parte del representante del fisco en la 
interior in4anoia. 

No existiendo razón ni de equidad ni de justicia, para la dis- 
minución de esa pena, pido á V. K. no obstante lo observado en 
la expresión de agravios contra el alcance de la peen nia ría, se 
sirva conlirmar por sus fundamentos, la sentencia que la impo- 
ne, corriente tle fojas t>8 :i 71 >. 



Ilu.jno- Aires, Febrero ÍM i]r lh!H¡ 

Vistos y considerando: Que está plenamente averiguada la 
comisión del delito de circulación de bilh Vs falsos y demostrada 
la reponsabilidad penal del procesado. 

Que atento lo dispuesto eti el artículo treinta de la ley de 
cuatro de Noviembre de mil ochocientos ochenta y siete, no cabe 
duda que caso debe ser juagado ron arreglo á la ley puñal di 
catón-e de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

l'or esto, de acuerdo con lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se conlirma con costas, la sentencia ape- 
lada de foja sesenta y odio, I Je rué] va use. 



IJKSJAMLN I'AZ. — ABEL HA- 
ZA Pí. — OCTAVIO tlLNGEi — 
JUAN E. TOIIUENT. 
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4 XIV 



Criminal mitra Juan ímara, Juan §k§]imiy Antonio II 
ó Scbnxttnn Mi (o) Tosmnito, $0? tnreutacittn ;le billetes 
¡a has tte atrsn it-t/nl. 



Sumarm — I* La tentativa del delito de circulación do bi- 
UeU'b falsos de curso legal puede ser castigada con la pena 4o 
cuatro ¡líios de trabajos forzados, y 500 pesos de multa. 

2" 1.a Suprema Corte no puedo agrarir la pena, cuando la 
sentencia condenatoria no lia sido apelada pi»r <■! ministerio pú- 
blico. 

tam. - Uosultadel 



■■•lio 4rl Jim l>d*r«l 

Buenos Mrv<, M.ir/oiiile 1895. 

Y vistos: Kstos autos seguidos cuutra Juan Tisaire, fran- 
cés de nacionalidad, de estado casado, de 4*t años de edad, de 
profesión albaiiil, con domicilio en la calle Córdoba número 
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ííOOti; contra Jjma Cfaipini, italiano, do H) años, soltero, doml- 
ci liado GB la • alt*- Tab-ahuano número y contra Antonio 
Wilde ó Sebastian Poli, alias Toscauito, deSSam*. suíiero, <jo? 
rredor, domiciliado en vi Hotel de t;i Opera, acusados do circu- 
la» ion de liilL-tts de HanCfi falsitieadus, le lasque ri»*rilU : 

i" Que habiendo el comisario de la sección i' di- Policía te- 
nido denuncia anónima de que un individuo domiciliado en l.i 
calle de córdoba número :iOUfi, se m-upaba de la falsificación de 
billetes de Banco ó del espeíidin de hilíetps falsificados, alóntá 
la- ni, did i-i i|ic»< creyó oportuna* :i )i:¡ d- averiguar la exacti- 
tud dé la denuncia. Al referid - individuo que resultó ser íuan 
Tisairo, le fué propiies!» una operación de compra de hillet 
falsos y fué aprehendido on *■] momento »■ j i %_mm presun ta del 
-íi|nn^to comprador . xliibíu los billete* que Ib-vaha, siendo!- 
seau««*tados éstos que eran 10 billetes falsos de 'ilHJ peso:, (ne- 
ta d.> foja 5f ( 

Hecho un registro en el domicilio del dicho Tisair^ >ólo *c 
encontraron las dos cartas d« fojas 4ií y -17, -le hmividuo- que 
estaban pr'M-es¡ad»ts por f.ilsilicae^n y circula-' >n do billetes 
(foja 5t!). 

Llamado á declarar Juan TUaire, man i tiesta (foja 00) que 
efectivamente es cierto que concurrió al paraj-en que foéapre 
hendido con el objeto de vender los 10 billetes de 200 pesos quo 
1c fueron secuestrados; pur<> que esos billete- im eran snyos ? 
silo'* de otro sujeto que se había quedado en la calle, sujeto que 
dice conocer bajo el nombre de Pedro Legrand, el cual asegura 
ser el autor de la falsificación . 

iíatilicada esta declaración ante el Juzgado, a foja (18, Tjsaire 
agregó en ese acto qu 4 ana perdona llamada Santos b- liizu lla- 
mar manifestándole que tenia un negocio de billete^ que reali- 
zar con una persona que venía del campo y habiendo al día si- 
gu¡- ote encontrado el declarante á Legrand lo invitó á hacer el 
negocio de que Santos le había hablado, dándose cita para esc 
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mbuiü día á i 41 la tard,. -rita que s V efectuó entregando . n 
ellá I.egrnnd A Tisaire. él tollo de filetes fabos que este llevo 
al paraje de la negociación, pasándomelos allí misino a *u acom- 
pañante Santos para que éste los negociara con los compra- 
dores. . . , 

2" Que José Cfofftlitf presentóse á l.i misma comisaria a ut- 
nunciar que un sujeto llamado Juan «hapini había ido a su ca- 
sa un día a toMúVMfr <l<"' ''" i»' llvl<h,ü 'i 111, le 
porción irh uílWtea falso-, d- *2 v de T, p-o S pdi de «.núzale/ 
q.e le trajera una muestra y á ios poool días H.apini regreso 

v n«fttittó á ewttiu sí ftwrf» T,,r lo< },illt ' tt! " ,l,< " ,u, * ft *: 

i. i(1Ul|n:ii „ lll an d, sicario* «M boUiilo; flffll« *• 

su casa n- era sitio propio el *W*° >' ^ u<dat0B C0,mm " 

ios ,„ veíso é« una (í> calle d, Art-s lugar ai que roí,- 

curtiría tátonien el que proporcionaba \m utlletes. Gunza 

*,munic« todo esto al comisario y anclaron pe 

•le l»olkia*e situaran runvenientcmenle ra el paraje de la cita 

tóantis^r - l resultad., de la entrevista. Kstii »<> - f«tW 

l>0 r u« feítopr conn.rrido A individuo ponedor de h.< fletes j 

quudó postergada. 

\ los pocos días volvió i:iu,p,ni a Btttf* González J l« man- 
ato A ésteque a>i que pudiese obtener billete., iría a mostrár- 
selos para que él a su fü «8 los mostrase á la persona conquiet. 
debía hie. rv la operaeimu IM.-o de<pue>. esU-vo nuevamente 
Chapini en mm de Gon/nlez 6 decirl- qu- t-nía billetes de 
pesos ni n v s emei antes á los legítimos v qu, la fábrica de esos 
billete estaba él! una casa que tenía id número tres mil > tan- 
tu,. Posteriormente, volvió una vez más Chapiui á verse con 
González y le reprochó que no hubiese ido á una cita que le ha- 
bla -lado, lo que éste expuso que no había podido ir él, pero que 
irí i luego la persona que debía hacer la negociación (foja 57). 

heleu.dnChapini, fué interrogado sobre los precedentes he- 
chos y e M -u- : m *S cierln que había estado á ver a González 



■ • 



FALLOS DE LA SUPHEHA MtttTE 



y que habló con él, respecto de un sujeto que le había dicho te- 
ner muchos billetes falsos que rendir; que frúnzale?. 1c mani- 
fest i conocer I un empleado del ferrocarril que los compraría 4 
empleado éste que después supo ser de Policía; que no ha com- 
prado ni vendido billete» falsos que si bien el sujeto poseedor 
de lo* billetes le había contiado su dirección, Córdoba tres mil 
y pico, un conocía su nombre; que se limitó á trasmitirá Gonzá- 
lez eí "I recimiento pe .se sujeto le había hechc. foja iíí5 
vuelta. 

Esta declaración fué ratilkada ante «d Juzgado en los térmi- 
nos cmi nejados á foja 0J>. 

3" <Jne Podro Contrate, se presentó á la comisaría 1" «V Po- 
licía den fiando que momentos antes liabí.i estado en su nego- 
cio do j y« ria un individuo que dice llamarse Antonio Witdj ó 
Sebastian Poli á efectuar algunas compras, dándole pura que s<* 
Cobrara un billete falso de 200 pesos que entregó en ese acto: 
que apercibido de la falsedad del referido billete hizo Üffigffl tth 
vigilante éhizo prender al mencionado Wilde, foja 17. 

José ile Cuinpi. presente en la joyería, cuando Wilde intentó 
eireular el billete de 200 pe>os. declara á foja 5 vuelta, con fir- 
man jola versión de Contrate y reconociendo que el billete de 
foja r fué dado por Wilde á »quél para se cobrase el importe 
de lo que había comprado. 

Llamado ú declarar Antonio Wilde, expone a foja (i vuelta, que 
es cierto que fué á la joyería de Contrate con el liillet» de foja 
1* á comprar un par de gemelos, ignorando que él fuera faho; 
que -se billete se lo había dado en el frontón un individuo que 
conoce de vista pero cuyo nombre ignora, Uatilicada esta de- 
Dlaracion á foja 1 í agrega el procesado que estaba presente An- 
tonio Gatarreta, domiciliado Suipaeha 547, cuando le dieron el 
billete en cuestión. Presentó luego un escrito, foja 12, mani- 
festando que Antonio Reboglioti había también estado presente 
cuando se verificó la entrega. 
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A ftíjá 15 declara líalarreta (fcfte luí visto alguna vez en el 
fmntun a un joven llamado Antonio, no pudieudo precisar su 
aullido y que leh;i vULo jugar varias voces y re. ibir dinero. 
■ no piiütófiio afirmar si e> billete de fo a 1 ' lo recibiera ó no - n 
¡iotiL-1 frontón. 

A foja 17 di-clara Reboglinti que ha encontrado varias veces 
A VVilde en . 1 frontón y que la última vez que se cncontr'. con 
él en e^e sitio, le v¡.j recibir dinero ganado en.ipu cS$»s y que le 
dier mi filtre ese dinero un billete de 200 pesos, ignorando si 
WHde -n ese acto ó después se hubiese ¡«percibido d<- que tuvie- 
se en SU poder un billete falso dd ese valor. 

A petición del Procurador Fiscal mandil acumular i éste un 
sumario nm- a! mismo Wilde se seguía por cir- ulaci-r, de un 
mm -t- de 100 pesos, sobreseído provisoriamente y ambos ai se- 
guid.. . ontra Tisaire y ChapiuL pensando aquel funcionario que 
ciertos individuos de este último podían conducir á establecer 
reía- ion entre ambos proceso-. Ksta relación no se ba confirma- 



de la Alcaidía de Policía de foja 0, el pro- 
<mm Antonio Wilde Ó .Sebastian Poli ( O «1 Toscaniio ba te- 
nido varias entradas, acusado de hurtos y estafas, habiéndosele 
condenas de 2 y 6 meses de arresto, peí hurto, 
ctirreccionales de la Capital el año 88, y el 
año 

4M>rrudoel sumario, el Procurador Fiscal, á foja 90, dnlm e 
acusación contra Tisaire, Chapini y Wilde por circulación d, 
rálleles .le banco falsos, pidiendo que se aplique á Tisaire y W il- 

artículo 285 del Código Penal y mí- 





á foja 1)8 presenta su 
defensa el defensor <h Wilde, pidiendo la absolución del pro^ 
cesado por no encontrar mérito para la acusación en las cons- 
ta lirias de ¡Hitos. 
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A foja 101 se expide el defensor de Tisuire, exponiendo, des- 
pués de establecer el papel quo < 11 los hechos ha desempeñado 
su defendido, qiMJ ésto uohu puesto cu circulación, j.i intentado 
circular billetes faUos; que ha sido -ólo portador de loa billetes 
iluc otros debían netíociar; «jul* poi «u tauto no bahía incurrido 
en el delito previsto y penado en et aiíícnlu 285 del Código Pe- 
nal y que mi todo caso, en el ¡¡apuesto deque la intervención de 
Tisaire en la negociación debiera >er considerada orno dclie- 
tuus.i, corr. sponderi.i aplicar U penalidad de la tentativa, un 
liabiéudnse nKisinnad^ i I l.ütu que se ]c imputa. 

A foja 105 el defensor de Chupini sostiene que su defendido 
no lu cometido delito alguno, puesto que délas constancias de 
auto- sdo n-ulta que •-ninuuicó á González que había una pe*- 
s0itt$ que ti'iii.i Itiliet'-s r.j ls-s para vender; y qu« si bi-oa esto 
constituye uuu imprudencia grate, no es un delito que merece 
pena corporal, por !<• que pide la absolución d< 1 procesad". 

Abierta la raiis.i á prueba Solo se h uí producido las d "Lita- 
ciones d- fojas \ i I IT, y d • tojas lili a í¿l y tÜ5. teud -u- 
t- s acreditar hs bu- nos antecedentes del procesado Tistlire, 

Ilietada la provjd. n ia d- autos quedóla causa conclusa par * 
delitiitiTa después de la yudiencia establecida en virtud del ar- 
tículo ikd Código de Pro edítiikiitos, 

V cn^id. raitd .: 1 i »ue est ¡ debidamente constatado, .se- 
gún queda establecido en el primer resultan lo. que JtmnTisai- 
re ha intentado eijtoittkt una gran cantidad de billetes falsas 
de ííOO (leaos, ''"ii jd'-mt comieitui'-n'o de su falsnlad, si -ndo 
aprehendido en el instante laísmo de llevar acabóla optracion 
proyectada. t¿ie -u p.ir'jei pación en el hecho delictuoso encua- 
dra en 1¡is prescripción, s del artículo 21 del Código l'euul, y 
Tisaire debe por tanto . er considerado eom« autor principal 
ron enaudo hubiese recibido de un tercero los billetes de que 
fué portador, para la realiza* ion del negocio de venta de esos 
billetes que se proponía hacer. 
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t|tie en rons-euenm Tisaire ha incurrido en ln penalidad es- 
taniecidn en el árttetffo <>2 de la lev nacional penal de H de Se- 
tiembre de I8ü3, disconformidad coü lo rtisntiesto en el artículo 
;t» du la lev Je :»<Ik Noviembre de tH«S7. penalidad que debe 
ser graduada de acuerdo con las unía- Áeí Código PctiáJi rela- 
tivas á la tentativa {artículo 12). 

Por estos fundamentos, en mérito de las pe&erineiones lega- 
les untes citadas, 'alio eomLnamlo á J»*u Tfeaire a ruatruaiios 
dr trabaja f..r/idn«. d- ln. qu- i- ^ni descontada la tercera 
jMiile d-.-l tiempo d- pri^tosi preventiva que tíeta sufrida y á 
una multa d>« TdlO |» so* fuwtes y el pago de (as costas del jui- 
, i,,, fftítifiqüe^a m. ¿1 original, y • n oportundad i-munniVM 
:i l director -le la Penitenciaría. 

Considerando & : <¿m* -'1 h""hu ainluiW» ¡i Juan 0haj)itá 
por el d-munciaut- &<w$m consistente en haberte aquel pre- 
sentado reiteradas proóosietHnés de oxp*ndi ■ da billetes falsos, 
rtos.' eneu-uitra tormnorad- -ti -un- por t.imruna Wa<e de 
prueba, fuera d- la propia d.-daracum del pro ■osado, el nial 
manifiesta q«e se limitó á cnuvorsur con sobre la pío* 

posición ú ofrecimiento d- vender biltetes falsos que no ^'jeto 
U liabía liedlo. 

Qtie en tal concepto, aun cuando la declaración del procesado 
constituye la confalón d^uudeíito previno y priado por la 
luy, esta contestón no podría servir de fuiidamertto BOufcieutfli 
„na . ondenai-io,,, loda vez que el artículo 3I<¡ d. l Código de 
Pnu-dunientus en uiat-ria penal exi^e que. para que la confi-si-.n 
surta <us efectos \4p#W , s menester qm> la existencia del d. li- 
to esté legalmente comprobada y U confesión comuerde con sus 
eireiinstancia» y accidentes; l»q»e uo ocurre ea el presente caso. 

Por estos fundamentos, fallo absolviendo de culpa y caigo al 
mm iouadu Juau Chapini/i 1 cual seri mandado poner en liber- 
tad, librándole al diro tor do h P-niUmciaría la ór-leri corres- 
p lidíente. 
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3* Considerando que «1 procesado Antonio Wilde ó Sebas- 
tian Poli, alus el Tosi-uiiilo, como se íu. establecido en el pá- 
rrafo 2" ilu 1 los resultandos, fué tomado en el momento que trata- 
ba de rite ii lar al billete taha de 900 pesos que obra á foja (> 
circunstancia que el procesado reconoce en su declaración, i^no 
si bieu lia manifestado que recibió el bilU-te di- buena f-' y que 
n ■ tenía conocimiento de su falsedad, le primero no so ha cons- 
tatado, habiendo Reboglioti declarado tan sülu á foja ... que 
viú reeibir uu billete de 200 pesos entre una cantidad que ta 
abonaban como ganancia del juego en el frontón Bueno- Aires. 

Qtio debiendo, como lo preceptúa el artículo 6 del i'ódi-o 
l*i n.il, presumirse la intención criminal en la ejecución fie he- 
rhoü clasilicados de delito, ¡i menos que resultan tina presun- 
ción contraria .te las circunstancias particulares de la causa, lo 
que m. Micede al presente, pues en todo caso los malos antece- 
dentes del procesado, que ha sido condenado por hurto en dos 
ocasione», serían motivo para fortalecer la presunción legáis 
Antonio Wilde habrá de ser considerado como autor de tv uta- 
tifa de circulacioQ de billetes de Hunco falsificada y sujeto por 
lo tanto á la penalidad del artí ul.* 02 de la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1803, graduada en consonancia con las disposicio- 
nes del artículo 12 dtl lY-digo Penal, teniéndose en cuenta la 
importancia del daño que hubiera causado si el delito se hubie- 
se consumado. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando al procesado Anto- 
nio Wilde. ú tir hastian Poli, alias el Toscauito, á tr. s años de 
ti abajos forzados, de los que se descontará la tercera partí del 
tiempo de prisión preventiva que lleva sufrida y a una multa de 
300 pesos fuertes, más las costas del juicio. Notifíquese con el 
-inginal y en oportunidad comuniqúese al director d.< la Peni- 
lericiaríii. Jíepóngase los sellos. 

J. \ . \nh\hm\ 
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VISTA BEL SESO» PROCURADOR f.EÍSElUL 

liii< ti-i.s Air"», .luí tu 1895. 

Suprema (forte : 

Kst¡i comprobado y recouoeidu por A mismo procesado Tisai- 
re. fué sorprendido ]iur agentes de !a Policía de la Capital, 
en muitioiilus que, por su propia cuenta ú por ta do otro, nego- 
ciaba ¿i sabiendas la venta de billetes falsos. 

Su tirito os entonces, tentativa dé circulación de billetes tal- 
oneados ilr un Hunco garantido por listado. 

Si ese delito se hubiera consumado, tá pena sería la de traba- 
jos forzados por cuatro á siete ¡mus, según el artículo (12 de la 
ley especial del caso, de 14 de Setiembre de 1803. 

Pero el detito no fué consumado, quedando circunscripto en 
lu» límite- di- la simple tentativa. 

Su penalidad entonces cui sujeción á lo previsto en el arti- 
culo 93 de la ley citada debiera buscarse en el Código Penal de 
deridio común, que por su artícul > 1*2 gradúa las penas aplica- 
bles a la simple tentativa. Según el inciso %? de ese artículo la 
pena que corresponde al delito consumado se disminuirá desde 
la cuarta parte á la mitad 

No encontrando circunstancias agravantes ni atenuantes en 
el hecho intentado, juziío ^ue la penalidad que correspondería 
imponerle >i se hubiera consumado, fuera el término medio 
entre el máximuii y et mínimun designado en el artículo tfc! 
citado. 

Y que disminuido ese término medio, según el inciso 2 del 
artículo 1*2 de) Código Penal citado, atentos los antecedentes 
honorables del procesado y la provocación á la venta, insinuada 
y preparada pur agentes de la Policía de seguridad, la pena po- 
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dría quedar reducida :i U mita*I del tórinio medio ealallleaido 

Hospedo tli-1 ní'ri» procesad.. Wihle, m-u aplicables los miamos 
principios- l'- ro su hecho es de menor importancia;, y :í haberlo 
consumado, le correspondería sólo <uatvo tiíifts ile trabajos foi- 
zados, que redundes ú la mitad, |i r tratarse sólo de tentativa, 
quedarían reducidos a dos. 

Pido pnr tanto á Y. K . se -u va reformar la sentencia ff eelt- 
rritia, declarando .i los pro.-csatlos sólo pasible de ta pena de 
trabajos forzudos por el tiempo equivalente t'( la mitad que co- 
vrespondeTÍt: al delito eoiisiutinil»; y multa* proporcionales, 

Sahiniano hter. 



I Milu de tu *ti|ireimi l ortf 

liuenoi kifi's Kelirero i-* de Iwskí, 

Vistos y considerando: "¿ne. ya se trati« en la pr< s* iitt* causa 
del delito t'uUsinnad" tle circulación de hi falso», ó ya de 
la tentativa de ese delito, rouiu lo establece la sentencia apela- 
v-t t I ii.-r.i <i<- duda qu- ta jieim impuesta á los protegidos en 
dicha sentencia, correspondiendo sólo, á la ttniahra, im puede 
tra«T perjuicio á los encausados, ijue la wrecerfan en tal con- 
cepto, mereciéndola aún mayor >i el delito se conceptuase con- 
sumado. 

ijue no haltiriid" sido apelada la sentencia pur id miui?terjo 
¡. '< ;«■ ' ■ a Sn¡ i ' ih i 1 ■ >: i " i " ¡'0> de ;rj ivar l;i pena imptir <ta, 
|i. *[ u*- hace innecesario apreciar y decidir en cuál de los dos 
c;i- is expresados se eueiieí.tra comprendido el hecho que lia nio- 
tivado el proceso, 
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Por esto, oído el señor Procurador General y por los funda- 
mentos de la sentencia apelada de foja ciento cuarenta, relati- 
vos ¡1 ta responsabilidad pmal de los procesados, se 
qon costas, U citada sent-íiicia. l>evnélvans". 



HK>JAMIN PAZ. — ADF.l. HAZAS- 
— OCTAVIO Ul'NGE. — JL'AN 
K. TORBEAT. 



fian lüflfil t ri'rtit'i contra dou i'eli.v Tnmh*', mtbn* 

etyiropiacion 

Smtmrm. — La indemnización por expropUcwn dehe lijarse 
según los antecedentes dé auto s . 



CViMJ. - Lo explica el 

tullo del Juez ledeml 

Buenos lirea, Abril 4 de Ií&j. 

V vistos: listos au tus promovidos por don Angel Ferrari con- 
tra don Félix També, sobre expropiación de una finca sita en la 
mi., i.tiit 
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calle «Je la Liberta i número 641 , con destino á la construcción 
del teatro Cotuu, autor izada por la ley del Congreso número 
2381, del 17 tle Octubre de 1888. 

V considerando : j* Que la finca objeto de la expropiación 
se baila edificada en un terreno compuesto de 8 metros 61» cen- 
tínietrosde frente por 30,31 metras de fondo según se expresa 
en el plano acompañado, corriente á foja 1 

2" Que «1 expropiante ha ofrecido por dicha propiedad el 
precio de 70 pesos por metro cuadrado con uiús ¡JbOO pesos por 
el edificio que existe en el terri no, precio qu» W ba sido acep- 
tado por També en el juicio verbal ¡í n.ue fueron -orivoeados 
las partes, resolviendo en consecuencia el nombramiento de pe- 
ritos (asadores para determinar su valer. 

y ni' el perito nombrado por Tambó ha a valuadodichn propie- 
dad (comprendiendo terreno y eltücio) en la cantidad de noventa 
y seis inil doscientos noventa y seis pesos moneda nacional ; y el 
déla parte expropiante en veinte y dos mil seiscientos sesenta 
y siete pesos con seU-nU ¥ cinco rentaros de i^ual moneda . 

4* Que atenta la enorme diferencia de precios establecidos en 
la respectivas tasaciones de bu peritos el Juzgado recibió el 
juicio aprueba para que se justifique el verdadero valor de la 
cosa materia de él, habiéndose producido la que expresa el cer- 
tificado del letuario nrri uit. á foja 07 y la que agrega de 



5" Qu* siendo la opinión de los peritos meramente ilustra- 
tiva, el Juzgado debe atender el mérito de los informes produ- 
cidos en autos. 

6" Que del informe producido por la Dirección deneral de 
Rentas Nacionales, corriente á foja <i9 vuelta, resulta que la 
propiedad origen del presente juicio ba sido avaluada en treinta 
mil pesos el ano 1893 y en veinte y tres mil el añoiSíH, siendo 
la que en equidad debe servir de base para 



esta a 
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l>ur estos fundamento*, fallo: fijando eu cien pesos moneda 
u icional de corso lígál el iae&o cuadrado dal terreno expropia- 
ndo y cinco mil liosos de igual moneda el edificio en ól exis- 
tente, debiendo fijara la extensión definitiva del área de la 
propiciad ;i expropiarse de acuerdo con bi covenido p<>r las par- 
les en su escrito de foja 5ÍÍ ; comprendiéndose en las sumas ex- 
presadas- las que arrojan también los recibos acompañados al 
escrito referido ; y -iendo ;'i cargo del expropiante las costas del 
juino. Repóngase las fojas. 

Jua» '(el Ctu/ifuíh. 



tallo ite Ih Suprema C'wrtr 

llunm- .Vil.- M.irío ;í de ItfJ*». 

Vistos : Atentos los antecedentes que constan en autos, 
lija en ciento Teinte pesos moneda nacional el precio del metru 
cuadrado del terreno á que esta causu ae reliere, quedando en 
estos términos modilicada H sentencia apelada de fnja setenta y 
«¡neo, la que se conlírma en Jo demá* que eontiene. 

Kepuestus los sf líos, devuélvanse. 



KEKJAHIS PAZ. - LUISV. VAItELA.- 
ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUPiGE. 
— 1LAW E. TOUHENT. 
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0. Aiifit-t ÍWran contra ti. ■Fmwufe* ij Otna ; 

sobre p.rjt)-t)fiHirt(>n. 

Sinimt it*. — L\i indemnización por expropiación debe ser tija- 
da se^Min los uiiti i .Mientes de autos. 



Oi.sm. — Hi-Milta del 



ritllw «Irl Jiifi *>d«>r«l 

Uucnoa au*-*. Abril i de 1N8 

Y rUto*: esto* autos promovidos j;oi 1>. Auyol l rrari contra 
1>. MáMino fmW&B y «wbr* expfopiacioii de las lineas 
sitas en la calle de la Libertad números 049 y (Í57, autorizada 
poi la leydelCoiigTtí.v) ftíiniero*b*8Me 17 de Uclubred.: 1888. 

Y considerando: 1" las lincas objeto de la cxpr#iioiuÉ 
se hallan i-dilieadas en un terreno compuesto de diez y siete tne- 
trus treinta y des ceiítímettteii de frente por treinta metros 
treinta y un centímetros de fondo, según se expresa en til plano 
acompañado, corriente á foja i". 
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Ü Que ul expropiante ha ofrecido por lidias propiedades, e 
precio 4e 70 pesos por metro eiiadradn, con más cían) mil pesos 
por los 9 lilicios que existen sobre el terreno, precio qu» no lia 
sMo aceptado por l-Vrnaodez, etc., enel juicio verbal á qu- fue- 
ron e<m vacada - 1 ¡ts partes, resolviendo en consecuencia el nom- 
bratuieuto ile peritos tasadores para determinar su valor. 

3" Que et perito nombrado por Fernandez, ua avaluado dichas 
proph -dad es'* comprendiendo terreno y edilieio) *'U 'JW.ÍMjH pe- 
sus mu t¡5 renta vos niom-da naCMiul curso legal y (ti 'le la parte 
expropiante éii 41.614 pesos 09 centavos, de igual moneda. 

<t Que atenta ia enorme diferencia de precios establecidos en 
las respectivas t48ft<Honea de Jos jit-ritosi, el Juígadb reOibiÓ el 
juicio á prueba, para que se justifique >■! verdadero valur de la 
rosa, materia de él, habiéndose producido la quu expresa el cer- 
tilieado del actuario, corriente á fnja lia vuelta. 

5" Que siendo la opinión de los p -ritos meramente ilustrativa, 
el Juzgado debe atender ai mérito de los informas producidos 
en aut es, 

6" Que di I infirme pmdueidu por la Uirwidii '¡enetal de 
lentas Nacionales, corriente á íoja 18 vuelta, consta que las 
propiedades origen del presente juicio, han sido avaluadas en 
cuarenta y cinco mil pesos moneda nacional el año mil ocho- 
cientos nuvenU | tres, y en treinta y ocho mil pesos el ano mil 
ochocientos noventa y cuatro;)* según las declaraciones de foja 
57 á 68. lo* testigos estiman respectivamente en ciento setenta. 

7 Que antela diversidad de pareceres manifestada por los 
testigos y peritos, el Juzgado debe inspirarse en la equidad para 
la apreciación del valor real del bien expropiado y en este caso 
>a base más justa debe ser ia estimación becha A bis efectos d 1 
pago de la contribución t.rritorial. 



■- - • ■ 



70 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



nacional de curso legal el metro cuadrado y ocho mil posos na- 
clónales los edificios en £1 existentes ; siendo á cargo del expro- 
piante Las costas del juicio, Repónganse las fojas. 

Juan del CnmpUtn. 



4e I» 



fliti iios Airo. Marco 3 do l«í*í. 



Vistos: Atentos los antecedentes que constan en autos, se 
fija en ciento veinte pesos moneda nacional el precio del metro 
cuadrado del terreno á que esta causa se refiere, quedando en 
estos términos modificada la sentencia apelada de foja sesenta 
y seiB, la que se confirma en lo demás que contiene. Repuestos 
los sellos, devuélvanse 

BENJAMIN PAZ.— LUIS V. VARELA. 
— ABEL WA1AN. — OCTAVIO 
BUKGE. — JUAW E- TORRENT, 



CALMA If-U 



Ihm Sebmtian Versatjyi contra don Martín liivmlavia, ¡^r 
tiuleumizacitm tl<> perjuicios : sobre suspensiva del término 



Sumario.— No procede la suspensión del término para alegar, 
que se pide por no haberse practicado algunas diligencias pro- 
batorias, cuando consta que no han sido urgidas en tiempo por 
la parte, y que Ésta ha consentido el aut» que mandó certificar 
sobre la prueba producida. 



C (ts0 . — Don Juiui Bautista Homero, con poder de Versaggi, 
entabló demanda por daños y perjuicios que se le ban ocasio- 
nado con motivo de la aprehensión del pailebot * Palinira Ci- 
nollo », llevada a cabo por el crucero * $5 de Mayo * al maudo 
del capitán de navio don Martio UívwUvia, contra quien diri- 
gía la acción, haciéndole responsable de tal hecho. 

Contestada la demanda, el Juigado,con fecha 6 de Julio de 
1895, recibió la causa á prueba por treinta días. 

El término empezó á correr el 15 de Julio, venciendo el 1U 
de Agosto. 

Con fecha 2 de Agosto, el actor, entre otras diligencias. 
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solicitó se libre oficio al Administrador de Aduana para que re- 
mita el expediente seguido en 18Üá, « en motivo de la captura 
del pailebot « L'almira fJinollo », y al Ministerio de llameada 
para que iuf orinara si se abonó suma alguna ■ n concepto de 
indemnización por el apresamiento Mi ¡ttlléMt * Sirio». Kl 
Juzgado proveyó de conformidad, y ron fecba 12 d« Agosto so 
libraron los oficios pedidos, 

Kn 16 de iM ubre el Secretario, por haberlo ordenado el juez, 
á petición de! demandado, paso el ferrlificad» «le hallar-e ven- 
eido él témiimi de pru* ha. del nial se notificó el aetor en ití 
del mismo, 

Gao foclia 25 del mismo mes el actor ocurrió al .1 uzeado pi- 
diendo se decían- suspendido el término d* qu- babla el artículo 
177 de ta ley de proc edimientos hasta tanto la Aduana y el Mi- 
nisterio deHaciemla remitieran, respectivamente, el expediente 
ú informe ^licitados, ¡i cuyo lin se reiterarían nuevamente los 
oiiao* Í¡br¡i<los con anterioridad. Dijo : que tales, diligencias, 
ludidas en tiempo, no se han evacuado, — y está en mí derechu 
pt-dir que lo sean, -.i ii" en virtud «le una disposición expresa y 
especial 'le la ley nacional de procedimientos, al menos cu virtud 
délo prescripto por el artículo 118 deMYtdigo de prucedim len- 
tos de los Tribunales do la Capital. 



Fallo «!«•• luet Federal 

fíjenos Aires* ¡Sovieroltre 15 <ie iwo. 

No siendo prorogable el término ¡>.ira alegar sinóde conformi- 
dad de partea; y en atención, por otra parte, á que el término 
de prueba ba vencido con exceso, sin que á pesar del tiempo 
transcurrido la parte deVersaggi baya solicitado medida alguna 
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M] «i.iM urgir el .liügenciamfcnto ****** 
tftdo en est- escrito. 



lllla *•„«.,.. 4» *** '» >"""" 1 ' ! ' r " ' ' ' 

..„ y¡st:, .1, h.ll«»- t,»cM» «I «««¡l» i***-*. »« '""» ""»■ 
,,.„ costa., -1 tótn a r l,.l, •)•• i".* y ,.•!.„ v,, lia. I.~ 

puertos los *ell..s. ilMiu'lvans.-. 

llf.NJAMIX N«. - 1.1!» V. VAUEI.A 
- AISEl. 1IA7..X». - "CTAVIn IH SCE. 
_ JIAN t. hhibest. 
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Don Itvthtifu }¡, /afufa, ifrs/jiies don Emiiiv ¡teruft, rontm thm 
EtíSébia Vidria, fivr rrw indicar ion ; sobre rxri'Saciim 



SiunnrHK — Aunque el actor haya inlidoáotro sus dere- 
chos, la causa de excusación fondada ea vinco Union es con él, 
subsiste si la cesión lia sido impugnada ñor el demandado, y 
si además éste ha citado de evicciou A dicho actor como res- 
ponsable en uniott con otra persona. 

Caso* — En 26 de Abril de 1887, i l viiur Zapata dedujo con- 
tra el si ñor Vidtda demanda «Je reivindicación de un inmueble. 
Se acreditó el fuero por ser el primero vecino de Mendoza, y el 
segundo de Han Juan. K) demandado declinó de jurisdicción, 
sosteniendo que la acción debía entablarse en su domicilio, esto 
es, en San Juan. 

En 1884 el señor Videla desistió de la excepción de incompe- 
tencia, y el juez dictó el siguiente auto : 

e Kstando implicado para entender en esta causa respecto de 
la parte artera, pasen los autos al juez que corresponda según el 
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En virtu l de esta providencia los autos pasaron al juez su- 
plen tu doctor -losó Palma. 

En 3 de Setiembre, por acta labrada ante el juez suplente, el 
si ñor Zapata cedió a don Emilio Herutti todos sus derechos y 
acciones que tiene en el presentí- juicio en permuta de los de- 
rechos y acciones que «Ion Lupo S.iynvedra tiene contra Zapata . 
y que el señor Uerutti ha obtenido en remate, según «-«mata t-n 
el juzgado civil A cargo del doctor Sayanca. 

El juez suplente dio por aprobada la cesión, previa acepta- 
ción del cesionario . 

Este confirió poder para que lo representase en el juico, á 
«ionOla-uer Ueynals, quien se presentó al juagado pidiendo 
ser tenido por parte, y que los autos pasaran al juez titular, por 
haber cesado la intervención de Zapata. 

El juez suplente proveyó de conformidad. 



Falla del Jue» Federal 

Mendo/Jt, niei^tnbri* ti do ISfM. 

Subsistiendo la causal de implicancia, vuelvan los autos al se- 
ñor juez. 

Castillo. 

El apoderado de Berutti dedujo contra este auto los recur- 
sos de reposición y apelación en subsidio, diciendo ¡ que ha- 
biendo Zapata cesado de ser parte directa en el juicio, no pue- 
de invocarse ya la disposición del artículo 43 de la ley de pro- 
cedimiento en que se fundó, pues dicho artículo se refiere á las 
relacione» entre el juez y los litigantes, ú los parientes dentro 
de cierto grado. 



■ 
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Kn rebeldía de la paste contraria, se du*l<j el siguiente 



Aillo del Jliex I Vdrrt»! 

\U'inio/.t A^'»-tn T lMÍ'.j. 

Yistus v coii-siíK'ramlH : i <,¿ue la cesión <!*■! se\ioi' Zapata fea 
favor Util señor lierutti, -o i'iicuentra impugnada por la parte 
demandada en estos autos. 

2 Que el señor Zapata ha sido atado de eviccion eu la mis- 
ma ciu-a, eoni-» r -|i-.*usalile en comunidad eou la S"ñora Klina 
Zi.|jaia de ürti?. ív'asv foja 112». 

3* '>ue estos antecedente-, establecen <oiv perfecta cíai idad 
ln situación del señor Zapata en el jo icio como parte interesada 
y directa. 

4" Quede consiguiente < 1 motivo declarad" por id infrascrip- 
to al inhibirse en est e;iusa, subsiste aún. romo lo establece el 
-j,. [■■ t . -i- l-.'ja Ht» vuelta, p >v las euiisidera , ¿i de deferen- 
cia persona! 411*.* no nl>?tant'- m> s>t susceptibles d ■ alterar ja- 
más la imparcialidad del Juez, es un deber (nattilestaf país 
abonar lus aetu> judicMÍescofl la eoniiauzu une in-pira la *iu- 
■ cridad y llaneza de proceder en lo que puede referirse á las 
personas, independi-ut un ote de sus derechas por más que al 
■:riteriu jurídico sean njsus ■ umpletam-nte distintas, imlepen- 
dientes y separables, VA infrascripto eree que pw den compren- 
derse en tos inciso> .1"y \ del artículu 43 de la ley de procedi- 
mientos, las omaiderariones y deferencias de carácter personal 
■iue le ligan al M-ñor Zapata, sin embarg óle no existir tíücu- 
lacion alguna de intenses. 

Por tanto. Bese hace lugar ¡i la revocatoria pedida a foja 114 
del decreto de foja HU vuelta y se concede en relación y en aiu- 
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interpu-sU «mi subsidio. Klíveust? los 
ñutuTul suprior, tth emplazamiento de 20 din* S lo. interna- 
dos. Hágase siii-cr original. 

Severo ti. fM 



tullo d* I» «iiurtfin» « «ríe 

Biif Atate* Slaráfl 9 d* 

YNtus- Uosultaiido de autos que Mibüisle aún la causal que 
motivú la &¿m*m-4*\ KedeTul 4 foja SüsenUl y dnCü 

vuelta cuva U'gMidu-i no se wt&<m> .wwHn». coa costas, 
el auto apelad da fofa **frtp J "iM» vm ' ,l;l - M* 1 ^ 

sftlos, di-viit'lvansr. 

UtíJAMl* l'AZ. - ABRL BAZAS • 
- — OCTAVIO Hl'NGE, - JUAN 
fOHREKT, 



CAIMA XIX 



Suman». — Lo* pleitos que. por ruMin de quieto* del tirito 
r-sado, han ¿ido iniciada ante el Juez del concurso, cejado éste 
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en virtud de concordato, deben seguirse ante los Jueces a quie- 
nes corresponde por razan di* l¡i materia y de las personas. 



Caso,— Kn 11 di- Setiembre -le 18',r>, se presentó ante el 
el Juzgado, don Arturo i!. Figueroa por sí y un representación 
fie ta .señora Figueroa, exponiendo : que entablaba demanda 
contra el subdito alemán, vecino fiel Paradero, don Jorfe Mal- 
lin.ou, pidiendo su le condenara al inmediato di -¿alojo del t«.-r- 
renc de ellos que indebidamente ocupa y euya entrega resistí-, 
con costas, daños y perjuicios. 

líiju : Que en 10 te Junio de IN8':K dieron cji arreud a miento 
á d<ut Fernando 'Iralkofokv, un campo de estancia denominado 

# Los Alamos , ubicado en el partido drd Ifaradero, celebrán- 
dose el eonirato • ■ n esta Capital, ante el escribano Haedo, como 
lo demuestra la escritura que presenta en t'slitnotiin, 

• ¿ii' 1 por esi- contrato ( ai lícnlu 1 ) i-l arrendatario se ob I igabu 
á pagar el arriendo por semestres adelantados cada I" de Juliu 
y cada I de Fuero, en el domicilio do la señora Figueroa, en 

• sla Capital ; estableciéndose en vi artículo 1-1, que sí el arren- 
datario no entrega el precio dentro de los chico primeros días de 
cada Julio y Enero, la propietaria tiene el derecho de rescindir 
el contrato ó de exigir el pajín. 

IJdc no habiéndose hecho el papo en los ciñen primero** días 
■le Julio, la señorade KigtUTita protestó ante Fscribuuo, y ba- 
bieudo manifestado el arrendatario la imposibilidad en que se 
encontraba d< cumplir las obligación?» del contrato, á causa de 
habérsele declarado en quiebra en el Rosario de Santa Vé, se 
considero llegado el easo prescrito en el contrato (• interpusieron 
inmediatamente ante el Juez de la quiebra, la correspondiente 
demanda de rescisión. 

t¿ue esta demanda fué llevada ante v l Juez de la quiebra, en 
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vista de lo dispuesto filio* artículos 1387. |.«2y H3K del Có- 
digo de i omcrcio; y siguió sus trámites hasta que, previa ¡a rea- 
lización de un juicio verbal, - i Juez resolví, declarando rescin- 
did» «I contrato de arriendo Me el 5 de Julio de 18U5, de 
¡teuerdo ron la cláusula resolutoria contenida en él. 

Qm- habiendo celebrado concordato ei arn-iidatarin fillidoeon 
>u- acreedores reconocidos, se presentó después el apoderado < n 
él, manifestando conformidad con la resolución del Juez del 
concurso, según lodo consta en las actuaciones ^ue presenta. 

Que dfidarada la rescisión, el Juez del coneursu libró exhorto 
al de Han Nicolás, ¡i linde que lo hiriera saber ú los ocupante* 
.leí campo y que pusiera á sus legítimos propietarios, < n pose- 
sión de i'h 

Que el Jui'zde San Nicolás dirigió olicio con tal objeto al d- 
Paz del Duradera, y la casi totalidad de los ocupantes del terre- 
no sur.eribió ^notificación, eul rugando «l terreno; pero don 
Jorge MalliiiMin s- resistió ¡i verilirai la entrega, lo cual di» 
origen á qiie¡.c labrara una protesta ante id escribano del Baru- 
dero í actuaciones acompañadas). 

Que en presencia del contrato y de lo dispuesto en el artículo 
1 IJÍ7 del Código Civil, es indiscutible el derecho que han tee.idn 
para reclamar la rescisión d- aquel contra don Fernando lirnt- 
kotVky; y en efecto, fué ella declarada (artícelos \TüM y 1f*H, 
in< isos O" y 7\ Código Civil ). 

Que Mallinson nu ha podido alzarse contra U re-nlu.-ion de 
los jueces, pues no sólu no es propietario, síim que es mi in- 
truso. 

Que aun cuando él dijo al ser notilicady, que es subarrenda- 
tario y que su contrato no ha vencido, no ha dicho cuándo ni erni 
quién celebró semejante «ontrato. 

Que aun cuando fuera verdad que Mallinson íenga contrato y 
de término no vencido, es evidente que él habría cesado en sus 
efectos, desde que cesó el que era uftusa ú origen de él ( artículo 
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1606, COdigo CSt.il; Seguvia, nota 133 ; Llcn-na, tomu II, 451; 
l.aurent, tumo XXV, üMWM 386 y 387; artículos 1570 y 

;i27ü, OÉip Civil». 

Que no exigiendo en la ley de prue-limieut^. trámite esp>- 
rialcs para el juicio de desalojo, deben observarse los ostableci- 

ntiupurendu. según lo dispuesto por .«1 artículo 586 de dicho 
Código . 

Acreditado <-| fuero, por mt los demandantes arge ntinos y el 
demandado extranjero, el Juez convocó ajuicio verbal, el cual 
tuvo lugar, labrándose la siguiente acta: 

Ku la ciudad de lia LMata, á foínte y tre* de S.-tiembre, año 
del sello, comparecieron ame u Señoría, al jaÍGio verbal de- 
• retado, por una parte don Agustín Villar con Bjl abobado el 
doctor Fune>, cu repn s* ntucion dr la parte demandante, y p»r 
la otra don Marcelo % íivacl) con su abogad-, dodtítt Jardín; 
concedida la palabra al doctor l-'um-s. expuso: 

Que reproduce la demauua en todas sus parte?», reservándose 
fl derecho de formular la< observaciones pertinente-; á la con- 
testación que diera el de round :tlo. « uncedida la palabra al doc- 
tor Jar din, expuso : 

Que en virtud de la representación que le había conferido el 
d- mandado, soiior .Torg<- Mallinson y cuyo poder .-xhibia, por 
respeto al -Juzgado, había decidido asUtir á este juiei-., aun- 
que mu admitir ni reconocer en e| seiierdu"/ Federal, otra com- 
petencia ni jurisdicción , que la que resulte corresponderá pura 
A leeonocüütfito del asunto que se promueve, ni la regularidad 
del procedimiento sumario que se trata de aplicar en un juicio 
que p'»r su naturaleza y objeto, tendría que substanciarse en 
otra forma más amplia, que permita la defensa d.- los derechos 
qu- se atacan por los demandantes y con el propó.i.to de i-pu- 
ner .inte todo, cu íorma ú* artículo previo y d- especial pro- 
mmciamicnt'i, las excepciones dilatorias que sun del caso, que 
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*iti las dtí ittcüittpch'ncia de jnrisdUcmn // litis pendencia en 
otro juzgado, au|;grifca4as por el artfeuiu73. incisos 1" y 3", de 
la ley de pruuedimi* «tos. 

Que la demanda pese promueve ante este Juzgado, no puede 
admitirse ni substanciarse, «-.o m« si realmente se tratara de^íi 
desalojo, solicitado par uu propietario de un campo contra un 
locatario .sin co.itnto ñ intruso, pues W k coníimaeimi inde- 
bida di' gestiones judiciales yue se están sujfiiéüda (míe el Juez 
de t • htsiüncia en lo eieil if comercial del ¡tasar io d? Santa M 
Que cneíeato la mñm ae Kigaeroa y su hijo don Arturo, eii- 
tablaron demanda Bjj|e átono Juez, do- tur Lucero, en el con- 
curso formado á don Fernando (■ratkofuky, para que se decla- 
rara disuelto id emirato de locación ron ti celebrado, respecto 
del camiio denominado Alamos» en id l!at adero y se les 
diera la posesión de ese éaittpa, ¡i preteató de queíírutiioíoky se 
hallaba en quiebra y había d. jado de abonarse el a*ri ndumiento 
adelantado que empezaba eti Julio, en la forma estipulada. 

(¿ue mientra-; la s- r iora de Figueruu y W liíjp promovían esa 
demanda, ya lossub-arrundaturms coiim el señor MaHinson, se 
babíau apresurado á BJtüUiif sus contratos ante el Juez del c-m- 
eurso, acompañando también la comprobación do haber abonado 
por cuenta del concurso, el arrendamiento adelantado en la for- 
ma que venía efectuándose desde mucho tiempo atrás, es decir, 
depositando un ej Hunco de la Nación en la ciudad de Buenos 
Aires, en la cuenta corriente déla señora de Figuerna, para que 
en seguida Gratkofoky, presentando los boletos Úé deposito, 
obtuviera de aquella el recibo respectivo, con -I objeto de que 
por falta de pago oportuno, no se solicitara la disolución del con- 
trato con perjuicio de ellos. 

Que la señora de Figueroa y su hijo, presciendiendo de esos 
¡intendentes, bajo la base inexacta deque no se había alonado 
ni tiempo el arrendamiento, acordaron con el Síndico del con- 
eurso una solución, dando La señora de Figueroa, tres mil pesos 

ÜFOL. L1IIL 
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morilla nacional y pidieron al Juzgado, renunciando las trami- 
taciones, qiif K pronunciara acorra de él la disolución del con- 
trato, y así se hizo. 

Que los sub-arremlatarios perjudicados con ese arreglo uulu 
é ilegal, dedujeron en el acto ante el mismo Juez, las acciones y 
demandas ano correspondían contra el concurso, y lu señora d<- 
Figueroa j su hijo, para que clJuzgado declarase nulo todo lo 
obrado, así como la resolución que declaró disueUo el contrato y 
que esas gestiones se están tramitando, habiéndose ya dictado 
mi auto que revoca y deja sin electo la posesión que pur sorpre- 
sa ü- mandó dar á lo» propietarios del campo. 

nue mientras no queden decididas en últimu instancia, en la 
provincia de Santa Ff, las gestiones y demandas mem iona< 
no [Hieden, la señora de Figueroa y su hijo, exigir la entrej; 
desalojo del campo y mucho menos ante otro jmz como ío 
tendea. **=¿r 

Que el juercompetente, para decretar tí desalojo, cuando so 
llogu.- la oportunidad de decretarlo, síes que lU-a á quedar 
subsistente la disolución del contrato, como no es de suponerse, 
sería el mismo que entiende en esos autos, « orno consecuencia 
directa de sus resoluciones, 

Que mientras no se resuelva en las indicadas cuestiones, no 
pueden los dueños del . ampo afirmar que el contrato do locación 
está disuelto, ni desconocer los su b -arrendara i cutos luc hos pur 
los son-arrendatarios, en virtud de las facultades que en el con- 
trato se le acordaron y que el locador tiene el deber de respetar. 

Que existiendo pendientes esas gestiones, no puede prescin- 
dirse de ellas, ni pronunciarse al mismo ti-mpo en otro Juzga- 
do, con iguales propósitos. 

Que además, la jurisdicción provincial está aceptada por lus 
demandantes y también se hallan demandados por el señor Ma- 
IHnson ante el juez del Kosario, no pudiéndose ya invocar el 
fuero federal por la diversa nacionalidad délas partes. Agre* 
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e„ ol señor Itrjsnfj, que por todo lo expuesto y ofreciendo la 
OomprolwefoD 'le ios heclios invocados, pedía al Juzgado se sir- 
viera admitir la* excepción?: .opuestas, en forma de articulo 
previo ven su tiempo resolver de conlonnidal con ellos para 
que los solicitantes ocurran ante quien corresponda, con impo- 
sición del pago fie las co*taa que causen ; y constituyó Aomieir 
lio leyal en esta ciudad calle i7 «utre 11 y 22, aludió 'Id 

rinotjof QmU * icy ra. 

Concedida la palabra al docfc oj Funis dijo: 

Qftn lasi xeepeiono que prcunde opont-r el d mandado, no 
deben aceptarse en manera alguna, porgue «on de todo punto 
improcedentes é infundadas y solicita sean rechazadas .<n méri- 
to #« las siguientes razones: 

(¿ueeí juicio oV desalojo, sumara por su naturaleza, debe 
substanciarse por lo- trámites propios y peculiares á tal géne- 
ro do juicios, y por consiguiente, carece de lundaniento la ob- 
servación del demandad» al respecto. 

Que la competencia del Juzgado es iun. gahle, desde el mo- 
mento que se encuentra detodament, acreditada la calidad de 
extranjero del d. ■mandad... así como el h^ho de que mis repre- 
sentarlos son argentinos. 

Que do existe litis pendenei i. desde el momento que mis re- 
presentad** no han rtcojiooido absolutamente al Juez de i" Ins- 
tancia del Rosario, el derecho para conocer en cualquiera d e- 
manda, que pudiera promovérsele ante tal Juez, puesto que no 
tienen allá, ui su domicilio y negocios de ningún género. 

Que el demandado se die? subarrendatario y f sin 
no acompaña ni exhibe título de ninguna espeie, 
acreditarlo en tal carácter. 

Qaeol contrato de arrcndamieulo á que si' retiere la demanda 
fué celebrado nutre la señora de Figueroa por sí y en represen ta- 
eion de don Arturo Figueroa con don Fernaudo (IratkofuU v en 
el no figura ni se menciona para nada al demandado Maliinsou. 




8i 
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Que la cláusula décimaounru cié dicho i ontrato, establece 
¿presamente el ¡.acto comisorio, en cuya virtud se solicitó y 
obtuvo a rescisión del misino A consecuencia de no haber paga- 
do oportunamente el precio del arrci.daiuieiito en el tiempo y 

I que declaró l¡i rescisión del contra- 
to, ha pasado ya en autoridad do cosa jugada y que habiendo 
entrado nuevamente el concursado Gratkofoliy en posesión de 
sus bienes, rumo consta de los documento* que se acompañan d 
la d. -manda, dicho concurso \ui terminado y cuii 61, la juriüdic- 
eiou de aquel -luez, sobre el particular. 

Q M e si Mallinsunha demandado á mis represen lados en el Ro- 
sario, á consecuencia de la resolución aludida, tal hecho no au- 
toriza absolutamente la acepción d- litis pendencia, que se in- 
tenta liacjr valer, puesto que es evidente que dicho Mallinson, 
iu.hu podido ni debMe demandar á mis representados ante 
aquel J%m que carece de jurisdicción pata entender en cual- 
quiera demanda que pudiera promovérseles ¡i ésts. como an- 
tes lo afirma. 

Que id contrato de s iih-amiidimiento que dice tener el do- 
mandado, no puede tomarse eu consideración y hay razones 
íundadas pura suponer que no debe existir, entre otros, el lu- 
cilo de no haberlo presentado en este acto, debiendo hacei h«. 

Que aun fcu el caso de tenerlo, se trataría sólo de un docu- 
mento privad..» cuyos ducununtos, ni tienen fecha cierta, uí 
haeeu £é en juicio, ni pueden en manera alguna perjudicar á 
terceros, como son en este caso mis representados, 

Que según lo dispone el artículo H84, inciso 10. del Cüdjgo 
Civil, todo contrato accesorio de otro, redactad.» en 
piihlica, iHp hacerse necesariamente en escritura jtút. 
jo fvma de nníntad : que como lo revela claramente ei contrato 
que tenían mis representados con üraturoky, 
querido que las obligaciones y 
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cedías á otro n otros, á fin de que dicho < ¡rntkof.ky. fu— di- 
rectamente responsable para con ellos, y eslá voluntad debe 
respetarse, de acuerdo eon lo dispuesto en el artículo |fff del 
CMfgo vil . 

Qin- aun en el supuesto que > " el documento simple á que 
parece referirse el demandado, no estuviere afectado de nulidad 
absoluta como lo está, sostengo, desdo el momento que i-e*i ó 
terminó la locación, habían cesado ese pauto, los sub-arriendo* 
,,uo pú&Htan haber existido, según lo disoné ni artículo i60f> 
del Código Civil. 

ijuo en el juicio por desalojo. como en \w interdictos, no m 
admite excepción alguna de -aracter previo, ni se señala térmi- 
no probatoiio.pm'S Unto las pruebas de U< excepciones, como 
la que refiere ul fondo del asunto, debí- presentar y produ- 
cirse en el único comparendo de qu- halda la ley, lo que en el 
presente caso, no ha efectuado el demandado, 

Que no habiendo probado absolutamente el -I-mandado las 
exencione* que pretende deducir, ella, na puedan ser tomadas 
en consideración, 

Que aun en el raso que si- considera* la rescisión del contra- 
to di- arrendamiento que tenían mis representados con drat- 
kofoky, como el resoltado de una transacción con éste, dicho 
contrato bahía caducado de hecho y el demandado carecería en 
absoluto de personería para observar tal acto, que eomo antes 
he tmido oportunidad de manifestarlo, ha pasado ya en autori- 
dad de cosa juzgada, de acuerdo con los artículos 8óO y 1200, 

Código Civil. 

Qup por todo lo expuesto, y siendo notoria la falta de razón 
y .le derecho con que el demandado resiste la entrega fiel terre- 
no que ocupa, pide al señor Juez se sirva rechazar in liminc, 
'' las excepciones opuestas á la demanda y de acuerdo mn las 
disposiciones legales pertinente, resolver sin mas tramites, cmi- 
... ,i en i a8 costas, daños y perjuicios. 
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Concedida la palabra al doctor Jardín, manifestó: 
Que las objeciones con que los demandantes trulan de des< 
virtuar los fundamentos de las tfceepciones opuestas, 
suficientemente debatidas con los razonamiento do su primer 




demandantes, que lo que se 
un u.aalojo ya solicitado, del Juez de 1" Instancia del Rosario, 
basta pasar la vista por lo que se dice bu él párrafo tercero del 




los ocupantes del campo han desacatado un auto de 
Juez, noe> el Federal ei llamado ú hacerlo cumplir, sinó 
el míame Juez que lo dictó. 

Que el contrato de sub- arrenda miento del suftur Mallinson, 
se halla agregado i otros documentos que se han presentado en 
el concurso de Urutkofoky y que por esa circunstancia nc se lia 
podido incluir ahora. 

Que ese contrato, aunque esté labrado en instrumento pri- 
vado, adquirió fecha « iurta ron su presentación en juicio, no 
siendo indispensable su consumición en escritura pública, por- 
que no puede considerarse como un acto accesorio di otro de 
cesión de derechos reales, como se indica. 

Que la -señora de F i ¡ruerna y su hijo han podido ser reconve- 
uidus ante el mismo Jue7 del Rosario, donde dedujeron ac- 
ciones. 

Que la base de la demanda actual, es una resolución de di- 
solución de contrato, que aún está sujeta á un debate judicial 
en el Rosar iu, puerto que se ha atacado su validez legal y que 
ya que el Juez indicado revocó el auto en que mandó hacer la 
entrega del campo á la señora de Kigueroa. 

Qu'j excepciones previas como las opuestas, deben resolverse, 
ante todo, aun tratándose de un verdadero juicio de desalojo, 
no [ludiendo, en consecuencia, prescindirá de la comprobación 
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de los hechos invocados. Oído por ,1 Juzgado, mando \w 
.utos al despa- M, *m proveer lo que corresponda y t.rman.n 
ae que Aoy fé, y ordeoando sea agregada el poder del *** 

_ jjptftt l*i7/rtr.-Antemí: Esteran timthcth. 



tullo ilrl Ju*« 



Y visto,: Losse>dos por Arturo O. Figueroa y otro, con- 
tra don Jorge Wffim, *AN desalojo, par. resolver la articu- 

riun promovida, sobre incompetencia y MU pendencia. 

Y considerando: 1" Que ella so furnia ?* pe Mullinson tiene 
deducido ¡inte los Tribunales del Icario de Santa Fe. el recur- 
so de nulidad contra la rescisión del contrato de arrendamiento 
tsm se pronunció por dichos Tribunales, cuyo contrato versaba 
Lreuna linca ubicada cu el Uaradero, y fué celebrado entre 
los demandante v don Fernando (iratkofoky. 

Mallison se cree autorizado para solicitar dicha rasión en 
las razones que invoca en su calidad de sub-arrenda- 

U rescisión se verificó por común consentimiento de 
del Síndico del concurso de uratkofoky. Hablado 
cordato coa su* acreedores, * tilica postenor- 
!, se-un resulta de los testimonios acompaña- 
ida. 

el arto jurídico de la recision y cekbrado 
concordato aludido, cesó la jurisdicción del Juez 
0i para entender en lo relativo al con- 



oe ijuincri;!» — i r— 

trato de arrendamiento de que se trata. 
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Todas las con trove rsius :i que é>te diera tugar, eran ajenas :i 
la jurisdicción de los Tribunales do Santa Fé\ que si conocieron 
de ta rescisión, fué únicamente debido ¡i la circunstancia de ha- 
berse allí concursado á GratVofoky . 

Luego, una wí que el cotunirso quedó terminado, Q$g juris- 
dicción cesó. 

rescisión celebrada, para opóiíé|í*e al desalojo solicitado, debe 
alegarlas ante este Juzgado. 

Por estas Consideraciones, fallo: no haciendo logar con co- 
tas ú la articulación promovida y comparezcan las partes el día 
veinte v nu-ve del crriente ¡"i la una He la tarde, a celebrar .-I 




uese con el ófigliaal y repónganse las fojas sin más trá- 



Mariaiw S. de Áurrorücrhvu. 



VISTA IIKL, SESOII imOCLHAÜOR GfcMEItAL 



lloetio? Airt-s. |jji*ienibrc 1* uV IK95. 

Suprema i'vt'tv: 

La ejecución del contrato testimoniado de foja f'y sus t on* 
secuencias legales, caían bajo la jurisdicción legal de los tri- 
bunales de la Provincia de Buenos Aires, porque allí estaba 
ubicado el campo objeto del contrato, allí residían los intere- 
sados y allí babían Celebrado el convenio de arrendamiento. 

La jurisdicción de la provincia de Santa Fé\ -ólo se produjo 
entonces, en virtud de un hecho eventual, la quiebra del arren- 
datario y la radicación de su coneurso, ante los tribunales di- 
aquella jurisdicción. 
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Desaparéenla esa causa wntual, por el concordato que res- 
tableció al arrendatario en el ejercicio de todos sus derechos, lus 
relaciones jurídicas entre locador y locatario, quedaron en la 
misma situación en que se encontraron antes de ia formación 
del concurso. Las acciones de la lecatoria, no estando ya sujo- 
tas al deber le«ral de ocurrir al jtiírio universal del concurso 
(l ue atrae todos sus incidentes, han podido prescindir de aque- 
lla jurisdicción y llevarse ante la que correspondía, cou suje- 
ción :l los hechos y condiciones del contrato. 

Si esto era procedente respecto dd arrendatario principal, lo 
era con mayor motivo, relativamente á los snb-arrciid alarios, 
cuyos contratos estallan buj'-tos ;'i la jurisdicción del lugar del 
contrato ó del bien contratado. 

Con este concepto considero arreglada U resolución recurrida, 
que corre á foja Al, en cuanto declara la competencia del Juez 
de Sección de Buenos Airea, y pido A V. B, se sirva confirmarla 
por sus fundamentos. 

Sabmnuio Kivr. 



tullo de l« 

Bmroas Air**, Marzo 6 dé i8í*u. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
procurador General y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja cuarenta y siete. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VARELA . — ABEI. RA- 
IAS. —OCTAVIO BURGB, — 
JUAN E. TOBRENT. 
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« ALMA XX 



fhn EteoUoro t'aródi mitra don Waldo /fa/rif/ires, 5u/«r cofiw 

(/.' paco» 



.S'«m« n o. — La obligación de pagar al encargado de vender 
algunas propiedades el excedente de la base lijada para la venta 
miando se escriture ésta y se pague el precio, no es exigióle si - 
no después que se ha va hecho dicha escrituraciou y pago, ¡i me- 
nos que conste que la falta de cumplimiento dt estos dos condi- 
ciones sea debido á culpa 6 didu deNbligado, 



Cas». — Hesulta del 



I hM« del Jue* rederwl 

Mendoza, Junio i de 

Vistos: Don Kleodoro Parodi demanda á don Waldo Rodrí- 
guez por el pago de £0.000 pesos moneda nacional y las cosías, 
daños y perjuicio* que le ocasione el pres nte litigio, expo- 
niendo : 

i° Que con fecha 10 de Julio de 1889 don Waldo Rodríguez 
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le conüriÚ poder para que le vendiera dos fundos de su propie- 
dad , que dicho señor posee en el municipio do la ciudad, lugar de- 
nomiuad» « Alio Oodoy > f de una extensión de 42 cuadras su- 
perficiales y pur p) precio de 1811.0(10 pesos nacionales. 

2" Que el señor Rodrigue* cedía ú favor del demandante, 
señor Pamdi, el , medente que pudiera sacar de este valor en 
compensación del trabajo que se tomara hasta conseguir vender 
las Susodichas propiedades dentro del término de 30 días, tija- 
dos pur el comit-nte para Ja realización del mandato. 

3" Que antea *le la expiración de dicho termino y después de 
varias diligencias en las que tuvieron que intervenir corredo- 
ras de oficio que pusu el señor Parodi á mi servicio, consiguió 
formular con don Eugenio Alare, en nombre y representación 
de su poderdante, un contrato de compra venta du los fundos re- 
lacionados, hii las mismas condiciones referidas en el instru- 
mento del mandato por el precio 200.000 pesos al contado. 

4 Ú Que firmado qne fué este contrato, el señor Parodi presen- 
tó en testo original al señor Waldo Rodríguez para que verifi- 
cara, de acuerdo con la exigencia del señor Mare, la escritura 
definitiva de compra-venta de las propiedades, é hiciera la tra- 
dición de estos inmuebles, :í cuyo eíe-to había manifestado el 
comprador tener lista la suma de 200.000 pesos que se había 
fijado como precio de ellos. 

5* Que el señor Rodríguez se negó a real i ¡¡ar la venta y á 
pagar la comisión estipulada por motivos tendentes A manifes- 
tar slj arrepentimiento y de ningún modo á invalidar un contra- 
to ya consumado de una manera formal y concluyente, como 
hecho conforme á las instrucciones del mandante, quien lejos 
de pedir formalmente su ejecución procuró eludirlo de todus 
modos, ausentándose repentinamente de la Provincia sin dar 
aviso á muli i de su pn'tida y ni que se supiera el lugar de su 
paradero, quiza con él mal propósito de dejar vencer el término 
acordado para la venta. 
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6 o Que puestos estos hechos y circunstancias en conocí miento 
del comprador don Kugeuio Haré, ocurrió éste al Juzgado en 
dentarla contra Rodríguez sobre el cumplimiento del ¡iludido 
contrato de compro-venta, desistiendo después, por no conve- 
nirle la realización de un negocio cuyos términos y cundir iones 
habían cambiado con la variación del mercado y la baja del va- 
lor de la tierra. 

7 Que no habiéndose ^onaimiado definitivamente el contrato 
por bieulpa del señor Rodrigue, tiene Parodi perfecto derecho 
para reclamarle la retribución de su servicio en la forma espe- 
cialmente convenida, según los artículos 1939, 1947, 1052 del 
Código Civil y nota 85 de Sególa al artículo 1954 de su obra 
sobn -el mismo Cédigo. 

8' Que, finalmente, en just ¡ficción de la demanda, pide la 
agregación en copia autorizada del boleto de comisión de venta 
y poder que corren ó fojas 7 y 8 de estos autos. 

El doctor Conrado Céspedes por don Waldo Rodn^uez. cun- 
tes»» la demanda, exponiendo á su vez: 

9" Que si bien es cierta la existencia de! poder y boleto de 
venta y el contrator.nn ni señor Maro, en los términos referidos 
en la demanda, era falso que su poderdante hubiese abrigado 
la intención de rehuir su cumplimiento que precisomente le in- 
teresaba celebrar, y que su viaje á la capital federal fui á con- 
seenenria del llamado urgente que se le hiciera y en circuns- 
tancias que ignoraba el estado de las gestiones practicadas por 
su mandatario señor Parodi. 

10" Que allí tuvo recien conocimiento de la demanda de Mare 
sobre el cumplimiento del contrato de compra-venta celebrado 
por éste con Parodi, á virtud de los edictos que publicaron los 
diarios de Mendoza, é inmediatamente regresó poniéndose al ha- 
bla con Mare y Parodi para escriturar el compromiso en cuestión 
precediéndose a mensurar la propiedad objeto del negoeio. ope- 
ración que exigió previamente el comprador para averiguarsi 
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laeUenshm -leí m&W correspondía con el área que daban los 

títulub. 

M" Que llegado el momettfci de reducir a escritura publica 
aquel contrato, aupo recién e) señor Rodrigue?, que ante el Juz- 
gado de \« instancia de la provincia A cargo del doctor Ortiz, su 
tinosa había obtenido M auto prohibieiidu la enajenación de 

todos sus bienes. 

12" Que el señur Rodríguez se apersoné entonces ¡i don Hu- 
leólo Mare y le expuso la nueva dificultad que por el momento 
e«tu#ectt la conclusión definitiva del negocio, indicándole al 
jiátm -tiempo la <onvenieudu de celebrar i>u comparendo ante 
t-,.te Juzgado paTa aeordar medios eondiuentes á la elimina- 
: -u de es le obstáculo, 
13" Que la audiem ia luvo luj-ar en efecto, con viniéndose en 
U ue toda dificultad quedaría salvada depositándose el valor de 
la venta ú la orden del Juez que entendía cu el juicio, de cuyo 
comparindu no se dejo constancia. 

H'Que pocos días después, el <tfmr Mare desistió de la de- 
manda entablada contra Rodríguez alegando fieles protestos, 
cutre otros, el hecho de haber cambiado la situación económica 
del país, imprimiendo una baja considerable en el valor de las 
tierras, 

15" Que del expediente respectivo consta la oposición formu- 
lada por Rodríguez, solicitando la fijación de un término breve 
para que el comprador concurriera á consumar la negociación 
pactada . 

1Í>° Que todos estns hechos concurren li demostrar que Rodrí- 
guez, lejos de oponer dificultades paru la realizacnm del contrato 
cumo lo afirma el actor, estuvo siempre dispuesto a celebrarlo 
bajo las condiciones estipuladas en la boleta de compra- venta 
y carecen así de aplicación al caso ocurrente los preceptos lega- 
les que el demandante cita en apoyo de sus pretensiones. 

17- Que en definitiva debe resolverse que el demandado no 
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t¿ obligadu i pagar la suma que se le cobra, mieutr.is no se 
realice la renta por el precio y bajo la- condiciones estipuladas 
rondón Kugcnio Mare. 

Abierta á prueba la caima, primero sobre las caucas que obs- 
taron ai cumplimiento del contrato ú que se refiere la boleta de 
foja 7,, v segundo sobre la responsabilidad del demandado en el 
caso, se lia prodjuííído por las partes la corriente de Tojas IX i IX. 

V ■ onsiderando : i* Que no lia sido materia de discusión en 
ta causa el hecho dé haber l'ap'di celebrado en nombre de su 
comitente Rodrigues negociación objeto del contrato de fo- 
ja? con perfecta Mijecion poder de foja H, documentos ambos 
que no han sido objetados en forma alguna y de los cuales apa- 
ree» comprobado por su texto y comparación de sus fecha-, que 
el mencionado contraía fin' firmado pur Mare y Parodi ú lo- til 
diaj.ó sea dentro de ]q< 30 del plazo fijado al electo por Ro- 
dríguez, 

2" t¿ue la misión de Parodi terminó de consiguiente con aquel 
acto juríd ii'o revestido d<° los requisitos esenciales de derecho 
para producir lo* efectos legales á que era destinado y desde ni- 
túnces quedaron vinculados á su cumplimiento de una parte, 
don Kugenio Mure, comw Lompradur de los inmuebles, materia 
de lo negociación, y de la otra, don Waldo Rodríguez como ven- 
dedor de los mismos por medio de su mandatario Parodi.íartícu- 
losU97y 19-16 del Código Civil». 

3° Que de las respuestas afirmativas de Rodrigue? ú las pre- 
guntas 1 2*, 3\ H° y M* de las posiciones de foja 33, consta 
asimismo que él tuvo aviso y conocimiento oportuno de la cele- 
bración del contrato de, compra-venta antes de marcharse á 
Uuenos Aires y de notificársele el decreto sobre inhibición de 

Jo-, 30 días fijados 4 Parodi para realizar el negocio. 
¿* (.im. consta igualmente que antes de lo partida de Iíodrt- 
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guez A lineaos Aires y de recibir éste de mano* -le l'arodi la co- 
pia del contrato de foja 8, aquél había recibido ya una carta de 
¿vt«, dándole cuenta «le haber vendido á Maro los terrenos del 
i AltoGodoy » : declaración de Salvador Orregofnja 38, de.Tulio 
% Godoy foja 41, de Alfredo líuiz, f.-ja 12 y nolición 8*. 

5' Que tamMen constad» '-^ 0< f l ue el auto por el cual el señor 
Juez de Letras de la provincia prohibió á don Waldo Rodríguez 
majenar su* bienes iiimneMes fué dictado á solicitud de su es- 
posa con fi cha 10 de Ayosto de 188U y se le notificó recién el 3l» 
de Setiembre del mismo ano (informa de foja -46 vuelta); estoes, 
c»m jiosti noridad al contrato de venta, datado el 7 de Agobio, y 
de presentada por Mare contra Rodrigues su demanda sobre su 
. nmplimiento, que tuvo luynr siete días después de ■ ísta última 
fecha (informé de foja 31). 

6 Que del propio informe citado últimamente, basado ert las 
. nnstiincins dt I juicio aludido, entre M ire y Rodríguez, aparece 
que éste no podo ser habido hasta el ¿7 de Setiembre de 188í* 
para uotiücarie la demanda sobre cumplimiento del contrato de 
foja 7 y entregarle el traslado de ella y que no obstante, esto y 
de haber sido antes citado por edictos, déjú pasar el tiempo sin 
contestar aquella demanda ni ejecutar el contrato csci ¡turnado 
la venta, basta que en 16 de Octubre del mismo año (188!í)se 
dió en su rebeldía por decaído el derecho qur había dejado de 
usar, quedando ya autorizado el acto. 

7' v¿ue todos estos luchos y circunstancias concurren á de- 
mostrar que el demandante Parodi practicó todas lus diligencias 
conducentes á la realización de la negociación pactada sin citrn- 
limitar el mandato conferido por su comitente. 

8 Que no sucede lo mismo respecto al señor Rodríguez, quien 
lejos de justificar causa ulguna legal, ni siquiera impi'iimentos 
materiales para no eseñturar el compromiso de venta á Mare, 
aparece por el contrario omiso y culpable de su inejecución; ya 
por su ausencia injustificada, tratándose de un negocio de tras- 
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eendentnl importancia y urgencia, que le era conocido en todos 
sus detalles pur i l testo mismo del contrato, que confiesa ha- 
ber recibido de Purodi, además di ! aviso anticipado dude por la 
carta qik le entregara Salvador Orrego, ya porque cutre el 7 y 
el 10 de Agosto de tuvo tiempo suficiente para cumplir 

mi obligación de dar laescriUra de propiedad á Mure, recibir el 
precio convenido y hacerla tradición de los inmuebles. 

Quede consiguiente resultan improbado* y fals»* todus y 
cada uno de los cargos que Rodrigue! alega en mi contestación 
; - ; (a presente demanda y responsable por >u propia culpa del 
fracaso déla negociación. 

10> Que dados estos antecedentes y lu dispuesto en los artí- 
culos 1951 y 11*52, del Código Civil, el demandante señor Pa- 
ro'! i, no está ©Migado á esperar la> resultas del jujeio seguido 
contra Maro y liodrigucz para devengar la comisión de venta 
que le acuerda el poder de foja 8 y por lo tanto debe considerarse 
de legitimo abüiio la cantidad demandada. 

Por tanto, fallo definitivamente declarando : que don \\ ald«. 
liodriguez lebe s;»' .»'-'cer en il término de 10 días á don 
Eíeodoro .''arou.. ■ í* úlad de 20.000 pesos moneda legal re- 
clamada en la presente demanda, con costas. 

Iliigase saber original y repóngase el papel . 

Juan del Camiñlio. 



Fallo 4e lu Suprtnm Corla 

míenos Aires. Manto 7 Je 

Vistos y considerando: ^ue por el poder otorgado por don 
Waldo Rodríguez ádon Eleodoro Parodi, se ha comprometido 
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el primero á ceder a! último «1 exceso de precio que obtuviese 
|ior l;i venta que realizase hasta la suma de ciento ochenta mil 
peíflft, de las propiedades que éll dicho poder se mencionan. 

t¿ue aun cuando I'amdi pretende haber vendido las dos pro- 
piedades de la referen.' ia á do» Kugcii¡<> Marc por la suma de 
- lose i cotos mil pesos moneda nacional, en virtud del boleto de 
venta suscrito por él y el «■oiOfiradoT y que corre á foja -tete, 63 
evidente que mediante la sus.-rinori de este boleto no se bu íea- 
lixadola ventu de los inmuebles á que se refiere, pnTque para 
ellu sería indispensable el otorgamiento de la escritura pública, 
sin la cual el boleto sólo acredita la celebración de ana obliga- 
ción de hacer escriturado venta. 

i¿uc estando subordinada la comisión ofrecida a L'arodi, no 
soló á la escrituración üe las propiedades p<«r más de los ciento 
u'dienta mil pesos, únp también á la entrega de contado, en el 
a«*to de ella, del pncio estipulado, no puede aquel haber adqui- 
rido derecho para que ¡se le abone por Kodriguez el excedente 
d<- dicha cantidad, antes del cumplimiento de esas condicione*, 
que basta hoy no se han realizado. 

Que no aparece justificado un autos que i estas condiciones 
mi se han cumplido, baya sido por culpa ó dolo de Rodrigues, 
desde que por su parte manifiesta haber estado y estar dispuc-to 
á que se extiendan las escrituras "le venta. 

l'or estos fundamentos; se revoca la sentencia apelada de To- 
ja cincuenta y una, absolviéndose al demandado du la demanda 
de foja dos. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

AlífrX IIA3US, - OCTAVIO ULMiE. 
— JUAH E. TOHItl NT. 



MU.. I Kltl 
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Don Antonio f\ Chacón contra doña Vatroeinia I*, de Sán- 
chez, doña Cármen y duna María Sane/tez, por rcivindica- 
ciotti sobre concesión de recursos. 



Sumaría. — Consentido el auto que declara válida lanotili* 
cacion de tina sentencia, no pueden concedérselos recursosque 
se interpongan eontra ésta, después del término legal, conta- 
do desdediría notitíeacion. 

£ tlS0 — Dictarla sentencia definitiva en aquella causa, toé" 
notificada ii Chacón con fecha 13 de Mayo de 1893» por medio 
de cédula en que sólo se transcribe la parte dispositiva de aque- 
lla, la cual fué recibida por don B. J. Avila. 

El SO de Junio del mismo año, Chacón ocurrió al juzgado di- 
ciendo: quf la notificación de la sentencia es nula porque no ha 
sido hecha por el secretario, sino por el empleado Izquierdo» y 
porque en la cédula no so transcribió sin embargo el auto, como 
lo manda la ley; que interpone, en consecuencia, recurso de nu- 
lidad en cuanto á la notificar ion, fundado en el artículo 62 y 63 
de la ley de procedimientos, y los recursos de apelación y nuli- 
dad de la Bcnuncia. 

El juez mandó que informara el secretario, quien dijo: 



En cumplimiento de lo ordenado por V. S., Jobo informar lo 
siguiente : 

1 Que siempre que se h* notificado una sentencia larga se lia 
trascripto en la cüdula solamente la parto dispositiva, y estose lia 
hecho en mis de doce tulos que soy secretario de este juzgado. 

2" Que es efectivamente cierto que el infrascripto no hizo 
personalmente la notificación de la sentencia de foja 187 á can- 
ga de haberse hallado ocupado ose dia en el despacho de V. S. 
y el plazo de la notificación se vencía, por cuya razón se la en- 
comendé al oficial de justicia don José izquierdo, quien lia bo- 
cho regularmente la diligencia '-orno constado la misma, pues 
el cedulón lo ha recibido la persona que ha dejado encargado el 
señor Chacón. V. S. y.ibe perfectamente, que hacen más de 
diez años que sirvo mi secretaría con un solo escribiente que 
me asigna la ley de presupuesto, teniendo desde ese tiempo si 
mi solo cargo la intervención como secretario en todos los actos 
referentes á elecciones nacionales en esta Provincia; cuya tarea 
V. S. bien sabe cuan ardua es; y hace más de tres años que 
tengo la secretada general de esto juzgado á mi cargo, y todo 
ello fuera de la enorme suma de trabajo que por falta de per- 
sonal me agobia por más constantes que sean los esfuerzos que 
hago por el buen nombro de la oficina que sirvo, a pesar de ha- 
ber quebrantado mi salud en ese servicio. Hace más de diez y 
ocho años, señor juez, qw> ejerzo la profesión de escribano — 
seis en el juzgado do comercio de la Provincia de Buenos Aires 
y más de doce en este juzgado, sin haber merecido jamás una 
sida reprensión de mis superiores, y si hoy ocurre por vez pri- 
mera en todo el largo tiempo que desempeño el cargo de secre- 
tario se pídala nulidad do una diligencia por mí autorizada, no 
importa ello hacerme un cargo, como no se me hace de haber fal- 
tado maliciosamente á mis deberes, pues lo que se pretende es 



100 FALLOS DE LA SUPREMA C41HTE 

responsabilizar al secretario de un descuido ii olvido de la mis* 
roa parto que de-luce el recurso desde que no se niega, y el con- 
trario se c onfiesa, haber recibido la cédula. 

Dejando así evacuado el informe ordenado, saludo á V. $ 
respetuosamente. 

Entena» tituihelh. 



Auto del Jh» r«4er«l 

l.n riaiíi. Julio ó de 189o. 

Y vistos : Los seguidos por don Antonio & Chacón mu doña 
L'atmcinia P, de Sánchez sobre rei vindicación y demás en ello- 
deducidos : á Un de resolver el incidente inn.iid» sobre nulidad 
de notitiVaeion de la sentencia definitiva de foja 1 87. 

Y considerando: (« Que la mencionada notificación aparece 
si r hecha y autorizada por el escribano secretario don Estovan 

Guabello (véase f, 199). 

2" Que Elimine este en su informo do foja 223 asegura que no 
la hizo P 1 rsoualm-ute, tal atestación no debo sor tomada en con- 
sideración, atento lo dispuesto en el articulo 992 del Código Ci- 
vil* 

3° Que en cuanto ó no haberse t ranscrito en )a cédula de fo- 
ja 103 la sentencia íntegra sino su parte dispositiva, tal cir- 
cunstancia no puede invalidar la notificación, pues el objeto 
principal de ella es hacer saber lo resuelto, no los fundamentos 
de la resolución, 

4* Que mucho menos puede considerarse como nula y por con- 
siguiente como no hecha la ya citada notiticacion, ouandoel agra- 
dado por la sentencia se muestra conocedor de ella y en su mé- 
rito deduce los recursos de apelación y nulidad. 
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Por eslos fundamentos, fallo: no Imctendo lugar a la nulidad 
de la notificaron y se cmwede libremente y en ambos efectos, 
los recursos di* apelación y nulidad; debiéndose elevar los autos 
al superior en la forma de estilo* 

Notifíquese eonel ori-iual, re^ístre^e en el libro de senten- 
ias y repónganse las fojas. 

St, Si di' Aurremccttm. 

Klevadn*- lus autos, el apelante Chacón rxpresó agravios sin 
referirse ni fundar el recurso de nulidad . 

Los apelados manifestaron que el Juez Federal había emice- 
dido malla apelación, pujs aquel dejó concluido el incidente 
sobre nulidad de ta notificación por el auto de fuja 238, contra 
■ I cual no se Ha interpuesto rvcurso alguno. 

Que siendo esto así, es evidente que la apelación se interpuso 
fuera del perentorio término MíñaUdnpor la ley y que la Supre- 
ma Corte no puede emocer de los recursos concedidos át'liacou. 



Buenos Aires, Marzo 12 de 189H. 

Vistos : Resultando que el auto de foja doscientos treinta y 
odio, que declaró válida la notificación déla sentencia, ha sido 
- onsentido por Chacón, en cuyo caso los recursos interpuestos 
por éste, á foja doscientos veinte, contra dicha sentencia, lo han 
& ido fuera del tírmino señalado por el artículo doscientos ocho 
de Uley de procedimientos, se declaran mal concedidos dichos 
recursos. Repuestos los sellos, devuélvanse, 

BENJAMIN PAl. - LUIS V. VARELA. 
— ABEL ÜAÍAN. — OCTAVIO ÍUN* 
GE. — JUAN E. TÜBREVr. 
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«'AUNA XXII 



El doctor don Juan Anyct Martínez, defensor del e.r-tesorero 
del Hunco Hipotecario de ía Pmn'ncia de liuenos Aires, en re* 
curso directo contra sentencia de fas Tribunales de dicha pro- 
vincia. 



Sumario. — No apareciendo haberse violado el artículo cons- 
titucional i ii que se funda el recurso interpuesto contra sen- 
tencias de los tribunales locales, la Suprema Corte no puede 
concederlo por razón de interpretación y aplicación errónea de 
los códigos comunes hecha por dichos tribunales. 

Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte y la 



VISTA UEL SEflOH PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 12 de IbíM, 

Suprema Corte: 

Del contesto mismo del precedente escrito de queja, resulta 
la improcedencia del recurso. Be ha controvertido acerca del 
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delito imputado al tesorero del íianco Hipotecario de la provin- 
cia de Buenos Aires, y las sentencias dictadas en tres diversas 
instancias, cualquiera que sea la apreciación que hicieran de 
íse delito, muestra que no había omisión ik la defensa. Puede 
alegarse contra ellas infracción de los procedimientos legales, 
equivocada apreciación délos hechos, errónea aplicación de hs 
leyes, Pero, una vez que el proceso se ha llevado adelante, con 
audiencia de las partes, no importa que esa audiencia no haya 
alcanzado á todos ó alguno de los túpicos considerados en las 
sentencias. Kilo podría dar mirgt-n al recurso ordinario de nu- 
lidad, ó al Av inaplicabilidad déla ley ó doctrina, pero nunca al 
de hicoustitucioiialidad. El articulo 18 de la Constitución con- 
sagra la inviolabilidad de la defensa en juicio : pero no puede 
extender su mandato á protejer los procedimiento* de forma 
en el ejercicio de ese derecho, que caen bajo el régimen deesas 
leyes de procedimientos. No encuentro por ello, que las apre- 
ciaciones de la sentencia de la cámara puedan violar la Consti- 
eioo nacional, ni consiguientemente que el recurso traído á 
V. E. contra ella, se apoye en ninguno de los incisos del artí- 
culo 14 de la ley de competencia nacional de i 863. Si sólo se 
ha tratado en el proceso, sobre hecho* delictuosos de un em- 
pleado del Banco, cuya apreciación y penalidad, aun siendo 
errónea, no puede bajo pretexto de inconstitucionalidad rever- 
se por la autoridad federal, sin necesidad de requerir el trá- 
mite del informe prévio, pienso que V. E. carece de jurisdicción, 
para entender de este recurso, y pido á V. E, se sirva así de- 
pararlo. 

Sabiniano Kier, 



■ 
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Buenos Aires, Marzo 14 Je 

Vistos en el acuerdo: Resultando de la propia exposición del 
recurrente, que !a sentencia pronunciada por los tribunales de 
la provincia de Buenos Aires de que ha interpuesto apelación 
para ante estaSupn-ma Curte, ha recaído sobre el delito materia 
del juicio. 

Que seguido el proceso en todos sus trámites, el procesado lia 
sido oido en su defensa con toda la amplitud del procedimiento 
ordinario, no podiendo, en consecuencia, pretenderse que se ha 
violado el artículo 18 de ta Constitución nacional, en cuanto de- 
clnra inviolable la defensa. 

Que la interpretación y aplicación de los códigos comunes, 
heeba por los tribunales de provincia, no puede fundar un re- 
curso ante esta Suprema Corte, de conformidad con lo dispuesto 
en el articulo quince de la ley de jurisdicción j competencia. 

Que ¡i las consideraciones expuestas, se agrega que la Corte 
Suprema de la provincia de Buenos Aires, ha eliminado como 
elemento de la condenación, el hecho que, según el recurrente 
no ha sido discutido, declarando uo obstante, la aplicabilidad 
de la ley invocada para dicha condenación. 

Por estos fundamentos 5 concordantes de la vista del señor 
Procurador General ; se declara bien denegado el recurso. Tés- 
tense por Secretaría las palabras subrayadas en el escrilo de 
foja primera, recomendándose al letrado que lo suscribe que en 
lo sucesivo guarde estilo. 

Repóngase el papel y archívese. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V* VARELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUHGE. 
— JUAN E. TOHhEftT. 
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MUÑA XXIII 



Mer/o & tirownetl % €*, contra ta saciedad de David *j ¿me- 
nor Carreras, en liquidación, por cobro dt> posos: sobre nu- 
lidad. 



Sumario. — Kn los pleitos contra tiuu sociedad comercial en 
liquidación, no es necesaria la intervención del ministerio nu- 
pilar por los herederos menores de un soi:ío falleddo. 

Caso,— Citados de remate, los deudores opusieron, entre 
otras, la excepción de nulidad, la que fundaron diciendo : 

Que aun cuando ella no ustá enumerada en la ley de proce- 
dimiento, es admisible, puesto que faltando la base del proce- 
dimiento ej^utivo, no jiiwde llevarse adelante la ejecución; 

Que el auto de soliendo procudu del fallo de la Suprema Cor- 
te, y no de providencia del Juez de Sección, único competente 
para dictarlo; 

Que aquella no tenía jurisdicción para hacerlo desde que co* 
nucía en la causa en grado do apelación» y no podía entonces 
tallar sobre ningún capítulo no propuesto a la decisión del in- 
ferior (articulo 224, ley de procedimientos) (1). Que la decisión 

1) Como antecédeme de esta cattí». véase el lomo 52 serie 4\ lomo 
'i* , pagimi 359, 
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propuesta al juez era si debía ó no precederse por la vía ordina- 
ria ó por la ejecutiva, habiéndose resuelto no hacer lugar al 
procedimiento ejecutivo.^ Apelado este auto, la Suprema Corte 
lo revocó, y debiendo ella limitarse, con aneglo á ta ley, & ese 
puntu, que era el único apelado, no (¡o hiio, sinú que decretó 
también el auto de solvendo, que no había sido materia de dis- 
cusión en 1 n hstnncñi ; 

Que es cierto que dicho ¡tuto fué reiterado por el Inferior, 
pero lo fué modilicadu sustatidalinvute en la cantidad qur se 
mandaba pagar, loque demuestra que el auto de la Suprema 
Corte vs insubsistente, emnoes el del juez míe contraría una re- 
solución consentida, ampliando la cantidad, ampliación que no 
esta justili ada por el artículo 219 «lula \< y de procedimientos y 
que se refiere á una cantiilad que no trae aparejada ejecución ; 

Que otra causa de insanable nulidal, es la de 00 haberse 

ten, menores interosados m la cansa, que lo son los hijos del so- 
cio fa»leeido t don Anti-m* Carreras, según consta en otro juicio 
que se sigile por el mismo Tribunal, Que esa omisión anula to- 
do lo actuado, con arreglo á los artículos 59 y 49 i del Código 
CiriL 

Los ejecutantes contestaron : Que el fallo de la Suprema Cor- 
tees legal, pue* habiéndomele negado el auto de solvendo por el 
inferior, aquella estaba perfertamente autorizado para hacerlo. 
Que según la doctrina y la ley, las sentencias deben ser preci- 
sas, declarandu, condenando ó absolviend j, que es lo que ha 
hecho la Suprema Co te : revocar el Tallo del inferior declarando 
que debía diñarse auto de solvendo, punto que fué pedido en 
I a instancia ; 

Que se observa también que el Juez no ha podido dictar 
nuevo auto de solvendo, agregando los intereses corridos desdó- 
la liquidación; pero ello no es exacto desde que tono auto de 
esa naturaleza comprende el pago de los intereses, con mayor 
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razón cuando dios están convenidos expresamente, como ocurre 
t -n este caso, y so», además, de ley ; 

Que es cierto que en un juicio ordinario seguido contra ia 
misma sociedad demandada, resulta la existencia de menores 
y se ha dado intervención al ministerio pupilar; pero ella no es 
conforme con las disposiciones del Código de Comercio (arti- 
culo U5>, segun el cual basta para la validez de tos actos 
ejecutados por el liquidador, una aut .iriíaeion general del Jm-s 
de la tutela ; 

Que no se trata de un caso extraordinario, sinú de uno común 
y ordinario á las funciones del liquidador ; 

Que, por otra parte, la madre de los menores, hijos de don 
Antenor Carrera § f lia conferido poÍ< r pur sí y sus citados bijos. 
con autorización é intervención del E&jf&nsor de Mein-res á don 
David, para todos los asuntos de ta liquidación social, se^un 

consta de autos ; 

Que el artículo 445 del Código de Comercio ha modificado las 
prescripciones del Código Civil en cnanto pudieran aplicarse á 
sociedades menantiW en que hubiesen menores interesados, 
como lo demuestran los términos absolutos de ese artículo, dis- 
poniendo que en todus los netos de una liquidación comercial 
lus representantes de menores deben proceder con plenitud de 
facultades, como si obrasen en negocio propio; 

Que, además, la existencia de los menores se denu rtiia des- 
pués de una larga tramitación judicial, lo %vi* indic-fi ,* no se 
trata simplemente de evitar nulidades, siuó de alarga; el juicio, 
pues el liquidador ha podido limitarse ¿ pedir la intervención 
del Ministerio de Menores, sin solicitar la nulidad. 
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F«ll« del Jue» Federal 

Coriiobn, Setk-mbre 21 i di 1894. 

Y vistos: Las excepciones deducidas por la parte de la casa 
de David y Antenor Carreras, en las que figura la nulidad de lo 
actuado, entre otras cansas por no haber intervenido el Minis- 
terio (ir Menores . 

Y considerando: V Que es indudable y no se ha negado lo 
contrario, que hay menores interesados en este juicio, cuales 
son los hijos de uno de los socios t ullecido, don Antenor Carreras, 
como también que ¿>tos no lian tenido participación en el 
misino. 

2" Que según los artículos 59 y 494 del Código Civil, concor- 
dantes con el i° del Cójido de Comercio, son nulns todos los a< 
tos y contratos en que estén interesados las personis Y bienes 
de los menores, s en ellos no hubiese intervenido el Ministerio 
de Menores. 

3" Que el nrtícul" 428 del Código de Comercio no es aplica- 
ble al caso sitli-jmíice, pues él supone en el socio fallecido la 
falla de herederos presentes» 

4'' Que ti artículo 445 del misino Código de Comercio auto- 
riza la liquidación por los Liquidadoras solos, cuando se trata de 
ios actos ordinarios de administración, inas no ruando se trata 
de pleitos por créditos de existencia dudosa, en cuyo cuso debe 
intervenir y no está excluido el Ministerio de Menores como lo 
manifiesta la última parte del articulo, al responsabilizar á los 
liquidadores por los perjuicios que puedan causará dichos me- 
nores. 

5 o Que en cuanto á las costas debe pagarlas la casa de Ca- 
rreras hasta el momento en que denunció la existencia de me- 



ñores en el juicio, que fué cuando los procedimientos estaban 
muy avanzado» y después de hab-u- habido dos recursos á la Su- 
prema Corte, en el juicio. Kl Juzgado, aun cuando había en 
juicio análogo, en que se había denunciado la existencia de me- 
nores, no podía proveer aún suponiendo que lo hubiera tenido 
presente, sin serle denunciada en el mismo juicio, porque los 
jueces no proceden sino por las constancias di- aulos. Después 
■le esa fecha debe abluirlas la casa de Brownell y C% que moti- 
vó la secuela del procedimiento al oponerse a la participación 
del Ministerio de Menores y á la declaratoria de nulidad, sin 
razón plausible para ello. 

0" Que declarado nulo lo hecho, no puede el Juzgado pronun- 
ciarse sobre las otras excepciones uh'gadas por no haber sido 

oídos los menores. 

Por estos fundamentos, se resuelve: declarar nulo el presente 
juicio, debiendo abonar las costas, Hasta foja 1IG, la casa de 
Carreras, y desde ella, la de Brumal! y < \ Hágase saber origi- 
nal, previa reposición y trascripción en el libro de resolu- 
ciones. 

f . tíoyaiio tlmditu. 



Unenos Aires, Marzo H Je 18ÍH>. 

Vistos y considerando : Que el presente juicio se signe por 
los señores Roberto P. Brownell y O contra la sociedad co- 
mercial David y Antenor Carreras, en liquidación. 

Que fallecido el socio don Antenor Carreras, al socio supérs- 
tito, don David Carreras, ejerce, en el caso, la representación 
de la mencionada sociedad, ta que so considera legalmente exis- 



110 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



tente al efecto de su liquidación (artículo cuatrocientos trein- 
ta y cinco del Código de Comercio), continuando así adminis- 
tradas < orno si no hubiese fenecido, salvo las lirai tac iones esta- 
blecidas por la ley. 

Que entre esas limitaciones no está la circunstancia de haber 
menores interesados en la liquidación de la sociedad, pues que, 
al contrario, el articulo cuatrocientos cuarenta y cinco del cita- 
do Código dispone expresamente que, en tal cas los represen- 
tantes de los menores procederán con pleuitud ÜV facultades, 
como si obrasen cu negocio ¡tropio. 

Que legislado el caso de una manera explícita por las dispo- 
siciones del Código de Comercio, no son de tomarse en cuenta 
las reglas generales establecidas por el Código Civil sobre re- 
presentación de incapaces, desde que este Código sólo se aplica 
cuando aquel, en materia de su resurte, no ha estatuido espe- 
cialmente (artículo primero del título preliminar). 

Por estos fundamento*, se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja cientu setenta, declarándose que no es necesaria la interven- 
ción del Ministerio de Menores en la presente causa. Y no ha- 
biendo el inferior pronunciádose sobre la otra causal de nulidad 
y demás excepciones opuestas por ios ejecutados en su escrita 
de foja ciento cuatro, devuélvasele los autos para que las resuel- 
va con arreglo á deree'io, debiendo en esa circunstancia pro- 
nunciarse también respecto de las costas. Kepuestos los sl-IIos, 
devuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL RAZAN. — OCTAVIO BES- 
GE. — JUAN E. TOURENT. 



V 

DE JUSTICIA (UCIONAL 



4 Al HA X II V 



Crimin-il contra el atjrimwsor Julio V. Maz, 




Sumario. — l* Cuando el ministerio fiscal ha acusado por 
dos delitos, y no apela de la sentencia que declara solamente la 
existencia de uno, la Suprema Corte no puede juzgar sonre id 
otro del cual el procesado ha sido absuelto. 

2" El fragunr una diligencia de mensura» haciéndola apare- 
cer como totalmente terminada, cuando solo ha sido practicada 
en parte, constituye delito de falsedad. 

3 o Impuesta por la sentencia apelada la pena de dos años de 
trabajos forzados, y pedida por el ministerio público su reduc- 
ción á un año, hay equidad en darla por compurgada con la 
prisión sufrida, si ésta so ha prolongado por tres años y oin- 
co meses, sin culpa del acusado en la demora del proceso. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 

ACUSACION FISCAL 

Rliguoí Aires, Abril Je 1893. 

Señor Juez; 

I 

Autorizado por ley. el Poder Ejecutivo, paravender en Europa 
24.000 leguas kilométricas de tierras públicas nacionales, dis- 
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puso la mensura cu lotea apropiados para la venta de 500 li- 
guas cuadradas, en la gobernación de Tierra del Fuego, cuya 
operación fué sacada á licitación, obteniendo en ella preferencia 
la propuesta del agrimensor Julio V, Diaz. 

Llenados Jos trámites administrativo* de regla, dicha pro- 
puesta fué aceptada por decreto de £1 de Noviembre de 1889, 
que original corre á foja 21 del expediente alegado. El con- 
trato respectivo fué escriturado el 10 de Diciembre de 1889y 
el 20 .le Entro de 18Ü0 se impartieron por el Departamento di- 
Obras Públicas las instrucciones del caso. 

Por estos documentos, el agrimensor Día* se comprometía á 
mensurar en la referida gobernación y al Este del meridiano riel 
Ctt>u del Espíritu Santo, 500 leguas cuadradas de terrenos ap- 
tos para la ganadería, agricultura y usos industriales, subdi- 
vidiúidolos un lotes de 10,000 hectáreas cada uno. 

El contrato y las instrucciones le imponían la obligación de 
colocar mojones costaneros cada 2000 metros, á más de los es- 
quineros de los lotes, cuyo* mojones debían s?r de piedra, ma- 
duradora ¿tierra con una cbaua metálica numerada. Estos úl- 
timos tendrían «los metros de altura y la forma de un cono 
truncado (artículo 7° de las instrucciones, foja 27 y adicional 

dtfl contrato foja 18). 

Además, se le imponía la obligación de relevar las costas del 
Atlántico, y los cursos principales de agua que existieran ai 
interior, tales como el río Grande y Cármen Sylva, sobre los 
únales se apoyarían los frentes de los lotes qm* con ellos lin- 
dasen. 

El gobierno nacional debía pagar por esta operación 100.000 
pesos monela nacional, de los que el señor Diaz recibiría anti- 
cipadamente 25.000 pesos, que fueron puntualmente entre- 
gados. 

El mencionado agrimensor acompañado del personal de la ex- 
pedición salió de esta Capital el 1° de Febrero de 1890. El 8 
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de Marzo dió principio á la operación y el 24 de Jnlio estaba de 
regreso en Buenos Aires, presentando en Enero de 1891, la di- 
ligencia? plano que corren agregados í fojas 29 y 149 del expe- 
diente respectivo. 

Tanto en ésto, como en la diligencia escrita, se ha™ cons- 
tar minuciosamente que la operación ha sido ejecutad» de per- 
fecto acuerdo con el contrato y las instrucciones del Departa- 
mento, esto t* f que se lia hnibo la mensura completa de las 
500 leguas con el respectivo relevamiento de costas y río*, la 
subdivisión en lotes y el correspondiente amojonamiento total 
y parcial. 

Inmediatamente de presentado el plano y diligencia referi- 
dos, y cuando el Departamento aún no había expedido el in- 
forme de práctica, el agrimensor Diaz se presenta al gobierno 
nacional coiv fecha 29 de Uñero de 1891 solicitando 30.000 pe- 
sos moneda nacional i cuenta de la operación ejecutada. 

Pasada esta solicitud i informe de la Oíicína de Tierras y 
Colonias, el señor Gruñóse expide afirmando que Díaz « ha cum- 
plido en todos sus detalles y en los términos establecidos las 
obligación^ de su contrato; que el gobierno nacional debe cum- 
plir por su parte las que le corresponden * y que no había jus- 
ticia en hacer sufrir á Díaz perjuicio por las demoras del De- 
partamento en expedirse. En consecuencia que le deben ser 
entregados sin más trámite los 30.000 pesoe solicitados. 

En vista de un informe tan terminante, el Poder Ejecutivo, 
por decreto de 8 de Abril del mismo año, resuelve mandar en- 
tregar la cantidad reclamada, que unida a la que recibió por 
anticipo, suman 56.000 pesos moneda nacional desembolsados 
por la nación en retribución de un trabajo que no se ha ejecuta- 
do (Expediente agregado. Comisión Legislativa do cuentas). 

Con fecha 24 de Abril del mismo año, la Sección de Geodesia 
del Departamento de Obras Públicas, presentó el informe que 
corre á foja 85 del expediente agregado, en el cual no solo ob- 
vio., uun H 
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jeta la operación en sus detalles técnicos, y Dama la atención 
sobre el silencio de la diligencia en lo relativo al amojona mien- 
to, slnó que llega liabta manifestar sospechas sobre ta verdad 
de la ejecución, fundándose en el brevísimo tiempo transcurri- 
do desdo la salida hasta el regreso déla expedición. 

Pasadas estas observaciones envista al agrimensor Di.iz, 6V 
te se eipide á foja 143 refutando alguna de las objeciones del 
Departamento, aceptando otras y manifestando respecto al amo- 
jonamiento « que ha sido establecido, colocando los mojones 
ctiria 2000 metros como lo prescribe el ron trato, y que si se 
uniitiü decirlo en la diligencia de mensura fué sólo en obsequio 
á la brevedad ». 

Como sa ve, el señor Díaz ha asegurado oficialmente que la 
mensura y subdivisión de las 500 leguas de Tierra del Fuego 
ha sido debidamente ejecutada en el terreno, con sujeción es- 
tricta $ los térinitms del toutr.ito y á las instrucciones del De- 
partamento» 

Ahora bien, en ¡as circunstancias referidas y en momentos 
en que el Departamento de Obras Públicas debía pronunciar su 
informe definitivo, se hizo por La Prensa ta denuncia de que 
esa ni' usura no 1 abía sido hecha en el terreno y que eran falsas 
las enunciaciones de ta diligencia y planos presentados, arran- 
cándose por este medio fraudultuto ül tesoro nacional sumas 
que no debían ser abonadas. 

Llevada por el ministerio fiscal esta denuncia á conocimiento 
de V. S,, se mandó, previa ratificación, instruir el sumario, so- 
Ui- cuyo mérito pa-o ahorna expedirme, 

I 

¿lia realizado el agrimensor Dial la mensura, división y 
amojonamiento de las SOOh gunsde Tierra del Fuego, de acuer- 
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tío con un contrato y las tnstrud iones recibidas del Departa- 
mento de Ubras Públicas? 

Alrededor de este hecho cuyo esclarecí miento es el punto de 
partida para determinar )u existencia del delito, se ha aglome- 
rado toda ó la mayor parte de la prueba pr< *d acida, y el resul- 
tado de ella es tan completo, que el ministerio fiscal no vacila 
en afirmar que et agrimensor Diaz no ha ejecutado en el terreno 
las operaciones de que dan cuenta la diligencia y planos presen- 
tados, y, en consecuencia, que en esos documentos se ha cometi- 
do una falsedad ron el propósito de defraudar á la nación, co- 
brándole cantidades de dinero como retribución de trabajos que 
no se han prestado. 

No es necesario hacer minuciosas demostraciones, basta re- 
señar ligeramente las piezas que la constituyen para que que- 
de evidenciada la verdad de aquella afirmación * 



II 

Amojonamiento. — Planos 

Debo ante todo, presentará V. S, el informe abrumador de la 
Comisión de Límites con Chile, expedido por el señor ministro 
de Relaciones Exteriores y que se halla agregado A foja . . . de 
este sumario. Entre otras cosas, en él se asegura: 1" Que en 
el terreno qu¡; se dice mensurado y que los miembros de la co- 
misión tuvieron ocasimi de recorrer en todas direcciones y aún 
sobre el meridiano del Cabo del Espíritu Santo, no encontraron 
uno sólo de los innumerables mojones que debían colocarse de 
acuerdo con el contra* o é instrucciones, 

2' Que al trazar la línea del Cabo, la subcomisión demar- 
cadora del Sud encontró uua diferencia de 27 kilómetros entre 
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el verdadero punto en que el cauce principal del Río Grande 
intercepta dicho meridiano y el punto señalado en eJ plano de 
Díaz. 

3" Que requerido este señor ¡i dar explicaciones por el jefe de 
la comisión internacional, le manifestó que el amojonamiento 
hecho tenía carácter de provisorio y que el definitivo lo ha- 
ría cu el momento de hacer entrega de los lotes vendidos, para 
lo que tenía plazo de tres años. 

Esta manifestación está i oniirmuda por Diaz en su declara- 
ción de foja 

Antes ¿le seguir con l¡i relación d« la prueba, es de oportuni- 
dad hacer, siquiera de paso, una observación. 

Vm mensura, como operación técnica, íe caracteriza por la es- 
tabilidad de los mojones. No hay mensura en el sentido legal, 
donde no hay amojonamiento definitivo. Esto debe saberlo el 
agrimensor liiaz. ¿Cómo presentaba entonces para su aproba- 
ción una operación que no eMaba concluida? 

Y si el gobierno vendía tos lotes después de los tres años en 
que quedaba extinguida la obligación de entrega ¿cómo se las 
componía para otorgar títulos basados en una operación que no 
estaba hecha ? 

¿Iría de todas maneras el señor Diaz ñ ejecutarla rtt hnitiva- 

uiemc? 

A pesar de las decantadas penurias del viaje á Tierra del Fue- 
go, muy agradable debe baberle sido, cuando se proponía repe- 
tirlo para hacer en dos ocasiones lo que^pudo hacer en una 
sola! 

Pero sigamos reseñando las constancias del sumario. 

A foja 96 se encuentra el informe pericial producido por la 
misma comisiou en cumplimiento de mandato de V. S. y en 
este, no sólo se ratifica lo aseverado en el primero, respecto á 
la falta absoluta de mojones, sitió que se establece como un he- 
cho que el agrimensor Diaz limitó sus operaciones A la línea 




llfc JUSTICIA NACHHUL f I? 

meridiana del cabo ai norte de Ci'irmeii Sylra y til releramiento 
<i tí una parte de las costas del Atlántico. 

Estos informes so hallan n evamente <wn firmados por la de- 
claración personal del ingeniero Yirasoro, quien, á foja 38, repi- 
te que no encontró amojonamiento efectivo sobre el terreno, á 
pesar de haberlo cruza lo en todas dire-'cione*. 

Ademas, este punto, como el relativo ¡i la diferencia encon- 
trada en la intersección del Río Orando con el meridiano del 
Cabo, están corroborados por las siguientes declaraciones que 
reúnen para su fuerza probatoria todas las condiciones lí gales: 
í° informe del gobernador del territorio señor Mario Cor- 
nero (foja 16). Puedo garantizar, dice* que lie recorrido todo el 
territorio y que no he encontrado un solo mojón de anierdo con 
lo que establece el contrato, habiendo sido imposible por esta 
razón poner en posesión de sus campos ?i varios arrendatarios 
que presentaron sus títulos á U gobernación i 

2 o Del ingeniero Julio Popper, foja 44 vuelta. Mani tiesta que 
ha recorrido la parte snd del territorio y no ha encontrado un 
solo mojón ni señal alguna de que se hubiese realizado l;i men- 
sura mencionada; 

3 o Del comandante Eduardo O'dmnor, jefe de la comisión 
que hizo el relevamiento del Rio Grande, foja 27. Dice que en 
la parte por el recorrida no ha encontrado mojones ni indicios 
de que se haya practicado mensura alguna, y que al hacer los 
estudios de relevamiento de que fué encargada poT el gobierno 
nacional, encontró que el Rio Grande, en el plano de Diaz es- 
taba colocado, en su curso, 27 kilómetros más al Norte de su 
verdadera situación ; 

4- La del teniente Juan M, Noguera, foja 31. Si bien este 
señor declara por referencias, asegura que era voz corriente en 
la Tierra ¿el Fuego que la mensura no se había hecho, puesto 
que no se había establecido uno solo de los mojones que debie- 
ron colocarse i 
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5" La del teniente Juan A. Marti, jefe de la sub-comisíon 
demarcadora del Suri, foja 32. «Dice que en la zona de territo- 
rio que debió medirse y que el declarante recorrió, no encontró 
mojón ni vestigio alguno de mensura, agrega que habiéndomele 
dado -1 plano de Díaz como guía de sus trab.ijos, las operacio- 
nes practicadas por la comisión de su mando, arrojaron en sus 
resultados diferencias considerables comparados con los datos 
de aquel plano». 

Como V, S. re, la prueba en esta parte no puede ser más 
compita : los informes di' una comisión cíen tilica; la* decla- 
raciones contestes de perdonas caracterizadas que en el desem- 
peño de funciones oli* ¡ales lian recorrido y estudiado el territorio 
en que la mensura debió hacerse. 

III 

¿Puede pretenderse que se ha hecho la operación cuando no 
se han colocado los mojones? Evidentemente no; y si cabe en lo 
posible, como el señor Diaz lo observa en su declaración de 
foja que aquellos hayan sido arrancados por los indio», es 
esto tan improbable que basta enunciarlo para desechar en 
absoluto la suposición, 

¿Cómo admitirla tratándose de tan innumerable cantidad de 
mojones distribuidos en una inmensa extensión de terreno ac- 
cidentado y montuoso? 

Además, ¿qué podrían proponerse los indios al arrancarlos? 
¿Servirse de ellos como combustible? Sería algo muy extraor- 
dinario que fueran á buscar con ese objeto pequeños palos des- 
parramados en una extensión de 500 leguas cuadradas y en un 
territorio en que todo puede faltar menos la madera. ¿Y los de 
piedra? ¿Y los de tierra? ¿También habrían sido empleados 
como combustibles? 
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¿Hacer mal simplemente? Xa puede suponerse, sinó admi- 
tiendo algo que es inadmisible; que aquellos indios tan salva- 
jes como son, pudieran haberse dado cuenta de lo que la opera- 
ción signilieahu y de la importancia que loa mojones tenían. 

¿Serán acaso los aventureros de aquella región, que busca- 
ban otra < osa que mojones los que iban á recorrer 500 leguas 
de bosques y pantanos para darse el plaeer de arrancarlos? 
Pero no, la hipótesis no es admisible y la eiplteacion no es seria. 

Sin duda, para facilitar estas sospechas él agrimensor Diaa 
recurrió al expediente del amojonamiento provisorio con esta- 
cas 'le una vara, sin apercibirse : 1* que desmentía su propia 
diligencia de mensura qne habla de amojonamiento definitivo 
hecho de acuerdo con el contrato y las instrucciones; 2p que 
autorizaba dos observaciones bien fundamentales : una, que no 
era posible poner estacas de una vara en terrenos blandos, don- 
de las capas de turba tienen hasta tres metros de espesor; otra, 
que si los operantes estaban sobre el terreno y trabajaban con 
proligidad, no había raíon para no poner mojones definitivas. 
Y á la verdad, ¿á qué exponerse, colocando estacas que fácil- 
mente desaparecen, a tener que repetir luego un trabajo pesa- 
do, costoso y delicado? Y si consideraba que la operación no se 
hacía en lab cmdicionea debidas ¿ por qué trató de sorprender 
al Departamento de Obras Públicas, pretendiendo que le apro- 
base como buena una mensura mal hecha? 

Y no se diga que no era fácil producir esta sorpresa, porque 
el Departamento que no presencia la operación, no tiene res- 
pecto de una mensura mái elementos de jnioio que los que le 
proporciona el mismo agrimensor operante, u otras mensuras 
hechas en las inmediaciones, lo qne no sucedía en este caso. 

A tal punto es esto cierto, que si al Departamento le pre- 
sentan un plano en que aparecen las figuras bien cerradas y las 
superficies parciales en debida relación con las generales, no 
tiene más que aprobarlo. 
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Si el agrimensor Díaz se hubiera, cuidado un poco más de su 
plano y hubiera prolongado mayor tiempo su paseo & Tierra 
del Fuego, es posible que no se encontrase en esta situación, á 
pesat de no haber hecho la mensura. 



IV 

l'er», prescindiendo de la falta de amojonamiento, que por 
üí sola es pTueba couoluyeate de que la operación se ha hecho 
súlo en el papel ¿ cómo se explica que ejecutándose por hombres 
de competencia cientilica, trabajos que tienen su base exacta 
en la niediüa y el cálculo puedan obtenerse resultados tan dife- 
rentes? £1 agrimensor Díaz señala en su plano una situación 
al Rio Grande. La comisión de límites lo encuentra 27.733 m< - 
tros más al Sud. 

Al señalar la linea que sirve de base á la operación ó sea el 
meridiano del Cabo, el agrimensor Díaz se encuentra tan sólo 
una tez con el Rio Grande. La comisión de límites tropieza con 
su curso principal y susailuentes euaeis puntos divrrsos. 

Para el agrimensor Diaz el rio Oármen Sylía sólo intercepta 
el meridiano en un punto de la línea. Para la comisión de lí- 
mites se halla interceptado en siete puntos diversos (informes y 
declaración citados). 

¿Qué explicación da el agrimensor Diaz de estas diferencias ? 
Ninguna. Se limita á decir ó foja 52 que no sabe cómo la co- 
misión hace oficialmente esa manifestación, cuando no ha hecho 
el rderamiento de los ríos mencionados. 

Independientemente de la inexactitud de esta aseveración, 
puesto que el comandante O'Connor ha Uecho los estudios de 
relevamiento del Rio Grande, el señor Díaz sabe muy bien que, 
para encontrar con su plano las diferencias apuntadas, la co- 
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misión no tenia necesidad de hacer el relevamíento de los ríos 
(jan sólo es reclamado por una operación de subdivisiones y co- 
mo base de aquellas. A la comisión le bastaba recorrer con la 
anta y los jalones la línea meridiana del cabo al Sud, para po- 
der determinar en qué puntos precisos está ella interceptad apor 
los rios mencionados y sus afluentes. El señor Día?, no lia pues- 
to en duda que esta línea haya sido trozada por la comisión 
hasta algunos kilómetros al sud del Kio Grande, loque por otra 
parte está aseverado por la alta autoridad del jefe de la comi- 
sión internacional señor Vi rasero, y por la declaración de los 
oficiales de la subcomisión Snd. Los trabajos de la comisión 
en esta parte son, pues, nn hecho; y como el señor Díaz ha re- 
conocido á foja 51 que oso trabajo como todos los que aquella 
ha ejecutado en ese territorio tienen indiscutible base de ver- 
dad cientíuca, queda, como consecuencia, establecido que el se- 
ñor Di;t¡s ha señalado á los ríos ya mencionados una situación 
muy diversa de la que realmente tienen, cosa que no podía pro- 
ducirse si la mensura y división se hubieran hecho en el terre- 
no, pues si hubo error al señalar la intercepción, este tenia ne- 
cesariamente que encontrarse al hacer la demarcación de loa 
Uites. 

V 

Pero dejando por un momento tranquila á la comisión de lí- 
mites que, por su carácter é importancia, ha suministrado los 
elementos principales de esta prueba, vamos á encontrar, aho- 
ra, en el estudio comparativo de los dos planos do Díaz una 
nueva comprobación do que la mensura no se bu hecho en el 
terreno, como aquel lo pretende. 

El plano de foja i 49 con su respectiva diligencia ha sido pre- 
sentado *á la aprobación del Departamento. Este lo observa t 
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y el agrimensor operante presenta un miavo plano, el de foja 
«48. 

Si se establece la coinparacian.de esos fíanos, se encuentran 
desde iuego, diferencias fundamentales qu se refieren princi- 
palmente á la forma y dimensiones de los lotes, diferencias que 
el Departamento La hecho notar en el plano de foja 148 seña- 
lando con tinta de diverso color las dimensiones que tienen en 
uno y la* que tienen en él otro. 

También se oncuentran diferencias considerables entre la 
colocación que el primer plano asigna si los mojones esquineros 
de ¡ilgunos lotes y la que *e les señala en el segundo (informe 
foja 150, expediente agregado). 

Un plano es la reproducción fiel de loque se hace eu el terre- 
no; y si el primero espresaba con renlad las operaciones ejecu- 
tadas ¿cómo se cambian en el segundo, la coloración de los 
mojones, la forma y dimensiones de los lotes, sin rehacer la 
operación? 

Puuto es este que no necesita mayores demostraciones. Ade- 
más, en el primer plan¿ aparece hecho el relevamiento de los 
ríos por un sistema, el de las líneas auxiliares, eu el segundo 
aparece hecho por el de «brisas y ordenadas rectangulares. 

O el agrimensor operante ha tenido necesariamente que cru- 
zar el rio y colocar estacas de señales on los puntos que indica 
el primer plano, ó nu ha tenidoque hacerlo por el sistema adop- 
tado en el segundo. 

Si un plano, como he dicho, reproduce eon entera fidelidad el 
terreno y el trabajo que eu él se ejecuta, no se explica entónces 
esta diversidad de sistemas de relevaciones tratándose de una 

misma operación . 

Ks cierto qne en su declaración de foja 53 el agrimensor 
Diaz dice que en el segundo plano empleó las aüeisas y orden»- 
das rectangulares para facilitar los cálculos de superficies. Po- 
drá ser este sistema más cómodo para los cálculos; pero, si es- 
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tos habían sido ya hechos por el otro sistema ¿ cómo pensar que 
fuese más fácil rehacerlos que reproducirlos? 

Finalmente, en este punto debo llamar especialmente l¡i aten- 
ción de V. S. sobre lo que dice el informe pericial de la comi- 
sión de límites á foja 99. 

Considera que el sistema de releYamii-oto pur medio de linea* 
que crucen el río de una á otra banda es impracticable para 
mediciones por medio de la cinta» poique el río ofrecí- pocos y 
escasísimos pasos vadeable* a caballo. (Esees precisamente el 
sistema que se dice empleadu en el terreno, pues el otro fué 
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Tiempo y 

El tiempo empleado y la manera cómo se ha operado son 
.tros de los argumentos opuestos » la verdad de la diligencia y 
planos presentados. 

Para que la prueba en esta parte tenga la fuerza de convic- 
ción que debe tener, se hace necesario describir siquiera sea á 
grandes rasgos, el terreno en que la operación debía llevarse á 
cabo. 

El Rio Grande es el curso agua más importante que baja 
de la montaña hacia et Atlántico, dividiendo la parte argentina 
de Tierra del Fuego en dos porciones de lisonomía muy di- 
versa. 

En la del norte que es la más red acida, los campos son poco 
accidentados: bay extensas llanuras cubiertas de pasto y ape- 
nas salpicadas por uno que otro arbusto. La operación no po- 
dría ofrecer dificultades en esta parte, no obstante hallarse cru- 
zada por numerosos arroyos y ríos, como el Alfa, Beta, Sao 
Martin, Cullen, Carmen Sylva, etc., etc. 
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Pocos kilómetros al Snd del Rio Grande j á partir del para- 
le! - 54, principia una región de bosques espesos, cuya exhube- 
rante vegetación ofrece al tránsito obstáculos casi insupe- 
rables. 

Para hacer una apreciación exacta de lo que esos bosques 
son, basta recordar loque el mismo señor Díaz dios en la pági- 
na i5 del folleto agregado y reconocido á foja 54. 

* El bosque comprende una superficie de 400 leguasc uadradns 
ó sea un millón de hectáreas y sí calculamos que cada hectárea 
contiene por parte baja, dos mil árboles ó sea un árbol cada cin- 
co metros cuadrados,» etc. 

El ingeniero Popper, bien conocido como poblador y explora- 
dor de aquel territorio, ponderan^ la espesara de esos bosques 
dice en una desús conferencias va el Instituto Geográfico Ar- 
gentino, lo siguiente: "durante don días tuvimos que luchar 
contra los obstáculos ea*i inoperables de esta lloresto, Tiénda- 
nos forzado* á servirnos constantemente de nuestras hachas pa- 
ra abrirnos un camino paso á paso; encontrándonos más de una 
vez, después de muchas horas de trabajo, delante de una cavidad 
profunda que nos obligaba á volver sobre nuestros pasos para 
buscar otra salida». 

I en otra conferencia dada en el mismo Instituto dice : cEs 
difícil halla.* en las exhuberantes selvas de la región Sud nn 
trozo de tierra plana de diez metros de extensión *. * 

Estas informaciones sobre la naturaleza de aquel territorio se 
halla ii corroboradas : 1" Por el informe pericial ya citado (foja 
60). *Los bosques que hemos visto, dice, y los que en general 
cubren la zona eu referencia son espesos y en muchas partes 
obstruidos por grandes árboles secos y ramosos que han caído 
bajo la acción del tiempo y de vientos huracanados; 2* Por las 
.lee lar aciones de los señores O'Connor, Marti, Erdman y el mis- 
mo Popper (fojas 100 á 105). 

Todos ellos afirman que los bosques son sumamente extensos 
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é impenetrables, hasta el punto cié dificultaren extremo la mar- 
cha á tüués de ellos. 

Además de los bosques, est¡is n-giones ofrecen otro inconve- 
niente tan serio coum aquel. La composición de su suelo, cu- 
bierto en grandes extensiones por depósitos vegetales ó capas 
de turba cuyo espesor varia, llegando en muchas partes á tener 
tres metros de profundidad, lo que hace difícil y sumamente 
peligroso el tránsito aún á pié. Se corre á cada momento riesgo 
de desaparecer bajo la turba (informes, folleto declaraciones 
citadas), 

Y es sobre éste terreno que debía ejecutarse la mayor parte 
de U mensura! donde el agrimensor Piuz diré haber medido 
y amojonado 77 lotes de los que él gobierno nacional preparaba 
para la venta con destino á la ganadería y agricultura! 



VII 

Ahora bien : ateniéndonos á su propia declaración, el agri- 
mensor Díaz empleó cuatro meses en la completa ejecución de 
la mensura : el 8 de Mano diú principio y á mediados de Julio 
estaba de regreso en Huenos Aires. 

¿De qué elementos disponía? 

De tres ayudantes, veinticinco peones, un fotógrafo, un me- 
cánico, treinta muías y caballos, un hreack y un carro (declara- 
ción de foja .. .) 

¿Es posible que con esos elementos y dada la naturaleza del 
terreno, puedan medirse, dividirse y amojonarse 500 leguas 
cuadradas en el corto tiempo de cuatro meses? La contestación 
corresponde ú los peritos y faéla aquí : 

El Departamento de Obras Públicas, en su informe de foja 74, 
dice que no se puede establecer al respecto una regla absoluta; 
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prto que en esfce casa, dados los elementos de que dispuso Diaz y 
U clase de terreno en que debía operar, es materialmente impo- 
sible que la mensura sehsgaen tan corto tiempo. 

En apoyo de esta opinión acampana un cuadro en que se de- 
termina La duración de otras operaciones en condiciones más 
' ventajosas que las de Díaz, por razón de la extensión y las con- 
diciones del terreno. La que menos ha durado, ha ocupado 
trece m* ses. 

La comisiun de límites, á foja 97 t declara también imposible 
la ejecución do esa mensura en tan corto tiempo. 

Los :.efiores U'Cnnuor, Marti, Krdmun y Popper, en las de- 
claración» s citadas, se expresan en el misino sentido. 

Por otra parte, el agnmen-ov Díaz dice que midió con la 
cinta todas las futras que aparecen traídas en sus planos y 
que la extensión total de esas líneas, tanto las del perímetro 
i*ener¡il como las de demarcación de los lotes, ascendían próxi- 
ma tiente ¡i kilómetro^; agrega que los trabajos se hacían n 
razón délo kilómetros diarios (foja Í5 vuelta). 

El Departamento de Obras Públicas, dice que la extensión 
total de las líneas medidas aseedía a .líi.r tilúnietrus (infor- 
me de foja 80 vuelta). 

Suponiendo abura que se haya trabajado de sol A sol, sin 
interrupción de un sólo día durante cuatro meses (lo que no ha 
sucedido, como más adelante lo demostraré) tenemos que, á ra- 
zón 15 kilómetros diarios, en ciento veinte días no pueden 
haberse medido mis que mil ochocientos kilómetros, esto es» 
setecientos kilómetros meuos de los que el mismo señor Diaz 
asigna a la extensión total de las líneas medidas, y mil tres- 
cientos quince kilómetros meuos de la extensión señalada por 
el Departamento de Obras Públicas. 

Y esto, admitiendo lo de los quince kilómetros diarios, suma 
exagerada, si se considera la condición del terreno y sobre todo 
la poca duración del día en aquellas latitudes y en la estación 



I>£ JUSTICIA NACIONAL 



127 



del año en que se dice hecha la mensura. Como V. S. puede 
ver por la tabla de foja 62, en la fecha en que se da por princi- 
piada la operación, 8 de Marzo, el día dura sólo done horas, y 
se Ta sucesivamente acortando hasta el 30 de Junio en que sólo 
tiene siete horas veinticuatro minutos. 
¿Para qué detenerse más en este punto? 



VIII 

«Las limas interiores de demarcación de lotes, fueron todas 
medidas con la cinta ú travós del liosque» (declaración de Uiuz 
ya citada). 

Nada más natural, yaque, dada la extensión y los obstáculos 
del terreno, no podía hacerse por intercepción de visuales; pero 
e) *eñ>r Díaz agrega que para hacer esta medición no tuvo ne- 
cesidad de abrir una sola picada. Ksta aiirmacion se explica, 
por más que el hecho sea muy extraordinario. Las señales de 
una picada en un bosque no se borran en dos días. Reconocer 
su apertura era exponerse á una prueba fiíeil en contrario. 

Aunque el simple buen sentido indica que no es posible pasar 
cmi la cinta y los jalones, colocando mojones cada 3000 metros, 
á través de un bosque extenso y espeso, sin tener necesidad de 
despejar el terreno sobru la línea, remito ú V. S. á los informes 
periciales del Departamento de Obras Públicas, fuja 78 vuelta, 
y de la comisión de límites, fojaU4, en los que se declara termi- 
nantemente la imposibilidad de trazar esas líneas sin abrir pi- 
cadas. 

Lo mismo dicen los señores Popper, O Connor. Marti y Erd- 
inan (fojas 100 á 105). 

V si el serer Díaz con tiesa qae no lia abierto pifada alguna, 
y las oficinas técnicas y los peritos conocedores del terreno aür- 
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man, en absoluto, que no ha sido posible la medición de esas lí- 
neassin abrir dichas picadas ¿no queda también, por este me- 
dio, probada la falsedad de la diligencia y planos presentados? 



He dicho mtímmti» q«w»'» I|fc ltt a8(íveracioD de lmber 

empíeado cuatro meses en el trabajo sin interrumpirlo un sólo 
día (declaración de foja ... ). 

Para desautorizarla basta una consideración : lin la está- 
don en que se operó, son frecuentes en aquellas latitudes las 
lluvias y las fuertes nevadas, y nadie podrá desconocer qtt* e' 
agua v la nieve son obstáculo» que impiden esta clase de tra 
büjos. 

y q ue estos fenómenos atmosféricos se producen con frecuen- 
eia lo prueban las observaciones hechas por el mismo Díaz, y 
poicados en el folíelo agregado á estos autos. Durante el tiem- 
po que residió en Tierra del Fuego, comprendido entre los me- 
ses de Marzo y Junio, llovió treinta y seis veces y nevó siete 
veces. 

Son, pues, cuarenta y tres días qu* hay que descontarle á los 
ciento veinte. 

Además de los datos del folleto, tenemos también el informe 
del perito señor Virasoro.foja 62, en el que textualmente se di- 
ce: « Las lluvias aunque en forma de garúa, dificultan la ope- 
ración Las nevadas principian en Marzo y en Mayo asumen 
grandes proporciones. En el mes de Mayo y Junio del preseute 
invierno, repujo benigno P ot los habitantes de aquel lu- 
gar la nieve casi ha alcazado 40 centímetros de espesor, 

« En esta estación, todo trabajo de mensura es casi imposible 
fi ta operación tendrá que salir sumamente lenta.» 
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¿Se quiere, ahora, otra prueba más concluyente deque Diai 
no ha dicho la verdad cuando afirma que trabajó sin tregua so- 
bre el terreno durante todo el tiempo que estuvo en Tierra del 
Fuego? Pues bien, esa prueba la suministra la única libreta 
de campaña que ha presentado y en la que están detallados los 
únicus trabajos por él realizados (Número I). Las apuntacio- 
nes de esa libreta empiezan el 8 de Marzo non la determinación 
ideográfica del cabo del Espíritu Santo y se continúan día por 
día ha^ta el 24 de Abril en que se da el trabajo por terminado. 
(V r éase libreta). 

Pues bien» en et tiempo á que se reliereu esas anotaciones, 
r.impreudidd desde el 8 de Marzo hasta el 24 de Abril, se ha 
suspendido el trabajo en 18 días, por lluvia, malos tiempos y 
otras musas (véase libreta), lo que quiere derir que, sólo lia ha- 
bido 29 días de trabajo efectivo, empleados exciusivainunte, 
como lo expresan dichas notas, en el r elevamiento de una parte 
de la costa del Atlántico. 

Admitiendo, pues, que los trabajos han ocupado cuatro meses, 
se puede establecer, por lo que respecta í dias hábiles, la si- 
guiente propon-ion. Si en los 47 días corridos desde el 8 de 
Marzo al 24 de Abril, hubo sólo 29 días hábiles para trabajar, 
en los 120 comprendidos entre la primer fecha y el 8 de Julio 
debe haber habido solo 74. 

Setenta y cuatro días para medir, subd i vidir, y amojonar, 
eun los elementos que ya eonooi-mos, 500 leguas cuadradas, te- 
niendo que cruzar rios, atravesar selvas y esquivar tembla- 
derales ! 

Pero bay algo más. Nu es cierto tampoco que huya ocupado 
con sus trabajos los cuatro meses que dice ; sus propias libre- 
tas, suministran la prueba. Las agregadas bajo los números 
II y III contienen, de puño y letra de Día* (reconocimiento de 
foja ...)< una descripción de todo el territorio, descripción que 
concluye do la siguiente manera: Presentamos a la considera- 

YOL. LKIII ? 
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eiou del Exilio, Gobierno do la Nación estos ligeros apuntes so- 
bre el territorio que muimos de mensurar etc., etc. Tierra del 
Fuego, Babia del Unen Suceso, Mayo iSM. 

Como'. ¿En Mayo daba ya por terminada la mensura? Lue- 
go no empleó cuatro meses sino dos y medio. 

Sí establecemos, ahora, sobn- tos dos meses y medióla misma 
proporción que hemos establecido sobre los cuatro, tendremos 
como resultado que toda ln operación se lia «echo en 46 días 
de trabajo efectivo! 

Pregunto : ¿ E< esto posible ? 

Me he exteudidu demasiado; la ateuriou de V S. estará fa- 
tigada y debo concluir. Excuso, pues, muchas otras conside- 
raciones que se desprenden fácil mentó de las constancias del 
sumario y que no se ocultarán al ilustrado criterio de V, S.; 
pero untes de cerrar esto escrita, llamo la atención del Juzgado 
sobre la declaración del ingeniero Genulfo Sol, en cuyo escrito- 
rio w eonf. cciooaron los pluno* de Díaz. Este señor dice que 
nunca vio una *da libreta di- campaña y que sus dibujantes 
concurrían á casa de Díaz á pedirá instrucciones sobro la ma- 
nera de confeccionar los planos. 

Agrega que, cuando Oiaz regresó de Tierra del Fuego, le pi 
diÓ It recomendara un ingeniero capaz de ir ;i terminar ta men- 
sura en el terreno, pedido que él satislizo recomendándole al in- 
gtmiem Harius Miliut. 

V, B. convendrá m que lo expuesto basta para dejar es- 
tablecidos con el carácter de verdad probada los bechos si 
guieutes: 

1" Que id agrimensor Díaz estuvo en Tierra del Fuego y li- 
mitó sus trabajos al relevamiento de una parte de las costas 
del Atlánti' t, y A la uudicion de una pequeña fracción de la 
línea meridiana del cabo de Espíritu Santo comprendido entre 
diebu - abo y el rio Cárraen Sylva. 

2" <Jue no e ha completado la medición del perímetro go B *> 
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ral ni si.»ilia luchóla subdivisión en lotes y, en consecuencia, que 
bay falsedad en los planos y diligencias escritas que detallan 
esas operaciones. 

3" Que el Agrimensor Día?, presento esos planos y diligen- 
cias falsas á las oficinas públicas del Estado, obteniendo, por ese 
medio, que Ja nación le entregara 55.000 pesos que no se le 
debían, desde el momento que no había ejecutado el trabajo 
que s* le había confuido. 

X 

¿fui! es la apreciación legal de estos heelius ? El de presen- 
tar un plan» y una diligencia de mensura refiriendo minuciosa- 
mente operaciones y trabajas que no se han eje- otado, earartc- 
riza perfectamente el d< lito de falsedad, delito cometido en do- 
ocmento publico, puesto que emana de persona que ha recibido 
^omisión aeciden tal del listado; que lia sido present ido á las 
Glicinas públicas y debe servil- de base á los actos públicos < ; cl 
".■bierno «-orno smii la venta v arrendamiento de las tierras d« 
la nación (artículos 6i y 05, ley de U de Setiembre de 1803). 

Id de obtener por ese medio, sumas á que no se tiene derecho 
y que de otra manera no se habrían percibido, constituye una 
.stafa de que la falsedad es á la v-z en este caso elemento cons- 
titutivo y circunstancia agravante. 

Pienso, pues, que el agrimensor Diaz hacottu tulo el delito de 
estafa contraía nación, sorprendiendo la Confianza de sus agen- 
tes y arrancándole sumas á que no era acreedor, por medio del 
delito de falsedad de un documento público. 

Si el mismo culpable, eon ocssi'Ui de la ejecución del delito 
que se propone cometer perpetrase otros, se le aplicará la nena 
d. i más grave y los otros se considerarán circunstancia agra- 
vante (artículo K7, i.'ódig» Pemil). 
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La pena de la estafa que constituye en i ste cuso el delito 
más grave es de tres á seis años de penitenciaría cuando la su- 
ma estafada pase de 0000 p ( sos (articulo 202, Código Penal). 

Las penas divisibles se gradúan en su aplicación, teniendo 
en cuenta lus circunstancias del hecho: con el mínimum si h.iy 
atenuación; con el máximum si hay agravación (artículo 52, có- 
digo citado). 

Al agrimensor Diaz, convicto del delito de estafa X la nación, 
por medio de la falsedad de un docum. nto público, le corresponde, 
pues, romo pena, seis años de penitenciaria Sin perjuicio de las 
acciones civiles á que hubiere lugar para el reintegro de las su- 
mas indebidamente percibida*, deduzco contri don Julio V. 
Diaz las acciones criminales curres ponlien tes a los hech-ts le- 
galmente calificados, y pido AV. que en oportunidad se sirva 
condenarlo á la pena indicada, con deducción del tiempo que 
lleva de detención. 

Dígnese dar por presentada la acusación y por evacuada esta 
vista que cierra él primer capitulo del sumario de tierras y co- 
lunias, 

José Marta Itustitlo. 



ralle del Jurt. Federal 

BaenosArre*, fíOTiembre ti de 1894. 

Y vistos: Estos autos seguidos contra Julio V. Diaz, argen- 
tino de nacionalidad, viudo, de 56 años de edad, ingeniero, do- 
miciliado eu la calle Rodríguez Peña número 223, acusado por 
el Procurador Fiscal de falsedad y estafa, en lo* que su encuen- 
tran los siguientes antecedentes : 

Habiendo el diario La Prensa de esta Capital, Lecho diversas 
publicaciones en las que se denunciaban irregularidades come- 
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tidasen la Oficina de Tierras y Colonias, el Procurador Fiscal 
pidió que el editor cié aquel diario fuera llamado á ratüicatse 
en esas den uooias. Así se ordenó por ei Juzgado, y el dotor 
Adolf" & UWIa, en representación del editor de Lú Prensa, 
hizo la ratificación pedida, estableciendo, en lo relativo a lo que 
á este procesocorresponde, que & mensura encomendada al agri- 
mensor Julio V. Diaz. en Tierra de! Fuego, no habla sido prac- 
ticado en el terreno. 

En consecuencia, se dispuso la instrucción del correspon- 
diente sumario, dictándose á solicitud líseal las medidas condu- 
oentes á la averiíuai ion de los hechos, y en oportunidad, habién- 
dose encontrado mérito para ello, se ordenó la prisión preven- 
tiva del procesado Diaz. 

Clausurado el sumario, el Procurador Fiscal dedujo, contra 
Julio V. Díaz, acusación en forma por falsedad y estafa, pi- 
diendo se le aplicara la pena de seis anos de penitenciaría. 

Conferido el correspondiente traslada de la acusación fiscal, 
el Defensor del procesado y el procesado mismo en un memo- 
rándum adjunto á la defensa, sostienen la improcedencia de la 
acusación fiscal, pidiendo que Días sen declarado libre de culpa 
y cargo y puesto en libertad. 

Recibida la ^ausa ¡í prueba, se ha pntduci lo la de descargo 
que cofre agregada de foja 205 á foja 278, con lo que se llamó 
autos en los términos del artículo 492 del Código de Procedi- 
mientos en materia penal, quedando así la causa en estado de 
sentencia. 

Examinadas las constancias de autos, á efeoto de establecer en 
debida forma los hechos que en ellas aparecen justificados, 
resulta : I o Que el amojonamiento de las 500 leguas cuadra- 
das de tierras que Diaz se encargó de medir en Tierra del Fue- 
go por el contrato que obra en el expediente agregado, no se ha 
llevado á cabo en la forma y condiciones establecidas en ese 
contrato y en las instrucciones expedidas al efecto por el De- 
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parlamento Nacional ile Obras Públicas, siendo así que Diuz 
había aseverado reiteradamente que ese amojonamiento >e ha- 
bía piactido en las condiciones estipuladas. 

Kn efecto, en la diligencia de mensura ¿e hace constar la co- 
loca*- ton de mojones en relación con lo progreso* de la opera- 
ción que allí se detalla; en la contestación dada a las observa- 
ciones de la Si ccion de Geodesia del Departamento de Obras 
Pública*, relativamente á una parte del amojonamiento, dice 
Din* textualmente: * El amojonamiento ha sido establecido 
cada dos mil metros, rumo ilice el contrato, y si se ha omitid" 
h&eer constar estnrirciiustanc:a de mensura, lia sido en obsvquiu 
;í la brevedad *. 

En la solicitud de foja 1* del expediente ¡igregadu, pedido á 
la Comisión Legi^l^i^'^ uY cuentas Diaz atirma Uubmpraelíca- 
ih vi trabajo cotí arretjh ai am trato, y en ello se funda para 
pedir un anticipo a cueut;i, de 30.000 pesos. Al informar sobre 
esta solicitud la Oficina de Tierras y Colunias da á esas pala- 
bras, su signilicado y alean- c propio*, diciendo: € La petición 
del señor Díaz es fundada, ¡i juicio ile esta tilieinn. Dicho señor 
ha cumplido en todos sus letalles y en los términos esta h lee ¡- 
ilos, la» obligaciones que contrajo, y es justo que por su parle 
Cumpla también la suya el Poder Kj- cntivo *. 

Kn la solicitud que corre á foja 121 de l"s autos principales, 
Díaz, fundado en que el gobierno había desistido d ' vender en 
Kurupa las tierras de la mensura, pille « hacer entrega á ta Go- 
bernación del territorio de las tierras medidas con arreglo ai 
nmtrttto y at amojonamiento existente *. 

Kn todos '*stus documentos, Díaz da. pues, por hecha y termi- 
nada la operación de uien.sura, de acuerdo con las estipulaci> - 
ne^i d? su contrato, y por practicado el amojonamiento en la 
misma forma 

Ahora bien, Diaz, en su declaración, confiesa qu ■ el amojo- 
na m o oto que hízo> fué sólo con carácter provisorio; sieiuk pro- 
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visorios todos ius mojones que dice haber colocado, tanto los de 
las líneas exteriores como loa esquineros (fojas 42vuelta y 43). 

Lo mismo consta do los informe* tiel siiWr Virasoro, enton- 
ces perito argentino para la diman ación fie límites con Chile, 
En el de foja 7 vuelta dice: * tío haber encontrado amojona- 
miento, sobre el terreno ni aún sóbrela línea meridiana, que 
aparecía trazada desde el Cabo al snd », agregando que habien- 
do interpelado al respeto a Díaz, que entonces formaba parte 
ti"] personal de la comisión de límites ron Chile, éste le mani- 
festó qne había creído mejor esperar que la línea divisoria con 
Chile qüedára definitivamente üjüda por la comisión intornaeio- 
nal de límits. Este infirme fué ratilicado en el de foja (30. 
En el que corre á foja 91 , e! perito Virasnro amplía y precisa 
sus aseveraciones sobre el particular. Establece que en el con- 
cepto de que el amojonamiento debía hacerse de acuerdo con 
las instrucciones recibidas por Díaz, no ha encontrado la comí- 
ion de límites en todo lo recorrido por ella, mojón alguno; 
que solo han hallado algunas estacas con una pequeña chapude 
lata, que serían segoramentr ¡tenates provisor ios, pero ';ue abe- 
nas sobresalían del suelo desde $0 hasta -40 centímetros. * En 
el punto inicial del meridiano divisorio con Chile» cerca fiel 
rabo, y un poco al Oeste del punto que nosotros tomamos como 
tal, dice, encontramos, después de mucho buscar, una de estas 
estacas, saliente como 20 centímetros sobre el suelo, con una 
pequeña placa de lata en que se había grabado, punzando el en- 
torno, el número 0. Sobre el meridiano no hemos encontrado 
otras estacas, quizá porque nuestra línea, no fuera exactamen- 
te sobTe la del señor Diaz y también porque en muchas partes 
nosotros nos apartamos de la recta». Y luego, refiriéndose á la 
costa del Atlántico, dice ■ haber encontrado estacas pero (¡xteno 
han podido notar el amojonamiento prescrito ». 

En el informe del entonces gobernador de la Tierra del Fue* 
go, doctor Cornero, que corre á foja 16, este funcionario mani- 
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(testa: *<\n en cuanto al amojonamiento, puedo garantizar 
qu«' he recorrido ana parte del territorio y que no he encontra- 
do un solo mojón de acuerdo con lo <fiie establece, el contrato, 
habiendo sido imponible por esr \ razón poner en posesión (le 
sus campos á varios arrendatarios r^ie presentaron 311^ títulos ú 
la gobernación > . 

El ingeniero Julio Popper declara ;Í foja 23, que, cuando re- 
gresó ¡i Tjerra del Fuego, recorriendo la parte tíud del territo- 
rio, no encontró niwfun mojón, ni otra señal de que se hubiera 
realizado la mensura untes mencionada. 

El c.i pitan de fragata Eduardo O'Connor, declara á f jja 25 
vuelta, fftie la romision de límites no encontró mojones en !a 
parte de Tierra del Fuego recorrida por ella en desempeño de 
su cometido. 

El teniente de fragata Juan A. Martín declara, A foja 32 vuel 
ta, que: « habiendo recorrido una gran zona del territorio que 
debió medir Díaz, no ha encontrado mojones, ni vestigio alguno 
de (¡ue se haya practicado dicha mensura». 

Los testigos de descargo presentados por el procesado han de- 
clarado en lus términos generales de los interrogatorios presen- 
tados por la defensa, diciendo que se colocaron gran número de 
mojones, sin determinar su clase ó forma, por lo que. deben re- 
ferirse a las estacas ó mojone- provisorios de que habla I>iaz 
un su declaración j la defensa en su contestación a la acusación 
liscal. 

Por iodo lo que se deja relacionado, queda, pufS t justilioada, 
la conclusión asentada de que el amojona miento no se había 
efectuado en las condiciones del contrato, y por lo tanto, Diaz 
había faltado á la verdad en la narración de los Hechos» al aíir- 
nibt en varios documentos que ese amojonamiento se había 
r ¿eticado de acuerdo con lo estipulado, 

2° La mensura no se ha llorado á término, en todas suá par- 
tes, como apai ■ece do la diligencia presentada por Díaz y de los 
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planos adjuntos á ella. Diversos hechos y Rircunstancias con- 
curren á justificar esta conclusión de uua manera acabada. En 
efi-ati. según *e expondrá en seguida, se consignan en la dili- 
gem-ia y plano de mensura operaciones impracticables en la 
forma consignada; se da o na situación muy distante dr la ver- 
dadera á los brazos principales del Kio Gr;iude y del Carmen 
Svlva, en su cruzamiento cun el meridiano dei cabo Espíritu 
S into, y no le consignan diversos brazos ó afluentes de esos 
rios que. también curtan es** meridiano; se da por medidas y 
amojomdas, numerosas líneas de lotes, dentro de un extenso y 
espeso busque, sin abrir en ésti? picuda alguna; y pur ó 1 timo se 
pretende haber hecho la mensura en un lapso de tiempo, crni 
mucho insuficiente. 

En uno de los planos que obr.iu en el expediente de la men- 
sura, presentados por Díaz, el relé va miento del Uin Grande 
aparece hecho por medio de líneas auxiliares. Habiéndose re- 
querido informe del Departamento de Obras Públicas, sobre si 
esta operación podía consignarle en el plano en esa forma, ha- 
biéndose practicado en otTa, contesta á foja 79: «No puede 
admitirse que con propósito alguno se haga constar en el pla- 
no, lineas que no han sido medidas en el terreno », V en cuanto 
á la posibilidad de que se haya hecho el relevamieuto de ese rio 
por medio de las líneas auxiliares que figuran en el plano, el 
Míñor Virasoro dice: *&& I* l>»rtc que hemos visto del Rio 
Grande, este tiene de anchura media ochenta metros, y su cau- 
dal es tal, que no ofrec pasus niño en pneos y determinados lu- 
gares, tis claro que mientras más se aeerque de la emboca- 
dura, el caudal debe ser mayor. Creo, pues, que el relevamieuto 
de su costa por medio de líneas que lo crucen de una á otra 
banda, no es practicable, al menos por mediciones con la cinta. 
Los pasos mismos vadeantes í caballo, son escasísimos y bast í 
«n sus brazos secundarios, y tan arriba «orno hemos andado, 
hemos teuido diticultades para cruzar de una á otra banda, 




138 FALLOS ÜK LA SUPREMA COHTfc 



(verdiondo á veces hasta un día en encontrar tales pasos i. 

Interrogado-; los testigo* U'Connor, Martin, Popper y Ind- 
inan, sobre si en la parte biscusa del territorio por ellos recu- 
rrida, habían encontrado ftjf.tiSa picada ¡ue indicara el paso de 
la cinta di- agrimensor, todos declaran no haber encontrado ni u- 
guna señal de picada. El señor Yirasoro diré á foja 62 sobr. 
el mismo punto: c Kn la par te que nuestras operaciones han 
abarrado, «i bien hornos cruzado algunas aiirupaciones ya com- 
pactas di- busques, n<> hemos encontrado señal alguna di? qm 
m- hubieran abierto pieada<; aunque el meridiano mismo del 
rabo Espíritu Sarita, se interna en varios grupos de bosques 
desde antes de cruzar ala partí- sud del lio Grande *, 

Pero el señor Díaz ha dicho en >u declararon de foja 42 que 
para medir !a parte boscosa del territorio, dada su coiifign ra- 
ción, no fué necesario hacer picadas, pues se valió de rodete; 
man i fes tandu nuevamente, á foja 53 vuelta, que había hecho la 
mensura de las líneas anteriores á través del bo que por los me- 
dios acostumbrados, es decir, la cinta, los jalones, perú que no 
lubía tenido necesidad de abrir picadas, pues había rodeado los 
oMá< ulus con líueus auxiliares para entrar y salir. 

Solicitado informe sobre el particular del Departamento de 
Oliras Públicas, la Sen-i.ui de ííeoflesia expresa, a foja 78 vuel- 
ta, que: « La demarcación de diversas líneas dentro de un mon- 
te tupido de 300 leguas cuadradas de extensión, sin praetiear pi- 
eada alguna, es materialmente imposible». 

Interrogados al respecto como peritos y eouocedores de esos 
territorios, los señores U'Connur, Martín, Popper y Ki diñan, di- 
cen: el primero y el último que creen iuip -sible que se puedan 
medir á través de esos bosques, varias líneas con cinta y amo- 
jonen cada dos mil metros, sin abrir una sola pitada, dada la 
denudad del bosque; la misma imposibilidad manifiesta el ee- 
gando, fundándole en que é!, para recorrer trayectos a través 
de esos bosques, a pesar de no tener que baeer medición algu- 
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lllt . tuvo que romper arboles; L'opperdice que ere*' (p & "»P°- 
síhli} mw r « cta e^P^w de una cuadra >in abrir una 
picuda. ¿ el perito Virador o, en dos nilones, Moga i la misma 
conclusión en términos tan convincentes «orno se verá en se- 
guida. Dicen su informe de foja 91 contestando í ta quinta 
pregunta: . Lo< bosques ai sud cid Rio Grande aparecen cu- 
briendo c uupacta.nente ^rand«s extensión -<s de esos terreno* y 
son espejos. Por lo qm- hemos visto en la parte explorada por 
nosotros, no e, posible, i mi juicio, demarcar líneas de deslin- 
do medidas á eifttn y amojonados á distancias üjas y r. dativa- 
mente pequeñas, como son las de dos en do, kilómetros, sin 
abrirse picadas en esos bosques; porque el deslinde, medición y 
amojonamiento -le las lineas, relacionándose y complementán- 
dose entre sí, imponen la necesidad de luc r sin desvíos la re- 
corrida de torios los costados «le los Ues, y esa recorrida mtés 
posible sin apertura de picudas en la dirección precisa de esas 
lineas. 

* Y aún sup oiteudo que pudiera hacerse la medición por ro- 
deos, siempre serla indispensable internarse en el bosque para 
determinar los puntos de su interior, que scjrfái) machísimos en 
donde fuera preciso colocar mojones, y por esto habría siempr.- 
de ser indispensable la apertura de picudas. » 

Kntr,- l-'s resultados obtenidos en el terreno por la remisión 
d- límites < on Chile y los dato? consignados en el plano y dili- 
gencia de mensura de üíaz, se encuentran diferencias notables, 
que sóloti-nen una explicación racional: la deque la mensura 
11 1 se practicó, en esa parte, sobro el terreno. 

Diaz, en su plano y diligencia de mensura, establece que el 
meridiano del cabo Kspíritu Santo corta 6 es cortado sólo en 
una parte por el rio Carinen Sylva y también en una parte por el 
lii.. Grande. La comisión de límites ha encontrado que estos 
brazos del Carmen Hylva y Rio Grande, figurados por Díaz, 
i orno los cauces principales de esos rios. no cortan el ínendia- 



140 FALLAS DE LA SUPREMA CORTE 

no en los puntos indicados por Diaz y que hay adenitis varios 
otros brazos 6 afluentes de esos ríos que también cortan oí rae- 
ridiano y que sin embargo no figurín en el plano de Díaz. Si la 
mensura se hubiera hecho efectivamente en el terreno, sí se hu- 
biese medido la línea del meridiano, habríase encontrado y ex- 
presado * n la diligencia y plano respectivos, Ion puntos de in- 
tersección de ese meridiano en Ion diversos curse.* de agua que 
■ xistían en el trayecto. La -ola medición de i sa linea habría 
revelado la existencia de los brazos 6 afluentes mencionado* . 

Así, diñe el señor Vi rasero contestando á una pregunta sobre 
esto: «Para determinar los puntos precisos del cruzamiento 
del meridiano del cabo del Espíritu Santo con los ríos Grande 
y «'armen Sylva, basta la medican de una línea meridiana has- 
ta los cruzamientos buscados, no siendo neesario el levant - 
miento de esos ríos ¿ n ( > *er P'ra íiues de comprobación ó p ira 
bases de subdivisión ». 

La ntieina de Geodesia del Departamento de Obras Pública , 
en su informe á foja 78 vuelta expresa : « Toda diligencia de 
mensura debe detallar con fidelidad las operaciones practicadas 
en el terreno; es por esto que en el artículo 10 de las instruceio- 
nea que se le expidiere ii por este Departamento al agrimensor 
Diaz, se le imponía la oMigaí ion de consignar con claridad el 
detalle de las líneas medidas, especilicaudo todos los ac« ¡den- 
te- topográficos y el n levamiento del océano, rios y arroyos». 

Pues bien, e-nuo se h.i diebo, Díuz no da en su p!;ino sinú un 
brazo de cada uno de loa ríos men -ionados, y aún estos en la 
situación que expresa el señor Virasoro, en su informe de foja 
ttt, en la respuesta al tereer punto: iKs verdad que el resultado 
de la medición hecha por la subcomisión de límites á mis ór- 
denes desde el cabo Espíritu Santo al sud, hasta el Rio tiran - 
de, difiere, en 27.7#.'J metros de la distancia consignada en el 
plano del señor Días, siendo mayor la encontrada por la sub- 
comisión. Ksa línea, medida en direcion sud desde el cabo re- 
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ferído corta en tres nadantes y su cauce ¡¡nuci/ml un brazo 
bastante cuudalosodel río, los primerusá los 114.000, 119.400 
y 121.400 metí us coñudos desde el cuba y el uau.ee principal 
del brazo á los 131.800 metros. A toa 142.918 metro* corla- 
mos con nuestra línea el brazo principal del Rio Grande que el 
SL'ñor Diaz lisura en su plano á los 115.185. Además, al surt 
del brazo principal de dicho rio, el mismo meridiano cruza otro 
brazo del mismo, cuya intersección precisa en distancia no oo- 
noocmoB, porque á esa parte no se extendió por medición sinó por 
reconocimientos ligeros el estodin hecho por la subcomisión. 
Et señor Diaz sólo da tomo cruzada por vi meridiana el brazo 
principal y muy dislocado * . 

Respecto del Cirmeii Sylva, dice el señor Vírasoro en el mis- 
mo iutonii" de foja 91 : * Del í'arnien Sylv i cruzamos, ade- 
mas de on cana' principal* que lo pasamos á los 08,000 metros 
qoe el s« iior DUz lo da ú los 93.804 ana naciente y nn afínenle 
fuerte en la parte Norte á los 84.700 v 9-2.200 metros desde el 
cabo, j tres nacientes de otro alinéate meridional á los 103.000 
107.100 y 107.700 metros. El señor (Haz sólo da el brazo prin- 
cifial ii los 02.804 metros com-i queda dielio i, 

Y a foja 97 llega á cata conclusión el señor Virasoro con la 
autoridad que dao á su palabra la elevada misión que desempe- 
ñaba, mi competencia y su reconocida probidad cieutítica y per- 
sonal : <*La completa disconformidad que se nota untre lo que 
cuate en el terreno y lo demostrado en et plano referido desde 
el Carmen Sylva hacia el sud, prueba á mi juicio que seijura- 
mmtc no se continuó ta medición del meridiano divisorio con 
Chite mas al Sud i/ue el arroyo Cdrmen Silva » . 

Finalmente, hay que av .figuar si ha sido posible que la men- 
sura se llevara a término en las condiciones estipuladas, en el 
lap-io de tiempo eu que se dice haberla efectuado. En au decla- 
ración de foja 44 vuelta, Diai manifiesta que empleó en la meu- 
sura, subdivisión y amojonamiento de las 500 leguas de tierras. 
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desde mediados de Julio, trabajando un término medio de diez 
horas diarias, midiendo alrededor «le 15 kilómetros un día eou 
otro. 

De manera que, según eso, empleáronse en los trabajos en ti 
terreno cinco meses, ó sea 150 días, que ú razón de 15 kilóme- 
tros di ¡irius dan sólo 2250 kilómetros. Según el edículo de Ka 
Oficina de Geodesia, el total dw la extensión lineal que ennt- 
prendí- la mensura cuya diligencia lia '"-esentado l>ia¡¡, alcanza 
á 3115 kilómetros. Aún admitiendo, pues, que se Hubiesen me- 
did-i. sin interrup -ion 15 kilómetros diarios durante Kh 150 días 
expresados, el tiempu habría sido insuficiente y habría faltado 
para medir 8G5 kilómetros. 

Pero si ?e examina la diligencia de mensura, se re que el tra- 
bajo empezó roeien en 8 -le llar/o, eou la determinaeion del 
ponto de partida, esto es, la .limación del meridiano del cabo 
Kspíriln Santo; y entónecs resultaría 20 días menos: noque- 
dando ya 4uó 130, 

Si se recurre la librea de eampaña qu> corre agregada baj-i 
el número i- y que es la única existente, se descubre que uo 
bubo trabajo durante 15 días, los que se perdieron, <eyun las 
¡mutaciones de es i libreta, por las lluvias, |.or descauso, mar- 
cha, espera de provisiones, mudanza de campamento, cte. No 
quedan ya sinó i 15 días, que lí razón de 15 kilómetros de me- 
dición diaria mi dan sino 1725 kilómetros. Hay un d.-lícit d. 
1390 kilómetros. 

De las apuntacionos de la ref.-fida libreta resulta que del 
tiempo transcurrido del «de Marzo ¿ U de Abril, 7 de los 15 
días sin trabajo se emplearon en la marcha, en la necesaria 
traslación de uu punto á otro para las exigencias de la propia 
mensura. Si se descuenta una suma proporcional en el roto 
del tiempo por el mismo concepto, habrá que disminuir unos 15 
días más. Y así resulta que se habría empleado efectiva y ma- 
terialmente en el trabajo de mensura sobre el terreno, tres me- 
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ses y medio, ó sean 105 días, ntie á razón «le 15 kilómetros dan 
1025 kilómetros, siendo así que la etÉentioil A medir era, según 
tí ¡ Departamento de Ingenieros, de 31 15 kilómetros. 

Díaz ha obviado la dificultad que resulta di- esto* núme- 
ro elocuentes, diciendo que eran dos comisiones las que opera- 
ban, y que entonces el tiempo resulta suficiente. 

Pero, fuera de las observa- ion.-s qm- en segnítfó se expon- 
drán no Ha advertido que si &M& en dos -nipos el personal, 
tendrá que disminuir el término medio de trabajo diario; si con 
25 hombres, que eran ios que tenia Uiaz, podía un operador 
medir 15 kilómetros diarios, dividiéndolos en dos gfüpífé no era 
posible que siguieran midiendo 15 kilómetro* por K rupo, sean 
30 kilómetros diarios. Los cálculo* precedentes se han lieeho 
admití, ndo que durante todos los 105 días que se habrían em- 
pleado realmente en el terreno se hubiese hecho la misma soma 
de trabajo, sin consideración á la* lluvias, á la menor duración 
del día. á la nat uraleza del terreno boscoso ó cnbiert ule turba. 

IVro^l término meato de 15 kilnmetros diarios es excesivo, 
imponible. En efecto, el p.-rit- Vinis.-ru, eii su informe oficial 
de foja DI, al euntestar a la décima pregunta establece que la 
subcomisión de límites, con 3 ayudanies y 3 auxiliares, con 
igual número de peones que todo* los que tle?o Uiaz. es decir, 
•25. y din mejores eleim-ntos «le movilidad, en ;i7 diis 
A las iipeia- iones de medición sobre el terreno {en 
Ku.-ro a Mayo, ma\ propicios que de Abril li Julio), sólo alcan- 
zó á medir 231 kilómetros, los euales divididos entre los 37 
días, dan un promedio de poco más de ñ kilómetros f,ar 
Agreda que en dias fxceftcionahs de Btféto y irtirem, y 
la playa se llego a medir hasta 15 kilómetros en un 

Hay que recordar que Díaz tenía también 
lotes, las tierras medidas, amojonándolas A distancias relativa- 
mente cortas, 

Kscon razón, pues, que al preguntarle al perito Virasoro, 
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si consideraba que Díaz, coa el personal y elementas que llevó 
¡i Tierra del Fuego, pudo efectuar dVsde Unes de Febrero ¡1 fine-, 
de Juuio la mensura que dice haber practicado, lia contestado 
categóricamente: tCreo que no es posible hacer, en el tiempo 
indicado j con los elementos y persou.il expresado*, una men- 
sura eomo laque se encomendó al señor Díaz y en las condi- 
ciones que el mismo en su . diligencias respectivas dice haber 
cumplido. » Va se habla expresado en este mismo sentido en su 
informe de fuja 38, donde manifestó que * dados los obstáculos 
naturales del territorio, la magnitud del trabajo de subdivisión y 
él gran niiniero de mojones á emplearse, considero extremamente 
corto, y por lo tanto insuficiente el término de cuatro meses ». 

Además de esto, es de observar aún lo qjie expresa el señor 
Virasoro respeeio de la duración media del día en aquella re- 
gton en los mest sde Kueru a Junio, y sobre todo, loque tam- 
bi»-u consigna eu su informe relativamente á las lluvias y ne- 
vadas y la inllueiHíia que éstas hayan podido tener en e! retar.lo 
de las operaci ones de mensura sobre el terreno. ILáse ya cons- 
tatado que el promedio de 15 kilómetros de medición diaria, 
que Díaz pretende haber becho, os imposible; lo es más toda- 
vía, en presencia de los siguientes datos del sen >r Virasoro : 
«Las lluvias son frecuentes (en los meses de Marzo, Abril, Ma- 
yo y Junio) y aunque en forma de garúas, dificultan la medi- 
ción. Eu lascercanías del Rio Grande, tuvimos nevadas ¿ me- 
diados de Marzo. A principios de Abril, las tuvimos en el rio 
Cullen y cabo Usm'ritu Santo. En Mayo ya asumeu ellas gran- 
des proporciones y según observaciones hechas por un empleadu 
de La comisión que se encuentra actualmente en Tierra del Fue- 
go, en los meses de Mayo y Junio del presente invierno, que es 
reputado benigno por los habitantes de aquel lugar, la nieve 
Ua alcanzado á 40 centímetros de espesor. En esa estación todo 
trabajo de mensura es ¡meo menos que imposible eu aquella re- 
gión 6 la operación tendría que ser sumamente lenta». 
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Por último, hay que considerar la naturaleza del terrena en 
que la mensura debía verificarse. En su declaración de foja 50 
Díaz reconoce que al Sud del Kío Grande se extiende una vasta 
región de bosque espeso y que, coincidiendo ron esta parte bos- 
cosa, el terreno se hace pantanoso A medida que avanza el in- 
vierno, ablandándose el suelo, compuesto deu na especie de tur- 
ba; que i este respecto esa parte de! territorin ofreció para la 
inensai i mayores dificultades, si bien el tránsito podía hacerse 
á pié con facilidad; que estas dificultades comenzaron en Marzo 
000 las nevadas que desde entonces cayeron Con intermiten" ia, 
pero to suficiente para incapacitar á varios peones. 

El capitán U'Comior, el teniente .Martín, el ingeniero Popper 
v el teniente Krdman (declaraciones du foja 100 á foja 104 
vuelta) confirman la existencia «le esa región boscosa, difícil 
fie penetrar, y del terreno de turba que llega hasta daüj tres 
metros de espesor. El perito argentino Vitasoro informa sobre 
este particular, que al sud del Rio Grande los grupos de árbo- 
les son compactos y cubren grandes extensiones, estando inte- 
rrumpidas, por abras que son relativamente muy poco extensas. 

«Los bosques que hemos visto, dice, y según informes, los 
que en general cubren la zona en referencia, son espesos y en 
muchas partes obstruidos por grandes árboles secos y ramosos 
que han caído bajo la acción del tiempo ó de vientos huracana- 
do» (foja 60) ». 

En cuanto á la turba, dice el misino en su informe de foja 
¡íl (pregunta sexta): clisos terrenos tienen en su parte su- 
perior una capa de tejido vegetal rellenada de tierra suelta y 
que cubre un fondo de barro blando. Kse tejido es más ó me- 
nos consistente, según su estado de oquedad sea mayor ú menor* 
y se extiende sobre ese fondo ya dicho de barro, que en parte 
es profundo de dos metros más ó menos. Esa capa vegetal su- 
perior ofrece á veces resistencia para caminar á pié sobre ella 
sin romperse, pero en muchas ocasiones ella cede, abriéndose un 
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boquete, y el viajero aún ii pié se hunde. A caballo es imposible 
cruzar estru túrbale*. Kilo* se encuentran extendidos en las ve- 
gas y también en las altiplanicies uando éstas so presentan en 

ZOUUS di' püCU «itísnivrl i . 

Interrogado el teniente Martín sobro si los bosques presenta- 
rían tUficattafes á la comisión Ú 1 límites p ira I» demarcación 
de ta ¡Mei» .livbona con Chile il sud riel Rio tfrand.', «lijo ú 
foja Í0-¿ vuelta, que, efectivain-nte, ofrecerán grandes dificul- 
tades, y que para él trabajo de demarcación, á causa ile isas 
dificultades, se necesitará iré* veces mas tiempo en la paite 
boscosa p« en él llano. Y el teni. nte Krdraan. á foja 101 vuel- 
ta, dice á esto respecto: *quc las dificultades son grandes y 
que, cii su opinión, para trizar la línea divisoria se necesitará 
por I" mrrio* toda una .sta^on *. 

Y sin embargo, la mensura se da por hecha en Mas ruj par- 
tes en cuatro meses, sin abrir una sota picada i través de la 
extensa zona de bo*que, y con un h'rmiim m«- lio de 15 kilo- 
cetros de medición diaria, sin consideración á las lluvias ó no- 
vadas, al bosque, al terreno fang -sn que #0 pemiles y con 

dificultad, el pasaje á pt& 

El perito VirasüM aprecia debidamente todo esto en su in- 
forme de foja 60. He afluí su^ palabras textuales: « El señor 
Día* ha tenido, según datos que li- re.-ibido, 25 hombres para 
e! trabajo. Y suponiendo quede tilos haya podido emplear dii-s 
cu la apertura de pícidas y que éstos hayan trabajado en un 
solo «rapo ó di vid idoV creo que dalas lus «ftjiftMofteJI de esos 
bosques y suponieilC" A mayor aprovechamiento pi.s'Me del 
tiempo y'de la- fuerzas de los trabajadores, éstos no podrían 
despejar sittó a lo sumo tres kilómetros de picada, para faci- 
litar y aún buce* (W!#Íe la medición y la prolongación de la 1 i- 
nert del deslinde, como término medio por » nda día. 

«(¡en< rulizando cte dato, y teniendo en cuenta, en cuanto al 
ijo de que se trata: 1 La gran extensión á 
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U suma de todas las líneas de división que cu !,i parte Süd del 
Rió Grande, que es la aona de los bu^ue;;, <liw liaWr medido y 
amojonado s»'fior Diaz; 2" Que estando p*eseripfcof habiendo 



uamientu un -iúlo de bi- veri ir. s de lo* lotes, sirnV también d»- 
todas la. líneas I" <lmsiuü de dos mu dos kilómetros, no es po- 
- i Vli- hne*T la medviuu por desvíos. qm> además <1 *- no permU 
tirio la extensión "Se I"» busques, dificultaría en v.-x d<- facilitar 



y si se tujr&ja ta Mn$hÍt¡,ramm\ de las tjntmh; dificifltaifas en 



msntw da movilidad requeridos-, se verá que ese tiempo, cu leu - 
ladu para una zuna propicia en recursos fáciles y cercano?, ten- 
drá pe aumentara notablemente, pan la parte central de la 
Tierra (íal Kitego, en que la pe usura ha debido ¡nleru.irse y 
donde el tiempo transcurrido nalment se reduce ordiuaria- 
mertíe á una terc-ra parte de tieittp efectivo de trabajo.» 

\" eomide ramio : i tjue del examen fine a- aba de hacerse de 
las Cniuiautias de autus. resulta sttf icieiitetneute estabJMitj 
que el pr.-cesado l>¡az, en la dili-etieia de mensura y otros do- 
cumentos por él p re si- ntad us á lasOficina? i'n Micas de ¡a unción, 
h.í faltado a la verdad en la luirraeiou délo* hechos, dando por 
TeriFinadu- uperntá» r.es qn.' ( ó no se habían realizado efectiva- 
m -ite, ó que .se habían realiz ido sólo on parte ó en distinta ma- 
nera ú forma. 

á" L¿ue estos hechos del profesado caen dentro de las pres- 
cripciones de la ley penal, no podiendo ser eunsileiados como 
un >iiuple asunto civil en el cual una de las pin tes contratanti s 
uo ha cumplido ó ha i umplido delicieaitenicnte Ja* obligaciones 



-.id<* ejecutado en ■■! terreno, s 



egatl dicho agrimusor, **! atuoju- 
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del coutrato. Es verdad que et perjuicio Ó el daño qiu comporta 
el delito del derecho civil, constituye también, siquiera si a 
cuQio posible resultado, elemento del delito de derecho penal; 
perú mientras en aquel delito sólo se produce esc daño o per- 
juicio, en el segundo existe además la transgresión á una h*r 
penal. 

Ene! puente caso, hay, sin duda, por paite del procesado, 
falta de cumplimient o á l is obligaciones que por su contrato se 
impuso, y «le este punto de vista habría lugar á una acción civil 
[tara obtener la ejecución de lo pactado, la correspondiente 
indemnización «!<■ daños y perjuicios. Mas hay asimismo una 
violación de la ley penal ; se ha fraguado una diligencia di- men- 
sura y planos, para hacer aparecer com» totalmente coivduída 
la mensura que solo en paite se había practicado. Ksto cons- 
tituye t i di lito de falsedad, previsto y penado por los artículos 
61 y 65 de la ley de U de Setiembre de que determina los 

crímenes cuy o juzgamiento corresponde á los tribunales naciona- 
les. La lesión producida por la acción del procesado no alcanza 
solamente al inteié> privado del Estado, como persona del de- 
recho de los bienes; afecta al misino tiempo al interés social 
qoe la ley penal ampara con sus prescripciones. 

A>t lo ha recouoi ido, por lo demás, la Curte Suprema, cuan- 
do en el incidente sobre excarcelación provisoria del procesado, 
ha establecido categóricamente que la prisión preventiva esta- 
ba bien urde nad a; si áólo se hubiese tratado de un delito civil, 
aquel Tribunal se habría apresurado á declarar la incompeten- 
cia del juzgado del crimen para entender en el asunto orae- 
nandu la libertad del sindicado. 

ít a Que un resultando de las circunstancias particulares de 
esta causa una presunción contraria, debí- estarse á la presun- 
ción legal, según laque se considera cometida con intención cri- 
minal todo hecho ratificado por la ley como delito. Se bu adu- 
cido mmo escusa del procesado, el propósito que á éste se atri- 
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bui i 'ti* volver \ Tierra fiel Fuego á reemplazar ios iiiujoms 
provisorios por los definitivos, que, con a r^gto al contrato, tte* 
bieron colocirse; per», aparte de que la so* imitad 'Je üiaz de 
entregar in-w; (¡atañiente la* tierras que decía medidas y amo- 
jonadas desautoriza esa excusa, es inverosímil que íl se hubiera 
propuesto hieer en su segundó viajo, U mensura que no había 
hecho si nó en parte la primera vez, y el amojonamiento que 
aún en esta p irle se había practieadu fuera de lo estipulado, La 
intención dolos* resulta, por lo demás, de la ejecución de los 
hechos incriminados, pirque no se concibe que se hayan podi- 
do efectuar -on intención ¡no -ente: esta no cabe en La prese n- 
THcion de una diligencia y planos m que se da por terminada 
una mensura no praelieada. 

Agregúese á esto que luego Diaz lia reclamado j percibid. i, 
fundado en esa diligencia y planos, una parí" del precio de la 
operación, 30.000 pesos, que agregados á los 25.000, que ya ha- 
bía, recibido, formuii la suma ^ 5">.000 peso-*, que representan 
un perjuicio probable para el Fisco. 

En apoyo de !a intención atribuida al procesado, y que aeaba 
de eliminarse, se aduce la cláusula d-jl contrato, según la cual 
el agrimensor Díaz debía Laeer entrega de las tierras medidas 
a los compradores que las adquiriesen hasta dentro de los dos 
años siguientes a la aprobación de la mensura. 

í para robustecer et argumento, se clasifica estocóme un de- 
rechoM agrimensor. Así resultaría, que teniendo el derecho 
de entregar las tierras hasta dos años después de medidas, te- 
nía también el derecho de no hacer hasta entónces el amojona- 
miento proscripto en el contrato. PeM esto no es ainó una habi- 
lidad de lá defensa. 

lisa cláusula es (tan previsión de los que formularon el con- 
trato; buscaron una garantía más de «festividad y de verdad de 
la operación de mensura, en la obligación que le impusieron ;il 
agrimensor de hacer entrega du las tierras á los compradores 
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bastados añi.s <1. spues de aprobada la mensura. Para qtíe la 
mensura se aprobase era menester que ella estuviese, realizóla. 
^ \ cd»>o? Realizada en la forma establecida «u el contrato, *s 
decir, gubdivididas las i irruís en lotes y amojonad. *s ni la 
maner;i -stipulada. 

V tu ii era e-a una obligación, que pudía en • I taso tener con- 
secuencias enojosas, que Díaz se presentó, casi al minino tiempo 
que la Uf'etua de Cieo-lesia h icíu sus observa iones á la opera- 
ción de mensura, pidiendo haeer entre.;.i i uno'iliata de las tit- 
iras mwlidam' in urregl» al 'Wilrato ijái amojmiamimtv e.rií- 
tente, Síada juatilica, pu»s, la existencia dio rse pr póstlo qur el 
procesado se atribuye, * l cual, per lo dunas, car. ce unpor- 
taneía, si s<> tiene presente que ha qu.-dudu di-mostradn e^ie séln 
una pequeña parte >!•• la m-n-tira - lia praeticado efeiítifa- 
iiit-ntc en el terrena. 

4" i¿ue la ■alineación le-al ¡jiie vot responde, al delito come- 
tido pur el proc -sudo es el de falsedad únicamente, nn podiendo 
coasidéfaíse qm- también se lia cometido "I d-..stala, como lo 
snslieii" la acusación, pues él perjuicio qtn- resultaría para el 
Fis'-" «le las miga* percibidas ¡i cuenta de la mensura, debe es- 
timarse - orno un el. meato -le la misma falsead com* tida. 

5' *¿ue la penalidad que al procesado debe aplicarse no es la 
que determina «I ¡irtículo ót de la ley citada de itóc Setiembre 
de 1863, sínó la menos grave del artículo 65, pues cuiilraria- 
menle ¿i lo sostenido por el Procurador Fiscal (y por el señor 
1'refm.nior General en el incidente de excarcelación), el agri- 
nieusor procesad. i n*- junde >er considerado empleado nacional 
por el li-'ciio df haber -'untratado ima mensura con *>\ gobierno 
naeional . 

habiendo la ley del 63, ni el Código Penal, definido en 
ninguna de sus disposiciones, lo que legalmente debe enteft- 
detse por empleado, eu la aplicación de las prescripciones pe- 
miles que se refieren á esa categoría de pe rsona-, habrá que 
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alribuir ¡í e<a denominación, la aeepcion y el alcantv que co- 
munmente se le dan. 

Kscriehe, i n el Itircionario *le legislación y jurisftntdencta 
define el empleado: «el por el gobierna al servicio 

público ríe ta iiucinn y pagado por c.ta»; y en ta voz funciona- 
rio público, dice: 

• Generalmente', por funcionan* •> empleado público, se en- 
tiende toda persona, que ejerce funcione- públicas, cuales son 
¡as que >e ejercen en nombre del Estado, y qm- nmstittiYi'it una 
parte de la autoridad pública ú nue tienen por objeto ta admi- 
nistrarían de la cosa públiru. > 

Kvidentementi- esta es la a< epeioti que corresponde a la vus 
■■Hiñiendo, y no habiéndola ley determinado el alcance verda- 
dero <jin- tenga <sa denominación, no puede asignárs.-le uno 
más hit- que el ordinario, tanto más si se tiene en c uní ta que 
con ello habría de ampliarse, uV atenderse ha aaaos en que fue- 
se aplicaba la más grave penal idad que la ley determina para 
e>tos delitos i'uandosou e.unetidos por empbados. No puede, 
pues, decirse que se hallen incluidas en la i-ategoría de los em- 
pleados púbti.-os, ni que reciben comisión que los equipare á los 
emplea du>, aquellas personas que, como 1>U?,, contratan cou el 
gobierno la ejecución de una ineiwiva, romo no lo serían los 
que contrataran cou él la construcción de un edificio; 6 el sumi- 
nistra y la confección dé vestuario para el ejercito. 

Kl artículo 64 de nuestra ley penal de (803 procede del Có- 
digo es parí 1 de 1850, y se encuentra también en el reformado 
de 1870. liste, en su artículo A\G reputa funcionario público, 
i de las r. sponsabilidades anexas a los empleados 





inmediata de la ley ó por elección pu 
de autoriiad competente participa 
públicas. 

L'neheco al ocuparle del 1 ítulo del 



sobre delitos de los 
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empleados públicos en el ejercicio de sus cargos, dice: c Llá- 
mase comunmente empleado, A loa funcionarios del 
que deben su no libramiento al gobierno y que se 
servir bajo sus órdenes en la administrador, de tas 




* Un eclesiástico, un militar, un escribano propietario de su 
oüeio, un profesor que ganó su cátedra, no se llaman empleados 
en el lenguaje común; J no tienen ese nombre justamente, por- 
que es ueces.irio distinguirlos de un secretario de gobierno po- 
lítico, de un administrador de rentas, hasta de un consejero 
real, ¡i quienes libremente se tan instituido para ejercer la ili - 
ción del mismo gobierno un superior ó inferior categoría. Ma- 
fu este título que nos ocupa, la palabra empleado tiene más lata 
Bignificaoion. Todo el que ejerce funciones, todo el que desem- 
peña un cargo público un la sociedad", entra ó .un-de entr.tr aquí 
dentro de aquella esfera. 

« tJl alcalde de elección popular, el escribano que ha heredado 
su oficio, el curu que obturo por oposición su curato, á todos es- 
tos, y a cuantos otros casos análogo» se imaginen, puede alcan- 
zar la ley en sus respectivas disposiciones. 

« La expresión empleado, quiere decir persona pública, perso- 
na - t ue tiene un carácter en la sociedad dirigido á su ordenación 
*egun la ley.» 

l'ero aún admitiendo que en nuestra ley la voz empleado du- 
oi -ra tener una aplicaron tan lata, ¿alcanzaría acaso i com- 
prender en sus términos al agrimensor, que en licitación publi- 
ca obtiene la mensura de una cierta extensión de tierra pú- 
blica? 

La negativa se impone ú juicio del Juzgado. Kl artículo 64 
de la ley del 63 se refiere al t empleado nacional, que abusando 
de su olkio, cometiese falsedad; el 65 se reliere al particular 
que cometiere falsedad en documento público ú oficial en el que 
hubiere presentado ó introducido en las oficinas de la nación, 
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etc., y castiga ti primero coa una peu i mayor que al segundo. 
Aún dentro de las prescr i p iones del Código eipafiol 4« 18*8* 
la voz empleado no comprende á los particulares que desempe- 
ñen accidentalmente por comisión las funciones del empleado, 
y así se ve que el artículo 277 establece pena especial para 
el particular que, encargado de la conducción ó custodia de 
un preso ó detenido, eometiese el delito de infidelidad; y el 
artículo 281 determina que :»e aplicarán las penas de lo* artí- 
eulos anteriores á los particulares encargado* accidentalmente 
del despacho ó custodia de papeles ó documentos, por comisión 
del gobierno ó de los empleados, á quienes hubieren sido con- 
fiados aquellos por razón de <u cargo. 

Se requeriría, pues, el desempeño de mía función, de un em- 
pleo, de un cargo público: el procesado no se ha encontrado en 
mies condiciones, poi lo cual no puede aplicársele la penalidad 
establecida en el referido artículo 65 de la ley nacional pena!. 

tí* Que no habiendo circunstancias agravantes en contra, ni 
atenuantes en favor del procesado, corresponde, según la regla 
del artículo 52 del Código Penal, aplicar en su término medio 
la pena impuesta al delito cometido por el procesado, en el ar- 
ticulo 65 de la ley penal de U de Setiembre de 1863. 

Por estos fundameutos, de acuerdo con las citadas prescrip- 
ciones legales, fallo: condenando A Julio V. Diaz, A la pena de 
dos años de trabajos forza ios, de la que se deducirá el tiempo 
de prisión preventiva que haya sufrido, á razón de tres días de 
ésta por uno de aquel l» pena; y al pago de una multa de 550 
pesos fuertes ó su equivalencia en moneda de curso legal, más 
las costas dol juicio. Kn oportunidad, comuniqúese at Director 
de ka Penitenciaría á los efectos que correspondan, y hágase la 
devolución de les espedientes agregados. 

j. r. íalanne. 
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VISTA UEL SSHÚR 1-ltürxnAOOli (¡t.NEIlAl. 

II u >s Aires, Aluil :i de l«lá. 

Suprema Corte: 

1. 1 extensa prueba acumulada en til proceso, ha item>^tr»<Ju 
qiií La mensura en cuestnm no :¡t* p rae tic i sobre el ti rreno, en 
la tota'ídad de su> línea-, ni pudo tampoco practicarse en t í>J 
los d<- alie- de deslinde, am gonnmieulo v su h ] ivi.siuttes ínter- 
na< del perímetro determinado en los planos, dentro (leí relati- 
vamente breve espacio «le tiempo empleado al efecto putei ¡igri- 
tis..r Diax. 

Í>a prueba ha sido bien estudiada y apreciada <n la acusa- 
ción Fiscal , corriente á fija y en Us resultandos 4e I il prime- 
ra parte de tu sentencia corriente ú foja tf02. El análisis compara - 
I ífo de la mensura con los trabajos informados por la conifcioD de 
límites din Chile, demuestran diferencias é irregularidades, co- 
mo la di f-rencia de 27 kilómetros entre el punto en que el cauce 
del Uio lírande intercepta el meridiano del Cabo y. mo la relé- 
rencia de un solo punió de intercepción del meridiano fiel cabo 
Espíritu Sattto con el rh Gáriaeii Silva, y tino solo con el Rió 
• trande: ruando -n realidad, *■[ primero cae en siete puntos di- 
versos y el secundo en seis, bajo la línea de aquel iiieridiauo. 

Si á (dio se agr- "a la falta de demarcación del amojonamien- 
to primero, su designación posterior, coi declaración del pro- 
cesado de haber omitido esa diligencia, por facilitar la presen- 
tación de la mensura, su declaración contradictoria, de haber 
sólo establecido mojones provisorios, los cambios de sistema en 
do> plano- diferentes para el relevamiento de las aguas y la fal- 
ta material «leí tiempo para practicar tales operaciones M-gun 
las tablas comunicadas por id Departamento de Obras Públicas 
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á foja 75, la conclusión incontestable es, que ta mensura no f ué 
practicada sobre el terreno. VA trabajo presentado a ]il ^Proba- 
ción <\" la autoridad por consiguiente, engañoso y falso, a] 
ni'iKis en su parte sustancial, 

l»ero si esto us evid.-rtte, no ilej o de serlo también, que el ngri- 
im-nsorse ha trasladado en tiemp p ú la Tierra 'luí Fuego con 
equipo y séquito bastante, par í cumplir su . uuiotído. 

Que lia medido positivamente gran parte del perínv tro qui- 
lo fue: a asignado, que ha llevado maten ules al electo y ha colo- 
cad.» mojones, etuuolo reconoce la misma comisión de límite» ¡1 
fi.jas 96 vuelti y 97, en él [>untu inicial -I I meridiano divisori" 
enn Chile y sobre las cosMs del ütl:i utico y riel ri- t'uHen. lie- 
MiHa nilóncesei hecho de una mensura inieiuda y ej. cutada 
en parte sobre el terreno y concluid i fuera d,-l cenln cosa- 
rio do estudio, sin la medición de proyecciones, ni de las lí- 
neas intermediarias, sin la colocación efectiva de los mojones 
definitivos - u toda hi extensión del perímetro y sus subdivisio- 
nes y todo esto present ido ú la autoridad nacional, r omo una 
opox "ación geodésica delinitivn, en cumplimiento de un enntrat- 
público y |iara servir de base á operaciones de transferencia del 
dominio público al dominio privado. 

H¡iy. pues, falsedad sino en el lodo, un parte fundamental, y 
esta falsedad es un delito ante el derecho nacional y extian- 
j. roy ante la doctrina misma sustentada por la defensa, pues 
,'sa falsedad es alteraeion de I* verdad en perjuicio del fisco 
contratante, y con el interés doloso de unlucro indebid... 

No obstante lo -\ puesto en el incidente sobre excarcelación, 
hoy que la causa revela todas las circunstancia* características 
del hecho acusado, no traiéndose de un funcionario con noro- 
i ramicnto del gobierno, o de una comisión 
mo, en virtud de nombramiento con 
ejeeroíon de un contrato de carácter civil adquirido por licita- 
• ion, no |b ¡¡Iteración de un documento que tuviera ca acter 




público, siuó de un sitnpli- proyecto <le mensura, que aun iiü ha- 
bía recibido el sello de lu autoridad que le diera fuerza de do- 
cumento auténtico, debo reconocer lealmente c<>n la sentencia . 
que lu falsedad acusada, se refiere á hechos en documeuto pri- 
vado y por persona que carecía de investidura nlicial. 

¿Cuál es la pena de est>* delito? La lujr nacional de 14 de Se- 
tiembre de Í863 fué -aucionada en defensa de la nación y par;i 
reprimir Jos crímenes* que, como lo establece en sus dirersos 
títulos, afectan directamente su seguridad, su interés ó su cré- 
dito. Tal ley n-i ha debido ser derogada por el Código Penal 
posteriormente sancionado. El Código Penal prescribe el dere- 
cho común y sus relaciones con particulares y gobiernos locales; 
per» la ley de 18H3 s+* refiere á lus atentados contra la nació o 
misma, como la traición, rebelión, piratería, falsificación de su 
moneda, de sus sellos, documentos, etc., etc., todo lo que en fin 
atenta contra su seguridad, su paz interna ó externa, su mone- 
da, su crédito. esta le- y, aplicable eiitónces al cmq sttb-judiee, 
del que resulta falsedad eu un documento privado sin duda, pe- 
ro destinado á ser prueba fehaciente del deslinde y subdivisión 
de tierras públicas, que la nación di>bía vender y entregar bajo 
¡a fé de sus constancias. Es fuera de duda que se trata de un 
hecho delictuoso, cuya investigación y castigo no debía dií- - 
rirse á espera del pronunciamiento, por otra parte no dudoso, 
acerca del mérito de la mensura. Kse pronunciamiento sólo al- 
canza ;í la aprobación <> desaprobación, oon referencia á los an- 
tecedentes: los móviles ilícitos conducentes á producirlos caían 
bajo el imperio del Código Penal, y el Procurador Fiscal á qui* i n 
llegaba la denuncia, según las prescripciones de los artículos 
15o y 164 del Código de Procedimientos en lo Criminal, estaba 
autorizado, obligado á promover el juicio criminal y ú deducir 
las acci Mies criminales con sujeción á lo preacriptn en el artí- 
culo 171 del mismo Código. Ninguna nulidad se entrevé en el 
ejercicio del procedimiento establecido y ninguna tampoco pro- 



cede fie la omisión 'le I¡l senteuciayiil prescindir d-* estas cuestio- 
nes que no son fiindamentalesy La sentencia se ha separado (le 
ta turma ordinaria, tal vez buscando mayor amplitud, va cansa 
de hecbos tan complejos, para "1 estudio -n detalle de los pun- 
tos capitales. 

Pero es cierto que lia abrazado y ex j minado tudo cuanto era 
necesario para la l-gali dad de su forma y fondo, "stablenieudo 
\ apreciando con extensión, los auti tiodeutes requeridos en el 
artículo 498 áttl Código de Procedimientos en lo í^iiuinal. No 
[troce 1--. r i * - "■ l 1 1 ¡es, la nulidad denunciada pm* la defensa, cuan- 
do esa nulidad ^'do puede resultar, s« -^un el artículo 509 del 
Código invocado para sustentarlo, á$ la violación de las for- 
mas esenciales de procedimiento. 

Volviendo entonces al delito denunciado é investigado, ■■! ar- 
ticulo ü-l de esa ley nacional de 1863, especifica las falsedades 
que puede cometer, abusando "le su oficio, un empleado naciouu) 
colocando t ntreetla> según el i..ei-o £'\ e la f;üta ile verdad en 
la narración de los hechos >. 

VA artículo 65 do Ja misma, s- -refiere :il particular que come- 
tiere alguna- de las falsedades designadas en 1 1 artículo ante- 
rior en rtncumeiitu públi o ú oficial, ó en done hubiera jtresen- 
tüdu ú introducido en lax oficinas de la unritm. 

VA procesado, admitiendo su carácter privado y el de la misma 
mensura practicada para la naci- n por el lucho «le presentarla 
á las oficinas nacionales con las falsedades denunciadas, ba caí- 
do bajo e! régimen penal de ese articulo. 

La pena debe ser entóneos de trabajos forzados de uno á tres 




No existe igual delincuencia entre «1 que falsifica un docu- 
mento público ú oficial y el que introduce a las ofkinas públi- 
cas un documento privado con el mismo vicio. El uno atenta la 
íé pública y el crédito de la nación, el otro envuelve sólo una 
tentativa de sorpresa ó la autoridad. Si para el primero es apli- 





cable el mixim'.in «lo la pena, piettw ¡lio al íiUiin.» le corres- 
ponde él uiínimun. 

Deduzco esta distinción* óo »Ho de ta diversidad de los 
-rados di* criminali lai ••fectira y perjuicio pF*bfjíiilfji,0 entra- 
ñan uno y otro hecho, sino «¡"1 >»rdeii do designación gradual «le 
las falsedades qj"- 1 expresa vi articulo OÍ y del secundario éii 
que el articulo 6o coloca los hechas de lanificación en docu- 
mentos presentad ¡i las oficinas nacionales* 

IV dio, polo á V. K. que dr-v-hando la nulidad denunciada, 
se sirva tefotíat la sentencia de I* in tancia en cuanto ;i la ex- 
tensión de la pena» imn-uneudo al prn^adt el luínimuu de la 
establecida t» el articulo 05 de la ley nacional citada. 

Sahiniáim AVer. 



brillo de I» 3uprrmi» Cor** 

Rn »s Air»-* M.ir/'i 1'* il*' M©& 

Vistos y cottsideifaado; Qae el procesado Día? fné acribado 
,-n esta causa pur el doble delito f ilvda-l y i-tafa ■'. dt-frau- 
dacioo . 

q m . juzga i » - I proceso, ia ^.-nn-ncia del interior declara exis- 
tir r an ^-"'lo el primero d«* esos dulit 's o sen el de falsedad, y eh- 
mí¡ia expresamente el secundó contenido en la íeusacion. 

q,iií , | .Ministerio Público no lia iuterputsto recurso alguno 
Contra la mencionada sentencia, vinieiiduasí ía can>a A conoci- 
miento de e-ta Suprema Corto, újiieaiu<-ntv por le* de nulidad y 
apelación deducidos pur parte del procesado. 

t¿n*el señor Procurador General no tan sólo uo se lia adU— 
fido ¡í la ajw*ÍaciOia en esto instancia, siuó que ha pedido la re- 
ducción de la pena impuesta por la sentencia recurrida. 



Que con Ules antecedentes, esta Suprema <'<>rteno puedo juz- 
gar *MÓ sobre el delito de falsedad y ¡il qu*- ta apelación ¡se re- 
li'Tv. uo pud'eudo en numera alguna agravar la condición í< l 
proejado imputándole ta comisión rio delitos de que lia sido 
absuelto, para basar en ellos mu eoudona'*íuri penal, tolo de 
conformidad .i los principio- que reglan la materia y á la juri>- 
prudeneia invariablemente establecida. 

Que el delito de falsedad se halla debidamente comprobado 
"ii autos, cuno lo d« iuu--st'an las consideraciones d*' la santón * 
eia api lada y del dictamen d-.d señor Procurador < ¡enera! . 

Que debiendo gfítfitMtr>e la pena entre el mininiuu ilu nn año 
d- trabajos invado- y tr.-s d.« l.i misma pena, con arreglo á lo 
dispuesto en el articulo so-enta y cinc» de la ley pena] de ra- 
tóffce ¿ie Seiicftíbfe de mil ochoeíéntos sésenU y tres, no debe 
perderse de vi-t;i para bacr esa graduación, lo pr dungado de 
la prisi-m sufrida, que data d*-s.b- Octubre d- mil ochoeo-ulos 
noventa y dos* $e%m la nota del diadbz y mete de ese me-, 
corriente á Toja ciento quilico, y la manera d<- computar oque la 
euaud» la ib-mora no n impulubl- eo el raso, ai pinrt— 
sado. 

Que. en eon-ecm ncia, h ay ■ quidad en reducir la <-ouden¡i al 
tiempo de prisiun sufrida, laque, por otra parte, si|pera á la 
pena pedida por -■! ¡amor Proetifad i»r tien-rul, que entiende debe 
aplicar-- < \ mínimuu de la establecida por el citado artículo 
-tísnnta y ■■ni. o. 

Que lio h¡iy tm'rito > n autos qm- sirva de fundamento al re- 
curso «le nulidad deducido con e| de apelación, por tíl Defensor 
del proe-sado, cuino ¡o demuestra el -eñor l'ro- urador ííeneral 
en su precíenle vista. 

Tur estos fundamentos, se reduce la pena c -rpura] impuesta 
al procesad-» Julio V, Díaz, al tiempo M$ privón que lleva su- 
frida, cuntirmáimW la sentencia apelada de luja trescientos 
dos en todo lo «lemas que contiene, en cuanto es materia del r-- 
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curso t raí -lo, no hariéndosc lugar :í la nulidad, por no m«t pro- 
cedente. Notilíquvse con el original y dvuivlvanse . 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARÍ. LA. 
— - OCTAVIO BL'NGE- — JUANE. TO- 
UltENT. — ABEL UAZAN ('0 di- 
sidencia , 



fastos \ considerando : i¿uv en l.« querella «lt»íluci'ln i foja 
ciento tiémte y -los por vi Procurador Fiscal, >«r acusa al proec- 
hmI.. .lultM V. Uiaíde dos diferentes delitos: al «le íaUrdud, por 
hab-T presentado :í laapmharion *1 « I gobierno nacional las dili- 
gencias tío tóaasuta 'i* 1 íní* **i«te y nueve expediente agrega- 
do), planillas <]<■ cálculos y plano acompañad «i. diciendo falsa- 
mente hatnr practicado la mensura de quinientas tegua? de 
camp ■ vn la Tierra del Riego, » que s |n#rometi6 de confor- 
midad alasestipulacioncMifd contrato celebradu con el gobier- 
no Bacl&nal eu fecha diez dio Diciembre dv mil ochocientos 
ochenta y nueve y á las instrucciones de! Departamento do in- 
genieros nacionales, de foja veinte y -vis (expediente a -regado»; 
y el de estafa ó defraudación de dineros al Tesoro nacional por 
haber cobrado y recibido de éste, a cuenta del precio de esa nien- 
M ira, I* Mima -i" treinta mil pesos moneda nacional en concepto 
dé est ir ya terminada dicha operar, m y mientras se hallab . ti 
examen del expresado Departamento de ingenieros 

Que el primero de esto* delitos está plenamente comprobado 
por las constancias de los autos, como lo demuestra la fiel expo- 
sición que de la prueba rendida hace la sentencia apelada en la 
parte que se ocupa de ella, y lo confirma la vista del señor Pro- 
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curador General, al hacer el análisis de la misma. Que o! segun- 
do de los delitos mencionados se hulla igualmente comprobado 
por el expediente administrativo, agregado á estos auto*, sobre 
■■■•bro de los treinta mil pesos moneda nacional, donde consta 
que Díaz cobró y *e tu pagó esa suma, ;í cuenta de lo- honora- 
rios que se estipularon en el contrato agregado que había termi- 
nado la mensura de que s<" trata, "uya operación se hallaba, 
huela do- nieges, á estudio del Departamento d>- ingenieros, ha- 
biendo sido aprobada ya por laricina de Tierras y Colonias. 

Que estos deiittis siendo cometidos, como l<> han sido, contra 
la nación, y altando previstos <mlo> artículos sesenta y cuatro, 
sesenta y cinco y ochentu y dos de la ley de citorce >K> Setiem- 
bre du mil ochocientos sesenta y tres, aeu, manto d su pe- 
nalidad, bajo <d régimen de est;r ey y no bajo la del CúpIímo 
Penal do la nación, que forma el derecho común de \n< provin- 
■das y que es sólo aplicable á los delitos contra La nación no pre- 
vistos en aquella ley, como expresamente lo dispone el artículo 
noventa y tres da la misma y lo ba estable- ido la jurispruden- 
cia de esta Suprema Oorte en repetidos fallos. 

Que el artículo sesenta y cuatro de «lidia ley, entre las false- 
dades que castiga con la pena «tucen él establece, enumérala 
que * l empleado nacional cometió, u faltando ¡í la verdad 
en la narración de los hachos; y el sesenta y cim o dispone: 
JuB el particular rjue cometiere en documento público ú oficial, 
ó '-o el que hubiese presentado ó iutroducidn en las oficinas de 
la nación ó en letra de cambio ú otra clase de documentos mer- 
cantiles, algunas délas falsedades designadas en el artículo an- 
terior, será castigado con la pena de trabajos forzadas de uno 
á tres «ños, y una multa de cíen á mil pesos fuertes. 

Que, en cuanto al delito de defraudación el articulo ochenta 
y dog de la citada ley dispone : que el que emplee fraude por 
apropiarse dineros públicos, ó que cobre al gobierno cuentas 
falsas ó fraudulentas, pagari el triple de lo que ae apropiase ó 

TOL. Util (| 
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cobrare, sufrirá ademas la pena de trabajos forzados, por uno 
á tres años ó una multa de quinientos pesos fuertes, ó una y 
otra juntamente. 

Que. en consecuencia, habiendo cometido el procesado Díaz, 
corno queda dicho, lo* delitos de falsedad y de defraudación, us 
evidente que incurría en las penas impuestas por lo* artículos 
ant.-s transcriptos, penas que debían haberse acumulado cu la 
sentencia apelada, por tratarse de delito de diferente especie, 
cometida por otras tan tas acciones y d.« penas de igual natura- 
leza, cura reunión en el caín, no excedía del máximun legal t 
conforme á la expresadlsp ^icíon leí articulo ochenta y cinco 
del Código Penal, que como ley general de !a nación, es aplica- 
ble ni juzgamiento d- lo* delitos que afectan á esta en todo 
aquello que no se halle de -tro raudo dispuesto en (a ley espe- 
cial de catorce do Sótiemhra le rail ochocientos sesenta y tres, 
dictada para el castigo de los crímenes contra la nación. 

Que, á pesar de esto, el Jaez a r/un, en ¿u sentencia sólo ha 
condenado á Díaz por -1 delito de falsedad y le ha impuesto la 
mitad le la pena que prescribe el Afttónlu sesenta y cinc, de la 
ley le atorce de Setiembre de mil oehocientus sesenta y tres, 
considerando para ello, que no hay eiwnnítwicias agravantes 
ni atenu antes y que el perjuicio resultante para < l Fisco délas 
somas p-rcibidas por Wiz, á etienta de la mensura, fleto esti- 
marse como un elemento de la falsedad cometida. 

<»„■■ por lo que tuve ¿-ata declaración, no puede haber la 
menor duda de que se ha incurrid*, con ella en un mauillesto 
,-rror, por la sencilla rateo de oue m\ puede ser elemento de 
un delito ya cometido, u» hecho ejecutado , on mucha posterio- 
lidad á él, como ha sucedido en .1 presente cuso con el cobro y 
percibo de ta sraniÉ de tíClnía mil p so> moneda nacional, =i 
ementa de la mmm estipulada, desde que consta que este he- 
cho tuvo lugar á los los meses de haberse presentado a las ofi- 
cina* de la nación las diligencias d- mensura donde se hacía la 
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f al s¿i relación de haber sido ésta praticada do conformidad al 
contrato, y se cometía, por consiguiente, el delito 'le fals"C*ad 
tnuy diferente por cierto del de defraudación que consiste en 
apropiarse por el fraude dé dineros públicos. 

Que después de lo expuesto, fácilmente comprende que líiaz 
no ha tenido razón para apelar de la sentenciarte foja trescien- 
tas do$, que niriL'Uiiagrarinlc cansa, antes lo favorece, por cuan- 
to no le impon» la pena que merecía por ^ns delitos, siendo <i ■ 
oli^Tíar qii" si por no haber a peí ido de ellael Procurador Fis- 
cal, cnum no haapelalo, acaso por li i">*r participado del mismo 
«■rrur del Juez « í/ho, nu puede esta Suprema Corte agravar la 
pena impuesta >-n la stent»nei i, se;iun la jurisprudencia que tie- 
ne establecida al respecto, li > no ¡ui ■ I - inhabilitan i para notar 
el error paderi 'o eon el objeto le que iu» se re pro luz a en ade- 
lante, cun daño d» la justHa, *m caso análogo y mucho menos 
para di jar de toma'- en oosi ler ación eir-nu-ít nteia tan gravo 
qn suministra el proceso, á fin do no disminuir la penara i n* - 
pue-ta. 

Que i esta conclusión no sería justo llegar, tom indo en " tien- 
ta el lai V tiempo de p sioit sufrida por Uiax, mientr i> h i du - 
rado «*l juicio, porque la síntoma i ap la la. di* ifui-rdo con ia lev. 
lia declarado que M¡ descuente de la penad» dos años de trabajos 
forzado-; que le impon», aquel tiempo á razón de tres di ts d>' 
prisión por uim d» trabajos forzados y la Suprem» <'ort» n-> 
podría, siu violación de la ley, alterar dicha proporción para 
di^pi'nsar al reo del integro cumplimieut ule aquella pena, 

tjuo tampoco pu -d» llegarse á iu disminución deesa pena que 
ha soh ita lo el señor Procurador < r- neral, aceptando la equÍTO- 
cada distinción que hace sobre diversidad de grados de crimina- 
lidad ef.-ctira entr-> »ada una de las falsedades que enumera el 
a tic do sesenta y u atru de ta ley de catorce de Setiembre de 
mil oelioeiei.t «s s»seuta y tres. Kl error de esa distinción se pa- 
tentiza con la simple lectura del articulo ses-nta y eincu do di- 
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cha ley, que impon ti al particular que cometiese alguna de las 
falsedades d< signadas eii el articulo anterior, la misma pena de 
uno á tres aíios de trabajes forzados y una multa de cien á mil 
pesos fuertes, escala que -íxcluye esa distinción por cuanto co- 
rresponde á cadii una de las falsedades enumeradas, y que el 
Juez está autorizado á recnrrer >euun liaya cirountaiicías ate- 
nuantes ó agravantes m cada caso, Ku el presente no existe 
ninguna circunstancia atenuante. 

Por esto> fund tinentos, y las consideraciones de la vista del 
m ñor Procurador General, en lo relativo á la inexistencia de la 
nulidad alegada por el recurrente centra la sentencia apelada de 
foja tros, -lentos dos: se confirma ésta, no haciéndose lugar al 
recurso de nulidad contra ella interpuesto, con costas. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

ABEL II AZAR. 



MINA XX* 



lluh Anlmiw Mmxh mntra *lun Hodolfo Atitrrutd*\ pWMbtü 

Sumariu. — El auto que, en juicio ejecutivo, ordene el uom- 
brumicnto de peritos para tasar loa bienes embargados, no es 
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Caso. — Resulta del siguiente 



RECURSO 

Buenos ur<>>. Dictettilire 2K de ítf&V 

Ej<elrntiximn Vnrtv Snfit f>ma. 

El doctor Agustín Malíenxo, domiciliado eri lu ralle Chaca- 
buco número 34, por don Rodolfo Alurralde, presentándome an- 
te V. E, respetuosamente, rtfg»; que don Antonio Marcu ha se- 
guido un juicio ordinario contra mi poderdante don Rodolfo 
Alurralde, sobre Cobro de pesos, ante el Juzgado Federal a 
cargo del señor doct-r Campillo y por la Secretaría del señor 
Ahilando*. 

2" Hueso juicio ordinario se celebró transacción, en virtud de 
la cuul el acreedor debía ser pagado con un . rédito contra A 
gobierno nacional. Mas ¡i pesar de er ta» claro lo convenido, el 
acreedor Murch había iniciado juicio ejecutivo puraque se le 
pague el crédito con otros biene* de mi poderdante, y sin ci- 
tación de éste se había embargado un Ierren y J se había dictado 
sentencia de remate, 

noticia mi poderdante de e*e juicio ejecutivo. Deduje ontónees 
la nulidad de todo lu obrado en ese juicio ejecutivo, alegando 
que, aunque se h ihía notiücudo el solvende al apoderado ante- 
rior, don Anacleto Reata, éste había manifestad" que había de- 
jado de ser apoderado y había señalado el domicili «del señor 
Alurralde en esta ciudad, y alegando también que la sentencia 
do remate era nula por ser contrariad la transacción aprobada, 
que tiene A raW de cosa juzgada. 
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4* El juez federal no hiÉD lugar & La nulidad. Interpuse en 
consecuencia los recursos de nulidad y de apelación para unte 
V. E. Pero el Juigadono me lia hechu lugar a esos recursos y 
por uso ocurro directamente de hecho ante V, E. 

5° En toda claae de juicio es admisible el recurso de nulidad. 
T en cuanto al de apelación también es admisible de las provi- 
dencias dictadas después de la sent encia .Se remate, porque en- 
tonce* ya no se trata de la discuto» «leí título de crédito sino 
de la enajenación de bienes, y no debe privarse at propietario 
de la defensa de su propiedad. 

6 6 Por tanto, ocurriendo de bocho ante V. E„ pido se digne 
mandar se traigan lo* autos y concediéndome los recursos de 
nulidad y de apelación, revocar el auto expresado. Será, etc. 



fife Bueno* Aires, JUrzo ¿1 -le 18WL 

:Tistos en el acuerdo : Considerando : pe después de pronun- 
ciada la sentencia de remate, el nombramienio de peritos para 
el justiprecio de los bienes embargado^ formo parte del trámite 
regular del juicio ejecutivo. 

Que conforme el artículo trescientos de la ley de procedi- 
mientos ¿rilo son apelables, eu dicho juicio, los autos que se de- 
claren taha cu la misma ley, entre los que na se encuentra el 
qm* ordena el nombramiento de peritos á los tib i s expresados. 

Por esto y atente ó lo resuelto á foja trescientos treinta y 
cuatro vuelta del expediente remitido como informe, se decla- 
ra bien 
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Agregúense estas actuar-iones a dicho expediente y devuélvase 
al Juzgado de su origen. 



KtAJAHlN t*AZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JL'AN E. TO- 
RftERT:, 



< Al HA 



El llanca nacional contra don WjUermo Aruoz, l>or cobro eje- 
cutiva de t>e$vs; ¡m tdmle sobre in/enwicion del comprador 
del bien embargado y apeídcion denegada. 

Sumario. - El comprador del bien embargado, tiene dere- 
recho de ser oído en ol incidente que se suscite sobre nulidad 
de la venta, y es apelablr el auto tp» le niegue dicha audien- 



f ; tíí((J . _ Resulta del siguiente 



Suprima Corte: 

En cumplimiento de lo ordenado por V. E paso á informar : 
Que en los autos seguidos por don Juan Antonio Diana, en re- 
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presentación del Hunco Nacional en liquidación, contra don Gui- 
llermo Áraoz, sobre cobro ejecutivo de p^asü # j se trabó embargo 
en un campo situado en el Chaco Austral . (i e propiedad del deu- 
dor, (-1 t|tie fué mandado sacar ú remate nombrándose ¡il i'fecto 
á los martilieros señores liosrh y compañía. 

Üitófl dieron cuenta desu cometido, manifestando ^iinplemeii- 
te y sin acompañar el boleto que lo acreditara que lo habían 
vendido a los señores L. T. Pintos y L. Urdanla, en la -turna de 
18.200 pesos moneda nacional. 

Hecba sab-r la op* ración realizada, el doctor Uari- H. Undri- 
gui-z, defensor del ejecutado, se presentó observa nd o que no 
constaba que el remate se hubiere anunciólo en U cabezn <«I 
partido ó lugar donde se hallaban tos bienes, requisito esta- 
blecido por el artículo 288 de la leyd* Kujuiciumiwito r'cd.ral. 
y qm« > n consecuencia le ordenas*) á los martilieros, justiltcas.-u 
haberlo llenado para poderse aprobar ei remate. Kl juz-adu 
dispuso se hiciera la intimación solicitada á los añoren BoscU 
T compañía, quienes expusieron, entr- otras razones, que en 
el caso no había sido posible hacer publicación anunciando ej 
remate, por no existir prensa periódica en el Galbo-. 

Corrido traslado al defensor del ejecutado, éste lo evacuó 
llamándose en seguida autos para resolver. 

En este estado, los señores Pintos y Urdan», alegando ser 
compradores del ramporeimitado, y que el incidente suscitado 
afectaba sus intereses, pedían ser "idos, á 1-. que el Juzgado no 
accedió € por no ser partes en el juicio ». Apelad" que fué este 
auto w fué igiialm-nt.- denegad., el n-eur>o. 

Es cuanto tengo que informar á V. V.. i quien l>ios guarde. 



Juna ti,-l Cámpüta, 
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liwiios Alf-. (i.uibrc |$d« tasó 

Vistos t*ti el acuerdo : Versando • ¡tuto apelado vtbrc purso- 
n.ria del recurrente pura intervenir >-n el incid.-nt,. vibre venta 
del inmueble ú que él se refiere, y trayendo su negativa pm&* 
mi-n irreparable, se declara m.i] denegado l\ r^cursi», y se ron- 
cede en relación. Líbrese oüciu al Jtit -¿ de la causa para la re- 
misión -le los autos, en noticia dr las parte*» 

Kepóngase el papel. 

I.UIS V, VAHELA . —ABEL HAZA* . 
(ÍCTAVIU BUNUE. — JIUN 
E, TORREKT. 



r«lli» dr I» Hu|«reiUH 4»rl* 

Hii'- .l:r<-. Un rae ¿l J< IVQUi 

Vistos y - ons[deiaiidu; ijin- se trata en el incidente proino- 
vido á toja setenta y tr. sobre la validez ó nulidad del remate 
efectuado en la causa, 

«Jueen tal caso i*s indudable la cuestión afecta de un mo- 
do directo á la persona que se reputa comprador legítimo, por 
razón del expresado reiniit". 

Por esto : se revoca el auto apelado de foja ochenta > cinco 
vuelta, d ecl arándose \ne en el mencionado incidente, debe ser 
tenido por parte el recurrente. 

Kepuest'is lo- sellos, devuélvaos. 

BENJAMIN V\Z, — ABEL KAZAN. 
— OCTAVIO bl'Nftfc. — JUAN 
E, TiPlIltENT. 



4 AINA XX Vil 



Contra Ion señares firínu, Cerro /y .•ltvJt</<i/io. f»or m*or en 
da*) f tención de mercaderías ; sohro pena tf« <fó¿iél derechos 
y cúmpeteticia 

Suman». - Í° L,i re-oluci<-n de aduana «jue elasilica una 
mercadería y condena al pago de dohles. derechos, es apelable 
para ante el ¿lie? Federal, respecto ne la imposición de la pena. 

2 o No yued .* incurrir en pt-na alguna el comerciante qué lia 
eipresado cun exactitud la especie, calidad y cantidad de los 
artículos, y üa heehu la i lasilicaciou de éstos , aceptada como 
suya por el vista. 

Caso. — Resulta de las siguientes* pieza*: 



HESOLUCIO?! l»E APLANA 

RowriO, Ociubre Vi de 1B£*5. 

Y vistor La miTcaderfa de que se traía, oída la opinión de 
! vUta. de esta Aduana, de todos tus que imponen el Tribu- 
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nal de la eapital du la República, y otros requerido* para la 
mejor apreciación, resuelvo, en uso de la facultad que me con- 
lien- el artículo 136 «le la Urdenanza, di clararla comprendida en 
la partida número 1535 de la tarifa de avalúos que time asig- 
nado v\ valor de lpe-oa el kilo. 

Y resultando: Que la casa manifestó dicha mercadería déla 
clase comprendida en la partida número 1534, que tiene elaforu 
de 1. 150 el kilo, manifestación que ha corroborado Unto en su 
declaración como en el escrito presentado uutt techa 3U de Agos- 
tn próiim-i pasado. I» que constituye una falsa manifestación. 

Por tanto, resuelvo: de conformidad ci»n lo prescnpt»* por 
los artículos 104. 128 y 930 de las Ordenanzas, condenar la dife- 
renciado valor que roultaá la pena de dobles den dios. 

llágase saber y pase é Contaduría y tesorería pura su ejecu- 
ción y á los efectus de tos artículos 1099 y 1030 de la 5 Urde- 
nanzas de Aduana, y repuestos los sellos archívese, 

MtinuH Camchito. 



VISTA IISCAI 

Seimr ,/uev; 

La cuestión sub-juttice. objwtode la apelación, se reduce sim- 
plemente á saber á cuál de l.is partida» de la tarifa de avalúos 
correspoude la mercadería solicitada á despacho, ó lo que es tu 
mismo, á qué Clasificación pertenece según tarifa, sobre el par- 
ticular, que es una cmstion de hecho ; no proceda la apelación 
para ante el Juzgado Federal, . orno terminantemente lo dispo- 
ne el artículo 137 de las ordenanzas de Aduana, y la Suprema 
Corte Nacional lo tiene establecido en inüuidad decaaos, entre 
otros en uno idéntico al que nos ocupa (série 2", tomo 3', pági- 
na 411). 
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por resolución de foja 16 vuelta, es improcedente y V. S. debe 
declararse incompi ti nte pura conocer de ella; devolviendo lo* 
¡uitos á filien <-nrresponda. 

(i. l'atent. 



¥m\\m del Jur» r*der»l 

Itoíario, RpvieHibre ¿8 de \ÜW> 

Vistos : Los autos traí los m apelación p»T los seíi»res <> ana, 
Cerro v Avendafio nV la resolución administrativa de foja 15 
vuelta, y resultando: qs« lo* señores 0*11% Cerro y Aveudañu 
solicitan á esta Aduana el despacho Ú$ mercaderías generales, y 
entre ellas dos cajones con 593kilos encaje de algoilon, ftfüiWó- 
lo á \ .60; que pasada la solicitud al vista para pe comprueba la 
exactitud de laclastlicaciuti. manifiesta estar conforme con etítr. 
que seguido A procedimiento para el dt^paelio, detiene la mer- 
ecería el guarda almacén para formar el * reparo » que eons- 
la á foja I o . por i*l cual resulta que en su opinión no corresñoií- 
de aplicará la mercadería la partida de avaluación número 1534 
sino la Úé minero 1535 ; que formado el correspondiente suma- 
rio, dictaminan "I Tribunal de l isias de la adu nia dü la Capital 
y el formado -n t>st a aduana, quo la mercadería debe aforarse 
segttn la partida deuvalúos número 1535; que el seiVr admi- 
nistrador -le «-ta aduana, en mérito de estas epímone», resuelve 
de conformidad Con «días y además condena á la pena de dobles 
dérécfcos, fundado en los artículos 104, 128 y de la. Qfoa- 
nauzas de Aduana; qué corrido traslado al tisual, de la expre- 
sión de agravios de los apelantes, dictamina desconociendo la 
competencia de este Jtu-ado para entender en !a presente cau<a. 
Y considerando : I 1 Que en . uauto á la c«mp. tencia dé) Jux- 
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ga.jo. <stá el prnveyente <Je acuerdo con el dictamen del Fiscal 
por lo qu< respecta á la primera parle do la resolución de foja 
15 vu.dta, -clarándose el Juez <in jurisdicción para decidir tí 
punto >i lo* encajes «le algodón corresponden i-lasilicarse a tul 
ó cual partida de la tarifa de avalúos, cuestión de h<>cf>o, de com- 
petencia exclusivamente administrativa, según el artículo 137 
,jr |a- Ordenanzas de Aduana. Mas. no así eti cuanto á la parte 
,1c la resolución admine irativa que condena a Los apelantes á la 

puna d*¡ floWes defecltó* . 

Kornte punto el fallo de la Aduana es apelable, ti ■- conformi- 
dad al urlieul» 1063 de las Ordenanzas y al fallo de la ^apresa* 
lurte contenido en S;i sé ne 3\ t-mo H, página 253, P«t con- 
siguiente declaro ú este Juzgado coi) jurisdicción. 

2" Que la pena de dobles derechos establecida un el artí'-ulo 
ÍKiü de las Ordenan? :ases pura cuando la diferencia del aforo hu- 
ya sido til seubierta por el vi^ta, razón por la cual le concede . 1 
mismo artículo al vista el producido -le la pena. Mas no es 
aplicable al presenta wM t porque el comerciante se ha condu- 
cido en su procciliuii-nlo para el despacho t on arreglo á la lev : 
ocurriendo con el manifiesto y copia de ta factura al vista del 
ramo t y este empleado que es el perito designado por la ley para 
(dasiücar el aforo, se ha expedido de acuerdo con la clasifica* 
ciou liecha por el comerciante, luego no cítate la diferencia á 
que se reiteren los artículos 128 y 930, entre el comerciante y 
id vista. El vista recminru en su declaración que se ha rifiiivo- 
cado en la clasificaoion, que ba cometido un error ai aforar la 
mercadería según la partida 1534 en vez de hacerlo por la de 
1535; este error del vista no puede servir de fundamento para 
¡iplicar una pena al comerciante. Kl mismo señor administrador 
ha omitido en su resolución aplicar la última parte det artículo 
U30 de las citadas ordenanzas, que disponen que el producido de 
la pena .sea en provecho del vista. BstesileU' ¡u en el administra- 
dor, sobre el destino que deba tener la multa, signiliea que re- 
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conoce ilegal que a! vista se le premie por su propio error. En 
este caso !:i lógica se impone; si no se puede cumplir non la ley 
en la aplicará n del vilorda la pena, es porque no debe existir 
pena. 

3° Que es un principio de derecho penal, que las leyes que 
imponen pena, deben ¡ip! toarse estrictamente a los casos deter- 
minailos por olla- y no aotrus caso* por extensión ó analogía, 
pues e*i faao d*- dndadeW absolverse al acusado* 

per estas consideraciones, que se incorporan ála parte dispo- 
sítiv.' 1 de este fallo, resuelvo definitivamente en esta Sala de 
audiencias : revocando l;i resolución administrativa fie Oétnlre 
12 <lt l corriente afi», en lo parte que condena a los apelantes A 
la pena d<* doble-» derechos. 

Notifín, nese con el ordinal, ra,p|ia$ÉSfe los sellos y devuél- 
vanle. 

Daniel iintfhn. 



VISTA liEL SEfinit PROCUUAIMÍk CENEHAi. 



Unenos Aire^, Petorerb 20 *\v lw«¡. 

Suftnma Cortv . 

EbCit«niro ajustada ¡i derecho la resolución del ¿üW ü V«° 
que correa foja 20 : un delio por «din sostener el reeufSQ instau- 
rada t »nr el Hroruradnr Fiscal contra ella. 

Una explicación de la tarifa, que siendo do exclusiva eompe- 
tencia de la admlajstraeitítt cae fu-rade la jurisdicción conten- 
ciosa, otra la aplioanm, do penas, que es M ^ ™> e " 
judicial. Esto fn enante \ \ * «orapeteneia del Juez n '/«o. 

En cuanto á la cuestión de fondo, parece cierto que la ley no 
ba prescrito al comerciante el d.dier de designar la tarifa que 
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corresponda á la mercadería llevada ¡i despacho. El artículo 
104 de las Ordenanzas, sólo impone entre otros al despachante, 
el deber de expresaren el in¡iniliestu la especie, calidad y euuti- 
dad de los artículos eontenidoseu los bultos. El vista, según los 
artículos 122, 127 y i 30 debe verilicnr la exactitud de esas de- 
signaciones, siendo enlónees que, según el artículo 132, pagará 
el aforo que la tarifa asigna á las mercaderías cuando, como en 
el caso, ti despachante ha desigualo con exactitud, cantidad, 
especie y calidad el error en la designación de la tarifa, que el 
vista reconoce y cm Ilesa como suyo á feju 14, es un acto de su 
«elusiva responsabilidad. No puede por él imponerse pena al 
comerciante, que (Hiede invocar una menor avaluación y hasta 
re« lámar de la impuesta, sin por ellu incurrir en pena. 

Se ha de servir V. ¡S. en mérito de lo eí puesto, cunlirmar por 
sus fundamentos el auto recurrido de toja 26. 

Sabimano Kier. 



rallo dr la feuprrm» Corle 

Ruónos Aires, Marzo 24 de 1890. 

Vistos: Ue conformidad con lo expuesto y pedido por el sentir 
Procurador Oeneral y fundamentos con cu rilantes del auto ape- 
lado de foja veinte y seis, seconJirtua éste. Devuélvanse. 

BESMSHN PAZ. — LUIS V. VAilEU. — 
ABEL BAZAH. — OCTAVIO BUKGK. 
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i -AUNA XVYIH 



Don ,1. />rt»c/if ™«/m fot -w/ií/rw! Jtisztin Uutaga fi C*, soir« 

f trucha Irstutionial 



Sumario. - No es admitida b prueba de testigos que si- 
en el último «lia Jiíl término probatorio. 



^s,,, _ Hallándose en prueV el mencionado juicio, los se- 
ñora Hocrgo y C- pi.lieron, p»r escrito presentado el 1 1 de Ju- 
lio de 1894, que se tomare dc-laraciun ¡í cuatro testigos. 

El jtteí proveyó de conformidad, con fecha 14 de Julio, seña- 
Balando la audiencia del 23 del mismo Julio. 

Notificada la parte de Fram-hi, expuso : que los dicho* testi- 
gos habían sido ofrecidos el mismo día que i encía el término 
de prueba, y no podía admitírseles, porque la declaraci-m ven- 
dría á prestarse fuera del término, por culpa de la parte. 
Que la presentación de testigos debe hacerse, por lo menos, 
tres días antes de vencer el término, romo lo ha establecido la 
jurisprudencia interpretando el artículo 120 de la ley de Proce- 
dimientos (tomos 3 y 15, páginas 76 y 49, Fallos de la Suprema 
Corte). Pidió que se revocara el auto en que se señala audiencia 
para la declaración de los testigos, con costas a la otra parte. 
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liuepo* A. <>!!•, .^tiernbrt! 15 de lKíU. 



Autos y vistos; Kcmiltiind- del certMc-ado del actuario, que el 
término de prueba venció con 1'eclia 1 1 de Julio, y apareciendo 
del cargo al escrito do fa-hu tO del mUmo, que éste fnera pre- 
sentado á laoücina actuaría ddia 11 en qui cypiraba el término 
«lt> prueba, es evidente <|ui> no estaba deotro de lo determinado 
por el articulo 120 de la ley de procedimientos nacionales; por 
esto, se deja sin efecto el auto de fecha 14 nV Julio por con- 
trario imperio; no haciéndose lugar, en consecuencia, n Jo soli- 
citado en el escrito de foja 7; y se concede la apelación en rela- 
ción que subsidiariamente se interpone para ante la Suprema 
Corte, donde se remitirán ios autos en la forma de estilo. Repón- 



Vistos: Por sus fundamentos se confirma, con cortas, el auto 
apelado de foja veintitrés. Repuesto los sellos, devuélvanse. 




Juan del Campillo. 



Falla 4$ I* Suprema 





Dtttt Enrique Sulanet aun ira (a provincia de Humos Aires, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre incompetencia é inhabilidad 
de tiíuh. 



Sumario. — I o Corresponde á la jurisdicción originaria d. 
la rjuprema Corte, la causa civil dt un extranjero contra una 
provincia» 

2 o La Suprema Corte, encargada de iuti-rpretar la Consti- 
tución en los caso* judiciales ocurrente*, ha declarado invaria- 
blemente que las provincias son demandabas ante ella. 

8° Es, por lo tanto, inadmisible la excepción de inhabilidad 
de título, fundada en la doctrina contraria. 

\ 

Caso. — El señor Solanet, extranjero y vecino de esta Ca- 
pital, promovió juicio ejecutivo contra la provincia de Unenos 
Aires, por cobro de la cantidad de 55.774 pesos moneda nacio- 
nal procedentes de letras de cambio, que fueron reconocidas 
por el gobierno de aquella. 

Dietado auto de soliendo y no vi-rilicado el pago, se libró 
mandamiento de ejecución y embargo. Trabado éste ae citó de 
remate á ía Provincia, cuy., representante opum la excepción 
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de inhabilidad de título, fondado en la incompetencia de la Su- 
prema Corto para conoce r en causas regidas por el derecho co- 
mún, suscitadas entre una provincia y los vecinos de otra, cuan- 
do aquella no fuera demaudante ; y que aun cuando así no fuese, 
un vecino de la Capital no lo es de ninguna provincia, j por 
consiguiente no es aplicable el articulo I*, iociso I o de la ley 
de jurisdicción. 



VISTA liCL SESOK NLU1.UIIADOK GESEItAL 



tíñenos Aires, Noviembre 4 dis 1890. 

Sitftrcmti Otrtr : 

Ni la Constitución nacional, ni la ley del Congreso argentino 
fio$N jurisdicción y competencia de la Sunrena Corte Federal, 
ui tu bien meditada y constante jurisprudencia de este alto 
tribunal, supremo intérprete de la Constitución, autorizan la 
excepción deducida en e.-ta cansa. 

La Constitución había declarado por su artículo 100, * que 
corresponden al conocimiento y decisión de la Suprema Corte, 
las causas que se susciten entre dos ó más provincias, y entre 
una provincia y los vecinos de otra » y el artículo 101, ampli- 
ficando la expresión general de ese mandato : < que en todos los 
asuntos en ios' que alguna provincia fuese parte, ejercerá ju- 
risdicción originaria y exehisiva i. 

De términos tan amplios, de expresiones tan genéricas, no 
puede arribarse á la limitación sostenida por el ejecutado, sin 
violar los text.» fundamentales y los principios dirigentes en 
materia de tnterptel ación. 

La ley del congreso de 14 de Setiembre de 1863 ajustó sus 
prescripciones al precepto del Código fundamental. Su artfcu- 
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tu I o en el inci>o I o . no distinguió entre demandar i ser deman- 
dado, prescindió en absorto de ta situación activa ú pasiva de 
las provincias en las causas con vi ritios di otra, para estable- 
cer que, de tales eau>as que versan entre dus á mas provincias, 

i titre una provincia y algún vecino 6 vecinos de otra ó ciuda- 
dan-súsúbdils extranjeros, la Suprema CoTte conocerá un 
primera instancia. 

En lnscausa3 (jp ver>eii entre dos ó más provincias, etc., al- 
guna lia d«' ser demandada: esta hipótesis innegable, demuestra 
que la ley no ha separado de la jurisdicción de V. K. las causas 
en que la provincia sea demandada, ó p«»r un eitranj. ro ó un 
vecino ite alguna otra. 

La historia, tantas veces estudiada, de la Constitución de los 
Estados-Unidos «leí Norte, que invoca el representante d e la 
provincia ejecutada, es contraproducente : allí comu aquí, el 
texto ronstitiidonal sujetaba á la justicia federal las controver- 
sias entre les estados; allí como aquí, la Suprema Corte en el 
comentado caso de Crisliolui con el estado de Georgia, declaró 
que los Estados podían ser demandados ante ella por el pago de 
sus deudas. 

Ksta sentencia de la Suprema Co.*e de los Estados-Unidos 
del Norte, último intérprete de la Constitución, decidía la in- 
teligencia genuina de sus términos. 

Entonces vino la sanción de las enmiendas á la Constitución 
Norte-americana, siendo la H« la que creóla prerrogativa en 
favor de los estados, de no poder ser demtndados ante el Poder 
Judicial. 

Esta fué una enmienda que correspondía al Poder constitu- 
yente, como expresamente la define su epígrafe, no una inter- 
pretación que ya había sido hecha y era de atribución del Po- 
der Judicial. 

Nuestros constituyentes no adoptarou esa enmienda ¡ prefi- 
rieron el texto originario, qae no es discutible ya, ni ante la 
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doctrina, ni ante la jurisprudencia uorte-utnerieana, que fijó 
de un í iti.inera clamé iniergiversalile, la decisión contra til es- 
tado fie Georgia. 

V. K. así I-i ka re.-ouoeido también, y la jurisprudencia de 
sus fallos debiera haber cortado la reapertura de una discusión 
•|Ui> además de tu n pudero. s razones de derecho, tiene en *u 
coutr¡?, la expresión y cará-ter de la cosa tuntas veces juzgada. 

No es admisible contra esa jurisdicción, la distinción entre 
causas del derecho cumun y juicios de un órdeu especial. La 
Constitución y la ley ->e han referido ú causas civiles, «n rol vien- 
do en esa generalidad, todas las que rige aquella ruma del «le- 
nitivo. 

procede la inconstitucional ufad invocada contra la 
ley número Mt>7 de 18 de Setiembre de 1884, que declara al 
faéro fVderal , comprensivo de los vecinos de la Capital de la Re- 
pública en los casos determinados por la h y de 





Aqmdlaley se ajusta estrictamente á la garantía fie la ("mis- 
y tt-y r< dativas á ta independencia de loa fallo* dp la 
que ha de resolver las causas entre una provincia y 
vecino* de otra- Reconocido el fundamento dominante y sínico 
de! artículo lonstitucioiial, no puedr desconocerse qñe el ve- 
cino de la Capital federal, segregada posteriormente déla pro- 
vincia de qn<' formó piarte, se encuentra comprendido en la ju- 
risdicción oreada para todos los que no eos vecinos de la misma 
provincia actora y demandada. 

l'or elíoy fundamentos de los fallo* de V. E. que han esta- 
blecido la doctrina legal y constituido una jurisprudencia uni- 
forme a su respecto, pido á V. E. se sirva desechar la excep- 
ción de incompetencia, proveyendo en lo demás como corres- 
ponda con arreglo al estado de la ejecución. 



Sabiniaiiü Kiei: 
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Buidos Aires, \lorin de 

Vistos y considerando : Que esta causa si? sigue por don 
Enrique Solanet, extranjero y vecino de esta Capital, contra la 
proriuoia de Buenos Aires, lo que pone fuera do duda la juris- 
dicción originaria de esta Suprema Corte. 

Que citado de remate el deudor, ha opuesto a ia ejecución la 
excepción de inhabilidad de título, basado en la incompetencia 
de esta Suprema Corte, 

Que funda la incompetencia en la doctrina que sustenta de no 
aar demándatele* las provincias. 

Que esta Suprema Corte, encargad ¡» de interpretar Iti consti- 
tución en los casos judiciales ocurrentes, ha declarado invaria- 
blemente que aiendo parte las provincias, pueden estaT en juicio 
tanto como demandantes como en calidad de demandadas. 

Que no es aceptable después de tan larga serie de resolucio- 
nes, una interpretación distinta de la que ellas han consagrado 
t omo el derecho constitucional del país. 

Foresto» fundamentos y concordantes de la vista del señor 
Procurador general, no se hace lugar a la excepción opuesta, y 
llévese a lelante la ejecución, hasta hacerse pago al acreedor 
del capital, intereses y costas. Hágase saber y repóngase el pa- 
pel. 

■ 

BENJAMIN PAZ. — I-LISV. V AULLA . 
— ABELBAZAK.— OCTAVIO BIS - 
CE.— JUAN E. TOKHENT. 



de «nuu — W 



Et concesionario del Ferrocarril ai VacijicK contra don Hono- 
rio F, Lttque y don h'cli¡m Gállenos; sobre expropiación 



Sumario. — En la estimación del precio del terreno axpro- 
atenderse al que podía tener vn la época déla des- 




Oto. — Resulta did 



F»ll* del 



Buenos Aire*, Judío iti de 1895. 

Autos y vistos : Estas actuaciones sobre expropiación, inicia- 
das por el Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico, contra doña 
Petrona Zamora de Arballo y seguidas después» en Tirtud de 
transferencias sucesivas, contra los señores Honorio F. Luque 
y Felipe L. Gallegos, de las que resulta lo siguiente: 

Que deducida la presente acción, la parte aetora obtuvo la 
autorización pedida en su escrito de demanda pam tomar pose* 



■ 
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sion del terreno materia de este juicio, batiendo oblado al efec- 
to, la cantidad de 1000 posos por el recibo de foja I 1 . 

Que realizado el juicio rerbál decretado de acuerdo con lo 
dispuesto en la ley de Ja materia, so procedió al nombramiento 
de los peritos propuestos por las parte>; y no habiéndose éstos 
puesto de acuerdo eu cuanto al precio <jue debía asignarse- á la 
parte del terreno »x pro piado, ó sea 6440 metros 60 centíme- 
tros cuadrados como asimismo ¡i la indemnización de los per- 
juicios* expidieron por separado sus tasaciones. 

Que el perito de ios demandados, ingeniero don Mariano 
Quintuua, estimii el valor del terreno en cuestión y la desvalo- 
rizaron del resto de la propiedad en la cantidad de 44.363 pe- 
sos <mi 42 centavos moneda nacional ( t» »j a 63», y el perito de 
la contraparte, ductur Tomás Sarmiento, avalúa una y otra 
cosa en 3300 pesos con 98 centavos, agregándole 4e interés el 
7 % desde el i D de Agosto de 1886 hasta el 1" de Diciembre de 
i894 t M'^re la suma expresada, deducidos luslüOO pesos depo- 
sitad os t ta cantidad de 1343 pesos con i& centavos, que forman 
un total de 4643 pesos con i 4 centavos (foja 84). 

Que 6 pedido de la parte de Loque se decretó una inspección 
ocular, habiéndole ■ l Juzgado consumido m el punto materia 
de este litigio, como consta por la diligencia de foja 90. 

Y considerando: Que existiendo diferencia tan sustancial en- 
tre las apreciaciones de uno y otro perito en cuanto al valor "leí 
terreno que el expropiante debe abonar, y por los perjuicios que 
de la expropiación resultan para el resto del terreno afectado por 
la traiá del ferrocarril expropiante, corresponde al Juzgado apre- 
ciar en su justo mérito las razones por uno y otro expuestas, y 
fijar definitivamente el valor del terreno y el monto de la in- 
demnización, de a« uerdo con lo que de autos resulta. 

Que según los términos de la ley de expropiación y la juris- 
prudencia al respecto establecida por la Suprema Corte, el pre- 
cio é fijar del área de terreno expropiado es el correspondiente 
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á la pr.^piudad en la época de la d es poses ion, ó sea, en el caso 
ocurrente; el I o de Agosto d<- 1886. 

Que estando de acuerdo ambos perito» sobre la extensión de 
la tierra á expropiarse, debe tomarse ésta en el concepto de que 
comprende 6440 metros 60 u< utímotrns cuadrados. 

Que para lijar el valor de dicha zona en el ano de su utii pa- 
ción, aparece e(jOítativo tomar un término medio entre el valor 
por el cual fué vendido el terreno en la escritura de. venta á fa- 
vor di- P. Alegre y el asignado al mismo -u la avaluauiuii para 
la Contribución Directa en id ano subsiguiente de 1887. 

Que para determinar la indeinimaciou correspondiente á los 
perjuicios que el resto del terreno sufre con motivo de la eipio- 
piacion, debe tenerse presente, que ya se considere <d dicho te- 
rreno en su totalidad, ó ya fraccionado en leles, según la divi- 
sión proyectada cu el plano de foja 81 , es evidente que solo 
una parte de él resulta perjudicada por la línea del ferrocarril, 
pues el resto tiene su salida natural á tos caminos adyacentes, 
y no se ven privados del benolicio del camino á San Martin de 
que antes gozaban, podiendo lb'gar ¡i él por el paso a nivel 
próximo. 

Por »'sto, fallo : disponiendo qm la empresa expropiante, pa- 
gue dentro de diez días á Ins señores Laque y Gallegos los 
6440 metros con 60 centímetros comprendidas éil la expropia- 
ción, á razón de un peso moneda nacional el metro cuadrado, 
quedando incluido un este precio la indemnización correspon- 
diente á la parte de terreno afectada por la línea, con más los 
á estilo de Banco sobre la suma que resulta una vez 
el depósito hecho por la empresa a foja I*, desde el 
día de la desposesion. 

Serán á cargo del expropia üts las costa* de actuación y ho- 
norarios de los peritos. Sol 1 1 í ojíese con el original y repón- 
ganse los sellos. 

J. V. Lahmne. 




Falto «le I* fl4*pr*iai»* Vmwte 




Bueno* Aires, Jlarzo *2*idt 1896. 

■ 

, st¡ continua la sentencia a,x<- 
devuélvanse. 



ItKMAMIN PAÍ. - ABEL BA- 
ZAS. — OCTAVIO BU.VGE. 
— JUAN E. TOHRCM-. 



VA". HA XXXI 



de Oro, contra don Tri/ou Cárdenas, por 
tíos.* sohre desorción de recurso 



Sumario. — 



ra de 




n y roejo< 



Caso. — Dictada sentencia definitiva en aquella causa, fuá 
apelada por Cárdenas, habiéndose declarado desierto el 
por no haberlo 
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¡>idió sfl dejara sin efecto la deserción, alegando 
estado imposibilitado de ocurrir ¡i mejorar el recurso, en razón 
de un fuerte ataque a la cabeza que sufrió en el 
dido para ello, durante el cual, por prescripción 




La Suprema Corte recibió el incidente á prueba, y notificada 
de cata resolución, la parte de Oro manift-stó : que á fin de abre- 
viar la tramitación de la causa, no tenia inconveniente en que 
se dejara sin efecto el auto de deserción, admitiendo como cier- 
tas las causales alegadas por Cárdenas, que no lo son, 
lo tenía expuesto. 



¡¡¡nejaos Aires, Marzo Ü5 de 1Í&6. 

No estando reconocido el hecho alegado por Cárdenas, que 
en los términos de la ley doce, título veinte y tres, partida ter- 
cera, puede motivar el pedido de foja trescientos nueve, y sien- 
do de órden público los plazos legales para la interposición y 
mejora, en su caso, de los recursos 4UbU .t.. uwa . 
dado en el áütode foja trescientos catorce vuelta. 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL RAZAN. — OCTAVIO RON- 
CE. —JUAN B. TOhBBST. 



188 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Contra don Serero Marv&ra, pvr infracción de las ordenan- as 
de aduana; sobre pena de dobles derechos 



Sumario —Incurre en la pena Av dublés den-olios el que en 
la gufafk- re movido maní 6 esta mayor cantidad de la que cuii- 
tieneii los bultos. 



IIESÜLUCUON f>E AIH'AÍU 



lltti*no* Aires, nombre de IH95. 

Vistos: lm denuncia de foja i* y la declaración precedente 
del señor M a rosca; y no aduciéndose razón alguna que justifi- 
que la manifiesta infracción al artículo 668, inciso 4°, en el 
despacho de la guía de removido número H942; fallo impo- 
niendo a) cargado* una multa igual á los dobles derechos por 
la mercadería manifestada y no embarcada á beneficio del em- 
pleado denunciante (artículos 10H y 1030 de las ordenanzas). 
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Hágase saber; pase ñ lii Contaduría para su cumplimiento; y 
repónganse los sellos. 

././/. Martínez Castro. 

r*H* del JtMV Feder»! 

Buenos Aires, Noviembre 33 ile IHfift. 

t vistos: Considerando: (|ue se halla eonsl atado en autos 
que el apelante ha cometido la infracción prevista en el artícu- 
lo C68| inciso 4* f y penada en el artículo 10H de las ordenan- 
zas, sin que sea admisible la excusa por él alegada en su des- 
eirgO, pues eiln. no se encuentra en las condiciones eligidas por 
el articulo 1057 de las mismas ordenanzas. 

Por esto, se (confirma, con costas la resolución apelada de 
foja 5. Devuelvan- lo? autos A la Aduana en oportunidad, pré- 
via reposición de seii, • . 

.í. V. Látame, 



VISTA DEL SEflOH PKOCUHADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero Ü9 de 1896. 

Suprema Corte: 

£1 mismo señor Maresca, girador de la guía corriente ¿foja 
1 ', reconoce el error en que incurrió al eipressr la cantidad de 
fósforos removidos. La le; no distingue en las infracciones de 
ta ley de aduana que puedan perjudicar los intereses fiscales, 
entre el error y el hecho deliberado. 
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El artículo 068 de las ordenanzas prescribe en su inciso 4°, 
que si la diferencia procede de haberse declarado efecto* en 
mayor cantidad de la que realmente tienen los bultos, se suje- 
tará á la pena señalada en el artículo 1011 . 

Como esa pena es una multa igual & dobles derechos sobre la 
diferencia, encuentro arreglada la resolución de foja IB, cuya 
confirmación solicito de V. E. 



Buenos Aire?, M«rzo OI de 1896. 

Visto»: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fuadamentos, se confirma enn 
costas, el auto de foja quince Tiielta, en la parte apelada. íle- 
i t devuélvanse. 



DEKJAMlíf PAZ. - LÜISV. YAHELA.— 
BA2AN.— 



CAUSA 



Btancard y C\ contra don L Itadía; sobre falsificación He 
marca *le fábrica y de comercio 



Sumario. — 1* No puede ier considerado cómplice de falsi- 
ficación, el que declara ¡i quien ba comprado los productos fal- 
Biliciidos, y de quien no se prueba que los baya rundido con co- 
nocimiento de ser falsificados. 

2" Tratándose de un específico, no es prueba de conocimien- 
to el heuuo de ser boticario el expendedor. 



Caso. — Resulta del 



15 de 189-;, 

Vistos: Estos autos iniciados por demanda de don Gastón 
Nognes, por los señores Blancard y C\ contra don L. Badfa, 
oot falsificación de muTca de fábrica. 
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Resulta: Que don Gastón Xognes se presentó á foja 17, en 
representación de los señores Blancard y C", diciendo que se- 
gún constaba del certificado de La Oficina de Marcas de fábrica 
que acompaña ( sus representados so» los únicos dueños de la 
marca con que distinguen la* pildoras de Blancard. 

Que notando hace aiguu tiempo lu disminución de la venta 
de Lis esprestidas pildoras, supieron que varias personas su que- 
jaban de que en ciertas boticas el precio de la» pildoras Blan- 
card era de más de veinte pesos la docena, mientra* que en 
otras se las vendía á diez pesos, lo quu les indujo á creer que 
fuesen falsificadas ; trataron, pues, de buscar el toco de la fal- 
sificación , i-l que fué encontrado en la droguería de don L. Jín- 
día, calle Buen Orden n niñero 639; que en esa virtud ocurría 
al Juzgado, entablando formal demanda contra don L. Badía, 
droguero, domiciliado calle Buen Orden número 639, por falsi- 
ficación dt marca de fábrica, á nombre de sus poderdantes Blan- 
card y C", y pedía se embargara en el domicilio del falsificador 
L. Badía, calle Buen Orden 039, todas las botellas, frascos, 
etiquetáis, sellos, envoltorios y prospectos semejantes á Jo-i que 
acompaña romo cuerpo del delito; se condene al demandado al 
máximum de la pena que establece el artículo 28 de la ley de 
marcas, y a pagar a sus mandantes la suma de 10.000 pesos 
moneda nacional, como indemnización de los daños y perjuicios 
ocasionados. 

Que corrido traslado déla demanda, ordenóse previamente, 
bajo la responsabilidad del demandante, el embargo en la forma 
solicitada por la demanda, dando por resultado no encontrarse 
ninguna mercadería semejante á la que motiró la orden de em- 
bargo, manifestando en ese acto el señor Badía, que había com- 
prado pildoras Blancard á un corredor desconocido al precio de 
8 pesos moneda nacional la docena, las que habla vendido á 
diez pesos d&tena. 

Que evacuad" el traslado de la demanda á foja 30 manifestó 
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el demandado Badía, que las pildoras di- Blancard de cuya fal- 
sificación se le acusa, las Lia comprado como legítimas y las ha 
vendido como tales, sin « nt tur á averiguar ni analizar sus com- 
ponentes, pues no tenía la suficiente competencia para ello, 
negando por consiguiente ser autor de ningún género de falsi- 
ficación. 

Que abierta la causa ¡i prueba fueron presentidos por el de- 
mandante, los testigos Luis Fors, Francisco Gagliardo y Artu- 
ro Escalada, quienes declaran respectivamente á foja 40 vuelta, 
41 vuelta y 42 vuelta, que lian comprado en la botica <leL. Ha- 
día, calle Buen Orden número 639, pildoras de Blancard á ra- 
zón de 10 pesos moneda naciouul la duerna de frasms, de los 
cuales presentan cuatro, los testigos Gagliardo y Pora, con la 
anotación de la fecha y parajes en que fueron comprados. 

Que nombrados peritos los señores P. Cimi, Augusto Fech, 
Albert:, Soulignuc, Aureliano Rolon y Eduardo Retienoe, para 
que dictaminasen sobre los caracteres de falsificación que pu- 
dieran presentar los frascos de pildoras Blancard, que les fue- 
ron entregados, siendo estos los mismos que presentaron al 
Juzgado tos señores Gagliardo y Fors, éstos se expidieron á fo- 
ja 45, dando como conclusiones, la siguiente; «Que en vista 
de las diferencias constatadas, declaraban que los frascos some- 
tidos judicialmente ú su exámen pericial, eran falsificados*. 

Y considerando: Que versando la presente querella sobre 
falsificación de marca de fábrica y atribuyéndose al querellado 
la falsificación de tas pildoras Blancard, correspondía al actor 
la pruebe de los extremos de su demanda. 

Que si bien se ba comprobado con el informe pericial de fo- 
ja ,. . que las etiquetas de los frascos de pildoras examinadas 
son falsificadas, nr hay en autos elementos que autoricen i es- 
tablecer que el querellado sea el autor dt la falsificación. 

Que aún en el caso de que, dados loa términos de le querella, 
se considerase que ésta importa también la acusación por ven- 
tol. uní 13 
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ta del producto falsificado, ha debido probarse que esa venta era 
hecha por el demandado a sabiendas de la falsificación, eitre- 
mo que no aparece justificado en autos, por cuanto no bastan 
para ello la circunstancia de ser boticario el expendedor, si se 
tiene en cuenta que el artículo ea 011 especifico, y que según el 
mismo demandante lo reconoce, existe tal similitud éntrela 
etiqueta falsa y la verdadera que con gran facilidad, una y otra 
pueden confundirse; ni el precio del expendio que 110 su ha jus- 
tificad» no ser el verdulero, pues la fa tura de foja . . . m ha 
sido reconocida y ear-ce de fuerza probatoria y aun cuando la 
tuviera, 110 seria bástanle para establecer el dolo del vendedor, 
pues la baratura del precio ha podido tener por causa algún 
otro hecho distinto de la falsedad del artículo. 

Que en tal concepto las presunciones que de esas eircuustan- 
eia- í se podrían derirar, 110 revestirían los caracteres necesarios 
para hacer prueba plena como lo requiere el artículo... del Código 
de Procedimientos en lo Criminal. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando improbada la ac- 
ción deducida y absolviendo por tanto de culpa y cargo al acu- 
sado tiadía. Notifí cese con el original y repuestos los sellos, 
archivese. 

./. V. Látame. 



Ilueims Aires. Mur/o 28 de 18ÍHÍ, 

YUtos y considerando : Que el demandante no ha compro- 
bado que el demandado sea autor de la falsiüeacion de su mar- 
ea de fábrica. 

yue para considerarse al demandado, en el caso ocurrente, 
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como cómplice en la fals ideación, hubiera sido necesario que 
competido judicialmente, se hubiese to gado A hacer las mani- 
festaciones á que hace referencia el artículo treinta y uno de 
la ley de marcas, 

Que por el contrario, Badía manifestó espontáneamente a fo- 
ja cuarenta y nueve que él compró la mercadería al corredor Ge- 
rónimo Lar rabón-. 1 y que éste la hubo de Thulon, domiciliado 
calle General Guido, donde tenía su laboratorio, y no consta de 
autos que se haya practicado ninguna diligencia para averi- 
guar el mérito de estas indicaciones, eomo ha debido solicitarlo 
el actor. 

Por estos fundamentos, y los d- la sentencia apelada di- foja 
sesenta y cuatro, ge conlirma ésta, con costas. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BEJÜAMIS PAZ. — LUIS V. VA HELA. 

— ABEL BAZAS. - OCTAVIO Bl'NCE. 

— JIJAS E . T01U1EST. 



CMITKA XXXIV 



La Compañía de Mandatos y Prestamos t contra don Andrés 
tinnzatez y sn esposa, por cobro ejecutivo de pesos; sobre ven- 
ta del terreno embargado. 

Sumario, — La^ palabras ad corpas, empleadas p ira anuo 
ciar la venta de un terreno, que se ha hech i coa toda la super- 
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ficie que contiene « un precio cada medida, A pagarse por el 
comprador después de la medición, significan que se quiso ven- 
der la totalidad del terreno, per» no que la venta se haya he- 
cho atl corpus* 



Caso, — iMVtana st'oteneia de remate, las partas, de eomiin 
nciard", pren'nt.iron it Juzgado un escriio tasando los bienes 
niíei-s embarcados y afectados al crédito liijioH'ciirio, materia 
de la ejecución, pidiendo que fueran vendidos por el martiliero 
don 1 uríqu A>tenuo. 

Kn dicho . -erito, las pactes, refiriéndose á uno de loa inmue- 
h!t-s, dieen: «Otr.i linca en la calle General San Martín, ;intes 
I'nerto, entre las di* >'ant¡> Ké y Córdoba, edificada en un t-rre- 
rici de 11 varas (15 centímetros de ntia, igual á 10 metros 88 
centímetros de trente al * ste, con el fundo que haya hasta ñw 
con ios herederos de don Ppdro A) mirón y D* Tomasa Muta- 
tom, que es p<n o más ó menos de 75 varas, ó sean 6<t metros 
95 centímetros; lindando por el e>te, ^on la naife Sao Martín, 
untes Puerto; por el oeste, con los menores Al mirón y Mata- 
toro; por l sud con !)" María Antonia Muñoz, y |»or el norte 
con ta finca anteriormente de esta propiedad*. 

T*a uvaluanon de esta finca fui hecha por las partes á razón 
dt 80,83 peso^ moneda nacioo.il el metro cuadrado, ó sea, á 
70 pi sos la vara cuadrada. 

N.i habiendo tenido lugar el remate, por falta de postores, 
las partes pidieron que se anunciaran nuevamente en venta, 
con base de 50 pesos vara cuadrada, debiendo aquella ser ad 
corpus. 

El Juez así lo ordenó, y el remate se verificó seguu la si- 
guiente acta: 

Kn la ciudad del Rosario de Santa Fé, á primero de Diciem- 
bre de mil ochocientos noventa y tres, siendo la hora fijada pa- 
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ra la venta de las prnpiod.i les 'upotecndus :i favor du la Compa- 
ñía de Mandatos y Préstamos, por «Ion Andrés González y su 
señora 1> H Orl'rlia Muño/ de (.iouzalez, ul martiliero don Enri- 
que Asteugo procedió ak remate, ante bastante núniuro de in- 
teresados, de (a propiedad callu- Santa Fé entre las de San Mar- 
tín y Libertad, dt'i> ritii bajo "I nú muro primero de la escritura 
de hipoteca de foja emeo; y después de r.irias ofertas fine hicie- 
ron se adjudicó á les señores Truvella hermanos y compañía, 
por la suma ríe veinte y niñeo mil trescientos pegos nacionales 
decurso legal. Acto continuo so procedí! al remate de un Jote 
en la calle San Martín, compuesto de trece y media varas de 
frente, por el fundo que expresa el título, m is ó men-'S con el 
contrállente que tiene y cuya área so determinará previamente 
a la escrituración para hacer el precio tidal. Después da vanan 
posturas fué adjudicado á razón de cincuenta y seis pesos na- 
cionales curso legal la rara cuadrada, á los mismos scñoresTra- 
vella hermanos y compañía. Seguidamente se procedió á la 
venta del lote restante eu la calle San Martín, cutre las de 
Córdoba y Santa Fé, lindero por t*l norte con el lote anterior, 
compuesto de trece varas cincuenta y cinco centímetros de otra 
de frente, por el fondo que. expresa el título más ó menos, cuya 
área total se verifícala antea de ta escrituración para formar el 
importe total dr la venta; hechas varias ofertas se adjudicó ii 
don Félix Corte, por la sama de sesenta y siete pe^os naciona- 
les de curso legal la vara cuadrada. Estos dos últimos totes se 
han vendido ad Corpus cunm queda expresado. Con lo que se 
dió por terminada el acta, que la firma el rematador señor As- 
tengo, don Andrés González, don Carlos Castilla, apoderado de 
ta eompaíiÍQ demandante don Félix Corte, y los señore.*. Tra- 
v ¡la hermanos y compañía por ante mí - l secretario autorizan- 
te que certifico. — É, Astengo. — Andrés tionsatez. ~ Cárlos 
Castilla. — FiHix Corte. — Travetta Hermanos y Compañía. — 
Ante mí: Julio Hernández. 
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Con fechad de Julio de 1894, el señor Félix Corte se presen- 
tó alJuzgado esponiendo: Que él ha comprado ad corpas no 
lote de terreno de una extensión determinada, según rezaban 
los edictos. 



Que en ese concepto se ha obligado A pagar la 




terminada, saliera más ó menos. 

Que ha reauludü más de la eateiis. an determinada en los edic- 
tos, y la compañía cree que debe pagar también al precio de 
remate, el exceso que se ha encontrado. 

Que no puede admitir «enlej íate cosa, pues la compra que 
ha efectuado ha sido ad vorpu$ t por una extensión fijada en los 
avisos. 

Terminó pidiendo resuelva el punto sin forma de pleito, ha- 
ciendo presente que está dispuesto ;Í deportar el preciosi se de- 
clara que la venta es ad carpus, y en caso negativo opta por la 
rescisión áél contrato, no sólo por haber sido inducido en error 
por ios avisos, sinó también porque el exceso encontrado es de 
un vigésimo. 

La parte demandante, evacuando el traslado que se le confi- 
rió, dijo: Que para que la venta se considero ad corptis es ne- 
cesario que la cusa vendida sea en masa y en su conjunto, por 
un solo y único precio, t omo lo ensena Marcadé (tomo 6°, pági- 
na 149), á quien sigue el codificador argentino en sus artículos 
1340 á 1348, sin que pueda sostenerse que las disposiciones 
■ outenidas eu estos arlíoutos se refieren sólo á los muebles, pues, 
como dice el doctor Segovia, sus términos son absolutos y com- 
prenden también á los inmuebles. 

Que con arreglo á estos principios, aun cuando en los edictos se 
emplee la expresión ad corpw, la venta no se hizo así, por cnanto 
no lo fué por un precio único, sínó a tanto la vara cuadrada. 

Que esa cipresina se ha usado impropiamente eu los edictos, 
para indicar que se vendía el terreno y edificios encerrados den- 
tro de muros. 
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Que aun cuando los edictos contienen la expresión ad corpus, 
de sus mismos términos resulta que la venta se anunciaba á 
tanto ia medida, lo que excluye aquella forma. 

Que, además, en el acta de remate suscrita por el señor Cor- 
te, se estableció que el área total del terreno comprado áraion 
de í>7 pesos la vara cuadrada, se verificaría antes de firmársela 
escritura para formar el importe total de ta venta. 

Que dados estos antecedentes no puede sostenerse que la ven- 
ta fué ad corpus, desde que faltan los elementos necesarios 
para ello. 

Que, en consecuencia, el caso está regido por el artículo 1343 
del Código Civil, y no por los artículos 1 346 y 1347 á que pre- 
tende acogerse el señor Corte, po.- cuanto no puede resultar el 
excedo de área á que estos se refieren, desde que la venta se lia 
hecho sin indicación de área y á tanto la medida. 

Que los señores Travella, compradores de otra fracción de te- 
rreno, lo hanenUodid.i asi, depositando el importe de toilas las 
varas cuadradas que resultaron de la medición* 

Que esa misma inteligencia di¿ también el señor Corte al 
contrato, cuando de acuerdo con el ejecutante designaron peri- 
tos agrimensores para establecer la superficie total del terreno 
vendido, lo que se ha verificado según el plano que acompaña. 
Que este heebü no se explica, si la venta hubiese sido ad corpus, 
como no se explica también que haya ofrecido, eorao lo reconoce 
en su escrito, abonar 52.000 pesos, al contado, y co< *tuir por 
el saldo hipoteca a favor de la compañía actorn, cin j saldo de 
20 y tantos mil pesos unido a la cantidad anterior, hace un total 
de 72.000 pesos, que se necesita parala compra ád mensuram; 
pnes si fuese ad corpus sólo nrcesitaría 67.000 pesos. Que en la 
solicitud presentada a la compañía pidiendo el crédito, expresa 
(¡ue la compra la hizo por 72.360 pesos, y aun ouando existe una 
pequeña diferencia con el precio verdadero, ello importa reco- 
nocer que la venta no fué ad corpus. 
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Que, por último, el misma señor Corte ha manifestado á la 
Compañía, en diversas ocasiones, su conformidad con el área re- 
sultante, y solicitado que no se urgiese la oblación del precio, 
h asta tanto pudiese terminar ciertos arreglos para procurarse 
fondos. 

Terminó pidiendo se declare que la venta nn ha sido ad cor- 
ptts, y obligado al señor Corte á cumplir el contrato, y en su 
¿efecto á abonar la diferencia de precio que resulta en un n ne- 
vo remate y las rostas y gastos causados, con arreglo al artículo 
291 de la ley de procedimientos. 



twllitdel Juca Federal 

Rosario, Agosto U *lt Ihí'l, 

Visto el llamamiento de foja 74 vuelta, relativo al incidente 
promovido por don ^élix C -rte, comprador en remate público 
de un bien raíz de propiedad de don Andrés González V su es- 
posa, subastado por la ejecución seguida en contra de éstos por 
la compañía de « Mandatos y Préstamos », expresando el señor 
Corte que- la artqnisici m quebizo de isa propiedad en el remate 
de 1* le Diciembre del año próximo pasado, lo fué cu ■ alidad 
de compra uú corpus y que, por tanto, no seeiieueiitra nbligado 
ú abonar el exceso que boy >e le exígia en razón de haber resul- 
tad o dicha propiedad, d^pues de su medición, con una área 
m-iyor. 

Y considerando: i° Que auto la manifestación que el señor 
Corte hace en su escrito de foja Ül, en qne la ariieulacíon se 
formula, deque desea su decida ésta con la brevedad y sin for- 
ma de pleito, el Juzgado no cree necesario dar nuevo traslado á 
los ejecutados, encentrando en las constancias de autos los ele- 
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mantos necesarios paraformaino uu criterio suficiente que sus- 
tente en justicia la resolución a pronunciarse. 

2? Que el artículo 1340 M Código Civil enseña que la venta 
es á peso, cuenta ó medida, euando las cosas no se venden en 
masa ó por un *olo precio . 

3- Que la venta de la referencia se ha realizado üu las con- 
diciones del artículo citado, puesto que lo ba sido ;í un preño 
fijo poi cada medida, ó sea á un tanto la medida, 1» que indica 
no haberse ürifie.ido la venta predi cha en la calidad de ad 
Corpus. 

4° Q Ue e l acta de foja 50 suscrita por Corte rohneudose al 
área vendida textualmente dice asi : f Cuya área total se veri- 
ficará antes de la escrituración para formar el importe total de 
la venta», lo que demuestra con evidenc ia el liecbo de que la 
compra-venta no fué llevada á cabo ad corpas, como Corte lo 
afirma, sinó por el contrario puf un precia dado cada metro ú 
medida de la tierra subastada . 

5° Que aunque los edictos huyan usado del término ad cor- 
pus y en esa forran hubiera sirle la primera intención que Or- 
te hubiera tenido para conenrrir á la subasta, en el acto de esta, 
ó sea al establecerse el emirato definitivo, aquella fórmula 
quedó modiücada por la contención apresa de las partes en 
los términos precisos del acta de foja 50. suscrita y aceptada 
por Corte. 

6 o Que en preseuria de lo anterior no puede decirse exista di- 
ferencia de más en el área comprada, puesto que se contrataba 
y adquiría todo lo que llegase á resultar de la medición, . para 
formar el importe total de la venta», según la expresión del 
acta de foja 50, no siendo asi. por consiguiente.de aplicación al 
caso lo dispuesto en los artícelo, 1346 y 1341 del Código Civil 
que la parte de Corte invoca. 

7° Que por el contrario, la disposición legal que rige el sub- 
índice, es la contenida en los artículos 1343 y 1342, de igual 
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Código, cuando éstos establecen que en las ventas hechas al pe- 
so, cuenta ó medida, el comprador puede obligar al vendedor, 
á que pese, mida ú cuente y le entregue la eo*a vendida; y el 
vendedor puede obligar al comprador á que reciba la cosa con- 
tada, medida ó pesada y satisfaga el precio de ella. 

Por estos fundamentos y loa concordantes del escrito de foja 
65, so declara que la compra hecha por don Félix Corte ha si- 
do á la medida y no atl eorpUS, f por tanto que é<-*e se encuen- 
tra obligado á consumarla, abonando id valor corrí' k endiente al 
área total exacta que resulte tener la propiedad subastada, sin 
tener facultad de pedir ta rescisión del contrato; o en defecto 
de lo .interior, se declara pesar sobre dicho don Félix Corte la 
obligación de abonar la diferencia de precio que resulte de un 
segundo remate y las costas causadas con ese nmtivo, de acuer- 
do con lo establecido en el artículo 291 de la ley nacional de 
Procedimientos. Hágase saber con el original y repónganse 
los sellos. 

(i. Escalera tí Xuvtria. 



Uuenos Aires, Marzo 28 de lb06. 

Vistos y considerando ; Que según resulta del acta de foja 
cincuenta, el terreno que motiva esta cuestión fué vendido con 
toda la superficie que contiene, a un precio cada medida, obli- 
gándose el comprador á pagar lo que resultara do la medición 
que debía verificarse antes de la escrituración, para determinar 
el área total de ta cosa vendida y consiguiente importe, tam- 
bién total de la venta. 

Que esas designaciones demuestran basta la evidencia que la 
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venta no ha bido ad corpas, y que si se empleó tal palabra en el 
acto riel remate, fué Un sólo para indicar que se comprendía 
en lávenla la totalidad del terreno. 

Por estos fundamentos, y coiieonUutes de la sentencia ape- 
lada de foja ochenta y ocho, se continua é*ta con costus. 

Y observándole que en la citada acta «le remate de foja cin- 
cuenta y en otros varios escritos y diligencia* de la causa, se 
ha infringido la ley número ochocientos cuarenta y cinco sobre 
sistema métrico decimal, se llama la atención del inferior al 
respecto para la imposición de las penas á que haya lugar con 
«reglo á dicha ley. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



Oiminal contra don Quirico Carranza, por sustracción 



LUIS V. VARELA. — ABEL BAIAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JL'AS E. TO- 
KHEST 



4 AU*4A XXXV 



de valores 



Sumario. — i" Debe absolverse al procesado, si de tas pruebas 
producidas no resulta ser autor del delito. 
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2 o No habiéndose interpuesto recurso de apelación, im puede 
haber adhesión á él. 



OííO. — Jt*'SllltU dül 



t ulln del Jiifi §>d*rwl 

Córdoba, Diciembre ¿(i o> 189*1, 

Y vistos: La causa seguida por denuncia de la administra- 
ción del Ferrocarril Nacional Andino, contra ti individuo don 
Quirico Carranza, do 26 años, soltero, ex- empleado de la men- 
cionada administración, argentino y domiciliado en líii> Cuarto, 
por suponérsele autor dula sustrae-ion de un valor por 1543 
pesos 91 centavos nacionales, producto de la recaudación de 
la «-stacion Villa Mercedes, líe^ulta que >>n el tren número 2 
del día 9 de Julio del corriente año, el guarda-encomiendas Ro- 
gelio Mnrot condujo varios valores entre los que iban tres pro- 
cedentes de Villa .Úen edes. Al llegar él guarda á Kio Cuarto 
iMitri'gó toda la correspondencia al jefe de la estación y entre 
ella l is tres valoras de Villa Mercedea, y el conductor nada re- 
clamó. I¿1 jefe señor Carranza, guarda todos los valores en un 
cajón y al día siguiente al entregar al tesorero de la adminis- 
tración los valares, éste notó la falta de uno de los tres que co- 
rrespondían á la recaudación d*i Villa Mercedes, 

\ considerando: 1" Que la responsabilidad criminal que el 
.efior Procurador Fiscal atribuye á Carranza no aparece enui- 
probadii ni p*ir pruebas directas ni por presunciones que no ad- 
mitan una fácil explicación contraria; faltan las presunciones 
varias, directas y concordantes prescritas por el artículo 358 del 
Código de Proselimientos en lo Criminal, para formar la prue- 
ba judiciaria. 
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Kl ht^ho fie encontrarse en su poder la guía referente al valor 
extraviado aunque arroje una presunción de haber recibido el 
referido valor, no constituye una prueba, por cuanto falta el re- 
cibo, y la carencia de este documenta esencial hace muy posi- 
ble la preauneion deque Marot un entregara el valor, pues era 
éste el principalmente obligado á muñirse del recibo de porte 
del jefe Carranza. Por manera que si aquella circunstancia ha- 
ce presumir que Carnuza rccibióel valor, la f alla de recibo de- 
muestra por derecho que no lo recibió, Por otra parte, este solo 
documento demuestra el recibo, y la omisión de Carranza sólo 
haee presumir que <ufri6 un descuido al no haber visto la guía, 
omisión mucho menos jriiv<- que la de Marnt de m exigir 
recibo , 

2 rt Además es muy posible que si "se valor ie fué entregado 
por Mtirot éste hubiera sido sustraída del lugar en que lo pu- 
siera ' arrunza, por un tareero, desde que osiá eomprobado que 
entre el momento del recibo de los valore* ó el descubrimiento 
de la falta de uno de ellos, intervalo en el cual permanecieron 
dentro del oajon, entraron en laoücina, en ausencia de Carran- 
za, varias personas, 

3 o Que la Suprema Corte de Justicia nacional tiene varias 
veces declarado especialmente, en resoluciones de fecha Octubre 
4* de 1893, que no es autor de sustracción, que es un hecho 
positivo de hurto, un empleado que recibió y guardó, en un ca- 
jón de que él solo tenía la llave, un valor, y días después encon- 
tróse que había desaparecido, en vista de que cabía la posibili- 
dad deque otro la hubiese sustraído. 

4 a Si el procesado Carranza hubiera sido el autor de la sus- 
tracción, á fin de dificultar laa pruebas de su delito habría usado 
un procedimiento diverso con el empleado Oijena que le recibió 
los valores ó habría ocultado el recibo de la guía, añadiéndose á 
todo esto los buenos antecedentes del procesado, comprobados 
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Derruyendo Carranza la guía, alejaba de sí una presunción 
que le era contraria; ocultando y aun sustrayendo los otro* dos 
valores de Villa Mercedes que vinieron juntos cotí el perdido, 
habría aparecido que éstos no llegaron á Rio Cuarto. Estaba, 
pues, en el ínteres de Carranza proceder de otTa manera y esta 
circunstancia, habiendo procedido como lo ha hecho, es un con- 
tra indicio de considerable importancia que baee imposible una 
conclusión condenatoria para Carranza. 

5* Que de este proceso resulta sin embargo endenté la falta 
en el cumplimiento de sus deberes por parte del jefe interno 
señor Carranza y del guarda-encomiendas señor Marot, y por 
tanto la responsabilidad civil por el dario hecho á la empresa por 
ambos con la omisión dt- diligencias que habrían tendido a" des- 
cubrir al momento, la falta del dinero y eritar su extravío. 

El procesado Carranza omitió observar oportunamente que 
no ob-tantu entregarle Marot una guía por el valor perdido, 
íste no se lo ^ntre^aba, dado caso de que hubiera sido así. Con 
esa observación quedando probada la faltade Marot, éste habría 
sido el responsable. Ambos son, por lo expuesto y lo prescrito en 
el Código Civil, artículos i IOS) y 1 112, civiluviiti responsables 
por el daño ocasionado por su di- nido y sin perjuicio de las 
responsabilidades de mandatarios de la empresa, especialmente 
de Marot. 

Por estOS fundamentos, y otros que se omiten fallo : definiti- 
vamente juzgando, absolviendo de culpa y pena al procesado 
Qoirico Carranza por el delito de sustracción de la suma de 
1543 pesos 91 centavo-; nacionales, á la administración del Fe- 
rrocarril Andino, sin perjuicio de sus otras responsabilidades. 
En consecuencia mando que, ejecutoriada la presente, sea pues- 
to el procesado en libertad. Hágase saber con el original, 
transcríbase y oportunamente archívese. 



C. Moyatto iUtcüüa. 



VISTA del seSor procurador geneaal 



IlLien^ Aires. Febrero il «le 18**6. 

Suprema Corte : 

El procesado no lia reconocido que recibiera lo* valores per- 
didos ó sustraídos. A! contrario desde su declaración de foja 6 
adulante, ha negado c itegóricamente que recibiera esos valores, 
expresan do solo que ha encontrado dos de dicho* valores des- 
pués entreverados entre la correspondencia conducida por el 
guarda-encomiendas. 

El reciho que debiera existir en poder del conductor, j que 
sería la prueba fehaciente de la entrega no ha sido otorgado ni 
en tiempo ni después, mi omisión en a ;tos tan trascendentales, 
suprime la prueba procedente de la entrega. 

La prueba legal del .cargo contra el procesado que niega el 
hecho imputado, no puede suplirse con las presunciones que 
emanan del hecho de haberse encontrado la guía del valor per- 
dido entre los sobres y el de no haberse anotado en la foja de 
observaciones. 

Esas presunciones no bastan por hí para establecer la crimi- 
n ilidad, mucho más cuando el procesado exprosa al respecto á 
fojas 6 y 8, que viniendo las anotacioues de diversas estacio- 
nes, no había notado la falta, á lo que puede agregarse que ha- 
biendo pasado alguuos días entre la recepción y la entrega, pu- 
do sustraerse por mano extraña el valor no encontrado. 

La falla de una prueba cnncluyente 6 de presunciones, tan 
pertinentes como requiere el artículo 35S del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal para suplirla, no me permite apoyar al 
señor Pro urador Fiscal ea la petición de una penalidad tan 
grave cuino la que impondría al hecho, si fuese plenamente jue- 
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tilicado, el artículo 80 que invoca de la ley sobre crímenes con- 
tra la nación. 

Cediendo por ello, al principio ronsignndo en el artículo Í3 
del Código de Procedimientos, me inclino a pedir í V. E. la 
confirmación de la sentencia absolutoria que corre á foja 92. 



gg ductor Anjrel Pizarra Lastra, pnr Carranza, contestó el 
traslado conferido de la vista del señor Procurador General, y 
al hacerlo adhirió á la apelación interpuesta por el ministerio 
fiscal en 1' instancia, pidiendo á la Su pronta Corte que se ab- 
suelva A su representado de la respnsabilidad civil i que le con - 
dena la sentencia recurrida. 

Contestando el traslado de la adhesión, se expidió la siguiente 



Suprema forte: 

El procesado no interpuso en tiempo recurso alguno contra la 
sentencia de foja 92. 

Sólo le era dado, ent&neeB, adherir á la apelación del Minis- 
terio Kincal, y esa adhesión tuviera erecto según el artículo 
522 del Código de Procedimientos en lo Criminal, con motivo 
de la expresión de agravios del apelante. 

Peto resulta que el representante del ministerio no expresa 
agravios y acepta la sentencia, lo que implica el desistimiento 
del recurso. 

En tal caso, la adhesión, que supone necesariamente la sub- 



Sabiniano Kier. 




Hui iios Airo!¡. Mareo 17 «lo 189ti. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



209 



sisteucia del recurso manifestada por la expresión de agravios 
del recurrente, no puede tener efecto y la modificación de la 
sentencia en la parte no recurrida en tiempo por ninguna de las 
partes, resultaría legalmente improcedente. Pido por ello, i 
V. E. se sirva así declararlo, no Luciendo lugar en consecuen- 
cia á la modificación solicitada al final del escrito de f 



Sabinianu Kier. 



Bueno* Aires, Abril 9 de 1896 

Vistos y considerando: Que no está probado que el procesado 
haya recibido el bulto valor declarado, f»or el que se ha forma- 
do esta causa. 

Por esto, y por los fundamentos de ta vista del señor Procu- 
rador General de foja ciento dos, y concordantes de la sentencia 
de foja noventa y dos, se confirma ésta en la parte apelada; no 
haciéndose lugar á la adhesión al recurso, deducida por el de- 
fensor del proceaado, pomo baber mérito. Devuélvanse, 

BENJAMM PAZ. — ¿BEL BAZAR. 
— OCTAVIO BU RGB. — JUA» ■ 
lOMIENT, 
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/>üh .(«íohío Valteli contra don Adolfo Villalba, por falsifica- 
ción de marca de fábrica; sobre fianza de arraigo y em- 
burtjo. 

Sumario. — I o En los juicios criminales por falsificación de 
marr» de fábrica, no procede la excepción dilatoria de arraigo 
del juicio. 

2" En los mismos, es procedente el embargo do los objetos 
que han serrido oara cometer el delito que se acusa. 



Caso. — Duti Antonio Valicti, dedujo oottttu Villalba, que- 
relia criminal por falsiiicacion de marca de fábrica, y obtuvo 
embargo dolos artículos tuque se habí:i usa-lo la marca que 
consideraba falsificada, 

Villalba contestó la acusación, y por otrosí manifestó que : 
de su exposición, resultaba que el Juzgado había sido sorpren- 
dido al pedirse y orinarse el embargo , que éste no es proce- 
dí nte, por no ser aplicables tos artículos 32 y 33 de la ley de 
marcan de fábrica j de comercio, ni ci artículo 208 del Código 
de Procedimientos en lo criminal; que, en consecuencia, debía 
lev.uit irs*- di. bo embargo, y así lo pidió, solicitando, ;il minino 
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tiempo, que el actor arraigue el juicio, bajo apercibimiento da 
sobreseerse en él. 



rail* 4*1 Juez Federal 

Buenos Aires, Abrii 29 de 1895. 

Y vistos: Considerando: Qae dada la naturaleza y los térmi- 
nos de las peticiones contenidas en el primer y segundo otrosí 
del escrito de foja ellas se han propuesto de manera á exi- 
gir á su respecto uu pronuncumienti préíio á la continuación 
del juicio. 

Que ul embargo á que se refiere la primera petición, ba sido 
trabado en consonancia con Jas disposiciones Legales del caso. 

Que el arraigo del juicio solicitado en el segunda otrosí, no es 
procedente en causas del género de la presente, como reiterada- 
mente lo ba resuelto este Juzgado y confirmado la Suprema 
Corte. 

Por esto, no resuelve desestimar las referidas peticiones, con 
costas, atento lo dispuesto en el artículo 14i del CóJigo de Pro- 
cedimientos en materia penal. Repóngase el papel. 

./. I\ Latanne. 



Fallo de I* B«p#em* l'trte 

Uueuríí Aires, Abril 1) d> 1896, 

Vistos y cunsideran-Jo: Que dada la naturaleza criminal de 
la causa, es procedente, con arreglo al C6digo de Procedimientob 
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de ta materia, él embargo trabado sobre los objetos que ban 
servido para la comisión del hecho que se acusa como delic» 
tuoao. 

Por esto, y los fundamentos del auto .ipelado de foja cin- 
cuenta y cinco ?uelta, se confirma éste, con costas. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

LUIS V, VAHELA, — ABEL HAZAN- 
— OCTAVIO BURGE. — «JAN E. 
TORRERT. 



CAUSA XX A VII 

■ I I. ,— —- ■ I. MPM.— — ■«W WI- — W^,— .- ' ' — — —*** 

Don Daniel Cosvri contra don ¡jorcnzo Taborda, por reivindi- 
cación; sobre falta decomtitucion de domicilio y desistimien- 
to de la demanda. 



Sumario.— La falta de conatituoion de domicilio por parte 
del actor, advertida durante el término de prueba, no autoriza 
á pedir que se le dé por desistido de la demanda, sino a que se 
subsánela omisión. 



Caí©.— Don Antonio Hernández, por Cosini, entabló la de man- 
da, exponiendo: que en representado habla comprado el terreno 
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sobr>: que versa el juicio, 4 don Tadeo ALmada. Que Cosioi, 
cuando iba á tomar posesión del terreao comprado, se enooo- 
tió con que don Lorezo Taborda había tomado posesión de él . 
Fundado en estos hechos dedujo la acción reivindicatoría con- 
tra don Lorenzo Taborda, y pidió que se citara de efhcion al 
Tendedor don Tadeo A imada. 

En esta demanda, el apoderado Hernández no constituyó do- 
micilo. 

Acreditada la competencia del juzgado, ést-- corrió traslado y 
proveyó de conformidad respecto de la citación de eviccion. 

Notificado A Imada, el citado de eviccion, presentó escrito en 
90 de Junio de 1886, confiriendo poder apud acta, a don Aber- - 
tauo Quiroga, domiciliado en ta calle San Luis número 136, para 
que lo representara en todas las diligencias que en lo sucesivo 
hubieran de entenderse con él, El Juez mandó tener por parte 
al apoderado Quiroga, 

Por escrito presentado el 20 de Agosto del mismo año 86, 
constituyó suapoderado ádon Juan S. Cavia, á quien se man- 
dó también tener por parte. 

No habiéndose contestado la demanda dentro del término 
legal, acubada rebeldía, el Jaez de sección declaró rebe'.du al de- 
mandado Taborda; pero la Suprema Corte revocó la sentencia 
de dicho juez y declaró que el demandado tenía derecho A ser 
oído en la causa en el estado en que se hallaba. 

Devuelto el eipediente al Juez de sección, se recibió la causa 
á prueba; y el secretario dió cuenta de que no había notificado 
ádon Antonio Hernández, apoderado del demandante Cosiui, 
por haberse ausentado, residiendo actualmente en la provin- 
cia de Entre Ríos. 

A pedido del demandado, ordenó el Juez que ta parte actora 
constituyera domicilio dentro de tercero dia t bajo apercibimien- 
to ; y este decreto no se notificó á Hernández por la misma ra- 
tón de ignorarse su domicilio. 
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La parte demandada, fundada en que por la ley debió el ac- 
tor constituir domicilio y en que no debió dársele audiencia 
desde que no lo constituía, pidió que se hiciera efectivo el aper- 
cibimiento decretado, y el Juez dictó el siguiente aato: 

Rosario, Setiembre 15 ele 1891 

¿parte de que como se comprueba por el escrito de foja 15, 
don Tadeo Almada ha salido i la eviccion en este juicio y tanto 
éste como el señor Abertano Quiroga, que lu representaba, tie- 
ne constituido domicitiu legal, pudiendo por tanto y hasta de- 
biendo proseguirse con ellos el presente, en razón de haberlo 
hecho propio por su aceptación en la l vi ce ion. A parte de eBto, 
resultando M mismo de la diligencia del actuario, corriente & 
foja 71, que el procurador del demandado, don Antonio Her- 
nández, tiene su domicilio eu Entr» Ríos, diríjase eihorto al 
señor Juez Federal de dicha soccion para la notificación del 
mencionado señor Hernando!, la que deberá hacerse bajo los 
apercibimientos que correspondan en derecho, con emplaza- 
miento de cinco días. Repónganse. 

Escalera, 

r 

Con fecha 22 de Setiembre del mismo año 91, don Antonio 
Hernández, sin constituir tampoco domicilio legal, pidió que 
la pros.-eu. ion del juicio se entendiera con don Tadeo Almada, 
citado de eviocion, y el Juez pruveyó de conformidad. 

En consecuencia, el apoderado de Almada, don A» Quiroga, 
presentó escrito sosteniendo que su representado no se encon- 
traba obligado ó seguir el pleit-i y pidiendo que el Juez revo- 
cara su auto. El Juez corriú traslado de la revocatoria y mandó 
ve hiciera saber á Almada la renuncia del poder. 

Después de esto, el Jaez declaró i la parte de Almada, de- 
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sistida de su ioterfencion en el juicio y mandó que ae notifi- 
cara al actor por edicto, el auto que le mandaba constituir do- 
micilio (foja 72 vuelta). 

Publicados los edictos, no habiendo comparecido el deman- 
dante Cosini, á solicitud del demandado, dictó el Juez el si- 
ga iente auto : 

Palla 4*1 Smtw. ¥m*mi 

Kosario, ArosIo U da 1803. 

Autos y fistos : Atento el informe verbal del secretario en 
este acto, confirmada la exactitud de la publicación de edictos 
ordenada, y teniendo en consideración que el demandante ha 
resistido cumplir la obligación de constituir domicilo legal, 
como debió hacerlo desde su representación en juicio, sin tener 
derecho & esperar que el Tribunal lo exigiera, pues él llama- 
miento decretado por éste ha procedido sólo en virtud de una 
consideración de equidad, propendiendo á facilitar i la parte, 
dentro de límites legales, la conservación de los derechos que 
pudieran correspondcrle. Por tanto, y debiéndose considerar la 
actitud del demandante como deserción del juicio, se repudre 
declararlo desistido de la acción, con costas. Notifíquesele la 
presente en la forma establecida para Us W%m en rebeldía» 

G. Escalera tj ¿uviria. 

Publicad» esta resolución por edictos, se proseutó don An- 
tonio Hernández, por Cosini, con fecha 29 de Mayo ¿e 189», 
exponiendo : 

Que por casualidad oyó conversar en la secretaría, sobre si 
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•e le notificaba 6 no, y se informó de la resolución declarando 
desistida ta demanda. 

Que el procedimiento que se habla seguido era vicioso, pues 
no se había declarado la rebeldía ni se le había juigado oomo 
rebelde. 

Que sabiendo que Cosini, que tenía representante, se había 
amentado para Europa, se le había llamado, conociéndose el do- 
micilio de él (Hernández), que tiene otros asuntos ante el Juz- 
gado, en tramitación. 

Que habiendo informado el secretario qne se hallaba en En- 
tre Ríos» se le mandó citar por medio de exhorto, y esta pro- 
Tidenoia no se había cumplido. 

Que se había consentido 4 Al mada, después de haber salido á la 
efíccion.que no cumpliera ron ta obligación que ésta le impone. 

Que abierta la causa á prueba, sin haber vencida el término 
de ella, ni verifieádose el auto como correspondía, se había re- 
suelto la cansa. 

Que en la faltado coustituir domicilio no tiene otra pena que 
el de no darle audiencia. 

QueníTaborda ni su apoderado Quiroga han dado tas copias 
que prescribe el articulo 8 a de la ley de procedimientos. 

Pide que en ristade tan graves faltas, se revoque la sentencia 
de su referencia, con costas, y en casu denegado se le conceda 
apelación para ante la Suprema Corte. 

Corrido traslado, contestó Taborda exponiendo: que el mismo 
recurrente confiesa que su omisión de constituir domicilio ha 
sido la caasade lo sucedido, y desde luego, las consecuencias no 
deben recaer si nÓ sobre £1 . 

Que Ja petición de revocatoria es manifiestamente impro- 
cedente ante las constancias de autos. 

Que la sentencia contra la cual se reclama, lia pasado en au - 
toridadde cosa juzgada. Pidió que no se hiciera lugar á la 
revocatoria, con oostas. 
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Rosario. Diciembre 29 ilelfftJ. 

T vistos : No encontrando mérito para la revocatoria que se 
solicita por la parte de Cosini, pues precisamente el motivo fun- 
damenta! de la disposición que se impugna, se encuentra con- 
fesado por esta misma parte en el primer párrafo de su escrito 
de foja 125 ; no se hace lugar i la revocatoria pedida y se con- 
cede la apelación interpuesta, debiendo elevarse los untos con la 
nota de estilo y emplazamiento de las partes por el término de 
ley. Repónganse. 

ti. Escalera f/ Zuoiria. 



rali* «« i» 



Itu.-nos Aires, Abril 11 de 1806. 

Vistos y considerando : Que aunque es verdad que el deman- 
dante no constituyó en su escrito de demanda, domicilio legal 
para el juicio, no lo es menos que no obstante tal deficiencia la 
causa se continuó y tramitó en primera instancia y aun ante esta 
Suprema Corte, con motivo del r. curso resuelto ú foja sesenta. 

Que en consecuencia y una vez advertida la citada omisión 
ge ba podido y debido exigir su subsanacion, habiéndose al 
efecto la debida notificación a I representante del demandante 
en et juicio. 

Que esa notificación no se lia Lecho en formu alguna, no ha- 
biendo, por otra parte, ley que, en el estado de la causa, permita 
se dú por desistido al demandante de ta acción deducida. 
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Por esto y estando ja constituido el domicilio en el escrito de 
foja ciento veinticuatro, se revoca el auto apelado de foja noventa 
y ocho vuelta, debiendo, en consecuencia, seguir la causa según 
bu estado. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAEAN. — OCTAVIO BUH- 
GE, — JUAM E. TOSRENT. 



■ 

« UNI XXXVIII 



Maliman y Lavoisier contra dan Carlos Junad, por cobro de 
pesos; sobre competencmy nulidad 

Sumario.— Debe dictarse nulo todo lo obrado en las cau- 
sas en que no se acredite el fuero federal. 

Caso. — Ka la expresada causu, el secretario dió cuenta á la 
Suprema Corte, que no se liabía acreditado efr fuero federal. La 
Corte, en vista de esto, mandó devolver los autos a) juigado de 
bu procedencia, para que3e llene ese requisito. 
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Recibidos los autos, el juez de sección señaló un término al 
efecto, y no habiendo las partos, duranteél, hechogestion algu- 
na para el cumplimiento de lo ordenado, elevó nuevamente los 
«utos á la Suprema Corte. 

rail* de I» SwprrMM Carte 

Bueno* Airea, Abril 14 de 18ÍHÍ. 

Vistos en el acuerdo: Resultando del auto de foja ciento seis, 
que no se ha acreditado que el conocimiento de esta causa co- 
rresponda á Ja justicia federal, por razón de las personas, déjase 
sin efecto todo lo obrado en ella; y devuélvanse los autos al juz- 
gado de su procedencia. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA» — ABEL RAZAN . — OCTAVIO 
BUNCE. — JUAN E. TOhftENT. 



1AUHA XXXIX 

Don Benjamín Giménez Vuz contra el flanco Hihotecano de la 
provincia de Buenos Aires: sobre cumplimiento de un contra- 
to de venta. 

Sumario. —La venta hecha bajo la condición de ser apro- 
bada ó poder ser desaprobada por el Directorio del Banco Hi» 
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potecario, oo autoriza ¡i pedir su cumplimiento, si el Directorio 
la desaprobó. 

Cuso.— Resulta fiel 



Falla M Jttec federal 

Lo PlaU, Octubre 3ü de 1883. 

T vistos: los seguidos por don Benjamín Giménez Paz con- 
tra el Banco Hipotecario de la provincia de Buenos Aires, sobre 
cumplimiento de un contrato y demás en autos deducido». 

Y resultando: 1° Que don Benjamín Giménez Paz se presentó 
ante este juzgado exponiendo: que había comprado al Banco Hi- 
potecaria de !u Provincia, en remate público, una casa-quinta 
ubicada en la Capital Federal, en las condiciones expresadas en 
el boleto adjunto; que no "pudiendo conseguir qoe se le extendiera 
las escrituras correspondientes, por haber el Directorio del Ban- 
co desaprobado el remate, sin invocar causa bastante, se vé en 
la necesidad de entablur la presente demanda para que en opor- 
tunidad sea condenado dicho establecimiento, con costas, á ex- 
tender escritura de lo que vendió, de acuerdo con los artículos 
1185 y 1 187 del Código Civil, con mas el pago de intereses so- 
bre la suma depositada por saldo del precio. 

Que la desaprobación á que alude carece de justificación, 
desde el momento que no existe conveniencia para el Banco, en 
razón de que el precio obtenido cubre sobradamente el crédito 
hipotecario, intereses, comisión, amortización y gastos calcula- 
dos, quedando todavía un resto para el deudor. Que por otra 
parte se traía de una venta concluida, 

2 o Que corrido traslado, el representante -iel Banco contestó 
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que el remate fué hecho con la expresa condición de que el Di- 
rectorio podrá aprobarlo ó no, como resulta del boleto, de cuya 
facultad tai 7 a uso, anulando ese acto. Que no es exacto que e) 
contrato hubiera estado terminado, puesto que faltaba la tra- 
dición, la escritura y la aprobación del Directorio . Después de 
algunas consideraciones, termina pidiendo se rechace la deman- 
da, con costa». 

3 a Que antes de contestar la demanda se ordenó el embargo del 
inmueble comprado, de la cual medida reclamó el Banco por 
medio de su escrito de foja 22, contestado por el del actor de fo- 
ja 33, encontrándose aíin sin resolverse el incidente* 

4 U Que llamados autos para definitiva por no haber hechos 
que probarse, es llegado el caso de pronunciar sentencia. 

Y considerando: 1° Que el instrumento con que se instruye 
esta demanda es el boleto de compra-venta de foja 3. 

2° Que la cláusula 11 de dicho documento autoriza al Direc- 
torio para aprobar & desaprobar el remate practicado. 

3° Que las convenciones de las partes forman una regla ft que 
deben sujetarse como ala ley misma (art. 1197 del Cód. Civ.). 

i" Que en su mérito el Directorio ha usado de un derecho per- 
fecto, cuando ba anulado el referido remate. 

5" Que como consecuencia del pronunciamiento que va á re- 
caer en esta causa, debe revocarse el auto sobre embargo pre- 
ventivo relacionado con el 3 r resultando. 

tí° Que el escrito de foja 22, por sus términos, es incorrecto 
y ofensivo á la dignidad de este juzgado. 

Por todo elfo, fallo: desechando la acción deducida por el 
actor, con costas, dejando sin efecto el auto de foja 18 vuelta, j 
llamando muy seriamente la atención al doctor Casaba l y re- 
presentante del Banco doctor Vargas, sobre el lenguaje destem- 
plado que emplean cuando se trata de actos de este Juzgado J 
todo, sin perjuicio de testarse las palabras subrayadas con 
lipis . 
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Notifícese ci>n el original, regístrese en el libro de senten- 
cias y repónganse las fojas. 

Mariano Si de Aurrecoechea* 



Falfi# ** L» 



Uut'uoü Aires, Abril 11 da 



Vistos : Por sus fundamentos, y de conformidad con la juris- 
prudencia establecida presta Suprema Corte en casos análogos, 
ge confirma, con coatas, la sentencia apelada de foja treinta j 
siete; y re-puestos los sellus, devuélvanse . 



BESJAMI!» PAZ. — LLIS V, VARELA. 
—ABEL 1AZAN. OCTAVIO BON- 
GE, JUAN E. TORREKT, 



« ai Ht mi. 



UonJuan Coronado contra don José González // dún Félim 
Ilnzueta. so|re tercería de mejor derecho 



Sumario. - Si los fondos embargados al deudor común, lt»a 
sido obtenidos en virtud de las gestiones judiciales bectaas por 
uno de los acreedores, éste twne preferente -lereclio sobre ellas 
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para ser pagado de su crédito de honorarios devengados en di- 



Caso. — Con fecha 26 de Noviembre de 1894 Be puso cons- 
tancia en aquella causa, del embargo decretado por el juez de 
I* instancia doctuv Pizarro, sobre el pagaré mat-ria del juicio, 
por haberlo asf ordenado en los autos seguidos por don Joan 
Coronado contra don Félix M.Brizoela, por cobro de pesos. 

Con fecha 23 de abril de 1895, el mismo juez doctor Pizarro 
se dirigió al de sección, pidiendo se intime al demandado deposite 
en el Banco de la Nación el importe del pagaré reclamado, cu- 
yo plazo se hallaba vencido, por haberse asf ordenado en el 
juicio de Coronado con Brizuela. 

EL juez redera) dió vista á las partes. 

El señor Bertram, demandado por Brizuela, ante el Juez Fe- 
deral, licuándola, dijo : que no obstante de no estar obligado 
á hacer entrega del pagaré en cuestión, ni menOB la de su im- 
porte efectivo, siu6 en el momento de escriturarse ios terre- 
nos, por orden del juet que no ejerce jurisdicción sobre estos 
autos, ha depositado en el Banco de la ííacion y á la orden 
del juzgado, como perteneciente ¿ este juicio, la suma por 
la que debía ei tenderse el pagaré con ias siguientes re- 
servas: \' Que no se disponga de él hasta tanto no se realíze la 
escritura, la que se esta tramitando en el juzgado á cargo del 
doctor Campillo ; 2 É Que declina toda responsabilidad respecto 
de la aplicaeion que en oportunidad se resuelva dar & esos fon- 
dos en raz'nn de estar embargados con anterioridad por Gonzá- 
lez, como consta de autos. 

En 22 de Majo, el juez doct' - Pizarro se dirigi-i nuevamente 
al de sección pidiendo se sirva ordenar que el depósito hecho j»or 
Bertram bu esta causa sea transferido ásu órden, pue> el crédito 
de Coronado goza del privilegio que le acuerda el artículo S879 
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del Código Civil. Así se había dispuesto en el juicio seguido 
por el señor Coronado contra Brizueia, por cobro de pesos pro- 
cedentes de pastos de justicia hechos en defensa del último. 

£1 juta de sección dio vista -X las partes. 

Uertramdijo: que á él no le afecta el destino ulterior de los 
fondos, y sí sólo la oportunidad de disponer de ellos. Que estan- 
do paia concluirse las escrituras A que se refirió en su perito 
anterior, cree que dentro de pocos días podrá dejar sin efecto la 
reserva que en el mismo hizo, la que reproduce. 

Don Juan Coronad" eipuso: que ha te nido conocimiento de 
que don José González gestiona también en su calidad de acree- 
dor de Brizuela, la entrega de la suma depositada. 

Que ésta, como consta de autos, fué embargada por úrden del 
juez ductor Pizarra en el juicio que sigue contra Brizuela, por 
cobro de honorarios que importan seis mil pesos moneda nacio- 
nal, en cuya suma le fueron regulados por los trabajos practi- 
cados en distintos juicios en que representó y defendió á Enme- 
la contra Bertram, siendo éste vencido y condenado á pagar al 
primero la suma de 59.000 pesos, de lus que hace parte la suma 
depositada y embargada. 

Que establecido el origen y naturaleza del crédito que persi- 
gue, es evidente su derecho á ser pagado con preferencia á Gon- 
zález, pues dicho crédito tiene por la ley privilegio sobre la ge- 
neralidad de los bienes muebles é inmuebles del deudor. 

Que el crédito de González se funda en préstamos de dinero y 
en títulos otorgados por Brizuela sobre ínmnebles que no eran 
del vendedor á la época del contrato. Terminé pidiendo se de- 
clare su derecho preferente al crédito de González y que Be libra 
oOcio al Banco de la Nación Argeutina, para que se le entregue 
la suma depositada, la que deberá imputarse á cuente de la 
deuda. 

El señor José González pidió que no se haga lugar, con cob- 
t as, i lo solicitado por el señor Coronado. 
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Dijo: que este incidente debió promoverse en los autos que él 
sigue contra Brizuela. en loa cuales se decretó embargo sobre el 
pagaré en cuestión, ú pedido suyo. Que 61, por lo demás, no pro- 
cede en juicios ordinarios como el presente, *¡nó en loa ejecuti- 
vos, desde que ™ importa otra cosa la pretensión del sefior Co- 
ronado que una tercería de mejor derecho. 

Que el señor Coronado no ha observado en <u escrito los requi- 
sitos establecidos por el artículo 57. incisos % 6 V 10, de la ley 

de procedimientos. 

Que según consta del juicio seguido por él (Gómale*) contra 
Brizuela. el juzgado, con fecba2 de julio de 1894, decretó embar- 
go preventivo, siendo notificado Bertrwn en 12 y 23 del mismo, 
del embargo y de la cantidad que debía retener. Que posterior- 
mente, ambns celebraron una transacción, poniendo fia al pleito, 

la que fué aprobada. 

Que el embarco pedido por Coronado no fué anotado por opo- 
sición que él dedujo, y aun admitiéndolo como trabado, el suyo 
(González | siempre sería muy anterior 

Que de los títulos respectivos resulta también muy anterior 
el crédito de González al de Coronado. 

Que el señor Coronado no puede invocar el privilegio estable- 
cido por el artículo 3879, Código Civil, porque no hay concurso 
de acreedores, el que no se ha producido y en caso de producirse 
„o correspondería conocer de él á la justicia federal (art. 12. 
Ufo, i", Ley de Jurisdicción). 

Que si pudiera invocarse ese privilegio sin la eiistenciade un 
concurso, el señor Coronado no podría ampararse de él, pues no 
se trata de gastos de justicia hechos en el interés particular ei- 
elusivamente de Brizuela. 
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t allo del Jura Federal 



Buenos Air..'?. Ücíttt&re I" de l^to. 

Y vistos: Considerando que la presente rleinanMa ba sido en- 
labiada por don Junn Coronado á objeto de que se declare su 
derecho preferente» ser papado con lastima depositada por Her- 
tram en los autos seguidos contra éste por Hrmiela, suma sobre 
}a cual existen trabados dos embargos : uno á pedido de don Jo- 
sé González en ¡os autos que sigue contra Brizuela, y el otro a 
pedido de Coronado, según exhorto d»>l juez doctor Pizarro. 
Funda Coronado su pretensión en que la suma que le debe Bri- 
ziltlfl proviene de honorarios reculados en caucas que el diclm 
hrizuela seguía contra liertram; honorarios que según Corona- 
do gozan de privilegio sobre la generalidad de los muebles é in- 
mueble!* del deudor. 

Qne es innecesario recibir la causa á prueba, existiendo los 
elementos de juicio necesarios t .ara resolver la cuestión en liti- 

Qtie rc-suita délos autos caratulados « González contra Brizue- 
la, por indemnización de daiius y perjuicios», que eorren por este 
mismo juzgado y secretaría del mismo actuario, que González 
pidió se trabara embargo sobre la suma que Bertram debía en- 
tregar :i Brizuela hasta cubrir la cantidnd de 2500 pesos, em- 
bargo que fue decretado por este juzgado en Julio 2 de 1894. 
Resulta en cambio di los auto* Briznóla contra Bertram, que por 
exhorto del juez doctor Pízarro, á pedido de Coronado, se anotó 
embargo sobre la misma suma que Bertram debía entregar á 
Hrizuela, en Noviembre 98 nY 1894 

Que no gozando el crédito de Coronado del privilegio que éste 
pretende, ,uiesdi - lio crédito no se encuentra comprendido den- 
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tro Ue la disposición del artículo 3879, inciso \\ del Código Ci- 
Til, que s&lo se lefiere á loa gastjsde justicia hechos en el in- 
terés común 3e los acreedores y los que causa el concurso, 
carácter que no reviste el crédito de Coronado, según en su pro- 
pia demanda se rétela, Coronado no puede alegar derecho pre- 
ferente á ser pagado con la suma entrada, y siendo posterior 
el embargo trabado á solicitud suya qtio el hecho A pedido de 
González, es el caso de aplicar la regla qm priorei témpora, 
pot tures jure. 

Por estos fundamentos: fallo declarando nu haber lugar é la 
demanda entablada. Notifí cese can el original y repóngase el 
papel. 

./ I . ( ata une. 



r«ll* de l« gu|*r«-m» lorie 



llneno» Aires, Abril 16 oV lHÍH-i. 

Vistos y considerando: Primero: Q»e h tercería deducida 
por don Juan Coronado, á faja sesenta y dos de estos autos, tiene 
por ubjeto que se declare su mejor derecho como acreedor d tí don 
Félix M. Brizucla, por honorarios devengados, que el ledon Jo- 
sé G táMeSÉ; acreedor también de este iiltimo t por indemnización 
de daños v perjuicios, A ser pagado preferentemente con losfon- 
d^s pertenecientes al deudor comun t embargados primeramente 
por González ó don Guillermo Bertram y depositados por éste 
en el Banco de ta Nación á la orden del Juzgado. 

StgUñÚO t Que Coronado funda su mejor derecho en que los 
fondos de que se trata, san parte de mayores cantidades que 
Beürum adeudaba á Brízoela y cuyo cobro ha perseguido como 
apele alo de iVe en diferentes pleito, que ha seguido ante los 
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Tribunales de la Capital, siendo en ellos vencido Bertram y con- 
denado á pagar á Brizuela cincuenta j nueve rail pesos moneda 
nacional, y en que por sus trabajOB en dichos pleitos, la Eima. 
Cámara regulú sus honorarios en la suma de seis mil pesos mo- 
mda nacional, por la cual ejecuta á Brizuela antee) Juzgado de 
la Capital a cargo del doctor Angel S, Pizarro. 

Tercero: Que la verdad de estos hechos ha sido aceptada por 
la parte de don José González, cuando ¡í foja ochenta y una de 
su escrito de contestación á la tercería de Coronado» se refiere á 
ellos» sin negarloB, alegando solamente que uo es aplicable al 
caso el artículo tres mil ochocientos setenta y nueve, inciso pri- 
mero, del Código Civil, que ha invocado Coronado para sostener 
que su crédito tiene el privilegio que él acuerda á los gastos de 
justicu*. 

Cuarto: Que siendo los trabajos procúratenos do Coronado 
de indiscutible utilidad para llegar i la liquidación y sanea- 
mientodelos créditos de lirizut la contra Bertram, no puede de- 
jar de considerarse, entre los gastos de justicia hechos en el 
interés común de los acreedores del primero, desde que se en- 
tienden por gastos de justicia, no sólo los ocasionados por actos 
que tienen por objeto ponerlos bienes del deudor y sus derechos 
en manos de la justicia, sino también todos aquellos que los 
acreedores no habrían podido dispensarse de pagar para go- 
zar de sus derechos, >i otros uo hubiesen hecho los trabajos 
indispensables áe¿e hn. 

Qvtinto: Que hallándose en este caso los trabajos de Corona- 
do, de que procede el crédito cuyo pago preferente reclama, su 
derecho está bajo el amparo de la disposición de los artículos tres 
mil ochocientos setenta y nueve, inciso primero, y tres mil nue- 
vocientos del Código ya citado, y prima sobre el de González que 
sólo invoca en favor de su crédito, el de acreedor que ha em- 
bargado primero los fondos de que se trata. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apeladade foja 
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noTenta y seis, declarándose de preferente pago, con loa dineros 
depositados en este juicio porBertram, el crédito de Don Juan 
Coronado sobre el qoe gestiona don José Gomales. Repuestos 
los sellos, devuélvanse junto con los expedientes traídos ad e/ec- 
tnm videndi. 

LUIS V, VARELA. — ABEL BA- 
EAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TOttREHT. 



CAUSA Ul 



Don Augusto Lasserre contra don Augusto Xaisonáve, por 
ocultación de haciendas; $a&k recusación 

Sumario. — Es nulo tod<» lo que actúa el juei recusado, cotí 
)sterioridad á la recusación, que no se refiera á ésta. 

Caso. — Lo «plica el 

MI* *m tm ftwprm» C«*e 

líucnos Ain-s, Abril Id de 1896. 



Vistos en el acuerdo : Considerando v Qiie según resulta del 
escrito de foja nueve, Maisonave recusó al Juet Letrado. 
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Quü la recusación importa la promoción de un incidente de 
resolución previa, impidiendo entre tanto el curso del juicio. 

Que, en consecuencia, y no estando aún pronunciada esa re- 
solución, los procedimientos ulteriores á la recusación y ajenos 
á lamismu, no han podido ser dictados por el Juez recusado. 

Por esto ; se deja sin efecto lo actuado después del auto de 
fojastrece vuelta j catorce, y devuélvanse para qne t-1 inferior 
tramite cou arreglo á derecho, la recusación deducida. Agre- 
gúense estas actuaciones al expediente traído para mejor pro- 
veer. Repóngase el papel. 



Suman». — Correspondan á la Camarade Apelaciones en lo 



BENJAMIN PAZ. 



U IS V. VA II El A - 



ABEL BAZAN. — OCTAVIO 



UL'NGE. — JUAN E. TOBBfcNT. 



CALMA 



Criminal contra Luciano Greioni y oíros, por infanticidio ¡ 

sobre competencia 
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letrados üe los territorios nacionales, aunque en r¡ 
i'stos, haya conocido en primera instancia un 




Caso. — Por líicusacion riel julz letrado del Uío Negro , 
pasó al juez fyderal de la sección de Buenos Aires, la causa 
seguida contra Luciano (Jreloni y otros, por infanticidio. 

Terminada la causa, el defensor de los procesados solicitó 
regulación de sos honorarios. Practicada ésta por el Juez Fe- 
deral, fué apelada por el defensor para ante la Suprema Corte. 



Himíiio* Air* 1 *, Abril Jl dt* 1H9«. 

Vistos en el acuerdo: Considerando: Que el Juez Federal de 
la sección de Buenos Aires conoce é interviene en esta causa, no 
por razón de la materia, sino en calidad de reemplaza-te legal 
del juez del territorio del Río Negro. 

Que corresponde á la Cámara de Apelaciones en lo criminal, 
el conocimiento de los recuTaos que se interpongan en causas 
penales de derecho común, de la competencia de los jueces le- 
trados de lus territorios nacionales, con arreglo á lo dispuesto 
un los artículos^, inciso i% y 3íi, inciso I", del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal . 

Por esto : se declara incompetente esta Suprema Corte, para 
conocer del incidente de que se trata ; y remítanse los autos 
con oüeio á la Exina. Cámara de Apelaciones en lo criminal. 
Kepóngaseel papel. 

BENJAMIN PAft. — LUSV. VARELA. 
— ABEL BAZA». — OCTAVIO SUR- 
GE. — JUAR E. TORREN 1 . 
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CAIN 4 «1,111 



íhm Antonio Marechat contra ta Municipalidad de Córdoba , 
sobre pago de un terreno y daños y perjuicios 



Sumario. —I o Las municipalidades están obligadas ¡i Indem- 
nizar i los particulares, por los terrenos du su propiedad que 
ocupan para fines de utilidad general. 

2" La donación ó su promesa, que no sea hecha en escritora 
pública, no surte efecto. 



£ aSOi — El seiior Marechal se presentó at Juzgado exponien- 
do . Que el año 89, la municipiilídad de Córdoba construyó un 
camino que arranca al lioalde la calle Santa Rosa y termina en 
el puente Rodríguez del Rusto, dividiendo uu terreno de su 
propiedad, situado entre el Cementerio San Gerónimo y el 
río Primero ; 

Que para la construcción del camino, fué roto el alambrado 
que cercaba la propiedad, llevándose al oorrnlon municipal los 
alambres y postes derribados, bb terraplenó y empedró el espa- 
cio ocupado, con materiales de allí mismo, sin dársele aviso de 
ningún género; 
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Que tal proceder importa una violación de ti ley de expro- 
piación, que manda consignar previamente el precio del terreno 
ocupado; 

Que ha reclamado administrativamente el pago do la indem- 
nización debida, y no habiéndolo conseguido, entabla demanda 
contra la Municipalidad, para que se la condene a pagar ei im- 
porte de 6601 metros cuadrados de terreno, que ocupa oon el 
referido camino, al precio que valía al tiempo de su ocupación, 
(4 pesos m/n metro cuadrado), con los intereses correspondientes, 
y á indemnizarle los cercos destruidos y los daños y perjuicios 

causados, con costas. 

Acompañó el titulo de propiedad del terreno referido. 

Acreditado el fuero, por ser Marocha! extranjero, se corrió 
traslado de la demanda. 

Evacuándolo el Presidente de la Municipalidad, pidió su re- 
chazo oon costas. 

Dijo: Que es cierto que la Municipalidad tiene la obligación 
de indemnizar A los propietarios el importe de sus propiedades, 
ocupadas para fines de utilidad general ; pero también lo es, que 
legalmente no puede obligársele á efectuar tal indemnización, 
cuando el terreno ha sido cedido gratuitamente; 

Que antes de hacerse el camino de que se trata, y como con- 
dición indispensable de su construcción, se trató de acordar con 
Marechal el importe de la indemnización de su terreno, el que 
no ríene valor alguno, por ser anegable, y que más bien ha re- 
cibido un gran beneficio, en lugar de perjudicarse, con la aper- 
tura de la cali*?. 

Que así debió entenderlo Marechal, que no opuso inconvenien- 
te alguno cuando »t pidió Mmern donación del terreno ne- 
cesario para el oamino, como resulta del telegrama que aquel 
dirigió al señor Antonio Rodríguez del Busto, diciendo: < na- 
die me habló de calle, pero siendo útil, con verdaduro placer 
concederé terreno gratis » . 
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Que de este documento, que presentará oportunamente, re- 
sulta que Marechal cedió gratuitamente la fracción de terreno 
que ocupa la Municipalidad, y, por consiguiente, lo demanda 
carece de fundamento legal. 



rail» del Jdfi rrtferiil 




Vistos; K! doctor Felipe Cmpo, en representación de don An- 
tonio Manchal, demanda á la Municipalidad de la 
Córdoba por cobro de pesos. Fundando la demanda 
próximamente el año 1889, la Municipalidad construyo un cami- 
no que arranca al final de la calle de Santa Rosa y termina en el 
puente IMriguez del Busto, dividiendo el terreno denominad.! 
el lia jo de Mareelial, cu jo titulo de propiedad se adjunta, 

Que para la construcción del camino fué roto el alambrado 
que lo cercaba, apropiándose la Municipalidad de alambres y 
postes derribados y empedrando y terraplenando el espacio ocu- 
pado, sin dar aviso siquiera á Marechal. 

Que este acto imparta una violación del artículo 4 de la ley 
de expropiación, no consignando e l precio estimado del terreno; 
y que no habiendo arribado A un arreglo, administrativamente, 
demanda á la Municipalidad de Córdoba por el importe de 6691 
metros cuadrados de terreno que ocupa el referido camino, al 
precio que éste valía al tiempo de su ocupación, intereses desde 
esa lecha, daños y perjuicios y costas. 

Acreditada la competencia del Juzgado se corrió traslado á 
la Municipalidad, quien evacuándolo dice: que es inconcuso 
que la Municipalidad, como todo poder público, debe indemnizar 
á los propietarios de los terrenos que ocupe con fines de interés 
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general j pero que es también incuestionable que no podría le- 
galmente obligársela á indemnizar el valor de un terreno, cuan- 
do él ha sido cedido gratuitamente para la construcción de un 
camino público. 

Que el señor Marechal, consultando la conveniencia de que 
dicho camino pasara por su propiedad, dando á ésta un valor 
que no tenía, cuando fué ocasión de acordar una indemnización 
por el terreno que ocuparía el camino á las liosas, a indicación 
déla Municipalidad, aquel, vin inconveniente alguno, lo cedió 
gratuitamente ; que por estas consideraciones pide se rechace 
la demanda, con especial condenación en costas. 

Abierta la causa á prueba se produce la documental de foja 

Y considerando: I J Que la Municipalidad no ha comprobado 
ser dueña del terreno á que se refiere este juicio, por ningún 
título de propiedad; ni que el señor Marechal le haya transfe- 
rido deret lio alguno sobre él; pero sin embargo está plenamente 
comprobado con. el telegrama no negado de foj;i2l, que el señor 
Marechal permitió que la Municipalidad hiciera en eso terreno, 
el camino que conduce á las Rosas desde la calle Santa Rosa. 
K*ta prueba está corroborada con la declaración del señor flor 
driguez del Rusto, quien afirmó además que fué em 1 terreno y 
no otro el objeto de la concesión. 

2" Que si bien ese título no le da derecho á la Municipalidad 
para apropiarse v\ terreno, le da *<í para establecer el camino 
como una eoncesiou graciable y revocable 

3" Que el señor Marechal no pide en este juicio la devolución 
de dicho terreno, por lo que Juzgado no puede decidir sobre 
ello, sinó sobre el pago del mismo, que no es de ninguna manera 
procedente, desde que la Municipalidad lo ha ocupado con per- 
miso de) dueño, to que se ha declarado comprobado. 

Kn su mérito y de otras consideraciones quo se omiten, defi- 
nitivamente juigando fallo: no hat iendo lugar al cobro de p 
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entablado por el señor don Antonio Mareehal contra la Mu- 
nicipalidad, sin perjuicio de isa acciones que hubieren contra la 
misma por entrega del terreno ocupado, con costas. Hágase 
saber con el original, repóngase y transcríbase previamente. 

C. Moyana tiacttwi. 



Valí* «e 



lluL-nos Aire*. Abril 21 de 1896 

Vistos j considerando: Primero: Que la eicepoion opuesta 
por la Municipalidad, de habérsele donado 6 cedido gratuita- 
mente el terreno de que se tratu, no hatido probada, carecien- 
do de todo valor jurídico la única prueba rendidu á este efecto, 
consistente en el telegrama de foja veinte y uno, y declaración 

di 1 foja treinta y tres. 

Segundo : Que demándandose por la parte de Marochal, el pa- 
go del terreno que la Municipalidad reconoce que ocupa y no 
oponiéndose á esa demanda sinó la excepción á que se refiere el 
anterior considerando, esta Suprema Corte sólo tiene que resol- 
ver si existe ó no dicha donación, y en su caso la procedencia 
de U acción deducid». 

Tercero: Qu.? con arreglo al artículo mil ochocientos áivt del 
Código Civil, y a lo resueUo p»r esta Suprema Corte en caso 
análogo (Fallos, série cuarta, tomo tercero, pagina ciento cua- 
renta y ocho), para que la donación surta efecto es necesario 
que ella, ó su promesa, sea hecha en escritura publica, lo que 
no ocurre en el presentí caso, ni se lia alegado por la Munici- 



Cuarto: Que la Municipalidad no ha desconocido el derecho 
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de propiedad del di- ir. undante, como tampoco desconoce la obli- 
gación en que se llalla, con arreglo á la ley, de indemnizar ¡i los 
propietarios el importe de sus propiedades, cuando las ocupa 
para fints de utilidad general. 

Por estos fundamentos: se revócala sentencia apelada de foja 
treinta y cinco, y se declara que la Municipalidad demandada 
debe abonar al demandante el valor del terreno, cun más los 
interesen desde la fecha de la demanda^ y lo- dañes j perjuicios 
que se justificaren debidamente, todo lo que será apreciado por 
peritos. Repuestos los sellos, devuélvanse, notificándose con el 
original. 

Lili» V. V ANGLA. — OCTAVIO IHJNGE. 
— JfAN L. TOHUENT. — ABEL BA- 
ZAS (en disidencia). 



Vistos: Considerando: l*riiwro: Que por la demanda dedu- 
cida á foja siete de estos autos, á nombre de dou Antonio Mare- 
'■bal contra la Municipalidad de Córdoba, se pide que ésta sea 
condenada á pagar al actor el impurtc de seis mil seiscientos 
noventa y un metros cuadrados de terreno á razón de cuatro 
pesos moneda nacional el metro, con sus intereses, y á indem- 
nizarle cercos destruidos y los danos y perjuicios causados t más 
los costas del juicio, por haber dicha Municipalidad apuderádose, 
sin el menor avise al demandante, de esa extensión de terreno 
en la propiedad cuyo título se acompaña, para la construcción 
de un camino que arranca al tina) de la calle Santa Rosa y ter- 
mina en el puente de « Rodríguez del Busto». 

Segundo: Que contestando esta demanda, el representante 
de la Municipalidad pidió su lechazo con costas» alegando que 




0,ta no se hallaba en la obligación de pagi 
rrenu que ocupaba el camino á «Las Rosas», que atravesaba su 
|>roptPila<1 t porque U había cedido gratuitamente á aquella para 
m se Uúm dnlvo camino, cou el cual se había beneficiado 
\latecbai, valorizando sus terrenos que- nada le producían por 
ser un bajo fácilmente auegable durante la época fa lm CWCit»- 
y sin riego hasta hoy, por l<i que su pf»|IWfifel*to '"inca ha- 
bía pens-ulo en destinarlo á trabajos agrícolas. 

Tetero: Que puesta la cam>a a prueba, la Municipalidad no 

ha justilicndo el hecV capital en qu..- ha fundadu su defensa. « 

wuer, qu, Mareehal cedió á aquella gratuitamente el terreno 

.H-upado por el camino. 

Toda la prueba producida á este respecto, consista en el tele- 
grama de foja veinte y una, que aparece dirigid,, por Mareehal, 
desde Buenos Aires, á don Antonio Rodrigue* del líu-to, y en 
la declaración de foja treinta y do< vuelta de cate último, que 
ha sido presentada nonio testigo. 

rVir/o* Que en cuanto al telegrama qu- dice: .Nadie in- 
hibió de calle, pero siendo útil, con verdadero plaeer cm,ederé 
terreno gratis,, el representante de Mareehal alinna en su al*, 
gato de bien probado á foja veinte y seis vueltt, que Man chai 
ito >e ha reíeridu en él, al terrenoou cuestión , y sostienes .n razón 
que aun en cuso i oulrario, él no comprobaría una donación gra- 
tuita del terreno, hedía í la Municipalidad, porque ni es, ni 
!lU( .,le enumerarse, un documento revestido de los requisitos 
eligido* por la 1-y para que valga < mno una escritora de dona- 



• ion 



■ . I 4 

ituinl»: Qu,- respecto ¿ la declaración de Rodrigos del lius- 
feo *cs de observar, que con ella nada útil se ha probarlo en favor 
pretensión de. la Municipalidad, pues preguntado d testi- 
go ; * segundo : si sato.- y le consta que el -ñor Antonio Mareehal 
haya otorja i«< permiso á la Municipalidad de c*ta capital pani 
construir un camino público a «Las llo^is . pasando pur terre- 
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nos de su propiedad sin iiKlemnrx.tcion iifjyfuiin », dice que ni sabe 
ni le consta el contenido de la prego nta, aunque contestando á 
las siguí-ntes preguntas ■ I 1 interrogatorio de foja veíate y 
nueve, .lecluru que el telegrama d.¡ foj.i veinte j uno se refiere 
ü! terreno y camino í|iie motivan este juicio, y qu- 1 no recor- 
daba que Maree bal le baya dado aviso de liub-'r con -edido per- 
miso para abrir el camino de ¡me se !«■ pregunta, agregando que 
el declarante no ejercía cargo mnnie¡pail en ta época en que 
ocurrieron Ioü hechos ú que se refieren sus declaraciones. 

Serio : i}ue A pesar d>* la deficiencia completa de prueba 
sobr- el hecho ¡llegado por la Mu iicipalid id en sil defensu, no 
por etlo puede darse desde luego por justificada la demanda de 
Sin rechai . ni revocarse la sentencia apelada, que no ha hecho 
lugar ú ella. 

Séptimo : Que ¡vara esto es necesario que Marechal demos- 
tras.' que la Municipalidad se haya sometido á la necesidad ju- 
rídica de comprarle el terreno que abraza el camino, por el pre- 
cio que él le atribuye ó aquel que si; fijare como justo p.ir reso- 
lución judicial, n ■ bastándole probar que 61 es dueño legítimo 
de dicho terreno y que ha sido prira-lo de su presión por un 
acto atentatorio á sus derechos, pues sabido es que estos hechos 
sólo autorizan á deducir la acción posesoria ó reivindicatoriu, 
en su caso, y nada más, para que el despojante, ú injusto de- 
tentada, restituya ¡i su dueño la cosa ajena que se retiene, ron 
la Correspondiente indemnización de dan * y perjuicios. 

Octava: Que siendo correlativos los derechos y oblig aeiones 
del vendedor y comprador y di: expreso derecho que «nadie puede 
s-r obligado A wader sinó cuando se encuentre sometido | una 
necesidad jurídica de hacerlo 3 , la cual turne lugar en los deter- 
minados casos enumerados en los inciso^ del artículo mil trea- 
eieutos veinte y cuatro del Código Civil, es evidente que, para 
que pueda prosperar la demanda de 31 irechal, en que exige que 
la Municipalidad le compre el terreno de que se trata, ha debí- 
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do justificar que ésta se halla comprendida en alguno do los ca- 
sos* enumerados en dicho artículo . 

iyocenv: Que es fuera de duda que esta justificación no la ha 
producidu Msrechal, como lo ^muestran las constancias de au- 
tos y lo patentiza el mérito de ellos, en lo relativo al caso del 
inciso primero de dicho artículo, único al que puede referirse 
como pertiuente el del sub-judicc, desde que los otros maní- 
tiestamente no lo comprenden. 

itfcimn. Que ese inciso dice : .Primero, cuando hay derecho 
rj* comprar en il comprador la cosa por expropiación, por eauaa 
de utilidad públiaa ». Ahora bien como no es posible atribuir i la 
Municipalidad, .1 derecho de comprar por expropiación si no esis- 
te la ley que autorice ¿sta, y como en el presente t aso no se ha 
dictado esa ley, según paladinamente lo ha declarado la parte de 
Marechal en su alegato de bien probado á foja veinte y se« t 
sígnese de ello como consecuencia ne cesaría y lógi« t, que no se 
puede ohbgar A la Municipalidad á que compre por razón dtt ex- 
propiación, el terreno de Marechal, aunque aquella haya resuel- 
to por causa d<- utilidad pública, prolongar lacalle * Santa Rosa * 
por el terreno de Marechal, quien si no ha podido acordar coa 
ella un precio para qut- pase á su dominio, no tiene el derecho 
de obligarlo por justicia a que se lo compre por el precio que él 
W ha fijado, ni por otro malquiera, d.sde que no hay ley que 
a*í lo establerca, y por cuanto su derecho sólo se limita en tal 
caso, á entablar algunas d* las accione» á que se refiere el sé> 
i de esta resolución, ninguna de las cuales se 




p 0i . stos fundamentos : se confirma i on costas, la sentencia 
apelada de foja treinta y cinco. Repuestos lo, cellos, devuél- 
vanse. 

ABEL IIAIAN. 
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Don Felipe Torea, contra don Pedro Patino y Espin, por cobro 

i; sobre apelación denegada 



Sumario. — No es apelable el auto que no conGcre traslado 
de los documentos acampa ir dos á U contestación de la de- 



Caso. — Al contestar la demanda, el demandado acompañó 
algunos documentos. 

£1 Juez recibió la causa á prueba. El demandado, preten- 
diendo que debió darse traslado de esos documentos, dedujo 
contra el auto de prueba los recursos de reposición y apelación, 
en subsidio, qu le fueron negados . 



MI* *• 



Buenos Airea, Abril 33 de 1886. 

Vistos en el acuerdo : No trayendo gravamen irreparable la 
omisión de procedimiento en que el recurrente pretende haber- 

W>L. Lllll 16 
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se incurrido, y di* conformidad además á lo dispuesto en el ar- 
tículo doscientos siete de la ley de procedimientos, so declara 
bien denegado el recurso. Remítanse estas actuaciones al Juez 
de la fítusa para la agregación á los autos de su referencia, 

BEHJAMIH FAZ. — LLJS V. VA HELA. 
— OCTAVIO BVNUE. 



* Al >A 



l>»n Aillo, no \L Carrea, muirá titm Amjt'l Estrada >j C\ por 
tlañ'M y flt&juiei»s; sobre costas tj testación de [taladras 

Sumario — 1 ü Son inapelables los auto-, dictados pura me- 
jor proveer. 

± El pronunciamiento sobr-' las costas causadas c >n motivo 
de lus recursos interpuestos contra un auto de ej» clase, es sus- 
ceptible de apelación. 

3 o Aunque s»- bagan manifestaciones «Je respeto al Juzgado, 
deben ser testadas las palabras sobi-janas empleadas en los es- 
critos. 



Caso, — Terminada la sustaeiacion de la causa y llamado 
mdos, el Juez mandó, para mejor proveer, que los ingenieros 



Emilio Mitre y Vedia, Ignacio Uyueia y Carlos Masehivítz, 
procedan á ( enfrontar los mapas que existen en secretaría in- 
formen si el de Tucuman, publicado por la casa «le Estrada y (J\ 
es un plagio ó tina copia del publicado por don Antonio M. Co- 
rrea, e] cual demandó á aquellos por daños y perjuicios, funda- 
do en que había» reproducido fel mapa de la citada provincia, de 
que él es autor y editor. 

La casa de Estrada y i.'' dedujo l"S recursos de reposición y 
ap"la« ion de este auto, y en su emérito respectivo se encuentran 
la? siguientes palabras: 

« Entonces si se dijera en este juicio ¿ quien presentó ta prue- 
ba? se tendría que contestar : la presentó el Juez. Y si contra 
lo que yo pienso y sostenga, la prueba fuese eficaz; y >i contra la 
verdad de lo? hecho* , esa prueba mefueae desfavorable, el pleito 
se perdiera y se m- preguntara ¿quién m«- lo ganó? Yo tendría 
que contestar me to ganó el Ju ei, que alegó y probó en tugar 
del actor. 

t Desde este punto de vhtaeluuto puede Migcr¡r so-mechas de 
parcialidad. 

« Declaro sobre mi honor que no lasat-rig". lViu por lo mis- 
ino que tengo la eoneiencia serení y tranquila al respecto, me es 
iínto insinuar esa idea, d" la cual, repito participo. Ka efec- 
to, ese auto puede inspirar sospechas de parcialidad. 

* Y bien, e-as su* pee has deben darle la voz de alarma al señor 
Juez, advirtiéndole que ha ultrapasado los límites legítimos 
de su fu'-utta t discrecional. El libre arbitrio del Ju*¿ en tanto 
es justo, en cuanto no lo sacan de su asiento ; pero es injusto é 
ilegítimo y se convierte eji arbitrario y abusivo, desde el momento 
en que lo llevan á hacer el papel de parte, 

« l'orque la facultad de producir prueba de olicio es mera- 
mente complementaria pero no supletoria de la acción de las 
partes. » 
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rallo del Juez r*«Ier«l 

Uatínos Aires Julio 2 1 

Y victos : Considerando : B«sj*c%o de tos interpuestos : que, 
dúdala cuestión que .se ventila en este juicio, el hecho sobre el 
cual (Urbe leñarte medida d- que <e recurre, tendría en delinUSt» 
que ser apreciada por el ?«*¿Kte¡ y en tal concepto éste lia sen- 
tid., la necesidad du ilustrar mi criterio cutí el dnláni-n de Pe- 
gonas rspeiialmcnte competentes ' ti la materia. 

Que * 1 auto di- foja que es preciso en .'1 objeto que se 
propone y no nerita por tanto s.t aclarado, ^ por su propia 
nalural.-za inapelable, se demuestra - n el escrito .].- foja 

Pur estos fundamentos, estése á lo proveído, rW haciéndose 
lugar á la apelación un subsidio interpuesta, sin especial conde- 
nación en costas, 

Y considerando i'- r otra parte, que el Juzgado se encuen- 
tra en el deber estricto di mantener en toda su integridad los 
respetos que se le deben, precédase por secretaría á testaT del 
eseritndel foja 183, los párrafos señalados, que contienen consi- 
deraciones y conceptos sobejanos. Repóngase la foja. 

./. V. Lalanm. 



Kl demandante apeló en cuanto no se condenaba en costas á 
los demandados, y se le coneediú el recurso en relación. 

Kl apoderado de los señores Estrada y O ocurrió de hecho 
respecto del primer punto* y se declaró bien denegado el recur- 
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r.«Hu df »« Muprena t «rt<- 

Buenos Aires, Setiembre :i Úú lN9r>. 

Vistos en el acuerdo : Resultando de auto* fine se trata de 
mía providencia para mejor proveer, dictada por el inferior en 
uso de las atribuciones que para ilustrar su criterio le confiere 
la ley de procedimientos, en su artículo tt>. inciso 3*, y no si i n- 
tJo ella apelable, como lo tiene resuelto «u "I i vesos casos esta 
Suprema <'orte,se declara bien denegado <d recurso interpuesto 
por l.i parte de Kstrada. Agregúense estas actuaciones á la cau- 
sa de su r**fereneia y pase ésta al relator, para conocer délos 
recursos concedidos ¡i Toja-. 204 y 201). Repóngase el pape). 

I.UISV, VAHEI.A. — Afila BUA*. 
— OCTAVIO BÜPCCE, — JUAfl E. 
TOUhEST. 

VA mismo apoderado de letrada y C\ dedujo los recursos de 
reposición y apelación en subsidio, respecto de la corrección 
disciplinaria contenida en el auto del Juez Federal. 

Dijo: Que por la naturaleza le la cuestión dt-baiida en su 
escrito anterior, lia debido referirse al Juez, p »r tratarse -le un 
acto suyo, declarando tiue no abrigaba sospechas respecto de su 
imparcialidad y rectitud, los que no sufrían menoscabo por el 
ejercicio, p »co discreto, de la facultad de dictar m- didas para 
mejor proveer. 

Que las palabras de su escrito anterior, mandadas testar, no 
pueden reputarse como consideraciones y conceptos subsano*, 
pues este tériniuo, según la ley % titulo -i», partida 2\ y la glosa 
Je Gregorio López, importa las palabras excesivas, sobradas, 
superlluas y sobre cosas incidentes y ajenas al hecho discutido 
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Que aún tonuado ese término i'ii su sentido lato, pindén con- 
siderarse sobejanas las palabras A que se retiere el buto; y sólo 
una susceptibilidad muy excesiva pu le atribuir sentido ofen- 
sivo e indecoroso jí las razones de su escrito anterior. 

Que reitera sus protestas de no abrigar sospechas contra la 
imparcialidad y rectitud del Juez, añadiendo que no ba tenido 
intención de ofenderle ni faltar á loa respetas que le son de- 
bidos. 

Mu este escrito se eontleueii los siguientes párrafos; 

■ En la situación en queme encuentro ¿H-.-V-i considerar ante 
lodo, el carácter, el genio drt individuo? ¿Estaré ¡^asu expuesto 
ú que un escrito, que redacte yo ion el mayor respeto y qne ca- 
balleros amigos tutos, consideren correcto, sea lomado á mal 
por un ju^z irascible ó <*n extremo susceptible? El .luez es la 
persona, el individuo » . . . 

c... que se sustituía al aetor: que presentaba él la prueba 
que la parte había renunciado, porque, dejó vencer el término 
sin producirla después de haberla pedida ; que importando las 
pruebas en ciertas condiciones, el tiempo en un juicio, el Juez 
que presenta la prueba el que puede reivindicar los honores del 
triunfo, ¿y por qué dije exof Para demostrar alte esa actitud 
es ocasionada á engendrar sospechan y para fundar en laplau- 
sibilidadde esas sospef has, engendradas por el ejercicio de una 
facultad discrecional, st>n sintamos ¿ indicaciones seguras de 
(¡uesehu extralimitado la facultad, » 



UuL'iiOá Ain'i, Jttljn 17 de 1HH5. 



Y vistos: Considerandu: t¿ue el Juzgado, al dictar la medida 
de que se reclama, mvo en menta las protestas de 
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tle foja ... se hacían, y se limitó por ello a dis- 
poner que fuesen testados del referido escrito, los párrafos se- 
ñalados. 

Que estos párrafo* contienen considerac iones y conceptos 
que son evidentemente sobejanos, rale decir, excesivos ú ineon- 
venientes, y deben por tanto ser eliminados del expediente, no 

to 



de re- 



posición. 

Por esto, el Juzgado manda que M esté á to resuelto. 

Y siendo así que este último corito repite alguno de aque- 
llos conceptos y apresa "tros de la misma naturaleza, 
derá también á 

Concédese en relación el n-eurso 
terpuesto. Repóngase la foja. 

& Y. ¡jüanno. 




Los demandado* apelaron de la nueva 
A fallo anterior. 



Iluirm- Aires, Mar/o 17 ibi 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirman los autos de fo- 
ja ciento noventa y cinco vuelta, y doscientos nue^c en la parte 
recurrida por el demandado. 

Y habiendo discoidia para juzgar respecto de la apelación in- 
terpuesta a foja doscientos cuatro, intégrese el Tribunal; de- 
biendo á ese efecto, por impedimento del señor presidente doctor 
Paz, precederse en la forma prescrita por el artículo veinte y 
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tres de la ley de Procedimientos, señalándose para la insacula- 
ción, la audiencia del sábado veinte y uno del corriente á la una 
de la tarde. Repóngase el papel. 

LUIS Y. VA HELA. — AULL BAZA!*. 
— OCTAVIO BUÍSGE. — JUAN E. 
TOKItíNT, 



F*Uo de i« Hupri-DM (or<* ! I) 

II Denos Aires, Abril ¿3 de ltm 

Victos y considerando: Primero: Que para resolver la ape- 
lación interpuesta por don Antonio M. Correa, relativa al pago 
de las costas, no es necesario conocer del incidente mismo pro- 
inovidu por los demandados, bastando al efecto examinar tan 
sólo ta proceden* ia ó improcedencia de los recursos que ellos 
dedujeron, pues para pronunciarse esta Suprema Corte sobre la 
procedencia de la condenación en costas del incidente que ha se- 
guido al auto inapelable ile foja ciento setenta y nueve, no ne- 
cesita i-ntrar ¡i estudiar los antecedentes t\\w motivaron ese au- 
to, sino* sólo las actuaciones que le ban seguidu. 

Segundo: Que los recursos de reposición y apelación en sub- 
sidio, contra el auto de foja ciento setenta y nueve, interpues- 
tos por Estrada y Compañía, fueron declarados improcedentes 
por el auto de foja ciento noventa y cinco vuelta y por el de esta 
Suprema Corte de foja doscientos treinta. 

Tercero: (¿ue el pago de las costas causadas para la surtan- 
ciacion de esos recursos, sería indudablemente un perjuicio para 
la parte quo no ba motivado su producción por liecho suyo, pues 

(1) Integrada cou el señor conjuez, doctor Daniel J» Dónovanj 
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tendría que abonarlos fie su peculio, si la Corta no se pronun- 
ciare a ese respecto, resolviendo á cargo de quien hayan de 
pesar. 

Citaría : Que con arreglo á lo dispuesto por el artículo dos- 
cientos seis de la ley de Procedimientos, el recurso de apelación 
procede de todo auto que cause perjuicio irreparable. 

Por esto, se revoca el auto do foja l iento noventa y cinco 
vuelta, en la parte apelada por don Antonio M. Correa, decla- 
rándose que las costa* del incidente son á cargo de los deman- 
dados. Repuestos los sellos, devuélvanle. 

■ LIS V. VAKELA. " OCTAVIO BU?(GE. 
— DAíUEL J. hÓNOVAX - ABEL 

luauN (en disi' 1 neto). — jian 

h , TtMlUEST (-11 iii>ideil. ía). 



LlISUíEHCiA 



Suchos Aires, Aí>ril li «V lfcü»l¡. 

Vistos: Consecrando: Que por ia resolución de esta Supre- 
ma Corte de foja doscientos treinta, se ha declarado inapelable 
el auto para mejor proveer év foja ciento setenta y nueve. 

Que siendo este auto inapelable, lo es también necesaria men- 
te el de foja ciento noventa y cinco vuelta, jue negA su n-posi- 
ciou, sin especial condenación en costas. 

Que el pronunciamiento sobre costas qu*- contiene dicho au- 
to, es parte integrante del mismo, en cuyo caso es igualmente 
inapelable. 

Que, finalmente, la inapclabilidad de un auto ó sentencia im- 
plica que el superior no puedv entrar á conocer de su justicia 6 



350 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



injusticia, y como el pronunciamiento sobre costas no puede te 
ner lugar sin juzgar de la justicia ú injusticia de la pretcnsión 
que es materia del auto ó sentencia inapelable, es claro tiue es- 
tando inhibida esta Suprema Corte, p>r la naturaleza del auto 
de foja ciento noventa y cinco vuelta, para emitir ese juicio, no 
puede tampoco admitir la apelación deducida contra dicho pro- 
iiutu-Uniieuto. 

Por estos fundamentos, se declara mal concedido el recurso 
interpuesto i foja doscientos cuatro, Repuesios los sellos, de- 
vuélvanse. 

Al.M. IlAÍAN. — ¿l'AJS K. TOhllEWT. 



« ALNA XLV1 



¡hiña Juana ¿amwliu lüttalfa contra doña IstiM 117- 
tlttum de Iluciinnan #/ hijas, por reivindicación; sahm 
compfi0tieia. 

Sumario. — Resuelto definitivamente un pacto, no puede 
volverse sobre él. 



Caso. — he ¿pues de dictado el fallo de 26 de Marzo de ÍS95 
(serie IV, tuni«* Ü \ página 117), la señera Zamudio pidió se sus- 
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tanciara el punto relativo á la competencia, en la forma indica- 
da por el señor Procurador General, di- iendo que había ocui ri- 
tió á ka Justicia Federal, porque los Tribunales de la provincia 
habían declarado que la causa correspondía A ese fuero. 



tallo del Ju» Federal 

Líi Piala. SHifiubre 30 i-. IW5J3 . 

Kstando resuelto el punto a que -e reliere, en el auto de Toja 
(ii t estése á lo ¡Ulí mandado, liepúnga^- la foja. 

Aurrean'ch'u. 



Fall* «le I» ftuprnn* í wif 

Humos Aire*, Abril dv ltí9ü. 
Visto»: Por sus fundamentos, se eoulirma con costas, el au- 
to apelado de foja ochenta y nueve. Repunto* los sellos, de- 
ruélranse, 

LUIS V. VAKELA . — - ABEL BASAN. 
— OCTAVIO flLNCE. - JUAN E. 
TORKENT. 
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«•AUNA 



¡h>, t \('3türFeai,iwlt.>z.<- tl ntnt don .I<j«í>.« frunrl,,»,. ¡f »r mm- 
ptimiento </*■ sentencia; mbre ttepásMa tic prado 



Sunitirio. — IKhe sel c-niirmadu tíl mito que tiende al cum- 
plimiento de la eó&jttfjtófr. 




fast,. — Por sentencia del Juez de 
la Suprema Corte e» 24 de Stmeiuur.- de 
160), se mand« cumplir el contrato á que se refiere el siguiente 
documento : 

« Conste pal el puente boleto de compra, que he comprado d 
los señores José Ruino y Eugenio Uiaz un terreno que linda con 
ti Hospicio de Mendigo*, « oya superficie es de cien Taras de 
frente, más ó menos, por doscientas cincuenta varas de fondo, 
más ó menos, al precio lijo de cinco pesos nacionales moneda 
cursi, legal la vara cuadrada. 

, Dicha terreno es propalad del señar NVUr Fernandez; sb- 
guu autorización qp obra en poder de Rubio y Diaz, íirmo la 
presente compra. 

c Las condiciones de pago serán : 

« La mitad del importe total ¡i lo* cuatro meses defirmar este 
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boleto, debiendo efectuarse el pago de la otra mitad a cuatro me- 
ses más tarde, época en la cual se firmarán las escrituras. 

*.4. Franrfiini. 

Rosario, Ajíosi.i K uV 

La sentencia disponía que el actor debía previamente afian- 
zar la restitución del preño que perciba en razón del con- 
trato. 

Mandada cumplir dicha sentina, el actor solicitó que se fi- 
jara el término dentro del cual debía firmarse la escritura, bajo 
apercibimiento de dajíüs y perjuicio*, ofreciendo dejar, en ga- 
rantía, depositado el precio eml Hun.o, á la orden del Juzgado, 
hasta tanto se levante el embargo trabado por el doctor Quiro- 
gn. Solicitó también embar-u preventivo contra el demandado, 
fundándose en el articulo 05 de la b-y de procedimientos y en 
los fallos de la Suprema Corte, séríe 2", tomo 7% pagina 445, y 
tomo 14, página 552, en los que no se exige más recaudos para 
proveer al embargo preventivo, que dos sentencias conformes. 



Proveyendo al escrito precedente y de conformidad á las sen- 
tencia* de tojas 123 y 178, señálale el plazo de diez días para 
que ambas partes cumplan sus respectivas obligaciones conte- 
nidas en el contrato de foja 3 y sentencias mencionadas, bajo 
apercibimiento de pérdidas é intereses. 

El prenio que está obligado ¿entregar ti demandado don Aqui- 
lea Franchini, deberá consignarse en el H inco de la Nación á ta 
órden de est 
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En cuanto al embargo preventivo solicitado por el actor, por 
los daños y perjuicios que ocasionara la inejecución de ta obli- 
gación del demandado, uo lia lugar, por ahora, porque no se de- 
termina en la petición cantidad liquida ni existen cu autos ele- 
mentos de juicio para su apreciación aproximada por el Juez; 
no siendo, por lo tanto, aplicable* al presente caso los L al loa de 
la Suprema Corte Federal citados por el actor. Repóngase. 

íhmiel H<\'/t"t . 



fallo de lo ftuurruio Corte 

ISn.-nn- Air. Ahril 2"> £e 1*8$. 

Vistos: Tendiendo el auto de foja ciento ochenta y nueve al 
cumplimiento de la sentencia de foja ciento veinte y tre*. con- 
firmada por esta Suprema Corte» *e confirma dicho aub.. con 
costar, en la parte recurrida. Impuestos tos sellos, di-ruél- 
vanse. 

I)E>JA>11?¡ l'AZ. — LLIS V. VAllKLA . 
— AREL HAZAS. — OCTAVIO ÜL'N- 
CÍE. — JUAS E. TíU-.lli-MT. 
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CAUSA XI. lili 



Cnmintit tv rtm framisco Gogm.i t> or (^truhmuh; sebre 



Sumario. — So miedeser admitida la * efcrion ti? prescrip- 
ción, que resulta haber sido interrumpida. 

friso. — lie-ulla fiel 



r»llu del Jufi t>der*l 

j'. t inM.t. Setiembre 6 de Ifcfifi. 

V vistos: En la excepción de prescripción ele la pena alegada 
por don Pedro J , Homero, « n representación de don Francisco 
Comas, 

Y resultando: Que ron fecha H de Agosto, £pl condenado 
( omaá á sufrir la pena de comiso de las mercaderías introduci- 
das de emitmbando at t* rrilurio de la nación, y además á pagar 
por ellas los derechos de importación; pena que debía hacerse 



2 FALLOS DE LA SUPRIMA CORTE 

efectiva en los bienes del deudor por el valor de du nas merca- 
durías que no fueron apreb* ndidas, liquidado según tarifa de 
avalúos, siendo confirmada esta sentencia por la Suprema Cor- 
te FedeTal en 13de Abril de 1889, foja 163. Vueltos los autos, 
osle Juzgado ordenó su ejecución, por decreto do 30 do Julio de! 
mismo año 89. En Febrero de 1890 su manda liquidar el comi- 
so, J en * Jet ubre t á pedido del fiscal, se ordenó el «olvendu. Con 
fecha Febrero de 1891 se libró exhorto al Beaor Uez Federal de 
Corrientes para que hiciestr notificar este aut*> .» ' ornas. Resul- 
tando n » tener ¿¿tu su domicilio en Corriente,, en Mayo del 
mismo año so proveyó un auto mandando invest igar el lugar de 
su residencia y en Agosto del mismo año 1891 se mandó librar 
nuevo itfioiu cot¡ Í'_'(ial objeto, f- «ja I H i . 

No dando resoltado estos oficios, se decreta una nueva inves- 
tigación en Octubre, repitiéndose la misma resolución en Mayo 
de 1892; iguales providencias se dictaron en Octubre siguiente, 
Toja litó, y en Mayo de 1893, IwsU recurrirse, en Setiembre si- 
guiente, al Ministro de Hacienda para que por medio de los em- 
pleado» de Aduan , se averiguase el paradero do don Francisco 
Comas, foja 207, proetdiéndose á ordenar el arresto con fecha 
1 1 de Noviembre de 189i, pe* la persuaeion que llegó a formar- 
se de qur iiutenú bienes conocidos en el país en que hacer efec- 
tiva la pena. 

Y considerando: Que al fijar el Código Penal el termino de 
un año, contado desde el último acto directo de procedimiento 
contra el inculpado, para la presxripekm de la pena de multa, 
lo hace en atención á que, por id artículo 79 del mismo Código, 
ta pena de multa en ningún caso puede equivaler á mas de 9 
meses de arresto. 

Que las penas por delitos de contrabando son especialmente 
regidas por las Ordenanzas de Aduana, y :ío por el Código 
Penal. 

Que según aquellas, artículo 1032, cuando el penado con 
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multa no tuviese bienes con que pagarla, sufrirá una prisiou 
niya duración se regula a razón de un peso por cada día de pri- 
vón, sin que pueda exceder ésto en ningiin casu de dos años de 
prisión. 

Que el valor del comiso, á cuyo pago fué condenado don Fran- 
cisco Comas, según liquidación de fojas 168 á 170 vuelta, es de 
[tesos oro; de nimio que, en conl'nrmidad con la disposición 
l itada, le corresponde sufrir la nena de dos años de prisión por 
lo menos, por no haberle encontrado hasta lioy ni haber presen- 
todo él, bienes para hacer efectiva la pena pecuniaria. 

i¿ue esto untado, el término de prescripción para la puna 
impuesta á don Francisco Coman es de cuatro años, según el 
artículo 90, inciso 2", del Código Penal. 

Que, i'omo se lia visto, el procedimiento seguido para liacer 
efectiva ¡a condena, no ha sido interrumpido por este período 
de tiempo* ni siquiera por un tño, pues la prescripción, según el 
Cúdjgu Penal vigente en la nación, se interrumpe por actos di- 
rectos de procedimiento c >ntra el inculpado ó condenado, artí- 
culo . ...y como tales deben considerarse las providencias y 
d.-spachos librados para investigar su residencia y los bienes 
que tuviese. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á la excepción de 
de prescripción alegada. 

Y resultando del poder de foja que don Francisco Rojas 

reside en Santa Rosa, departamento de Artigas de la República 
Oriental del Uruguay, exhórtese por la vía diplomática, d las 

autoridades judiciales de aquella nación, solicitando, en con- 
formidad con los tratados existentes entre ambos países, se sir- 
van mandar embargar bienes al expresado don Francisco Comas, 
hasta la suma de 6397 pesos oro; y en caso de no tener bienes, se 
le someta á arresto preventivo, a tin de hacer electiva la pena 
prevista por el artículo 1 032 de las Ordenanzas de Aduana. Re- 
mítanse como recaudos las sentencias de 1' y 2* instancia y las 

YOL. LSIII 17 
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liquidaciones de fojas 168 á 170. §8$fagm ^ P a P el con el se ~ 
llado correspondiente. 

.»/. (/c /'. Pinto. 

VISTA DEL SESOH fMtOCCRAUOR UENERAL 

team* Aín-, liaran -lo Ihsw. 

Suprema Corte : 

Los hechos estableen! >s en >'l auto recurrida de foja 231, cu- 
ya comprobación consignan las constin-'jas del "Rediente, con- 
ducen á las conclusiones leíalos de aquel auto; esto es, que el 
término pura la piescripiúoii de la pe. t a impuesta á don Fran- 
cisco Comas, es de oiiutru años, según el artículo 90, inciso 2", 
del Código Penal, y ojin ese termino ha sido interrumpido por 
actos de procedimiento directo. Ruego i V. E. se sirva así de- 
cUirarlo, en confirmación del auto recurrido. 

Sahimaw* Kit'r. 

Fallo de l« ftuiirrtn» torio 

Buenos Air. >, Al.ril 35 de iw*¡. 

Vistos y considerando: Que ya se tr;tte & 1* prescripción por 
el l;ipso de cuatro anos, como lo establece el auto apelado, ó ya 
por ei de un año, como lo pretende el recurrente, es, en uno 
y otro caso, cierto que ta pena no se halla prescripla. pues 
desde que se pronunció la sentencia condenatoria, no lia truns- 
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interruptifos de la pres- 
y tas dd Código Penal. 
Por esto, y por los fu mi amentos concordantes del auto ape- 
lado do foja doscientas treinta y cuatro, y do conformidad á lo 
pedido por el señor Procurador < ¡enera!, se confirma dicho auto, 
con cortas. Devuélvanse, di-biendu reponerse los sel'os ante el 
inferior. 

Ü^JAMIM PAZ. — LUIS V, VARELA. 
— ABtL BaZ.VS. - OCTAVIO »US- 
©E. — JUAS E. TOKREST. 



¡hn Félix Adalid, maim *?/ fíansú Hipotecario \ac i anal; sobre 
entrega de un tttmnrhle vendido 



Sumario. -- li\ banco Hipotecario Nacional está obligado á 
hacer i-ntrega al comprador, tt los inmuebles que vendí- en uso 
del derecho que le eoniieru la ley de su creación. 



Caso. - Resulta del 



FALLOS D£ LA SL'PHEMA €ÜRTt 



Meudnrn. Abril 1H I^Jl*. 

TMos : Don Carlos E, UlJnnell, en representación de don IY- 
lis Adalid, deduce demanda contra el agente de esta sueursal del 
Manco Hipotecario Nacional, por eoi&ga de «n inmueble, ex- 
poniendo ! 

Qu,- en fecha 20 de Marzo del año próximo pasado, fué sacada 
f pública subasta por el «prosado Banco, .-n -irtuil de las fa- 
cultades que la b->" aéliértf* ü ¿te, mía propiedad perteneciente 
ti la t.-stauient iri nJe don Tomás Goldsuak, ubicada en el de- 
partamento San Martín de esta provincia, ia que se encontraba 
afi lada á un préstamo hipotecario, cuyos servicios se habían 
atrasado por más tiempo del que permita la ley. 

Que en el día preiíjado pafti elteniate, el demandante compró 
el enunciado inmueble, otorgándosele por el Banco, en 17 de Ju- 
lio del mismo año, la correspondiente escritura, después de 
:i probado el remate por el ■! lectorio 

Que cumplidas por su parte tas obligaciones que tal acto le 
ÍSponía, requirió del Banco la entrega del inmueble comido, 
slU obtener empero que se le djpra su po-esion, faltando asíés- 
t- á mi compromiso, con perjuicio de sus intereses, que deben 
indemnizársele, desde que la venta e bacía libre de todo ¡^ava- 
lúen y con cargo de efectuarse la entrega una vez aprobada 
aquella por .1 directorio. Pide, cnconclusion, se condene al re- 
presentante del Banco á la entrega de la tosa vendida, con más 
I, s perjiib ios cansado» y costas del presentí, juicio. 

Kl representante del Banco, contestando á 'a demanda, ex- 
pone por su parte: Que eran efectivos los hecho» aducidos en 
ella en cuanto á la compra del inmueble que se cipria, obscr- 
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raudo, empero, que inmediatamente de ser requerido por su en- 
trega, dio al señor O'Douell uní nota para el administrador de 
la sucesión de ion Turnas (¡oldsjak, comunicándole haber com- 
prado dicho señor **1 inmueble de que se tr.ua, ¿ tin de que le hi- 
ciera su entrega. 

Que no había dado cuenta al Bañen del resultado de esa nota 
hasta hace puco tiempo, é inmediatamente se pidió a este Juz- 
gado se le mandara dar la posesión solicitada, con intervención 
de la fuerza pública si fuera necesario, según todo consta del 
expediente respectivo. 

(Jue según el artículo 46 de la ley or^áme.i del Ham o, en el 
(■■nitrato de préstamo se hace constar la facultad de éste para 
vender por sí y sin forma de juicio Ion bienes hipotecados, en 
raso de t'altti de paguen los términos que prescribe el artículo 
5!, romo la de otorgar la correspondiente escritura al compra- 
dor, quien queda, por el hecho, subrogado en todos los derechos 
que correspondan al deudor, sobre dichos bienes. 

Que llegado el cuso previsto en el citado artículo 51 , el Manco 
hizo vender < n remate público el inmueble referido, y habién- 
dose éste adjudicado al senorO Doni.il, cuno representante del 
señor Adalid, se le extendió la correspondiente escritura, su- 
brogándolo en los derechos qui' tenía el propietario, llenando así 
por su parte las obligaciones que le impone la ley. Pide á su 
vez, no se baga lu^ar, costas, ála demanda, en méritode las 
consideraciones expuestas . 

Y considerando: 1° Que se ha constatado por la exposición 
de ambas partes, el hecho de la venta del inmueble objeto de la 
demanda, en las condiciones que en la misma se expresan. 

2" Que la cuestión A resolver en el caso, se reduce eatónces i 
determinar el alcance de las obligaciones que la ley impone al 
Banco, como vendedor del inmueble, respecto á su comprador 
el señor Adalid. 
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venta de la propiedad perteneciente á su deudor don ToniAs 
Goldsaak, lo bacía en virtud de la fac 
da la citada lev en su artículo 46, y por cuanto no 
cumplido por parte de éste tas obligaciones que le imponía el 
rontrato de prístanlo celebrado con el Banco, sin que tal acto, 
impero, impusiera a este ú" á su representante, respecto al com- 
prador, mayores obligaciones que las que determina la mis- 
ma h*y. 

4* Qu. según dicha ley, la facultad del Banco se reduce á 
otorgar la escritura de venta al comprador, una vez efectuado A 
remate, quedando éste pnr el hecho, subrogado en todos los de- 
rechos que correspondan al deudor sóbrelos bienes vendidos, 
sin que pueda deducirse de sus términos ni aun de su espíritu, 
la obligación para el Banco» de efectuar por sí la entrega de la 
cosa vendida en tales condiciones, desde que ésta no se hallaba 
bajo su posesión ni dominio, ni el contrato de hipoteca estable - 
f-ía en su favor derecho alguno de propiedad en ella. 

5° i)ue, en consecuencia, las obligaciones del Banco remedo 
al comprador del inmueble hipotecado, quedaban desde luego 
cumplida:, con el acto sólo de la escrituración del contrato de 
venta, siendo 'le cuenta del comprador el obtener ó gestionar de 
quien corresponda y por los medios que autoriza la ley, la pose- 
sión de la cosa rumprada. 

Por tanto, y omitiendo otras consideraciones, fullo defini- 
tivamente : absolviendo a esta sucursal del Banco Hipotecario 
Nacional <!.■ la presento demanda, sin especial condenación en 
rostas. Hágase saber original y repóngase el papel. 



Juan itcl Vampith. 



t ollo •» Hli|i««i t»rlf 



Bnt'nos \i¡v-, A I ■ r i t ¿ó dr 

Visto* y considerando: ijii»- la-, partea están roníormes en 
reconocer que el Banco no tu hecho entrega ul demandante, de 
la eo&a á éste vendida por aquel. 

Que el derecho de vender implica la obligación de entregar, 
cuando otra cosa no estuviere estipulado 6 resultare de los tér- 
minos de la convención . 

Que, por consiguiente, el Banco Hipotecario al ejercer la fa- 
cultad que la ley de la materia y la convención hipotecaria le 
acuerdan» para vender los inmuebles hipotecados en los casos de- 
terminados por la citada ley, contrae el deber reciproco de ha- 
cer entrega al comprador de la cosa enajenada. 

Que á no ser así, el Banco no tendría el derecho A eligir del 
comprador el cumplimiento de sus obligaciones, porque en lo 
contratos bilaterales una de las partes no puede deducir las ac- 
cioues que derivan para su ejecución, si no prueba baberlo ella 
cumplido ú ofrecerse á cumplirla, no siendo á plazo la obliga- 
ción (artículo mil doscientos uno. Código Cifil) y desde que se- 
gún el articula mil cuatrocientos veinte y cuatro del mismo Có- 
digo, la entrega del precio por el comprador debe hacerse en el 
tiempo de la entrega de la cosa, si no hubiere estipulación es- 
pecial al reléelo. 

Que lu ley orgánica del Banco Hipotecario, no coutieue dispo- 
sición que se oponga á las precedentemente riladas. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de foja 
diez y ocho vuelta, declarándose que el Banco *stá obligado á 




hacer entrega de la cosa rendida, al demandante Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN FAS. — LUIS V. VÁRELA. 
— OCTAVIO BtJHGE.— JUAI1 B. TO- 
RRENT. 



CAUSA I, 



Criminal contra Teófilo Cebalhx, por estafa 



Sumario, — No probado el hecho en quo so funda la acusa- 
ción de estafa, procede la absolución dol procesado. 



Cfl$3.— Lo ei plica el 



Paraná, Febrero 25 de 189.^ 

Y vistos : La causa criminal iniciada ¡i instancia del repre- 
sentante del Banco Nacional contra Teófilo Ceballos, por es- 
tafa. 



de Jtiancu nacional, V» 

y resultando : Que el procurador del Banco en su querella 
dice: que Teófilo Ceballos no sólo estafó al Banco en «00(1 pe- 
sos por medio de cheques con la firma falsificada de Boub y Pen- 
nati, por cuyo delito se le procesa, ainó que en 30 de Mayo de 
1890, habiéndose presentado al Banco el carbonero Eatóvan Fe- 
drighri, á depositar 595 pesos, a* un año de plaio, el auxiliar de 
caja Teófilo Ceballoa le entregó como comprobante de au depó- 
sito, con el que debía concurrir al año á cobrarlo, el documento 
de foja !*, que ea el ejemplar del certificado que fir mó el mismo 
depositante Fedrignri, en vez de darle el firmado por el emplea- 
do del Banco. 

Fedrighri guardó confiadamente el documento, seguro do te- 
ner bien documentado su depósito. 

Cumplido el año del depósito, Fedrighri se presentó al Banco 
á retirar au depósito, que con loa intereaea ascendía á 624 pesos, 
y exhibió como comprobante el documento de foja I a . 

Desde luego se vio que el documento firmado por el mismo de- 
positante, no era un co.nprooante aceptable. Se registraron 
los libros del Banco y en ellos no se encontró constancia algu- 
na del depósito. 

Esto no obstante, como la istafa hecha por Ceballos, empleado 
del Banco, era manifiesta, ésie para conservar el buen nombre 
de la institución, resolvió p.igar á Fedrighri la suma íntegra, 
reservándose entablar las acciones correspondientes. 

El hecho narrado, dice, constituye una eatafa de parte de 
Teófilo Ceballos. Begun defim? la ley este delito; y en consecuen- 
cia, apoyado en el teito del ártico lo 902 del Código Penal, y 170 
del Código de Procedimientos, entabla querella criminal contra 
Teófilo Ceballos, ex-empleedo de la sucursal del Banco Nacio- 
nal, preso y procesado por igual delito y pide se dó al Procu- 
rador Fiscal la participación que le corresponde. 

En la indagatoria, Ceballos declara que la fórmula impresa 
de foja i' es de laa que usaba el Banco para certificados de de- 




pósito; pero dada sí la escritora manual con que está llenada , sea 
de él ó de otra persona. 

Declara asimismo que los empleados encargados de expedir 
los certificados de deposito, eran Fortunato Ceballos, él y Ale- 
jandro Calderón, quienes accidentalmente eran suplidos por los 
empleados du contaduría; que lu letra del certificado de foja I" 
no era parecida á ninguna de la de estos empleados. 

£1 testigo Alejandro Cuidaron, auxiliar de caja del Banco en 
la época á que se refiere el certificado, declara á foja 12 que la 
letra couque está llenado dicho certificado, es de Teófilo Ceba- 
Uos y se caracteriza especialmente en el nombre de Es té van 
Fedrighri. Que conoce ¿este individuo, porque en el año ante- 
rior, 1890, pidió la traslación de un depósito del Banco Nacio- 
nal de Huetios Aires á la sucursal du ésta. Recuerda que hizo 
ese depósito, pero no tiene presente á cuúl de los empleado* lo 
entregó. El también reconoce que la fórmula del certificado de 
foja 1* es de los que usa el Banco para recibos de depósitos. 

Esté van Fedrighri, á foja 19, afirma bajo juramento : que él 
entregó al empleado del Banco, Alejandro Calderón, para depo- 
sitar a plazo fijo, tres cheques tal ir de 500 pesos con 65 centa- 
uros, y ademas 80 pesos en efectivo ; que teniendo otra ocupa- 
ción Calderón, en ese momento, él pasó esta suma á Teófilo 
Ceballos, quien le entregó como resguardo el documento de foja 
I a , diciéndule que una vez veucido el año se presentase con él 
al Banco A cobrar el depósito. Presente Teófilo Ceballos en es* 
audiencia, Fedrighri lu señaló diciendo que él era quien le ha- 
bfa entregado el documento aludido de foja |\ 

Cotejada la letra del certificado en cuestión de toja 1* con la 
de Teófilo Ceballos, los peritos informan á foja 25 que la escri- 
tura con que está llenado aquel, pertenece á dicho Ceballos. 

Abierto el plenario, el Procurador Fiscal, apoyado en estas 
demostraciones, acusa á Ceballos por estafa y pide se le conde- 
ne á 12 meses de arresto.quc es el máilmun de la pena que infli- 
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ge el artículo 902, inciso 3 o , del Código Penal, en atención á la 
reiteración del delito. El representante del Banco lo acusa tam- 
bién y pidti la misma pena, tanto por la circunstancia de preva- 
lerse para la comisión del delito de la confianza que gozaba co- 
mo empleado del lia neo, como por la ¡reiteración de que ha he- 
cho mérito el Fiscal. 

El defensor del procesado, niega á don Santos Domínguez el 
derecho de querellarse en representación del Banco Nacional, 
por no haber justificado el carácter de apoderado que invoca smó 
ene! ingreso al phioario, y niega personalidad al mismo Banco 
para intervenir en el proceso, porquesegun confesión hecha por 
su propio Procurador en la acusación, el estafado no fué el Ban- 
co sinó Fedrighri, y los artículos 14 y 170 del Código de Pro- 
cedimientos, disponen que sólo ti ofendido por un delito de que 
nazca acción pública puede querellarse y promover el juici - cri- 
minal. 

Entrando al fondo arguye así: es requisito esencial d«l delito 
de estafa, en concepto de la ley, que se haya defraudado ó cau- 
sado un daño 6 perjuicio a alguien. Pero del proceso uo resulta 
que Ceballos recibiese para depositar en el Banco la suma que 
se dice entregada por Fedrighri, porque la prueba li este res- 
pecto es de ningún valor, ya porque los testigos son interesados 
en la cuestión, ya porque se contradicen en sus afirmaciones. 

Que aunque fuese esto cierto, no existe el pretendido fraude o 
perjuicio hecho al Banco; porque es también un requisito esen- 
cial para que estos hechos puedan calificarse de delitos, que sean 
cometido* contra la voluntad del que se dice damnificad»; mas 
la entrega que hizo el gerente del Bancc -i Fedrighri del su- 
puesto depósito y en que se hace consistir el daño, fué volunta- 
rio, porque el documento de foja 1" no envuelve una obligación 
eficaz que el Banco debiese cumplir. 

En cuanto á la pericia para comprobar que la letra con que 
está llenada Infórmala de depósito de foja |«, ea de Teófilo Ce- 



bailo», lo ataca como aula, j se ínuda an que «1 cotejo no se ha 
hecho oon documentos indubitados como lo prescribo la ley , 
sinó con papelea que ellos fueron á buscar al Banoo. 

Dorante el término probatorio de) plenario f el Procurador Fis- 
cal no ha solicitado o i nguna diligencia de prueba j el Banco sólo 
ha traído al proceso el informe que corre de foja ... del que 
consta que el Banco devoltió á Fedrighri la suma que él decía 
haber depositado. 

Y considerando: 1° Que la circunstancia de no aparecer ti po- 
der justificativo de la personería de Domínguez, como represen- 
tanta del Banco, juntamente con la querella, está explicada sa- 
tisfactoriamente por el secretario, en su informe de foja..., del 
cuhI y del poder que agrega, resulta que Domiguez procedió con 
suficiente personería al presentar la querella, 

Que por lo que respecta ú la personalidad del Banco Nacio- 
nal para acusar, no puede dudarse que, en la hipótesis de ser 
cierto qne Teófilo Ceballos recibiese de Fedrighri para deposi- 
tar en el Banco, la suma de 595 pesos y en Tez de darle ingreso 
en ta caja del Banoo, se la hubiese apropiado, entregando al de- 
positante como recibo de depósito, el papel de foja i\ que no es 
un documento de resguardo, el Banco había sufrido un daño 
real, por la responsabilidad legal que le cabe para con lus terce- 
ros por los daños que causen sus empleados ó dependientes en 
el ejercicio de sos funcione*, y éstos, aun en el cato eo que no 
se hubiese anticipado A reembolsar á Fedrighri la suma defrau- 
dada, artículo ii 13, Código Civil; aparte del interés que envuel- 
ve la necesidad de proteger el crédito del establecimiento, afec- 
tado sériamente por un crimen de la naturaleza del que se atri- 
buye á Ceballos. 

Considerando en cuanto i loa hechos constitutivos del delito 
6 es tafa : Que la entrega de 696 pesos que se dice hecha por 
Estévan Fedrighri y recibida por el auxiliar de caja del Banco, 



monios del miomo Fedrighri y de Alejandro Calderón, auxiliar 
también de caja del Banco. 

Qae el testimonio de Fedrighri es inhábil para probar, por ser 
Interesado en este caso en el éxito del juicio, del cual depende 
que él conserve 6 no el dinero que le dcvoWieta el Banco, foo- 
dado en el hecho mismo de la defraudación, artículo 276, inciso 
Código de Procedimientos; y siendo esto así, el testimonio de 
Calderón tampoco tiene mérito probatorio por ser único, según 
lo ha deparado la Suprema Corte en el caso de estafa contra el 
mismo Ceballos recientemente juzgado, mayormente si se tiene 
en cuenta que Calderón está en cierto modo interesado en alejar 
de sí la sospecha, por ser él el primero que rncibió el dinero de 
de Fedrighri y lo p*só á CebaHoS, según el mismo lo confiesa y 

lo dice Fedrighri. 

Que probado que fuese el hecho de la entrega del dinero á 
Ceballos, con esto sólo no quedaría probada la estafa ni so au- 
tor , si no resultase también probado el hecho complementario de 
habérselo apropiado Teófilo Ceballos, mediante el ardid de dar 
al depositante como documento eficaz para justificar el depósi- 
to, el duplicado de foja í* firmado por el mismo Fedrighri, en 
m del que debió firmar el empleado del Banco, prevalido de la 
confianza que debió inspirar á nn hombre ignorante, su carác- 
ter de empleado. Y esto que sólo se apoya en el informe peri- 
cial de foja ... y la afirmación de Fedrighri, no esta legalmente 
justificado. 

El dictamen pericial, como lo ha dicho la defensa, ninguna fe 
merece, porqnelos peritos, apartándose de lomandadosn el auto 
de foja. * i í de que el cotejo de letras se hiciese con los documen- 
tos auténtico! que obraban en los diferentes procesos judicia- 
les, la practicaron con documentos que ellos procuraron en el 
mismo Banco, y que no habían sido declarados indubitados. 
Este defecto de la pericia podría, es verdad, corregirse repitién- 
dolo en forma legal para mejor proveer; pero aun asimismo pa- 
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ra que el dictámen de loi perito* pudiese elevarse í la categoría 
de prueba completa, necesitaría estar robustecida por otros in- 
dicios concordante* y plenamente probados, artículos 346 y 358, 
Código de Procedimientos; porque el jnioio pericial no es propia- 
mente más que una presunción, y esos indicios, que en este caso 
se reducen ti sólo la entrega del dinero por Fedrighri á Calde- 
rón y por éste á Cebados, no están pTobados, como se ha dicho, 
siendo por la misma raion sin valor coadyuvante para probar que 
el documento de foja 1* fué dado por Ceballos t y el testimonio 
de Fedrighri ya se ha dicho que ningún valor tiene al respecto, 
por más que de todo ello resulte una gran presunción. 

Considerando, por lo que respecta á las costas, que ellas son 
de cargo de la parte vencida en el juicio, según el articulo 144 
del Código de Procedimientos 

Por estas consideraciones, declaro : no justificados lo* car- 
gos hechos contra Teófilo Cobaltos; y en consecuencia, de con- 
formidad á las leyes 4, título 30, y 26, título I o de la partida 
7 m , lo absuelvo libremente de culpa y cargo, debiendo satisfa- 
cerse las costas por el Banco. Molifiqúese en el originul, y re- 
pónganse los sellos. 

É. de té Pi'tio. 



VISTA DEL SfcSOK PROCURADOR GBKEHAL 

Ituenoü Aires, noviembre 16 de ItO't- 



Para mostrar la falta de prueba legal de la estafa atribuida 
en este proceso al imputado Teófilo Ceballos, basta observar : 

I a Que niega categóricamente en su declaración de foja 10, 
conocer á Fedrighri, y que hubiera otorgado el certificado que 




aquel pretende haber recibido en cambio del dinero entregado 
p^ra el depósito. 

2 o Que el supuesto depositante Fedrighri, no afirma en su 
declaración de foja 19 vuelta, que hubiera entregado el dinero 
á Caballos, sinó i otro empleado Calderón, no tampoco el dinero, 
sinó tres cheques y unos 80 pesos, agregando á foja 20 que te- 
niendo otro quehacer Calderón en ese momento, él le entregó 
los cheques y el dinero á Ceballos, para que hiciera el depó- 
sito, 

Pero en presencia de esas dos afirmaciones contradictorias, el 
empleado aludido, Alejandro Calderón, afirma áfoja 12 vuelta, 
que sólo recordaba el hei ho de haber Fedrighri depositado una 
cantidad; pero no tiene presente á cuál iU los emplea*' ib entre- 
gó esa cantidad. 

Sólo resulta entóneos contra el procisado, la afirmación del 
interesado, ineficaz tanto por esa causa, como por su singula- 
ridad. 

Tampoco consta que el certificado de depósito de foja 1' fue- 
ra escrito ni dado por Ceballos; sobre lo ultimo no hay prueba, 
y en cnanto á lo primero, es estéril la pericial de foja 25, porque, 
como los mismos peritos lo afirman á ioy. 25, «para llenar su 
cometido, no tuvieron á man i escritos reconocidamente autén- 
ticos*. 

Pido ¡i V, E. se sirva pOT ello, confirmar la sentencia recu- 
rrida, corriente de foja HOá foja 115 vuelta. 

Sabiniano Ate*. 



m fALLOfl K LA «OPRIMA COATI 

Dueños Aires, Abril 25 de 1886- 

i 

Vistos y considerando : Que como lo demuestra el señor Pro- 
curador General en su precedente vista de foja ciento ooareutu 
y ocho, no está suficientemente probado que el procesado sea 
autor del delito que se le imputa. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el mencionado señor 
Procurador General, y por sus fundamentos, se confirma con 
costas la sentencia apelada de foja ciento diez. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. —LIJI& V. VARELA. — 
ABLt, BAZAR. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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liecurso de habeas corpas á favor de Metiton José Uargas, por 
alistamiento indebido en el Ejército de tinea. 

Sumario,— i° El menor alistado en el Ejército de línea, sin 
el consentimiento de sus padres, debe ser dado de baja j puesto 
en libertad. 
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2° Si después del alistamiento, ha ¿ido condenado por deser- 
ción, por el Consejo de Guerra, y se halla sufriendo la pena im- 
puesta, el juez no puede, en el juicio de recurso, 
la órden de ponerle en libertad. 

Ctwo. — Resultada las siguientes piezas: 
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Humo* Aire*. Noviembre 30 de 189L 

Señor Juez Faina t; 




expongo: 

Que vengo ¡i interponer el recurso de habeos corpus, en be- 
neficio ele un menor que se encuentra restringido en su liber- 
tad como soldado del Batallón H de Infantería de línea, 
actualrneuteenel edificio de la Exposición Rural en Palermo. 

VA menor á que aludo, se llama Meliton José Bargas, tiene 
18 años de edad, es nacido en la ciudad del Rosario de Sauta-Fé 
y el gefe del batallón en que se encuentra, lo es el comandante 
don Angel Falcon. 

Este menor había ingresado al ejército sin permiso de sus 
padres, hace como dos años, desertándose más tarde para ir á 
unirse á su familia establecida en la ciudad del Rosario : allí 
fué aprehendido y remitido al cuerpo en que hoy se encuentra, 
donde se dice que se le ha juzgado é impuesto la pena de dos 
años de servicio en el ejército, cazón por la cual e) señor co- 
mandante á quien me apersoné á solicitar la libertad del menor, 
me manifestó no poder acceder á ello. 

Ahora bien, señor Juez : nunca el menor Bargas fué soldado 
legal y no siéndolo, bajo forma alguna pueden aplicársele las 
»ol. mu 18 
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leyes militares por los hechos que cometa. No poede cometer 
el delito de deserción quien no es militar, y no sé qué tribunal 
militar pueda haberle infligido esapena i todas luces lín va- 
lor alguno. 

Enlaslistasde revÍBtasque se enoo entran archivadas en Co- 
misaría de Qoerr a figura Meliton J. Bargas coala nota de suma- 
nado y de attaconfecha i BdeAyosio próximo pasado como deser- 
tor aprehendido, sin que conste su filiación, no sé si maliciosa- 
mente, pues al parecer como menor pedia haber llamado la 
atención de ta superioridad y haber dado motivo a su libertad^ 

Es en esto que dejo expresado, en lo que consiste la ilegalidad 
de la detención que sufre el menor Bargas y es en estos lierhos 
en que me Tundo para interponer el recurso de amparo de su 
libertad . 

Nuestras leyes militares determinan las condiciones en que 
se ha de admitir un individuo ú formar en las fila* del ejército 
y da las formalidades que se han de llenar cuando se trata de 
un ménade edad, y ¿o podía ser de otra manera, señor Juez t 
tratándose de la institución mas importante en una nación, en 
que descansa la honra, la paz y la integridad de ella. Son muy 
especiales los delitos por los cuales se puede condenar al scmcio 
délas armns; si es un menor, necesita del permiso expreso de 
sus padres ó de aquellos bajo cuya custodia se halle, y en nin- 
gún caso de estos se encuentra el menor Bargas. 

Como principio de prueba respectivamente de su menor edad, 
acompaño una partida espedida por el señor Cura Párroco de 
la iglesia del Rosario, cuya firma, «i V.S. cree necesario o a, se 
pone en duda la edad de Bargas, por quienes lo retienen, puede 
mandarse ratincar ante Jueí competente de aquella ciudad. 

En cumplimiento de lo dispuesto por las leyes de la materia, 
juro ser cierto lo que en este escrito expreso. 

Strá justicia, etc. 

Néstor W. Fernandez. 



DS JUSTICIA NACIONAL 275 



INFORME DEL DEFENSO* DE MENORES 

Buenos Aires, Futirero 19 de 1895. 

Al señor Juez Federal de la Capital, Hr.J. I*, halanne: 

En contestación al oficio de V.S. fecha 14 del corriente, re- 
ferente al menor Meliton J. Bargas, cumplo con el deber de 
manifestar que con fecha 44 de Diciembre de 1892, fué puesto 
este menor á disposición de estadefensoría, por el señor gefe de 
Policía de la Capital, con los antecedentes que paso á transcri- 
bir: 

Buenos Aires, Diciembre 24 de Í891 

Al señor Defensor de Menores, don llamón deOtiveira Cesar. 

Pasó á la Cárcel Correccional á deposición de ese Ministe- 
rio, el menor Meliton J. Bargas, remitido á este departamen- 
to por el Comisario de la sección I", a cansa de loque manifiesta 
en la nota adjunta : 

Diciembre 23 dfi I8fl¿. 

Al señor Gefe de Policía de la Capital, General don Domingo 
Viejobueno. 

Por estar comprendido en la orden del día 29 de Mayo del 
■tío 1885 he remitido detenido i est< departamento* á disposi- 
ción de V.S. r al menor Meliton J, Bargas, argentino, de 16 años 
de edad, sin ocupación ni domicilio» trigueño, lee y escribe y su 
captura no se ordena* 

Por andar vagando fué conducido hoy á la i a. m. de las ca- 
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Ues San Martin y Cuyo por el sargento 2 o Santiago Corre», y 
al ser interrogado en esta oficina por el paradéTO de sus paires 6 
guardad ;cb, manifestó que tiene loa primeros, pero que se en- 
cuentran en el Rosario de Santa-Fé , y que dormía en el 
Paseo de Julio y comía las sobras que le daban en algunos ho- 
teles. 

Saluda á V.S, atentamente. 

Juan J. (¡arria, 

JIumjo» Aires, Diciembre Ü4 de 1892. 

Póngasele á disposición del Defensor de Menores; hágase 
saber, elevando t*l presente parte. 

R Ytejabueno. 



Estos son todos lo- antecedentes que existen. 
A la 2", por pedí»' de qit i en. 

Sólo puedo d ,i a V.S. que del libro de Registro de Mi nores, 
se desprende que: con fnla 31 de Diciembre del mismo año 
92, fué colocado íste con el Coronel Bravo con destino al 
Regimiento H de Infantería de línea en calidad de aprendii 
músico, y por el copiador de órdenes, se confirma que esa or- 
den hu sido emanadade mi antecesor, señor Oliveira César, 
estando compren** los en esa orden otros menores también va- 
gos. 

A la 3\ por qué tiempo : puedo asegurar que no se ha deter- 
minado plazo alguno ni se han llenado las formalidades de la 
colocación, pueseu los libros de esta oficina no existe convenio 
celebrado, como es de práctica hacerse. 

Además, puedo agregar para su mejor conocimiento, que los 
menores colocados por la Defensoríaen los diferentes batallones 
y por causas apremiantes, novan destinados como enganchados 



ni seles señala un plazo fijo, van con el solo objeto de aprender 
el arte (músico ), y con la condición de retirarlos en cualquier 
tiempo y por cualquier circunstancia, á la sola orden de la De- 
fensoría, como sucede en la generalidad de los caso». — Es t'.e- 
cir que se trata de una coLoc.tciou simplemente. 
Diosguarde á V. S. 

I'edro da Elizalde. 



Fftllo del Jum Menl 

Bueno-; Aires, Marco Ü de 1895. 

Autos y vistos i Considerando que de las constancias de 
autos resulta debidamente comprobado que el menor José Bar- 
gas se encuentra alistado en clase de Boldadn del batallón 11 de 
infantería de línea, sin el consentimiento de sus padres, y de 
conformidad con lo expuesto y pedido por el Procurador Fiscal 
en su precedente r ista, líbrese oficio al Ministerio de la Gue- 
rra áGn de que sea dado de baja el referido Bargas. 

N*í>tifíquese original, fecho, archívese. 

1'. Látanme 



ROTA DEL BlHISTEMO OE LA GUERRA 

Buenos Aire*, Juuio 3 de 1895. 

Ál señor Juez Federal de la Capital, Dr. I). Juan V. Lalanne. 

En contestación al oficio de ese juzgado, de fecha 18 de Abril 
próximo pasado, referente á la baja del soldado del batallón 11 



de infantería de línea, Meliion J. Bargas, tengo el honor de 
transcribir á V. S. el dictamen del señor Auditor General de 
Guerra y Marina recaído en dicho ;isunto y cuyo tenor es el si- 
guiente : 

cExmo señor: Del testimonio que antecede, resulta que eon 
fecha Enero 25 del corriente año, el soldado Meliton José Bar- 
gas, ha sido condenad» por delito de 2* deserción A seis años de 
servioio en ta compañía disciplinaria del Presidio Militar de 
Santa Cruz. 

«Solicitándose su baja por el señor Juez Fedenl de esta ciu- 
dad, en virtud de haberlo asi resuelto en un recurso entablado 
ante su juzgado» nos encontramos que tal resolución, ni petición, 
puede ser cumplida por V. E. en atención á que el soldado Bar- 
gas esté sufriendo una condena impuesta por Tribunal compe- 
ten te, en virtud de un delito militar. 

c Proceder de otro modo, sería dejar impune el delito de de- 
serción qne el soldado Bargas ba cometido. 

«Pienso, por lo tanto, que V. E. debe así hacerlo saber al señor 
juez federal doctor Lalanne. Buenos Aires, Majo 20 de 1895. 
— Ceferino Araujo.* 

Dios guarde áT.S. 

E. J* Italza. 

VISTA FISCAL 

Buenos Aires, Junio 10 de 1805. 

Señor Juez: 

Sírvase V, S. ordenar ae libre oficio a) Ministerio de la Gue- 
rra a un de que cumpla sin máa trámite lo ordenado por la 
providencia de V. S. de foja 37 j ya comunicado á ese Minis- 
terio por el oficio de foja 41. 
No puede tomarse en cuenta en el presente caso, las razones 



que el MiaUterio mencionado aduce par* tío cumplir lo ordenado 
por V. S., cuyas razones parecen ser las que ha «puesto, según 
seafirma, el auditor de guerra, según ta transcripción del pre- 
cedente oficio. 

Ahí se afirma la imposibilidad de cumplir la Orden de Y. fe. 
por hallarse Bargas cumpliendo una condena impuesta por 
Tribunal competente por el delito militar de segunda deserción. 

Tal raionno es aceptable, señor Jum, pues Bargas, siendo 
menor, no pudo ser alistado en las filas del ejército, como V. 8. 
lo ti*ne declarado, y por tanto nunca fué militar, por más que 
8e le tuviera en las filas del batallón H de infantería de lí- 



nea. 



No siendo militar, no ha podido cometer delito militar, co- 
mo lo asegura el precedente oficio, ni el Tribunal del mismo 
carácter, que lo ha condenado, b* podido hacerlo, porque sólo 
aquellos delitos pertenecen á sn jurisdicción. 

Delito militar eB aquel que sólo puede ser cometido por los 
que tengan tal carácter, no siendo susceptible de cometerlo 
aquellos que no son militares; y así, la deserción que se ha im- 
putado 4 Bargas, no ha sido tai, pues no siendo soldado en la 
extensión de la palabra, él no ha podido cometerlo. 

Aun en el caso en que Bargas, en lugar de haber sido inde- 
bidamente destinadoal sertioio de las armas, se hubiera alis- 
tado por propia voluntad, siemprs su alistamiento seria nulo, 
porque no fué hecho con el consentimiento de sus padres, como 
bien claramente lo establece el artículo 275 del Código Civil ; 
y en tal caso no adquirió el carácter de militar, y por tanto no 
purio cometer delitos de ese fuero. 

J. Botet. 



• 



Buenos Aires, Julio 4 de 1895. 



Autos y Fistos: Considerando que el Juzgado decretó la 
baja del soldado José Bargas» en la instancia a) efecto promo- 
vida, en virtud de haberse justificado que el referido Bargas 
fué alistado en el servicio militar, á la edad de 16 años, sin 
consentimiento de sus padres, ni autorización del Defensor de 
Menores, pues según resulta del informe de foja 22, este fun- 
cionario sólo había entendido colocar á Bargas como aprendiz 
de músico, sin perjuicio de que pudiese ser retirado en cual- 
quier época. 

Que informando ahora el Ministerio de la Guerra, se ve 
en el caso de no poder dar de baja al soldado Bargas, por cuan- 
to juzgado en consejo de guerra por el delito de deserción ha 
sido condenado á seis años de serricio, el Juigado se encuentra 
sin facultades para proceder, pues carece de jurisdicción para 
reveer la sentencia del consejo de guerra, que es tribunal com- 
petente para conocer de esa clase de delitos y ante el cual en 
todo caso han debido hacerse valer las defensas pertinentes. 

Por esto, así se declara, debiendo el interesado ocurrir donde 
corresponda, en ejercicio de las acciones ó recursos á que crea 
tener dereoho. 

J. V. Ixttanne, 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 16 de 




Suprema Corte; 



La sentencia de foja 37, era evidentemente justa. 
El menor José Bargas, teniendo padres que ejercen lega) 
mente los derechos de patria potestad, no ha debido ser entre 
gado sin su consentimiento, al servicio militar. 




La defensorfa de menores no ha tenido ta representación le- 
gal de aquellos, ni ha pretendido tampoco, según su propio in- 
forme de foja 23, ejercerla, limitándose á entregar al menor, al 
coronel Bravo, á fin de hacerle aprender la música. 

Resulta de tales antecedentes, que dicho menor no ha in- 
gresado al batallón H de linea como militar, ya que no era en- 
ganchado, ni autorizado ¿hacerlo, ni destinado por delito al- 
guno. 

Su incorporación, es un hecho irregular, contrario. á derecho, 
que no ha podido producir el efecto de sujetarlo contra su vo- 
luntad, á la jurisdicción militar. 

La deserción es un delito esencialmente militar; sólo puedeser 
desertor el que es soldado. El menor no lo era, ante el derecho. 

El sumario militar y la condena por el tribnnal de guerra, 
al servicio por seis años, es irregular respecto del menor, y 
manifiestamente nuU, desde que emana de un tribunal sin ju- 
risdicción. 

La constitución, en sn artículo 18, prescribe qne ningún ha- 
bitante de la nación puede ser juigado por comisiones especia- 
les ó sacados de los jueces designados por la ley. Esa garantía 
constitucional ampara al menor contra la condena por un 
tribunal que no era sn juei legal, y por ello adhiriendo A la 




apelación interpuesta por el Procurador Fiscal, contra el anto 
de foja 48 vuelta, pido á V. E. se sirva revocarlo^ declarando la 
competencia del Juez de sección, para disponer el cumplimien- 
to de la sentencia de foja 37. 

Kier. 



buenos Aires, Abril 25 de 1896. 

Vistos y considerando: Que la demanda iniciada ante el 
Juez Federal de esta sección, tovo por objeto promover el re- 
curso de amparo de la libertad individual á que serefieieel ar- 
ticulo seiscientos diez y siete del Código de Procedimientos en 
lo Criminal. 

Que sustanciada la demanda con arreglo á la ley, fué defini- 
tivamente resuelta por éj fallo del Jnez que corre á foja trein- 
ta y siete. 

Que ejecutoriado ese fallo, el Ministerio de la Guerra no ha 
podido dar cumplimiento á lo mandado en él, por bailarse el 
menor Bargas sufriendo una condena impuesta por un consejo 
de guerra, en virtud de juicio seguido ante él por delito imputa- 
do á Bargas, con posterioridad al hecho que motiva ia de- 
manda. 

Que terminando en este juicio la intervención de la justicia 
federal, con el auto que ordenóla libertad de Bargas, declarando 
ilegal su alistamiento en el ejército de línea, no puede prose- 
guirse la cansa, sobre la validez ó nulidad de la sentencia del 
Consejo de Guerra, por cuanto ésta núes una incidencia del re- 
curso de habeas corpus, por alistamiento indebido, que fué el 
único que sustancio y falló el Joei a quo. 
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Que si el menor Bargas tiene acciones ó recursos que deducir 
contra la mencionada sentencia del Consejo de Guerra, no es en 
este juicio donde ha podido, por incidencia, promoverlos, sinó 
que debe hacerlos valer dónde y en la forma que por derecho 
corresponda. 

Poreatos fundamentos y los del auto apelado de foja cua- 
renta y ocho, se confirma éste. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAl . * — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZA». —OCTAVIO BON- 
CE.— JUAN E. TORREST. 



CAUSA JL11 



Criminal de extraiieion de Luis faggiani, pedida por ta 
República Oriental del Uruguay 



Sumario, — No procede la extradición, sin el previo cumpli- 
miento de las personalidades prescritas por la ley de Procedí - 
mientoSt ó po los tratados. 



Caso. — Lo explica el 



La Pialo, Marzo 18 de 1896. 

Y vistos: Los seguidos por la Legación déla República 
Oriental del Uruguay, solicitando la extradición del prófugo 
Luis Faggiani. 

Y considerando: 1° Que no hay que perder de vista, son tres 
los requisitos que el Código de Procedimientos en lo criminal 
(v t Ley i" 4372) eu su artículo 65! t exige para la tramita- 
ción de un pedido de extradición y de ellos solo el segundo 
se ha cumplido en la presente instrucción» y esto no porque 
hayan venido en forma, de Montevideo, los datos y antecedentes, 
necesarios sinó porque el mismo Luis Faggiani los suministró 
en su declaración (v X 25), como lo advierte el Procurador Fiscal 
en la vista (v. f, 28) precedente. 

2° Que la sentenciti de condenación ó el mandato de prisión, 
no han Degado A conocimiento del que estatuye de todo lo tes- 
timoniado a fojas 1* y siguientes : lo único que parece referirse 
á la situación personal de Luis Faggiani, es el auto del juez li- 
cenciado de comercio de primer turno doctor Juan A.Sarachaga, 
(v. f, 9) el cual no es propiamente un auto de prition, 

3° Que el mencionado auto entraña meramente la disposi- 
ción ó mandato de que: se ponga á disposición del juez del cri- 
men al quebrado, sin que figure en el espediente la órden de 
prisión que este último funcionario sería el único autoriiado & 
expedir, pues la jurisdicción comercial es ajena en principio a 
medidas de coerción personal, si bien, por excepción, las puede 
citar, no consta que en el sub-judice lo haya hecho, i lo menos 
con aquella precisión y rigor que requiere asunto tan grave co- 
mo lo es el de una extradición. 
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4" Que no obstante el juez de comercio de Montevideo, doctor 
Sarácnaga, haga en so escrito original (». f. 10) referencia á 
nna órden de prisión que dice haber dictado contra Luis Fag- 
giani, no tiene ésta testimoniada, no pudiendo considerarse 
tal, lude foja nueve de referencia, pues esta es, sin duda, la 
sentencia no apelada y por tanto ejecutoriada á que luego el 
mismo juez se refiere en el mandato escrito de foja 10. 

5 a Que entre tanto, esa sentencia comerciul, por ejecutoria- 
da que sea, no es la sentencia de condenación según ¡a forma 
prescrtpta por la ley respectiva que nuestra ley procesal exige, 
pues salta á la vista que un juez de comercio en ningún país 
culto puede ser autorizado á dictar sentencias criminales, úni- 
cas que pueden fundar un pedido de extradición. No hay en 
el presente casn, niautode prisión, ni sentencia condenatoria. 

6° Que lo que más se ecba de menos, en este expediente, es 
la copia autenticada de las disposiciones legales uruguayas, 
aplicadas al hecho acusado (art. cit. 651, inc. 3): en este caso 
más necesarias atendiendo al tiempo que ha transcurrido desde 
los hechos que motivaran la declaratoria de quiebra del deteni- 
do y que, de haber venido quizás hubiera permitido la alegación 
de la prescripción y aun, la escasa iinportaucin que al parecer ha 
revestido la quiebra de Luis Faggiani, artesano zapatero. 

Por estoy demás concordantes del escrito del defensor (r« f. 
27) fallo: no haciendo lugar á la extradición, solicitada por la 
Legación de la República Oriental del Uruguay, de Luís Fag- 
giani, el que será puesto en libertad inmediatamente, una vez 
ejecutoriada ta presente sentencia; remítase original el proceso 
al Ministerio de Relaciones Exteriores, con esta resolución, de la 
cual quedará la debida constancia en este juzgado. 

Notifiquen con el original y regístrese en el libro de sen- 
tencias. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

No creo deber adherir al recurso instaurado por el Procura- 
dor Fiscal de la sección de Buenos Airea, contra la sentencia de 
foja 29, que niega la extradición del procesado FaggianL 

El artículo 6" del tratado con la República del Uruguay, la 
desautoriza, si no se exhiben por parte de la potencia recla- 
mante, documentos que según las leyes de lu nación en que 
se halla el re clamado, bastaren para aprehender y enjuiciar al 
reo, si el cielito se hubiese cometido en ella. 

Ante esa cláusula del tratado y las prescripciones del Código 
de procedimientos citadas en la sentencia, la extradición no pro- 
cede en el caso, porque los documentos acompañados no ema- 
nan de autoridad competente para aprehender y enjuiciar cri- 
minatmcnte, según nuestra legislación penal. 

La resolución de foja 8 procede del Juez de comercio y no 
expresa tampoco, ni implica órden de prisión, sólo declara frau- 
dulenta la quiebra y manda en su parte final poner al quebrado 
ú i disposición del señor Juez del Crimen» 

Mientras este juez no se haya pronunciado acerva de la pri- 
sión del quebrado, y apoyado el pedido de extradición en docu- 
mentos fehacientes, emanados de su propia autoridad, no existe 
mérito l.-gal bastante para proceder á la extradición del reque- 
rido. 

Por ello y fundamentos de la sentencia de foja 29, pido á 
V. E. se sir?a confirmarla. 

Sabtniano tCier. 



- 
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Buenos Aires, Abril 28 de 1860. 

Vistos y considerando : Que los autos demuestran, en efecto, 
de una ma.irra acabada, qne no se ban llenado las formalidades 
indispensables paralaprocedencia de la extradición requerida, 
yapor los tratados, ya por la ley de procedimientos. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos concordantes, se 
confirmad auto apelado de foja veintinueve. Devuélvanse. 

BENJAMIN FAI. - LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAEAN. — OCTAVIO RUN- 
OK. — JUAN t,. TiíBHENT. 



4 AUNA LUI 



Don Manuel ¡travo contra don tíuslaoo ítidot, por desalojo y 
cobro de alquileres; sobre competencia. 

Sumario, — El que ha deducido excepción de incompetencia 
ante el juez de la demanda, no puede ocurrir por inhibitoria 
al juzgado que cree competente. 



■ 

{ FALLOS DE LA 8UPKEMA CORTE 




388 



Caso. — Don Manuel Bravo demandó ante la justicia de 
paz de la Capital, a Bidet, por desalojo y cobro de alqoileres de 
tina casa situada en (acallo Rincón n°... Se siguió una larga tra- 
mitación, basta que Bravo denunció que e) contrato de arriendo 
que invocaba el demandado, hal ja vencido, por io que correspon- 
día fijar un brev plazo para el desalojo. 

El juez de paz convocó á juicio verbal, el cual mí realizó el de 
Setiembre de 1895. El demandado, sin contestar la nuera de- 
manda, opuso varías defensas, entre el! as la de incompetencia 
de jurisdicción, por ser él extranjero, reí demandante argenti- 
no. El actor contestó esta excepción diciendo que en los juicios 
de desalojo, es competente el Juez de Paz, con arreglo á la ley 
n* 2860. 

£1 juez de paz, pronunciándose sobre las excepciones del 
demandado, rechazó la de incompetencia, fundado en el artículo 
13, inciso 3% de ta ley u" 2860 y en el articulo 592 del Código 
de procedimientos, y mandó que Bidet contestara la demanda, 
para lo cual deberán comparecer los interesados á juicio verbal, 
el cual turo lugar el 19 de Setiembre del 95, manifestando el 
demandado que no contestaba, porque la demanda no corres- 
pondía al juzgado. En el mismo acto, el juzgado intimó el de- 
salojo con término de cinco días. 

En 28 de Setiembre del 95, la parte de Bidot ocurrió ante el 
juez federal por inhibitoria, acreditan io con testigos sn cali- 
dad de extranjera y la nacionalidad argentina de Bravo, 



Autos y vistos : Considerando : Que después de numerosas 
tramitaciones que ha tenido el juicio seguido por Bravo contra 



rail* étel J 



Federal 



Buenos Aires, Octubre 12 de 1895. 
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Bidot, «parece que i foja 97 aquí instaura de nuevo su deman- 
da ante la justicia de paz, y el representante del demandado 
opone allí la eieepcion de incompetencia de jurisdicción, junto 
con otras defensas. 

Que en tal concepto no ba podido ocurrir á este juzgado por 
inhibitoria, debiendo sujeturse a! procedimiento primeramente 
iniciado. 

Por esto, resuelvo no insistir en la competencia de este juz- 
gado para entender en la presente causa, con costas al recu- 
rrente. En consecuencia, devuélvanse los autos remitidos por el 
juez de paz de la sección í)*, haciéndose saber esta resolución 
a fin de que continué bus procedimientos. Repóngase el papel. 

,/. V. Lalanne. 

VISTA DEL SESOK PKOCUhADOH GENERAL 

■ 

Buenos Aires, Noviembre ¡¿o'ile lüWi. 

Suprema Corte : 

Los hecho* consignados en los informes del Juez de Paz de la 
seocion 9 a á foja 65 vuelta y 75, y los fundamentos de lu reso- 
lución recurrida corriente i foja 76 vuelta, b> ti á mi juicio 
para autorizar su confirmación, como io sotjai «de V. E, 

Sabin iatio Kier. 

Itueuos Aires, Abril 2S de 180(1. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el pro- 
curador general y por sus fundamentos, se confirma, con costas, 

v»L- MUI 19 




FALLOS Dt LA 



el auto apelado de 
fanse. 



foja 7ft vuelta. Repartos los sellos, devuél- 

LUIS V. Y ABELA. — *BtL »Att«. 
— OCTAVIO BURGE — *■ 



CAUSA 1,1 W 



Ó doctor don Julio P. Acuna, contra pon Alfredo Alvarez; » 

bre interdicto 



Sumario. -n propietario del m% lo es de las vert.entes 
de agua que nacen en él, y si abrió ana boca toma en el arroyo 
formado por dicha* vertientes, para utiUiaf el agna en prove- 
cho de so terreno, y poseyó la boca toma por mis de no ano, 
tiene derecho í ejercer el interdicto de despojo contra el ter- 
cero que lo turbe en esa posesión. 



Caso. — Resulta del 




Falla M J«fi Federal 

Cutninarca, Febrero X3 de 1890. 

■ 

Yistos: en el interdicto de recuperar la posesión del agua 
del arroyo de los Nacimientos, entablado por el doctor don Ja- 
llo P. Acuna, vecino de la ciudad de Mendoza, contra el jaez 
general do aguas don Alfredo Almez, vecino de esta provincia, 
y de tos que resulta : 

Que el doctor Acuña funda su acción, en que Alvarez, como 
Juez de Aguas, mandó cerrar una toma, abierta por orden del 
primero en el arroyo de los Nacimientos; que naciendo las 
aguas de dicho arroyo en la Rinconada, estancia de su propie- 
dad, por compra que hizo ahora diez años á los señores Colina, 
quienes la habieron de la familia Rivera, que la poseía como 
dueña desde tiempo inmemorial, esa agua le pertenecía segan 
la disposición del artículo 2537 del Código Civil; que estando 
en posesión del inmueble denominado Rinconada, lo estaba de 
todos los accesorios, © sea de todos Iob elementos qae lo compo- 
nen, entre los cuales se encontraba el agaa qae brotaba en él; 
que por lo tanto, el hecho de mandar cerrar la boca-toma qae 
mandil abrir, constituía un acto de despojo de parte de Alva- 
rez, desde que, como propietario del inmueble Rinconada, era 
propietario de las aguas que brotaban en dicho inmueble, y es- 
tando en posesión del primero, lo estaba también del agna. 
Agroga qne hace muchos anos, se abrió nnn toma por la familia 
Rivera, la que bizo uso en un tiempo del agua, y que hará como 
tres años que el demandante abrid nna toma y ana acequia 
como de dos ó tres cuadras, para abrevar un ganado que tenía 
en invernada en un potrero de campo, como seis ú ocho meses, 
sin cuidarse de qne el agua que levantaba, volvía á caer al 
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río. Apoya bu pretensión en los artículos 2643, 2497 y 2637 

del Código Civil. 

Citado á comparendo, de confoimidad al artículo 332 del Có- 
digo de Procedimiento, el demandudo contestó; que la deman- 
da era improcedente contra él, por haber obrado como Juei 
general de Aguas; que dependiendo en sus f "cionts del Poder 
Ejecutivo, al que estaba en el deber de obedioer por leyes vi- 
dentes, no podía ser responsable como funcionario que obraba 
en virtud de órden expresa del gobierno, como constaba del 
decreto insertoen la nota que exhibía y que erre en autos, y 
que no había hecho otra cosa que trasmitir á sus inferiores en 
el ramo de agua, la órden recibida de su superior, esto es, ser in- 
termediario entre la autoridad que ordenaba y laquy ejecutaba, 
y que esas disposiciones concordaban con el Código Penal en su 
artículo 81, incisos 7 o y 15. En segundo lugar, dijoque el se- 
ñor Acuña no tenía derecho para entablar el interdicto como lo 
había hecho, porque no tenía la posesión del agua, ni la habían 
tenido siquiera sus causan les . 

La prueba producida por ambas partes consiste: la del de- 
mandante, en ta acta de protesta de foja 1, en la declaración de 
cuatro testigos, corriente de fojas 30 á 40 y de íojas 46 á 52. y 
en absolución de posiciones del demandado de fojas 66 á 70 in- 
cluiré; y la del demandado en ta notado foja 13, en la de- 
claración testimonial que corre de fojas 20 á 30, de fojas 40 á 
46, de fojas 52 vuelta a 62, y en la absolución de posiciones del 
demandante, ai tenor del interrogatorio corriente á foja 71. 

El actor ha tachado á los testigos liamon Gil Várela y Pe- 
dro Rivera, por tener propiedades que se riegan con el agua del 
río del Valle, á don Ignacio Centeno, porque un yerno de él te- 
nia propiedades que se regaban con la misma agua y a don Juan 
Antonio Olmos por tener una propiedad que se riega con el 
agua del río de Ambato, afluente del río del Valle, quedando por 
lo tanto sólo el testigo R. Aguilar sin tachar. El demandado 
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observó que la tacha era inadmisible, porque siendo como vein- 
te mil pobladores que aprovechaban del agua del río del Valle, 
venia á &er muy insignificante la cantidad de agua que podría 
aprovechar, suponiendo que no se incorporara el agua qoe pre- 
tendía el señor ¿cuña, al río del Valle. 

Y considerando en cuanto & la prueba producida: I o que 
es un hecho geográfico en el que están uniformes las par- 
tes; los testigos, que el rio denominado propiamente rio del 
Valle, está formado por diferentes corrientes de agua que bajan 
de los cerros que están á la parte norte y noroeste de esta ciu- 
dad, las enales vienen uniéndose las unas con las otras hasta 
formar sóto dos corrientes, que se reúnen un poco mis abajo 
de la población denominada de la Punta, para formar un solo 
caudal rjuese llama propiamente río del Valle; que todas estas 
oorrientes tienen nombres distintos, llamándose río de Ambato, 
de Colpes, etc, y que el río 6 arroyo de los Nacimientos se incor- 
pora al de Golpes, más arriba de la población de la Punta, de mo- 
do que después de la confluencia del de los Nacimientos con 
el de Colpes, no quedan sínólas dos corrientes que van á reunir- 
se, como se ha dicho, más abajo de la población de la Punta para 
formar un solo caudal. 

Que es igualmente un hecho en que están uniformes, 
que todas estas aguas sirven y son las únicas que hay para be- 
ber, regar y demás usos de 1* vida en las poblaciones de los de- 
partamentos de Valle Viejo» Piedra Blanca, distritos de la 
Puerta» Guaicama, Rodeo y Junta» de) departamento de Ambato, 
y de la Chacarita, distrito de esta capital; qoe la forma 6 ma- 
nera cómo hacen oso del agua tas poblaciones citadas, «a por 
torno ó mita, del modo siguiente: durante ocho días se levanta 
el agua por el departamento de Piedra Blanca y distritos nom- 
brados del departamento del ambato, y dorante otros ocho 
días sueltan toda para qoe corra para el departamento de Valle 
Viejo y distrito de la Chacarita, para que sea aprovechada por 



éstos, de modo que, cuando toca el turno al departamento de 
Piedra Blanca, riegan también los distritos de Ambato, levan- 
tando agua de los afluentes que corren por su respectiva pobla- 
ción, esto es, el Kudeo levanta agua del afluente Ambato, los 
de Junta del afluente Junta, y así los otros distritos, quedando 
sin agua la población del Valle Viejo y distrito de la Chaca- 
rita, pues cnando toca ti tumo á estas dos últimas poblaciones, 
todas las otras sueltan el agua ó la dejan correr por el río para 
que sea aprovechada solamente por el Valle Viejo y Chacarita; 
que el agua se levanta del río por tomas ó acequias, calculando 
la cantidad de agua que corresponde á cada tema; y por último, 
que coando hay suma escasez, el aguase mita entre las tomas 6 
acequias de las poblaciones A quienes les toca el turno, distri- 
buyéndose según el número de marcos que corresponde ú cada 
toma (véase respuesta á la décima seita pregunta del interro- 
gatorio de posiciones). 

Todos esos hechos revelan que con el agua del río del Valle 
han sido fundadas esas poblaciones dt. existencia secular, como 
el Valle Viejo fué la parroquia 6 cabecera de estas pobla- 
ciones ó lagares, antes de la fundación de esta ciudad en este 
valle de Cata marca y por lo tanto que el agua se ha concedido 
por merced del Bey. 

Considerando ; Que para que tenga lugar el interdicto de re- 
cuperar la posesión, es necesario que el demandante pruebe su 
posesionó el hecho del despojo, así como el tiempo en que el 
demandado lo cometió : artículo £494 del Código Civil y 338 de 
laLey nacional de Procedimientos. 

Que la posesión, para dar logará las acciones posesorias, debe 
ser a lo menos anual y sin los vicios de precaria ó clandesti- 
na, continua y no interrumpida: artículos 2473, 79,80 y 2481, 
Código citado. 

Que consta por la absolución de posiciones del doctor Acuña, 
que desde la fecba en que tuvo lugar la absolución (5 de Fe- 



brero) apenas hacía seis 6 siete meses que se abrió por él la 
toma, y como del acta de protesta de foja I* apasta que el 3 
de Febrero pasado be cerro aquolla, resulta que apenas habían 
corrido cuatro meses entre el día que la abrió y el en que ae 
cerró, esto sin computar el tiempo transcurrido desde que se 
dió la orden hasta que se cumplió, que no fué poco segua re- 
sulta de la respuesta a la 7\ 8», 9* y iO* preguntas del inte- 
rrogatorio de posiciones del demandante, lo que comprueba evi- 
dentemente que su posesión en la predicha toma, no ha sido ni 

anual ni tranquila. 

Que consta igualmente por la respuesta del doctor Acuña, á 
Jatercera pregunta del interrogatorio de posiciones y por la 
declaración de los cuatro testigos presen tados por el mismo de- 
mandante, que durante los diea años que ha estado en posesión 
de la estancia *h& Bincouada» y aun el tiempo que latan po- 
seído sus causantes loe señores Colina, no han heoho uso del 
agua del arroyo de los Nacimientos, lo que comprueba también 
que nunca ha estado en posesión dt ella: véase respuesta del 
testigo Nicolás Castillo A una pregunta de la parte deAlvaret, 
que corro á foja 32 vuelta, declaración de don Manuel Casti- 
llo al responder á la cuarta pregunta del interrogatorio y á una 
repregunta de la contraria, corriente i foja 35, declaración de 
Justo Medina inserta áf. ja 37, declaración de don Engento 
Martines, al responderá la quinta pregunta en que explica su 
contestación dada i la cuarta que va inserta al final del folio 
47 y principio del 48. Todos testigos del demandante. 

Que el heoho de haber el señor Acuña abierto una toma y 
acequia como de dos a tres cuadras, ahora tres años, no puede 
darle la posesión del agua: f porque fué para abrevar 
el ganado, y esto por seis ú ocho meses; porque no 
consta que durante este tiempo hubiera corrido el agua, pueados 
de los testigo» dicen que vieron la toma y acequia ya seoaa, y 
otro que no sabe el tiempo; 3° porque no consta que el agua 
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levantada par» esos objetos oo volviese á caer al río y aun se 
desprende que así sucedía, esto es, qae volvía á caer, por el 
mismo eicrito de demanda, en cuyo caso ningún perjuicio oca- 
sionaba i los que hacían uso del agua, qne estaban mucho más 
abajo á quienes no puede perjudicar el qne corra por un canal 
de dos á tres cuadras en vez de correr por el ríe que general- 
mente tiene lecho arenoso; 4* porque esta toma no era la 
misma que se le mandó cerrar; y por último, porque este hecho, 
Begnn su propia exposición, sucedió ahora tres años y por seis ú 
ocho meses, y la posesión, pura dar jugará las acciones poseso- 
rias, debe ser continuada y nc Interrumpida, anual y á título 
de propietario, artículos 2480 y 4481 , circunstancia que consta 
criden temen te, no reunían el hecho de llevar el agua para dar üe 
beber á un ganado que tenían en invernada, ahora tres años y 
por seis ó ocho meses, en nn potrero de campo. 

Qne el heoho desataren posesión det inmueble denominado 
Rinconada, no le da U posesión del agua, por el heoho de que 
ella nazca en su estancia, porque, constando evidentemente 
que el arroyo de tos Nacimiento» es uno de los afluentes del rio 
del Valle y que esa agua es aprovechada en-. el riego y demás 
usos du la vida por las poblaciones del departamento de Yatle 
Viejo, Piedra Blanca, etc. (absolución de posiciones del deman- 
dante en su respuesta á la tercera y cuarta pregunta y decla- 
ración uniforme de los testigos), mal puede tener la posesión de 
una cosa que es usada y aprovechada por otros desde tiempo 
inmemorial, y más tratándose del agua, que por nuestras leyes 
es nn bien inmueble qne se enajena independientemente del 
terreno regado con la misma. 

Que el hecho deque la familia de Rivera hubiera aprovecha- 
do del agua, abora muchos años, no puede darle la posesión de 
la misma, primero porque no consta cuánto tiempo aprovechó 
y si desde un tiempo dejó de aprovechar, lo que demuestra que 
aun en vida del prebfstero Nicolás Rivera, sólo por corto tiem- 



DB JUSTICIA NACIONAL 997 

po se hizo uso de ella y eso para sembrar muís y tabaco solamen- 
te, toque demuestra eran sementeras de verano y que el agua no 
se aprovechaba en todo tietupu, y por último, porque de esto 
hace muchísimos años. 

Que el artículo 1637 del Código Civil, que invoca el deman- 
dante para «poyar su pretensión, no puede tener aplicación al 
caso sub-judice para darle acciones posesorias, porque todas las 
aguas que forman ei rín del Valle, nacen en terrenos privados, 
como nacen todas las aguas que riegan las poblaciones tle la 
provincia de Catamarca, y sin embargo, como se ha visto en los 
considerandos primeros, ella es aprovechada por mita 6 turno 
en la forma dicha por ios departamentos del Valle Viejo, Pie- 
dra Blanca y distritos de La Puerta, Geraicana, Rodeo y Junta, 
del departamento de Ambato, y la Chacarita, distrito de esta 
ciudad. 

Que tan característica es la manera rómo dichas poblaciones 
hacen uso del agua del rfo del Valle, que el demandante doctor 
Acuna, ha recusado al testigo de) demandado, don José A. Ol- 
mos, por tener una propiedad en el Rodeo que se riega con un 
anuente del río >lel Valle (el río de Ambato) exponiendo ¿cómo 
es cierto que cnAndo se disminuía el caudal de agua del río del 
Valle, por disminución de cualquier afluente, se le disminuía ta 
cantidad de agua que se le daba al declarante para regar 30 fin- 
ca, aunque no hubiera disminuido el caudal de) agua de) afluen- 
te de que él levantaba su toma ó agua y vice versa? Hecho con- 
firmado por el declarante y que comprueba qne al repartí me el 
agua en las mitas o turnos se toma en cuenta todo el caudal de 
agua ya reunida, para distribuirla entre Piedra Blanca, que es- 
tá á la margen (derecha) del rfo denominado propiamente río 
del Valle y las poblaciones del departamento de Ambato, que 
están situadas á i a margen de los afluentes. Hecho que de- 
muestra claramente que el uso del agua es común entre las po- 
blaciones predi chas, por mercedes del Rey, y por esto es qne 
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una creciente de un afluente cualquiera viene A aprovechar de 
los que riegan por otro afluente ubicado á distancia y rumbos 
distintos, permitiéndoseles levantar más ó meims agua del 
afluente de que hagan uso, y por lo tanto, no habiendo sido los 
propietarios de la Rinconada incluidos en la mita ó turno, como 
lo están los otros pobladoras situados a la margen de los afluen- 
tes predicbos y cuyas aguas nacen también en terrenos prima- 
dos, no puede pretenderse por el doctor Acuña que tiene ia 
posesión del agua del arroyo de los Nacimientos. 

Que tampoco ha probado el demandante el hech" del despojo 
poT parte del Juez de Aguas señor Akarez, porque é-te proce- 
dió como tal en virtud délas facultades que le confiere el Códi- 
go Rural en el título 2°, sección 3', al mandar cerrar la toma 
que el doctor Acuña abrió dios antes y cuando más tres meses 
desde que se cumplí-** la orden, pues el artículo 222 de dicto 
Código, dice textualmente: «todo individuo que levantare agua 
de un río cualquiera, sin tener derecho para ello, sorá rastiga- 
do con la multa de 200 pesos, que la ejecutará el Juez general, 
ó el respectivo partidario por sí ó pur su comisionado al objeto», 
y el artículo 223 prohibe bajo multa de 50 pesos, levantar agua 
aun en tiempo decreces ao teniendo toma con merced, sin per- 
miso escrito y por tiempo determinado del Juez general de 
Aguas en tos departamentos de Valle Viejo, Piedra tílanca y 
Ambato, con lo que la ley ba querido evitar el que. bajo el pre- 
texto de creces, se levante agua por los que no tienen toma con 
merced, que aun aquellas que por concesiones renles tienen de- 
recho de sacar agua del río en todo tiempo, cierta cantidad de- 
terminada en marcos, que es un cuadro de agua de nueve pul- 
gadas (sistema de medida* y pesas de la República Argentina), 
y por lo tanto el Juez general de Aguas a! mandar cerrar la to- 
ma abierta por el señor Acuña, procedía en ejercicio de su au- 
toridad , que le viene por el ministerio de la ley, y Acuña abriendo 
la toma en la Rinconada, perteneciente al departamento de 
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Ambato, faltaba á las prescripciones de dicho Código, impor- 
tando poco que el Juez hubiera obrado consultando al Poder 
Ejecutivo, consnlta que debe considerarse ttomo una deferencia 
á la parte de Acuña v así resulta de la absolución de posieionea 
del demandado, por cuanto la orden de cerrar la toma se dió 
repetidas veces y sólo al ver la insistencia de Acuña y amenaza 
de abrirla cuantas Teces Be cerrase» se consultó al Poder Ejecu- 
tivo (absolución á la 7', 8', 9" y iO pregunta del interrogato- 
rio de fojas 64 á 66 y notada foja 13). 

Que es por demás trivial el alegato del demandante, de que 
la úrden del gobierno se reüere á toma abierta por el aeñor 
Acuña en el río del Valle, cuando la abierta por su órden era 
en el arroyo délos Nacimientos, puesto que no habiendo otra 
toma abierta por el mismo, que la precitada y refiriéndose el 
decreto del gobierno, al expediente que el Juez le enviaba en 
consulta, ninguna importancia tiene el que se use de la pala- 
bra río del Valle, aunque proviene de que vulgarmente se llama 
dueño de tas agnns del río del Valle & todos los que riegan con 
las aguas que lo forman, y con propiedad ae llaman así porque 
sn uso es común, como consta de autos, y por lo tanto, nn pue- 
de variar la situación del juez que procedió en virtud de facul- 
tades que le confiere La ley, como se ha visto. 

Que aunque cuatro de los testigos del demandado atirmau 
que jamás el doctor Acuña y sua causantes han tenido pose- 
sión del agua del arroyo de lo^ Nacimientos, habiendo la cir- 
cunstancia especia] de que don Ramón Gil Várela y Pedro Ri- 
vera, habían sido dueños de propiedades ó terrenos en los mis- 
mos nacimientos del arroyo de los Nacimientos, que las vendie- 
ron al demandante doctor Acuña y don Ignacio Centeno, en tiem- 
po del prebístero Miguel Rivera, arrendero en la Rinconada, 
todos ellos conocedores de aquellos parajes y que declaran que 
ni derecho al agua han tenido loa propietarios de la Rinconu- 
da; pero como han sido tachados por el demandante, tacha que 
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no era aceptada por el demandado, porque el interés era muy 
poco, dividida el agua en veinte mil pobladurea|que regaban con 
ella, el Juez que suscribe, teniendo suficientes elementos con 
los que le suministran la confesión del demandante, sus testi- 
gos y las otras constancias de autos, no toma en cuanta sus de- 
claraciones, ni tampoco las tachas, careciendo de los elementos 
de juicio que le suministran los datos del expediente, para juz- 
gar el q uantum del interés; tratándose de personas ricas y de 
probidad como el señor Várela. 

Constando, por último, de un modo evidente quR el doctor 
Acuña no ha tenido posesión del agua, ni de la toma que se le 
mandó tapiar, y por otra parte que este úKimoheebo no constitu- 
ye un despojo de parte del Juez general de Aguas, y de acuerdo 
con las disposiciones legales citadas y los articulo* 4472, 2479, 
2402, 2494 del Código Civil y resoluciones de la Suprema Cor- 
te, série2', tomo!», página 358, y Bérie 1% tomo 8\ página 
240, y 9 o , página 160, fallo: declarando improcedente el inter- 
dicto entablado, y por lo tanto absolviendo á don Alfredo Al- 
varez, Juez general de Aguas, de la demanda interpuesta con- 
tra él por él doctor don Julio P. Acuña, sin especial condena- 
don en costas. HAgase saber con el original y repónganse los 
sellos . 

F. C. Ftyueroa . 



falto de I» SipMW Carie 

dueños Aires, Abril ¿8 de 1896. 

Vistos y considerando: /'rimero: Que según resulta de autos, 
el demandante doctor Acuña hizo abrir, por intermedio de su 
hermano don Francisco Acuña, una boca-toma en el arroyo 
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denominado de los Nacimientos, para utilizar ol agua de ese 
arroyo, ú Iob objetos de la irrigación, en el terreno estancia de 
la Rinconada, como la utilizó en efecto. 

Segundo: Que el arroyo mencionado nace en la Rinconada 
y que es dentro de ésta que se abrió la boca-toma. 

Tercero: Que el actor posee continuamente y á título de pro- 
pietario, desde hace varios años, el citado terruño estancia de la 
Rinconada, l¿i que fué poseída poT sus antecesores por tiempo in- 
memurial, no siendo MÍ dudoso que tiene la posesión de la co^a 
(artículo dos mil trescientos cincuenta y uno, Código Civil). 

Cuarto: Que componiéndose la c^sa inmueble por su natu- 
raleza, de loa diversos elementos que la constituyen y en los 
que, como el suelo mismo, entran las partes fluidas que forman 
su superficie y profundidad (artículo dos mil trescientos cator- 
ce), la posesión de la cosa importa la posesión de sus compo- 
nentes, siempre que, por no haberse sacado éstos del dominio 
privado, sea posible que la ocupación se tenga á título de pro- 
pietario. 

Quinfa : Que esa doctrina es tanto menos contestable, cuan- 
to que la posesión de una cosa hace presumir la posesión de las 
cosas accesorias á ella (artículo dos mil cuatrocientos tres), lo 
que da un argumento a fortioti, cuando se trata de los ele- 
mentos constitutivos de la cosa misma. 

Sexto: Que para tener la posesión de un inmueble, nuse ne- 
cesita ejercer actos posesorios sobTe todas y cada una de sos 
partes, bastando haeerlo en alguna de éstas (artículo dos mil 
trescientos ochenta y cuatro); siendo cierto, además, que la po- 
sesión fundada sobre un título, comprende Ja extensión del ti- 
tulo (articulo dos mil cuatrocientos once). 

Sétimo: Que las vertientes que forman el arroyo de los 
Nacimientos, brotando en la Rinconada, propiedad del deman- 
dante, forman con ella un solo cuerpo, y siguen así la misma 
suerte en cuanto al hecho de la posesión y derechos que derí- 



van (artículo dos mil seisoientos treinta 7 siete), a que se agrega 
que en años atrás, lot antecesores del aotor levantaron el agua 
de ese arroyo, habiéndola levantado también él, dorante alga* 
nos meses, para el abrevadero de sus ganados. 

Octavo : Que, por consiguiente, no puede deoirae que el de- 
mandante no ba probado so posesión sobre dichas vertientes, 
porqneeso significaría negar que ha poseído la Rinconada, lo 
que antes que contestarse se reconoce por el demandado, y se 
comprueba por el mérito de las constancias de los autos. 

Noveno: Qne no se ba probado, oí alegado siquiera, que 
otras personas hubieran, dentro de la propiedad del actor, sa- 
cado agua del arroyo de los Nacimientos, para que mediante 
tal heoho y su duración, pudiera ponerse en cuestión la continua- 
cion 6 pérdian de la posesídn del demandante en los términos 
del articulo dos mil cuatrocientos cincuenta y ocho, para des- 
truir de esa manera, en su caso, la posesión legal y compren- 
siva del uno con el hecho material de la posesión del otro, 4 los 
efectos de las acciones posesorias* 

Décimo: Que teniendo el actor la posesión de su campo y 
por tanto la de las vertientes que brotan en el mismo, nadie 
ha podido turbarla en su goce (artículo dos mil cuatrocientos 
sesenta y nueve), debiendo el que se considera con título á esa 
posesión demandarla por las vías legales (artículo dos mil cua- 
trocientos sesenta y ocho) par» la disousión del derecho de 
poseer, de que no es materia el presente juicio (artículo dos mil 
cuatrocientos setenta y dos) y ya que la propied.id libre tiene A 
so favor la presunción Juris (artículo dos mil quinientos veinte 
y tres). 

Undécimo ; Que tratándose de una contención en que se ven- 
tilan derechos acordados por la ley civil y siendo partes en el 
pleito veoinosde diferentes provincias, no puede ponerse en 
duda tanto que, el caso sale de los Hi-ttes de lo administrativo 
paru convertirse en judicial, como que su juzgamiento es del 
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resorte de la justicio, federal, de conformidad con la Constitu- 
ción y ley de la materia. 

Duodécimo: Que, por otra parte, el Código Rural d« ta pro* 
vinoia deCatamarca, que no puede modificar los Códigos de 
fondo sanoionados por el Congreso nacional , ha limitado la 
acción del Juei de Aguas, para cuando se trate de agnas de 
aprot cebamiento coraun entrevarlos propietarios (articulo dos- 
cientos catorce), lo q«e quiere decir que faa colocado fuera de 
su jurisdicción la resolución de las cuestiones con el propie- 
tario del suelo, sobre las vert ¡entes que nacen en su propiedad 
y que quiera uti Usaren su propiedad misma, las que,á menos 
de prorrogación, son de la competencia de la justicia federal 
en los casos determinados por derecho, no siendo dable á las 
leyes de provincia alterar ese órden de jurisdicción. 

Décimo tercero: Que á estose agrega, que no hay constan- 
cia alguna deque se hubiese interpuesto demanda ante el Juez 
de Aguas, contra el propietario de la fuente y que oído éste en 
juicio, se hubiese pronunciado sentencia. 

Décimo cuarto : Que en mérito de las precedentes conside- 
raciones, resulta arenguada la procedencia de la acción pose- 
soria de recuperar, intentada como lo ha sido dentro del tér- 
mino legal, puesto que está probado el hecho de la posesión del 
actor por mucho más de un uño y la privación de esa posesión, 
por la destrucción de obras existentes lloradas á cabo por el de- 
mandado (artículo dos mil cuatrocientos noventa y ocho, Código 
Civil). 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja setenta y cuatro y se hace logará la demanda de foja dos, 
debiendo, en consecuencia, el demandado abstenerse de impedir 
al demandante el libre uso del agua del arroyo de los Nacimien- 
tos, reabriendo la boca-toma clausurada, é indemnizarle los 
daños y perjuicios que se justificaren, sin especial condenación 
en costas. 
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Kepi.e»tos los sellos, devuélvanse ; pudiendo notificarse con 
el original. 



BENJAMIN PÁ :■ — LUIS V, VARELA. 
— OCTAVIO Btí<GB. — JUAN E. 
TOKIltKT. — ABEL RAZAN (en 

difidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos y considerando; i'ñmeru: Que la demanda deduci- 
da en estos autos por don Julio P. Acuña, tiene por objeto que 
se le restituya al libre uso de las aguas que para riego de su 
estancia «La Rinconada», en la provincia de Catamarca, alza- 
ba del río ó arroyo de los Nacimientos, por medio de una boca- 
toma quemando* abrir en dicho arroyo y cuya clausura ordenó 
el señor Juez geni tal de Aguas de esa provincia. 

Segundo: Que ordenada como La sido por este funcionario la 
clausura de la boca-turna mencionada, según lo ba reconocido 
el mismo demandante, dicha clausura debe considerarse como 
un acto ejecutado por órde» de autoridad competente, desde que 
lo es dicho Juez, con arreglo al wrtículo doscientos catorce del 
Código Rural de Catamarca, el cual le atribuye jurisdicción pri- 
vativa en toda la provincia, en lo concerniente á los arreglos 
y Tepartosde agua entre propietarios con derecho aomun al 
uso de ella, y se halla facultado por otros artículos del mismo 
Código, para imponer penas i loa que levanten agua de loa 
ríos sin derecho para ello, loque implica también la facultad 
de discernir y juzgar cuáles no son dueños del agua y la roban, 
para poder imponerles administrativamente esas penas, i fin de 
conservar y mantener en su integridad los arreglos y repartos 
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de agua entre loa propietarios con derecho común al nao de 
ella, sin perjuicio de que los que se consideren lesionados, ocu- 
rran á los jueces de derecho entablando las acciones posesorias 
o petitorias á que hubiere lugar para reparar los agrarios que 
se les hubiese causado. 

Tercero: Que con tal motivo, la acción intentada por el doc- 
tor Acuña para obtener la restitución del agua de los Naci- 
mientos, no puede ser juzgada, en el presente caso, como la 
; ció» de despojo que sanciona el articulo dos mil cuatrocientos 
noventa del Código Civil, porque no siendo esta acción, según lo 
ha declarado esta Suprema Corte en la causa que se registra en 
el tomo quince, página doscientos cuarenta j nueve de sus fa- 
llos, una acción posesoria propiamente dicha, para cuyo ejercí- 
ció se exija la posesión anual, ni una acción real fundada en 
una presunción de propiedad, si nú una disposición de orden 
público, con objeto «te prevenir la violencia y el atentado de 
hacerse justicia por sí mismo, es claro que ella nosedani pue- 
de tener Ingar contra actos, ni por actos ejecutados por manda- 
to de autoridad competente. 

Cuarto; Que si no puede, por lo tanto, el doctor Acuña, ha- 
cer valer la acción de despojo, como remedio para reparar el 
agravio que pudiera haberle causado la clausurado la boca-to- 
ma en cuestión, le correspondería, sin embargo, como lo ha de- 
clarado también la misma Suprema Cor ti, en la causa ja refe- 
rida, la acción puramente posesoria para recuperar la posesión 
de las aguas que alzaba del arrojo de los Nacimientos, si real- 
mentehubiese tenido la posesión tauquea j no interrumpida 
de ellas, á lo menos el tiempo de un año, sin los vicios de pre- 
caria, violenta ó clandestina : articulo dos mil cuatrocientos se- 
tenta j tres del Código Civil. 

Quinto: Que el doctor Acuña, empero, no ha justificado como 
era d su deber hacerlo para que prosperase su demanda, que 
él haja tenido la posesión de dichas agoas durante el tiempo 
vou Lint h. 
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requerido por la ley, antea bien, absolviendo la tercera posición 
del interrogatorio de foja setenta y uno, na reconocido ser cier- 
to que no ha tenido la posesión anual de ellas para el riego y 
cultivada loa terrenos de su estancia, como ha reconocido tam- 
bién, al tachar Tarios testigos del demandado, que los propie- 
tarios del Valle Viejo, Piedra Blanca, etc., se aprovechan de 
las mismas aguas paru el riego de sus fincas y para los demás 
usos de la vida por el hecho de repartirse y mitar las aguas del 
río del Valle, nuyo caudal aquellas acrecientan después de reu- 
nirse con las del rio de Golpes, que es uno de los tributarios del 
río del Valle. 

Sexto : Que ea innegable que en derecho, las agnas tienen 
distinta calificación y están sujetas i efectos jurídicos diferen- 
tes, según se las considere como inmovilizadas y formando par- 
te de la superficie y profundidades del suelo de illa, ó bien co- 
mo vertientes que brotando en la heredad, se mueven por sí 
mismas y corren por el suelo. En el primer caso, las aguas 
son inmuebles por su naturaleza y forman parte de la heredad 
donde se encuentran (articulo dos mil trescientos catorce del 
Código Civil), perteneciendo en propiedad y posesión al dueño 
de ésta. En el segundo caso, las aguas corrientes, aunque 
muebles por su condición de poder transportarse de un lugar á 
otro, sea moriéndose por sí mismas ó por una fuerzu externa, 
no lo son sin embargo, cuando sean accesorias & los inmuebles, 
conforme á la disposición del artículo dos mil trescientos diea y 
ocho del mismo Código, y pertenecerán al dueño déla heredad 
si su curso termina dentro de ella (artículodos mil trescientos 
cincuenta del mismo), mas no si forman un río, ó son aguas que 
corren por cauces naturales, en cuyo caso son bienes públicos 
de¡ Estado general ó de los Estados particulares, según lo es- 
tablece expresamente el artículo dos mil trescientos cuarenta, 
inciso tercero, de dicho Código; y las personas particulares 
tendrán el uso y goce de ellas con sujeción á las disposiciones 
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del citado Código y á las órdenes generales 6 locales: artículo 
dos mil trescientos cuarenta y ano; lo que vate decir que los 
particulares no pueden aliar á su arbitrio y on la cantidad que 
quieran, esas aguas para el aprovechamiento de sus heredades, 
si no acreditan en el juicio correspondiente que han estado en 
tranquila posesión de la porción de ellaB, que á tftulo de domi- 
nio y por el tiempo fijado por la ley, hayan estado aprovechando, 
si se trata de acción posesoria, ú que Ies pertenece el dominio 
de Jas mismas, conforme al título de propiedad que produzcan 
y que debe discutirse en juicio ordinario, si se trata de una ac- 
ción reivindicatoría, desde que á su respecto, puede la autori- 
dad pública expediT títulos para su aprovechamiento, como lo 
ha hecho siempre y está autorizada para hacerlo en virtud del 
artículo dos mil trescientos cuarenta y uno ya citado. 

Sétimo: Que la verdad de estas conclusiones sería de todo 
punto incontestable con relación al cabo sub-judice, si se esta- 
bleciese desde luego, que las aguas de los Nacimientos, que bro- 
tan en la estancia de la « Rinconada», son las de un río ó las 
aguas que corren por cauces naturales á que se refiere ei artí- 
culo dos mil trescientos cuarenta, inciso tercero, del Código Ci- 
vil, y no aquellas de que habla el artículo dos mil seiscientos 
treinta y siete del mismo Código, las cuales pertenecen á los 
dueños de los terrenos privados donde brotan, pueden libre- 
mente usar su dirección sin que el simple hecho de correr por 
terrenos inferiores, dé á loa dueños de éstos derecho alguno, 
aunque ellas fuesen et principal alimento de un rio, ó fuesen 
necesarias á un pueblo, en cuyo caso estarían sujetas á expro- 
piación por utilidad pública, según ta expresa dispositiuc de 
este artículo. 

Octavo: Que invocada por el doctor Acuña esta disposición, 
en defensa délos derechos que aosticue en el presente juicio, 
es de observar con tal motivo, que la cuestión que ha propuesto 
¿la resolución judicial, es una cuestión sobre propiedad de las 
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aguas del fío A del arroyo de los Nacimientos, denominación que 
indistintamente les ha dado en lo» auto* (véase foja diet y 
siete y foja treinta y uno), pretendiendo que por el hecho de 
trotaren la estancia de la «Rinconada», de su propiedad, le 
pertenecen, tiene el derecho de poseerlas, puede libremente 
usar de ellas y mudar su dirección natural, aunque ha decía- 
fa do también, absolviendo la posición tercera del interrogato- 
rio de foja setenta y una, que no ha tenido la posesión anual de 
dichas aguas para el riego y cultivo de su estancia ; y tachan- 
do testigos de la contraria que las han aprovechado los propie- 
tarios del Valle Viejo, Piedra Blanca, etc., parael riego desús 

fincas, como soba dicho ya . 

Xoveno: Que es de observar también, que la poat-sionde las 
aguas ya sea de los ríos ó cauces naturales a que se refiere el 
artículo dos mil trescientos cuarenta, comodt las que brotan en 
terreno* privados v que corren f aera de ellos, deque habla el 
utfeulo dos mil seiscientos treinta y siete, son susceptibles de 
posesión á título de dueño por otras personas que no sean el 
Estado general 6 Estados particulares, 6 el dueño mismo donde 
nácela fuente, desde que aquellos pueden acordar á los parti- 
culares el uso y goce de las aguas de los ríos en la porción que 
lo consideren conveniente al interés de la agricultura o de la 
industria y desde que los vecinos del propietario de la rúente, 
pueden también adquirir la propiedad de sus aguas, sea por tí- 
tulo expedido por dicho dueño, sea por vía de servidumbre, 
siendo oportuno recordar aquí la disposición de la ley décima 
quinta, título treinta y uno, partida tercero, en virtud de la 
cual el vecino del propietario de una fuente, que se servia sin 
obra suya «(ufanamente y ó buena fe de las aguas de ésta 
para regar su campo por el término de diei años, estando aquel 
en la tima, 4 non lo contradiciendo, ó venite leyendo fuera 
de ella, ganaba la servidumbre de dichas aguas . 

Décimo: Que habiendo reconocido el doctor Acuña qoc la po- 




sesión anual délas aguas de los Nacimientos la han tenido los 
propietarios del Valle Viejo y Piedra Blanca, es evidente que 
no puede admitirse que él también la hayo tenido á su ves, por 
que dos posesiones iguales y de la misma natural esa no pueden 
concurrir sobre la misma cosa (articulo dos mil cuatrocientos 
uno del Código Cítü). 

Undécimo ; Que siendo en los juicios sumarios de posesión 
como el presente, ajena A ta naturaleza de la acción que se 
debate, la cuestión sobre cuál délas partei tiene mejor dere- 
cho á la posesión, ó el dominio de la cosa en virtud de los ti tu* 
los que al efecto presenten 6* hagan valer, por cuanto princi- 
palmente debe atenderse en dichos juicios al hecho mismo de 
la posesión, 6 sea, averiguar cuál de aquellas lo invoca con 
verdad y lo tiene efectivamente á su favor, sigúese de ello, como 
consecuencia necesaria y lógica, que nada puede servir al doctor 
Acuña, para fundarla demanda posesoria que ha deducido, el 
hecho alegado por su parte de que las aguas del arroyo de los 
Nacimientos brotan en ta estancia de su propiedad, y corren por 
ella donde las ha levantado, continuando en seguida su curso has* 
ta confundirse con las del rio de Golpes, porqnetal hecho podrá 
acaso justificar su mejor derecho á poseerlas 6 su dominio en 
ellas; pero no qne la* haya estado alzando por el tiempo que 
requiere la ley para probar que tiene á su favor el hecho de la 
posesión, que es la materia del presente juicio. 

Por estos fundamentos, los concordantes déla sentencia ape» 
lada de foja setenta y cuatro y no siendo procedente la conde- 
nación en costas, de ouya exoneración se ha aliado la parte del 
apelado, se confirma en todas bus partes dicha sentencia ; y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAIAN. 
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CAUSA l*\ 



Contra don Olas Gutiérrez; sobre contrabando de tabaco 



Sumario. — No puede considerarse como importado oland es - 
tiuamente ó por puertos no habilitados, un tabaco que resulta 
de la guía expcdidajporlas autoridades provinciales, haber sido 
acopiado en el paía. 

Caso. — Resulta del 



VmUm M Jun r«4«wl 

Corrientes, Oclttbre 21 de 1895, 

Vistos; Este proceso seguido contra don lilas Gutiérrez por 
un contrabando de tabaco, del que resulta: I o Que el Receptor 
de rentas nacionales de Ituzaingo pasó al Administrador do 
rentas de esta ciudad la comunicación de foja 4, haciéndole sa- 
ber, que llegó ¿ su conocimiento que don Mas Gutiérrez pen- 
saba importar clandestinamente del Paraguay una cantidad de 
fardos de tabaco, y que con tal motivo tomó inmediatamente las 



medidas del caso para vigilar las costas por donde debía efec- 
tuarse la operación . 

Que naos días después, el señor Gutiérrez entró con seis ca- 
rretas cargadas de tabuco, en el pueblo, con una guía terrestre 
di'E departamento de Santo Tomé; que en vista délas denuncias 
que tenía, volvió á hacer algunas averiguaciones sobre U pro* 
cedencia del tabaco, resultando según algunos informes recibi- 
dos, tanto del Paraguay como de los vecinos del pueblo, que di* 
cno tabaco fué introducido por el paraje denominado # Curu- 
paití», distante como de 12 á 14 leguas de Ituzaingo, sin inter- 
vención ninguna de autoridad marítima, agregando, que se 
presentó á su oficina, en calidad de agente marítimo, el señor 
Guillermo Aguirre, consultándole si podía despachar el tabaco 
con guía de remevido, contestándole que no solamente no podía 
despachar la guía sinó que lo hacía responsable de la cantidad 
de tabaco expresado en la misma, hasta que el Administrador 
de rentas resolviera el procedimiento que debía adoptar en el 
caso. 

*t Que recibida esa denuncia por el señor Administrador de 
rentas, la volvió al denunciante, para que instruyera el suma- 
rio correspondiente, el que se instruyó según las diligencias de 
fojas 5 á 32, apareoiendo entre ellas la clasificación del tabaco 
con un peso neto de 5664 kilos distribuidos en 43 fardos, según 
la planilln de foja 5. 

3" Que en virtud de haber salido il tabaco de la jurisdicción 
de la Aduana, el señor Administrador pasó á este Juzgado el 
sumario que le remitiera el Receptor de rentas de Ituzaingo, 
suscitándose can tal motivo la cuestión de competencia que fué 
resuelta por el auto de foja 42, declarándose que este Juzgado 
era el competente para conocer en la causa, c >n arreglo á lo dis- 
puesto por el artículo 1034 de las Ordenanzas de Adoana; y eje- 
cutado que fue 1 dicho auto, el Procurador Fiscal ad Aoc, nom- 
brado por inhibición del titular, solicitó las diligencias enume- 



radas en su diotámen de foja 44. Jas que fueron practicadas en 
parte según las actuaciones de fojas 53 á 57.. 

4* Que en este estado, el Administrador de Rentas de esta 
ciudiid remitió con el oficio de foja 51 loa documentos de fojas 
47 á 50, que el Receptor de Rentas de Ituzaingo le envió con la 
nota de foja 46. 

5° Que por el proveído de foja 60 se dió vista del sumario al 
Fiscal ad hoc, presentando su acusación de foja 62, en la cual 
expone: que el Receptor de Itmaingo embargó en los depósitos 
de don Guillermo Agnirre, 43 fardos de tabaco, por tener moti- 
vos para creer que se introdujeron del Paraguay, como contra- 
bando; que se instruyó el sumario cuyas oonstancias ponen de 
manifiesto las denuncias traídas al Receptor, evidenciando que 
se trataba de una introducción clandestina, agregando que esos 
fardos de tabaco procedían del Paraguay, departamento de San 
Cosme, según resulta de la carta de Esqnivel, dirigida al Re- 
ceptor de Ituzaingo denunciando la existencia del tabaco depo- 
sitado allí, con el propósito de pasarlo i esta provincia; cuya 
operación se efectuó por el punto de * Duarte Cu¿ », donde fue- 
ron para recibirlo las carretas llevn das por Gutiérrez; que esas 
carretas llegaron vacias á ese punto como consta de la nota del 
Juez Pedáneo de la 6* sección, que las vió pasar en número de 
cinco dirigidas por Fulgencio Solis con dirección & «Duarte 
Cué * y que no siendo suficientes eHas carretas» el mismo Gutié- 
rrez contrató otras en la vecindad; que todo» estos hechos están 
perfectamente constatados por ios diversos testimonios que exis- 
ten en autos, entre los que se cuentan los de las personas solici- 
tadas por Gutierres para suministrarle las carretas que le fal- 
taron; que A pesar de haber tratad" el señor Gntierrei de expli- 
car el itinerario del tabaco, diciendo quo venia de Santo Tomé 
con la gula competente, y que se detuvo en € Duarte Cu*» y buscó 
nuevas carretas nlll, porque dos de las que Uevó sufrieron des- 
perfectos, no ha probado tales circunstancias, y por el eontra- 



rio ellas agravan la situación del que las opone como defensa, 
porque de los informes pedidos al jefe político, receptor y co- 
misario de Santo Tomé, resulta que la guía invocada por Gu- 
tiérrez no la expidieron tas autoridades de dicho departamento, 
no record ai Eo tampoco el comisario de allí que tal cargamento 
de tabaco del señor Gutiérrez hubiese salido con intervención 
de é), y añade que tales antecedentes autorizan la sospecha de 
qne esa guía es falsa, ó fué obtenida de algún empleado subal- 
terno, muniéndose de ella Gutiérrez para explicar ante las au- 
toridades de Itnzaingo la procedencia del tabaco; que además 
de lo expuesto, media la circunstancia especial de que las mis- 
mas autoridades aduaneras del Paraguay, que podrían tener un 
interés nacional en facilitar el contrabando de sus productos, 
denuncian como contrabando el tabaco traido por el señor Gu- 
tiérrez, y concluye manifestando que las consideraciones ex- 
puestas bastan para fundar la acción fiscal por contrabando, y 
pidiendo que el Juzgado condene á las personas responsables de 
él, de acuerdo con los artículos 1036 y 1036, y sus concordan- 
tes de las Ordenanzas, al comiso do las mercaderías contraban- 
deadas y los elementos empleados para el delito, haciendo los 
demás pronunciamientos legales que son del caso. 

Corrido el traslado de ley, el defensor del acusado pidió se 
absolviera ¿ su defendido de toda culpa y cargo, levantando el 
embargo administrativo qu * pesa sobre el tabaco y dejando á 
aalvo fas acciones de su mandante para hacerlas valer contra 
quienes hubiere lugar, haciendo los demás pronunciamientos de 
derecho, y dijo : que es un principio en derecho común que toda 
acción debe ser acreditada en juicio, máxime cuando ella reposa 
en hechos alegados, pues éstos sólo se acreditan por medio de 
prueba, lo que quiere decir, en el caso presente, qae incumbe á 
la acción fiscal fundar la acusación en hechos comprobados; y 
agrega que las declaraciones de los testigos del sumario que co- 
rren de fojas 6 48, están mny lejos de probar la existencia del 




delito da contrabando, aun en el oaso de admitir como e tacto 
el bocho de que el tabaco fué cargado en carretas en el puerto 
de « Duarte Cué »; que ninguno de esos testigos conoce la pro- 
cedencia del tabaco, y ninguno de ellos declara que lo haya vis- 
to pasar del Paraguay , como tampoco que el tabaco haya sido 
traído sin el correspondiente despacho ó guía, quedando ademas, 
dichas declaran iones destruidas por las de los testigo presen- 
ciales que deponen desde fojas 16 á 96. afirmando bajo jura- 
mento que el tabaco embargado se compró en la campaña de 
Santo Tomé y se condujo por ellos en carretas hasta el pueblo 
de Ituzaingo, añadiendo que el documento público de foja 29, 
comprueba la misma procedeucia y nadie ba establecido que di- 
cho documento sea falso, aun cuando el procurador fiscal, para 
cohonestar su actitud, arroja con reticencia la sospecha de que 
pueda serlo; sospecha que» por otra parte desaparece en presen- 
cia del informe de la Receptoría provincial do Santo Tomé, 
corriente á fojas 52 y 53. 

Que respecto á los documentos primados que obran en los au- 
tos sólo le resta decir, que no se ha establecido su autentici- 
dad, que nada expresa que sea de conocimiento personal de los 
que suscriban, que nada acreditan respecto & la existencia del 
contrabando y que los venidos del Paraguay no están legaliza- 
dos; sosteniendo, por último, qu-> la Suprema Corte, en el caso 
que cita, ha declarado que el delito de contrabando no se prue- 
ba sino por la aprehensión en los puertos, horas y camiuos no 
habilitados; que loa documentos estraídos de las Aduanas ex- 
tranjeras no pueden suplir la prueba del contrabando, esto es 
la prueba del delito por la aprehensión en los puertos, horas y 
caminos no habilitados; y que lo mismo bay que decir respecto 
de los docunu-ntos dimanados de otras autoridades extranjeras, 
sobre todo si se reducen á simples cartas misivas de correspon- 
dencia privada, como sucede en el caso sub-j udice; y, finalmente, 
que conviene tener presente que el tabaco embargado no ba sido 
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aprehendido en puerto alguno, comeniaudo el sumario adai- 
nietrativo do contrabando de la manera que revela el documento 
de foja 4, entrometiéndose la receptoría nacional en uu apunto 
que estaba completamente fuera de la jurisdicción de la Aduana 
y embargando merciderías que hacía muchos días estaban de- 
positadas en el depósito comercial de don Guillermo Aguirre, 
con perfecto conocimiento de las autoridades de la locali- 
zo seguida se abrió la causa á prueba por el término legal, 
no habiéndose producido ninguna por las partes, según el certi- 
ficado de foja 6 vuelta, con lo que llamó autos para sentencia y 
se señaló día para que informaran in-voce, sin que lo hubiese 
hecho ninguno de tos interesados, como lo acredita la nota de 
foja 72 vuelta. 

Y considerando: 1" Que el delito de contrabando no esta 
probado en autos, pues no se ha demostrado de r.ingnn modo, 
que el tabaco embargado se hubiese importado clandestinamen- 
te ó por un puerto no habilitado. 

2- Que los testigos del sumario, don Rosendo Montenegro, 
don Telésforo Acuña y don Serapio Hidalgo, se limitan á decir 
que vieron ir algunas carretas vacías al puerto de «Duarte 
Cué. con el propósito de cargar, como cargaron, el tabaco que 

allí existía apilado. 

3* Que contrariamente á esta afirmación, los testigos, indica- 
dos por el acusado, declaran que el taba< o procedía del departa- 
mento de Santo Tome, donde íné acopiado por órden y cuenta de 
don Blas Gutiérrez, por un hermano de éste y don Luis Co- 
lombo. 

4* Que este hecho lo corrobora la guía de foja 2», expolia» 
por hisautoiidadesrespectivas de Santo Tomé á solicitud da don 
lilas Gutierres, para conducir dicho tabaco al departamento de 
Ituzaiogo, en cuyo pueblo fué embargado por el Receptor na- 
despuet de estar en deposito en poder de don Gui- 




llermo Aguirre, y con motivo de haber solicitado éste, quía de 
removido para la exportación de dicho tabaco. 

5* Que las guías terrestres, se expiden una vez que el inte- 
resado ha llenado los requisitos requeridos por la ley de im- 
puestos de la provincia, enumerado» al reverso de la foja 29, 
formalidades que deben suponerse cumplidas en el caso sub-ju- 
dice cuando ella ha sido expedida por las autoridades compe- 
tentes. 

6° Que un documento en tales condiciones, tiene el carácter 
de instrumento público y hace plena fé respecto á todo su con- 
tenido hasta que sea argüido de falso. 

7 a Que la falsedad que el Fiscal atribuye a la guía terrestre 
de foja 29, no se ha probado, pues las diligencias que con tal 
propósito se practicaron á su solicitud, durante el sumario, sin 
audiencia de la parte acusada, no son sutícientes para estable- 
cerla, quedando así el mencionado documento con toda la fuer- 
za y eficacia que la ley kc atribuye. 

8" Que el tabaco embargado no ha sido aprehendida en el nao- 
mt ntft de consumarse el contrabando, desde que no puede cons- 
tituir tal aprehensión el embargo que el Receptor nacional de 
ltuzaingo decretó sobre él, muchos días después de haberse in- 
troducido en el pueblo de ltuzaingo y depositad.» en el depósito 
comercial de don Guillermo Aguirre. 

9° Que, finalmente, los documentos privados de fojas 30, 31 
y 34, aparte de no probar la importación clandestina, 6 por 
puntos no habilitados por ta ley, no merecen fé, y mucho menos 
para fundar en ellos una condenación, desde que no han sido 
debidamente autenticados. 

Por estos fundamentos: se absuelve de culpa y oargo al acu- 
sado don Blas Gutiérrez, debiendo en consecuencia, levantarse 
el embargo del tabaco, y entregármele con las formalidades de 
estilu. Y ejecutoriada que fuese esta sentencia, comuniqúese 
en copia autorizada, al señor Administrador de rentas nació- 
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nales para que ordene su cumplimiento. Hágase saber y repuja- 
tos que sean los sillos, archívese; notifiques*; original. 

H. A. Lvjambw. 



VISTA DEL SEflOft PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 9 de 18Í*5. 

Suprema Corte: 

No obstante que las comunicaciones recibidas de las autori- 
dades aduanaras del Paraguay , romeóles de fojas 48 á 50, y 
las de la Municipalidad y Comisario del pueblo de Santo Tomé, 
de fojas 56 y 57, envuelven graves presunciones respecto á la 
ejecución del contrabando de tabacos denunciado ;í foja I\ esas 
presunciones parecen desvirtuadas por otras constancias del 
proceso, y no bastan por ello, A fundar la existencia y penalidad 
de delito tan grave. 

Las declaraciones de los conductores del tal:*co sospechado, 
corrientes á fojas 20, 21 , 22 t 23 y 24. afirman que el único ta- 
baco de don Blas Gutiérrez, conducido en las carretas de Ful- 
gencio Solia no fué cargado en Curupaití sinú en el departa- 
mento de Santo Tomé, en los parajes llamados, € Jesús Cuó», 
c Justo i y Aguape) 1 > . 

La guía expedida a foja 29, es un documento auténtico firma- 
do y reconocido como tal á foja 52 vuelta por el Receptor do 
rentas de Santo Tomé, 

Su falsedad no se ha demostrado, tampoco se deduce del he- 
cho de no encontrarse los comprobantes en la Jefatura, que se* 
gun informe de su jefe á foja 58, han podido perderse en el de- 
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dides de la provincia, que se apoderaron de esa Jefatura en 
Enero de 1893. 

Estas consideraciones j las demás consignadas en ¡os consi- 
derandos de la sentencia recurrida de foja 75, que he estudiado 
con esmerada atención t me mueven á pedir á V. E. su confirma- 
ción, no obstante reconocer la legitimidad de los móviles que 
han guiado al Procurador Fiscal ací-Aoc, al interponer el recur- 
so de foja 86. 



Vistos: Por sus fundamentos y de acuerdo con lo eipuesto 
y pedido por el señor Procurador General, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja setenta y cinco. Devuélvanse. 



Sabiniano Kier. 




Buenos Aires, Abril 30 de 189*>. 



BÍSÍAM1N PAZ t — LUISV. VARELA. 
— A BEL BAZA» - — OCTAVIO BUH - 
GE. — JUAN E. TORHEflT. 




CAUSA LVI 



Doña Asunción B. de Palacios y otros, contra flon L uis Castellano, 




Sumario. — No es apelable el auto que, en el procedimiento 
ejecutivo, ordena el embargo. 



Caso. — La demandante, invocando los artículos 1378 y 1558 
del Código Civil, pidió que se Ubre mandamiento contra don 
Luis Castellano, por el pago de los alquileres que le adeuda co- 
mo locatario de una casa de su propiedad. 

£1 juez proveyó de conformidad, trabándose embargo en va- 
rios bienes existentes en la casa. 

Castellano solicitó el levantamiento del embargo, deduciendo, 
además, nulidad de lo obrado. 

rail* M Jmi Vmémwmt 

Mendoza, Setiembre l de 1894, 

Vistos y considerando: 1 Que en este juicio se ha inioiado y 
despachado ejecución contra el locatario señor Castellano, á 




virtud del contrato auténtico acompañado que consta de escri- 
tura pública, por loa alquileres que los actores manifiestan de- 
bérseles. 

2 o Que no se trata ui puede tratarse aquí de un embargo pre- 
ventivo, desde luego, que para su procedencia, como lo pres- 
cribe la ley de enjuiciamiento de la provincia de Mendosa (art. 
421, inciso 4 o , y 427), es necesaria la justificación del intento de 
extraer en fraude del propietario, los muebles, efectos 6 frutos 
que existen en la finca alquilada, lo cual no se ha insinuado si- 
quiera por los demandantes. 

3* Que según el artículo 1578 del Código Civil, que funda la 
nccion deducida por los actores, siendo inmueble la cosa arren- 
dada, compete a) locador, aunque la locación esté afianzada, ac- 
ción ejecutiva para el cobro de los alquileres ú rentas, requi- 
riendo mandamiento de embargo sobre los bienes sujetos al pri- 
vilegio concedido por el Código al crédito del locador» 

4 o Que en este caso no puede exigirse al locador la justifica- 
ción de la deuda por la cual demanda, si bien debe acreditar, 
como se ba exigido pur el Juzgado, el contrato do arrendamiento 
en forma auténtica, llenándose así las exigencias de la lej de 
procedimientos en cuanto á la fuena ejecutiva del documento. 

5 ft Que «1 articulo 1578 del Código Civil, al autorizar desde 
luego el mandamiento de embargo sobre los bienes sujetos al 
privilegio del locador, ha excluido la exigencia de todo trámite 
préf io, aunque la ley de procedimientos prescriba en general 
para el juicio ejecutivo, el auto de solvendo ; quedando siempre 
garantidos los derechos del locatario, puesto que la ejecución 
no procede sinó respecto de alquileres vencidos y se encuentra 
en seguida aquel en condiciones de oponerse á la ejecución en 
la forma y en los casos que la ley determina. 

6* Que no acordando la ley término alguno al locatario, des- 
pués de vencido un alquiler para ser requerido por su abono, 
el mandamiento contiene no obstante la intimación de pago 
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inmediato y la consiguiente traba del embargo eu caso de no 
verilicarae ; de manera que el locatario puede librarse del em- 
bargo, aún después de ordenado el mandamiento, con arreglo al 
artículo 1578, Código Civil, haeiendo el pago en el acto de ser 
requerido, y si tiene causales de oposición, el juicio ba estable- 
cido en seguida la oportunidad de hacerlas valer. 

7 P Qut- si bien es verdad que la ley nacional de procedimien- 
tos no autoriza la deducción de excepciones siuó después de la 
citación de remate, á diferenciad - la ley enjuiciamiento provin- 
cial (art. 466; , que también lo permite una vez trabado el em- 
bargo, y aquella circunstancia puede alejar un tanto al ejecu- 
tado desús derechos ¡i formular su oposición, no incumbe al 
juzgado salvar de oficio los inconvenientes que á los litigantes 
traigan ciertas disposiciones de La ley, cuya observación debe 
imponer, empezando por ajustarse estrictamente á ella, 

8 a Que de consiguiente, el trámite con que se ha iniciado 
este juicio, ajustándose ¡i una prescripción expresa y terminan- 
te del Código Civil, no adolece de defecto alguno de los que por 
expresa disposición déla ley anulan las actuaciones, y corres- 
ponde qut la causa siga según su estado. 

9° Que el recurso de nulidad, según lo funda el ejecutado» 
procede sólo en segunda instancia, con arreglo á lo proscripto por 
los artículos 233 y 234, ley nacional de Procedimientos. 

10* Que este incidente no pnede considerarse como reposi- 
cien del decreto de foja 17 vuelta, por cuanto, de ser tal, se ha- 
bría deducido evidentemente fuera de tiempo, y porque no es 
ese el concepto en que la parte lo ha promovido. 

Por tanto t fallo : declarando improcedente la pretensión de la 
parte ejecutada, sobre nulidad de) procedimiento seguido en esta 
causa, con espacial condenación en costas. Previénese á la parte 
ejecutada que si no guarda el respeto debido á la justicia y á 
los Tribunales en sus escritos, le serán aplicadas rigurosamen- 
te las medidas disciplinarías que la ley establece, para quienes 
™ L . „.>i *l 
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do saben mantener la discncion del derecho i la nitor» de loe 
principio!, sin rebajarla á peroonnlidades poco séria», denigran - 
toe 6 ineficnoee ante la ley. 
Hagáse saber coa el original. 



Vistos y considerando : Que el presente juicio se sigue en 
virtud de la acción ejecotiva autorizada por el artículo mil oui- 
u lentos setenta y ocho, Código Civil - 

Que con arreglo al artículo tmcientoe de la ley de Proce- 
dimientos de los Tribunales Federales, sólo son apelables en el 
juicio ejecutivo los autos ojie se declaren tales en la misma ley, 
entre los que no se halla el que ha motivado la apelaoion y 



nulidad otorgada. 

Por esto, se declaran mal concedidos dichos recorsos. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 



Severo 0. del Castillo. 




Buenos Aire*, Al 



. 30 de ltíW». 



BEtUAHIP PAL — ABEL OAIAH. — 
OCTAVIO BIHIGE. — JUAN E. TO- 



RftEKT. 
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flon Mariano (Jnzué contra el doctor don Ramón Febrc, por 
cobro ejecutivo de pesos ; sobre nulidad de la sentencia de re- 
mate. 



Sumario. — Es improcedente la nulidad de la sentencia de 
remate, fundada en haberse notificado las procidencias esen- 
ciales del juicio ejecutivo, en el domicilio instituido en las le- 
tras «Recatadas, cnando resulta qae el deudor ha sido notificado 
en forma, de la orden de constituir domicilio bajo apercibimiento, 
j no ha obedecido, habiendo sido además notificado, también 
en forma, del auto mandando el reconocimiento de firma, del 
mandamiento de embargo, j requerido personalmente por el 
pago. 

Caso. — Don Sebastian Martínez, con poder del señor üniué, 
ocurrió al Juzgado diciendo : qae en uso del derecha acordado 
por el articulo 360 de la le/ de Procedimientos, solicítase cite 
al doctor Ramón Febre, residente en la ciudad del Paraná, por 
medio de exhorto que se librará al jnei de sección, para que 
comparezca & reconocer sos firmas puestas en loa dos documen- 
to*, uno por 16.000 pesos j otro por 10.000 pesos, ambos pa- 
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gaderos en esta ciudad, bajo apercibimiento de tenerlo por re- 
conocido en caso de inasistencia. 

Acompañó Iob dos documentos espresados con los testimonios 
de las respectivas escrituras de protesto, evacuado ante la Mu- 
nicipalidad. Uno está & la órden del señor TJnzué, y otro á la 
orden del Banco de Londres y Rio de la Plata, el cual contiene 
al dorso, después de la constancia del protesto, lo siguiente : 
«Becibiraos del señor don Mariano Unzué el importe de esta 
letra, en virtud de su garantía. Buenos Aires, 24 Noviembre 
de 1892. Banco de Londres y Rio de la Plata, — //. f%£N 
Gerente *« 

Acreditado el fuero por la diversa vecindad de las partes, el 
Juez mandó citar al doctor Febre, por medio de eiliorto dirigi- 
do al Juez de sección de Entre Hios, pura que comparezca A la 
audiencia del 18 de Octubre á reconecer sus firmas, bajo aperci- 
bimiento de que, en caso de no concurrir, se le darán por reco- 
nocidas en su rebeldía. 

En 13 de Octubre, el apoderado de Unzué diju al juzgado 
que encontrándose Febre en estn Capital, calle Esmeralda 454, 
pedía se le citara eu este domicilio para el reconocimiento or- 
denado. 

El Juez proveyó de conformidad, designando el día 19, bajo 
apercibimienso de dar por reconocidas las firmas en caso de 
inasistencia. 

El actuario, con fecha 17 de Octubre, dejó al doctor Febre, 
en aquel domicilio, la cédula notificándole del auto anterior. 

El exhorto dirigido al Juez de sección de Entre Ríos, fué no- 
tificado al doctor Febre, en 15 de Octubre, por medio de cédu- 
la que recibió un hijo suyo, habiendo en 13 del mismo mes bus- 
cado el actuario, al citado doctor Febre, en su domicilio, é in- 
formándosele por un hijo que él se encontraba en Buenos Ai- 
res (f, 16 v.) 

En 22 de Octubre, el representante de Unzuó pidió que se 
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dieran por reconocidas tas firma», en virtud de no haber com- 
parecido el doctor Felice y que se dicte uutode solveudo* 

El Juez, haciendo efectivo el apercibimiento, di6 por recono- 
cidas las firmas y dictó auto de ¡»olvendo. 

Esta providencia fué notificada al doctor Febre, por cédala 
que se le dejú en la casa calle Esmeralda 454, en 30 de Octubre. 

En 15 de Noviembre, el apoderado de Unzué pidió, en vir- 
tud de hallarse vencido til término del auto de solvendo, qne 
se libre mandamiento de ejecución y embargo, denunciando 
para éste, ana propiedad del deador, situada en Victoria, pro- 
vincia de Entre Ríos. 

Por un otrosí dijo : que el deudor se encontraba en esta Capi- 
tal, cuando se le notificaron las providencias citándolo para el 
reconocimiento de firmas y el auto de sol vendo; que ahora se 
na vueltoá Entre Bios sin dejar domicilo constituido. Que por 
Unto pide se libre el mandamiento por medio de exhorto, orde- 
nando al ejecutado que en el acto de la notificación, constituya 
domicilio en esta Capital, bajo apercibimiento de entender las 
ulteriores diligencias en el domicilio indicado en las letras ob- 
jeto de la ejecución, San Martin 238. 

El Juez dictó el siguiente auto : 



Buenos Aires, Noviembre 30 de ltí¡»4 . 

Líbrese mandamiento en forma contra el deudor, debiendo 
para su cumplimiento, librarse eibortoal señor Juez de sección 
de la provincia de Entre líios, a quien se le hará saber, intime 
al demandado constituya domicilio legal en esta Capital, bajo 
apercibimiento de lo que hubiere lugar por derecho ; y tengase 
presente la denuncia de bienes que se formula, como asimismo 
las explicaciones que se furmalanen el presente escrito. 



Campillo 
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Esta providencia se notificó, coa fecha 13 de Diciembre, al 
doctor Febre por medio de cédula que recibió un hijo sajo. 

En ese mismo día se le dejó también otra cédala, recibida 
igualmente por su hijo, haciéndole saber que al día siguiente se 
diligenciaría el mandamiento de ejecución y embargo. 

Al efectuarse esta diligencia se labróla siguiente acta: 

En la ciudad del Paraná, A U de Diciembre de 1894, siendo 
las cuatro de la tarde, el oficial de Justicia acompañado del 
Escribano Secretario autorizante, se constituyó á la casa' habi- 
tación de 1 doctor Ramón Febre j prévin lectura del manda- 
miento que precede, que se le dió al mencionado doctor Febre, 
el oficial de justicia le intimó el pago de la suma de 36.840 pe- 
sos con cincuenta centavos moneda nacional, á lo que contestó 
el mencionado señor que extrañaba que se le intimara el pago 
en el acto de la notificación, porque tal exigencia era riolato- 
ria de la iej de procedimientos nacionales en su artículo 
cuyo cumplimiento no puede excusarlo el Juez requirente ni 
consentirlo el Juez requerido, porque son leyes cuyo cumpli- 
miento salvaguarda las responsabilidades de los magistra- 
dos y tutela j derechos en los ciudadanos; que sin observarse 
estos procedimientos prévios no era llegado el caso dejhacer la 
intimación de pago en el acto de la notificación, ni exigirle por 
consiguiente la manifestación de bienes para trabar el embar- 
go; que como muy bien lo habría observado el Juez, era este 
un derecho préíio del deudor y sólo en su negativa era llegado 
el caso de que el acreedor hiciera designación de bienes, cuyos 
procedimientos se hablan invertido por el Jnes requirente; qne 
por las razones expuestas j otras que omite y que sedes- 
prenden de este procedimiento dijo : que no pagaba porque no 
se consideraba obligado á ello, ni presentaba bienes á embargo. 

En este estado, el oficial de justicia procedió i trabar em- 
bargo en los bienes denunciados en el precedente mandamiento 
que son tai siguientes; un campo sito en el departí mentó de 
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Victoria» distrito Corrales, lindando : al Sud, pautas del arroyo 
«Tórrales », denominado t Tajamar », de por medio cotí doña 
Bernabela Godoyy don Narciso Atencio y líneas amojonadas al 
Norte 10° Este, 666 metros Sud, 79 ü 12' Este, 1749 metros que 
lo separan del campo de doña Fortunata Piedrabuena ; al Sud- 
este, línea amojonada al Norte 33 ú 3t ' Este, H70 metros que lo 
separa de don Silverio Ramírez;, a.1 Este, línea amojonada; al 
Norte, 20°42 ' Oeste, 858 metros, Norte 2°8 ' Oeste 950 metros 
que lo separan de don Joan de la C. Escalante ; al Noroeste línea 
amojonada al Norte 60^52 ' Oeste, t22t metros, que T os eparade 
don Juan Liendro y en seguida el arroyo * Molino ■ de por me- 
dio con don Gil Deneina y don Francisco E. Liendro, compuesto 
dicho campo de una suporñcie de 1065 neotáreas73 Areas y 42 
centiareas. 

Otro campo ubicado en el mismo departamento de * Victo* 
ría * en et distrito * Laguna del Pescado », con alambrado y mon- 
te inexplotado, compuesto de 300 cuadras cuadradas, ó sean 506 
hectáreas 22 ¿reas y 6 centiáreas T que linda por el Norte con el 
Tendedor; por el Sud con don Cilios Garbino, don Eusebio Za- 
pata y Mariano Pérez ; por el Este con el vendedor, y por el Sud 
con don Francisco Garbino. 

En este estado, el doctor Bamon Febre dijo : que prostestaba 
del procedimiento porque lo creía riolatorio de la ley de la ma- 
teria, como lo ha manifestado anteriormente y pidió qne sien* 
do notoriamente eicestro el valor del bien qae se habla em- 
bargado, porque sobrepasaba el doble del valor de la cantidad 
que se le cobra, no se continuara sobre el otro bien que denun- 
ciaba el acreedor, pues ese otro bien et notorio qne representa 
también mucho mayor valor de que se le cobra. 

T considerando el oficial de justicia qne las dos fracciones de 
campo embargadas, son suficiente* para responder al pago de la 
deuda y costas del juicio, dado el valor que tienen los campo* *n 
esta provincia y la situación del embargado, díó por terminado 
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el acto prévia lectura y ratificación, lo firma 
el oficial de justicia, por ante mí de que doy fé. 



ion 



Ant*- mí : 



Claudio Medina, 
Oficial de Justicia. 

& Febre. 

Manuel J. Arca. 
Secretario. 



Con fecha 21 ile Febrero de 1895 el Juez, a pedido del eje- 
cutante, mandó citar de remate al deudor. 

En este estado el ejecutante solicitó que, haciéndose efectivo 
el apercibimiento decretado, se tenga por domicilio dftl deudor 
el que aparece en las tetras, calle San Martin 238. 

El Juez doctor Campillo, apercibido de ser parte en el juicio, 
el doctor Febre, se eicus i de continuar conociendo en él, fun- 
dado en razones de parentesco y relación intima que le ligan con 
el ejecutado, y mandó pasar los autos al Juez doctor Lalanne. 

Ante él, el ejecutado pidió quu se notifiquen al deudor las 
providencias pendientes, en el domicilio indicado en las letras. 

El Juez así lo ordenó (f. 34 v.). 

El actuario con la cédula d foja 45, en que se transcriben 
todas las procidencias p?ndientes, buscó al doctor Febre en la 
calle San Martin 238 t y se le informó que hacía mis de un uño 
que no vivía allí. 

El Juez mandó bacer saber al ejecutante. 

Este dijo que antea había pedido que se tuviera como domi- 
oilo del deudor, el indicado en las letras, y que ahora reitera ese 
pedido, solicitando que así se declare, haciéndose efectivo el 
apercibimiento decretado. 

El Juez dictó el siguiente auto: 
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Buenos Aires, Junto M do 1895. 

Haciéndose efectivo el apercibimiento decretado, se tiene por 
domicilio del demandado el que consta en las tutras de foja.., y 
corran los autos según su estado, notificándole el decreto de foja 
38 vuelta. 

Lalanne. 



E*te auto y el de citación de remate se notificó al doctor Fe- 
üre, por cédula dejada en el domicilio calle San Martin 238, 

No habiendo el ejecutado optu-sto ex.ee pe ion es, el ejecutante 
pidió que se dictara sentencia de remate, a lo que accedió el 
Juzgado, mandando llevarse adelante ls ejecución. 

El ejecutante pidió que se mande tasar los bienes embarga- 
dos, proponiendo perito por su pai te, ú don César A. du A bella, 
y posteriormente en renuncia de éste a don Francisco Carbó, 

EL Jaez mandó que el ejecutado manifestara su conformidad 
ó disconformidad con el perito propuesto, bajo apercibimiento 
de tenerlo por nombrado. 

El ejecutante pidió que se tuviera por nombrado á dicho 
perito, por no haberse opuesto Febre, y que se libre exhorto 
al Juez de sección de Entre Ríos para la aceptación de aquel. 

El Juez proveyó de conformidad. 

En este estado, y con fecha 16 de Noviembre de 1895, el Dr. 
Febre compareció al Juzgado diciendo: que con extrañeza ha te- 
nido conocimiento del presente juicio y de la manera cómo ha 
sido llevado. Que sin dársete intervención en acto alguno del 
juicio, sin citársele en forma para reconocer la firma de los do- 
cumentos presentados, sin notificársete la providencia declarán- 
dolas auténticas, yel auto de solvundo, y sin hacérsela saber la 
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citación d« remate, «parece condenado á pagar lo que al actor 
ae le ba ocurrido cobrar. 

Que las cédula» dejadas en las casas de la calle Esmeralda 
y San Martin, jamás llegaron ásus mano*, porque él no ha te- 

* 

nido su domicilio un ellas* 

Qne el actor subía que no vivía allí, como consta de autos , 
pues para acreditar el fuero comprobó que él (Febre) estaba 
avecindado en Entre Rios. Que adeurís en dichas casas se in- 
formó también al actuario de que él no paraba allf desde hace 
muchos años, y era, por otra parte, publico y notorio que resi- 
día en Entre Bios, donde ha desempeñado funciones públicas . 

Que la única participación que se le ha dado, es en el acto de 
embargo, el que protestó por las violaciones de laJey que se co- 
metían, esperando que se le citaría en forma, loque no ba soef- 
dido. 

Que la consecuencia de esto es la nulidad de luJo lo actuado, 
la que debe ser declarada. 

Que e^a nulidad es más evidente, si se tiene en cuenta que 
uno de los títulos con qne se ha seguido la ejecución es inhábil, 
pues do ha sido transferido con las formalidades de ley (art. 
635 del Código de Comercio), no siendo bastante para los 
fines dfc la cesión el recibo posterior al endoso (art, 1415, Có- 
digo Civil). 

Qne ron arreglo al articulo 18 de este Código, son nulos todos 
los actos contrarios á los mandatos de las leyes. Que esa nuli- 
dad, en el caso, es manifiesta, y debe ser declarada con arreglo 
á lo dispuesto en el articulo 1047 del Código Civil, imponién- 
dose las costad al actor y mandándose levantar el embargo traba- 
do. Para el caso que no se le haga lugar, apela en subsidio. 

El apoderado del actor, evacuando el traslado conferido, pi- 
dió el rechino, con costas, de la nulidad deducida. 

Dijo : que son completamente falsas las afirmaciones en que 
el doctor F*bre fonda la nulidad, bastando para convencerse de 
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ello ana ligera lectura del expediente, del <ine resulta <f. 17) 
que la primera providencia se 1c (lotificó en el Paraná, pot me- 
dio de cédula qoe se le dejó á un hijo suyo, como también el 
auto en que se le intimaba que constitu ja domicilio en esta Ca- 
pital, el euul se notificó i su hijo y á él personalmente (f. 29). 

Que no habiendo constituido domicilio enasta Capital, como 
se le ordenó, se dispuso que las notificaciones se hicieran en el 
domicilo indicado en las letras, haciéndose eíeotivo el apercibi- 
miento que se decretó á este respecto* 

Que no se ha incurrido» por consiguiente, en nulidad alguna ; 
por el contraria se han llenado cumplidamente todas las depo- 
siciones legales 

Que, por otra parte, la nulidad deducida no procede, porqoe 
do se ha interpuesto en el término proscripto por el arttoulo 234 
de la ley de procedimientos, el cual ha vencido con exceso á la 
fecha de la presentación del Dr. Febre. 

Que en cuanto i la letra del Banco de Londres, con que tam- 
bién se ha ejecutado á aquel, debe manifestar que ella fné pa- 
gada por el señor Uniué, como garante del doctor Febre, adqui- 
riendo aquel, por tanto, una subrogación legal, en virtud de lo 
cual procedió á la ejecución. Que dicha subrogación no depende 
de cesión expresa, para dar derecha al cobro del reembolso. 

Acompañó una carta del Gerente del Banco de Londres 
dirigida al teñorUnsué, que dice así : 

* Voy tenor nuestro : Noa ta grato cumplir con su pedido y 
manifestarle que, con fecha 28 de Febrero de 1891, este esta- 
blecimiento descontó al señor doctor don Ramón Febre la suma 
de 30.000 pesos moneda nacional en un pagaré i 90 días. 

< Esa operación fué hecha exclusivamente en virtud de la carta 
de garantía firmada por Vd. con fecha 28 de Febrero de 1891 . » 




Rueños Aires, Diciembre U de 1896. 

Vistos: considerando: Que según resulta de autos, ni ejecu- 
tado fué debidamente notificado del auto por el cual se le citaba 
para el reconocimiento de las firmas de las letras de foja 12 , 
(diligencias de f. 12 ái7); que luego fué notificado, en 
forma del mandamiento de embargo que se dicto y de la in- 
timación de que fijara domicilio en esta Capital, bajo aper- 
cibimiento (f. 30 y 31 t.) ; qut se le intimó personal- 
mente el pago de la cantidad demandada (fs. 32 á 36) ; que no 
habiendo fijado el domicilio que se le intimó, ¡se hizo efectivo, 
después de mucho tiempo, el apercibimiento decretado, dándole 
por domicilio legal el establecido en las letras de Ja ejecución, 
donde se le bau hecho saber las providencias y resoluciones dic- 
tadas en la causa. 

Que, en consecuencia, y consentida como se encuentra la sen- 
tencia de remate, la nulidad interpuesta es improcedente, que- 
dándole al ejecutado el derecho de entablar el juicio ordinario 
correspondiente. 

Por estos fundamentos, no ha lugar ú la nulidad deducida, 
con costas. 



J. V. laianne, 



r*ll« ri* la lupRdW 



liut-íios Aires, Mayo 2 ü« tyjO, 

Vistos: Por seis fundamentos se confirma, con costas, ti auto 
apelado de foja ochenta. Repuestos los sello», devuélvanse. 

I.ÜISV. VAKEI.A.— ABELBAZaN. 
— OCTAVIO BUNtiE. — JUAN 
E, TORHEP1T. 



v al HA i.viii 



Ifon llodolfo Moreno, contra la provincia de hítenos Aires; 
sobre rescisión de un contrato y daños y perjuicios 



S umario. — I o La rescisión de un contrato de obras, que bao 
sido ejecutada» en so mayor parte, no puede pedirse, si fuese 
procedente, sinóen la parte no ejecutada. 

2° Esa rescisión no procede, si habiéndose estipulado para el 
caso de demorarse más de seis meses la entrega de lus terrenos 



en que debían ejecutarse las obras, el empresario, después de 
pasado ese tiempo, prosiguió en sn ejecución, sin hacer uso del 
pacto. 

3° Los perjuicios que se deberían en el caso de rescindirse el 
contrato, no pueden tomarse eo cuenta, ona vez que se declare 
improcedente la rescisión. 

4» £1 exceso en el recorrido para el transporte de la tierra 
escavada» que no resulta probado, y que además no se tuvo en 
cnenta en la» modificaciones del contrato, hechas durante la eje- 
cución de la obra, en las cuales se fijó un precio mayor por cada 
metro cúbico de dicha tierra, sin mencionar el recorrido, no 
puede dar lugar á indemnizaciones. 

5" Tampoco puede dar lugar a indemnizaciones, la demora en 
la ejecución de las obras, que ni ha sido probada, ni sería impu- 
table á la otra parto contratante. 

f'<i*j. — Resulta dul 



Bueno» Aires. Muyo 2 du 1890- 



Vistos: Resulta; Don Rodolfo Moreno se presentó ante esta 
Suprema Corte, en Agosto de mil ochocientos noventa y cuatro, 
diciendo : que con fecha trece de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y siete celebro un contrato con el Estado de Buenos Ai- 
res, para las obras de defensa de Lujan, por la sumado doscien- 
tos cincuenta y cinco mil doscientos diez pesos cuarenta y un 
centavos, fijándose en un año el plazo para la completa termi- 
nación de ellas. Por decreto de Junio veinte y cinco de mil ocho- 
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cientos noventa, se aumentaron los precios unitarios eo on cin- 
cuenta por ciento, destusándose este excedente á cancelar la 
deuda pendiente del contratista por anticipos» y se prorrogó el 
plazo hasta catorce meses. 

En Febrero de mil ochocientos noventa y uno se amplió el 
contrato, quedando obligado el señor Moreno á terminar las 
obras á los diez meses, contados desde el día en que los propie- 
tarios dieran posesión de los terrenos necesarios, importando 
esia ampliación la snma de quinientos veinte y tres mil pesos, 
setenta y un centavos. 

£1 tres de Diciembre del mismo año se hizo transferencia del 
contrato á favor del doctor Piñeiro Sorondo, quien aceptó sus 
obligaciones hasta et siete de Octubre de mil ochocientos no- 
venta y tres, en que ocurrí 6 á las autoridades de la provincia, 
eutúnoes intervenida, para r ("trasmitirlo nuevamente al actor. 

El comisionado nacional dictó el decreto de veinte y tres de 
Octubre del año mencionado, por el cual se declara: que la es- 
critura de transferencia á Piñeiro Sorondo es simulada; que 
Moreno nunza dejo de ser contratista ; que habiéndose hecho 
pagos á Piñeiro Sorondo, mientras Moreno era Ministro de Ha- 
cienda, quedaban nulas las libranzas respectivas, y que cele* 
brado el contrato de mil ochocientos noventa y uno cuando Mo- 
reno ejercía el cargo de diputado á la Legislatura local, dicho 
contrato era también nulo, con arreglo al artículo ochenta y 
cinco de la Constitución provincial . El decreto manda además, 
que se remitan los autos al Fiscal de Estado para promover las 
acciones á que hubiere lugar. 

El actor eiperó la iniciativa del Fiscal de Estalo, mas este 
funcionario no promovió acción alguna. 

Terminada la intervención, trató el demandante de arreglar 
el asunto cou el gobierno; pero éste dictó en Julio diez último, 
un decreto que importa la confirmación del de veinte y tres de 
Octubre de mil ochocientos noventa y tres. 
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El Pode'' público no puede anular sus netos por propia auto- 
ridad. Esto arrojarla el derecho de loa particulares A los vaive- 
nes del arbitrario más intolerable. Simple persona jurídica, la 
provincia nada puede en tales rasos, sin interveucion de los 
Tribunales. La escritura de Diciembre dieido mil ochocientos 
noventa y uno fué labrada con intervención de las autoridades 
del Estado, pero el comisionado nacional la anula, por si y an- 
te sí, y lus poderes normales reconstituidos, se declaran sin de- 
recho para rever los actos de aquel. El decreto de la interven- 
ción carece de Acacia jiiríuica, porque los agentes del Presidente 
de la República no ejercen funciones adiniustrativas en los Es- 
tados. 

Los fundamentos de 1a simulacro son pueriles, y el actor los 
niega en absoluto. Se le declara empresario único con el propó- 
sito de anular los pagos orificados al cesionario. Cuando ejer- 
ció transitoriamente el cargo de ministro, se i 
en el asunto, y las órdenes de pago no son más 
mecánica de resoluciones 
secretario del ramo, sin part 

En este asunto sólo se dictó una ley en mil 
ta y siete cuando M regía en laprovinciala Constitución de mil 
ochocientos ochenta y nu«ve, y como el acto de Febrero de mil 
ochocientos noventa y uno nufué un contrato nuevo sinó la am- 
pliación del preexistente, la Constitución no puede tener efecto 
retroactivo, y la nulidad declarada desaparece. 

El Departamento de Ingenieros practicó una inspección de 
las libras, y las encontró inmejorables y ajustadas al contrato. 

El gobierno debe al actor, daños y perjuicios por los años de 
demora, el exceso de transporte y los agravios á su reputa- 
ción. 

La tierra removida sólo debió transportarse á una distancia 
de quinientos metros; pero dilicultades emanadas 
dieron por resultado un exceso de mil metros. 
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Las obras de 
el día en que pudieran W u F ^« m« n?rreuus u« 
ticular, y si á los seis meses de la froha del contrato el Poder 
Ejucutivo no Lubiese dado al empresario la posesión de los te- 

peetíva. En caso de rescisión, la indemnización se fijaría por 
ud tribunal arbitra). 

Habiéndose paralizado las obras antes y después del decreto 
de la intervención, procede la ai-ciou resciaoriu (articulo mil 
doscientos tres, Código Civil). Los contratos obligan á todas las 
consecuencias que puedan considerarse virtuaímente compren- 
didas en ellos; luego el pago de t-xcvsu de transporte se baila en 
idénticas condiciones jurídicas. 

En consecuencia, promueve demanda contra la provincia de 
Buenos Aires, sobre la rescisión del contrato é indemnización 
de daños y perjuicios, que avalúa en cuatrocientos cincuenta 
mil cien pesos. 

Contestando la demanda, dice el representante de la provin- 

El demandante analiza y critica Jos considerandos del decreto 
de la intervención nacional, sin formular ninguna petición so- 
bre él, ni pedir una declaración de la Corte, a su respecto, 

Se pretende atenuar los efectos de una resolución contencioso- 
administrativa, consentida por el actor, olvidando el único ea- 
mino que podría conducir al esclarecí miento de la verdad, que 
ea el determinado por el inciso tercero del artículo ciento cin- 
cuenta y siete de la Constitución provincial. 

Moreno esperó la iniciativa del Fiscal de Estado, por lo que 
se ve que bu intención expresa y manifiesta ha sido consentir el 
decreto que lo vulneraba. Se trata entonces de una resolución 
consentida y ejecutoriada, que no puede ser ya objeto de con- 
troTersia judicial, y no puede ser traida ante la Corte, que 
no es tribunal de apelación de los actos de las autoridades de 
tai. ixiii 22 




provincia, ni conoce de tas resoluciones de é&tas sino cuando 
afectan la Constitución 6 las leyes de ta nación. 

El decreto no fué confirmado por el Poder Ejecutivo, desde 
qne se limitó á declararse sin facultades para reverlo. 

En la demanda no se dice cuántos han sido los años de de- 
mora, imputables 4 la provincia» cuáles sean las obligaciones 
qne ésta dejó de cumplir, quiénes se han opuesto á la prosecu- 
ción de los trabajos, ni qué dificultades han traído como conse- 
cuencia el exceso de transporte ó en qué consisten las pérdidas 
sufridas. 

No se ha irrogado al contratista perjuicio de ningún género 
por culpa de la provincia, y en los archivos no consta ninguna 
reclantacino, ó protesta por su parte. 

Se ha hecho al contratista importantes anticipos de dinero 
para que continuase la ejecución de las obras, de manera que 
si ha habido demora ha sido por su culpa, durante los seia años 
anteriores a la intervención. 

Si el demandante cree que las resoluciones del interventor 
nacional carecen de eficacia jurídica, no ha debido demandar á 
la provincia, por las oonsecnenciaB de un acto que no pueden 
obligarla, desde que ese aoto ha sido ejecutado por quien dice 
no tenia facultades para efectuarlo. Es principio de la legisla- 
ción que todo eiceso en el mandato, no da acción contra el 
mandante. 

Considerando perfectamente válido ese decreto, tampoco se- 
rla responsable la provincia de los perjuicios que haya podido 
ocasionar al demandante, dado el carácter y causa en que ha 
fundado su acción. 

Los agravios inferidos á su reputación, constituirían un de- 
lito, y la provincia no puede ser demandada por el daño prove- 
niente de un delito. 

La acción intentada, de rescisión del contrato, no correspon- 
de en este caso, pues el gobierno no ha faltado á una sola de las 
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condiciones que el contrato le imponía, j aunque asi fuera, mito 
puede pedirse ahora su cumplimiento, por haberse establecido 
el pacto comisorio con un plazo j objeto determinado y no por 
todo el tiempo que loa obras estuvieren por concluirse. La fa- 
cultad de pedir ta rescisión estaba limitad» á los seis primeros 
meses desde la fecha del contrato, vencidos loa cuales ya no es 
permitido ampararse de una clausula que faa caducado, desde 
que el empresario emprendió la obra que está casi terminada, 
no faltando para darla por conoluida, más que un valor de cin- 
cuenta á sesenta mil pesos. 

Es, pues, el artículo mil doscientos cuatro del Código Civil el 
que corresponde aplicar. 

Concluye el demandado pidiendo el rechazo de la demanda» 
con costas. 

Recibida la prueba, y habiéndose alegado de bien probado 
por las partes, se halla la causa en estado de dictarse sentencia 
definitiva. 

Y considerando: Primero: Que según el informe de foja 
aiento cincuenta y uno, el importe de los trabajos que faltan eje- 
cutar para la completa terminación de las obraa de defensa de 
Lujan, sólo asciende á la suma de siete mil setecientos setenta 
y seis pesos veinte y nueve centavos, que es de ínfima impor- 
tancia con relación al monto total de quinientos veinte y tres 
mil pe. s. contratado por el demandante, porque la rescisión 
solicitada no podría declararse sinó respecto de esa misma par- 
te, siempre que ella fuera procedente. 

Segundo ; Que la rescisión no procede sino cuando media con* 
venio de las partes, en el caso determinado por el artículo mil 
doscientos tres del Código Civil. 

Tercero: Que por el artículo treinta y tres del contrato de 
diez y ocho de Febrero de mil ochocientos noventa y uno, se fija 
el plazo para la terminación de las obras á contar desde el día 
en que puedan ocuparse los terrenos de propiedad particular. 
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cuyos propietarios se hayan opuesto á la prosecución del tra- 
bajo. 

Cuarto; Que las dificultades sobre ocupación de terrenos de 
propiedad particular, se tuvieron en vista desde el primer contra- 
to, como resulta del decreto inserto en la escritura de foja cieu- 
to treinta y cinco, en que se dispone remitir el eipediente á la 
Municipalidad de Lujan para que recabe de los propietarios la 
tierra que atraviesa el canal, y motivaron un nuevo estudio de 
las obras proyectadas (decreto de Mayo treinta de mil ochocien- 
tos ochenta y ocluí, foja noventa y sei* vuelta). 

Quinto Qui- no se ha probado que la demora en la entrega 
de algunos terrenos necesarios rara la continuación de las obras, 
fuese imputable á culpa del gobierno, sinó que aparece de la 
prueba producida, que ella fué motivada por la resistencia de 
los propietarios y do la Municipalidad de Lujan, demora que, 
por otra partt>, fué prevista en el contrato de Febrero dieí y 
ocho d« mil ochocientos noventa y uno. quedando estipulado, 
por el artículo treinta y < untro, que en caso de que transcurri- 
dos más de seis meses, el gobierno no hubiera dado posesión al 
empresario de los terrenos que necesitara para la continuación 
de las obras y que éstas se huliieren de paralizar por esa causa, 
el empresario podría pedirla rescisión del contrato. 

Sexto: Que i-I demandante, que podía según dicha estipula- 
ción, optar por el cumplimiento del contrato ú por su rescisión, 
prefirió deliberadamente to primero, continuando la obra hasta 
poeo menos que su completa terminación . 

Sétimo: Que si, no obstante esa demora, el empresario con- 
tinuó la ejecución de las obras contratadas, no puede demandar 
indemnización de daños y perjuicio, pues éstos sólo se debe- 
rían, i»t tal razón, en caso de rescindirse el contrato, como el 
articulo antes citado lo establece. 

Octavo : Qu« los terrenos necesarios para la í*onolusion de las 
obras presupuestas, fueron entregados según se desprende de 
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til simple lectura de lo que falta para su terminación, que se 
indica ¡\ foja ciento cincuenta y dos, locaal tampoco ha sido ne- 
gado por el actor. 

Noveno: Que de la pericia de f tja ciento atenta y dos resulta: 
que no ha habido exceso en el transporte durante los trabajos 
de construcción, cu virtud del cambio de traza, y por lo tanto 
no se han producido perjuicios por esta causa. 

Décimo: Que vi bien por la resolución de veinte y ocho de 
Agosto de mil ochocientos ochenta y nueve, se fijaron menos 
precios para las obras, y un recorrido uniforme de quinientos 
metros ;t razón de ocho centavo* por cada cien tu- tros, y por la 
de Junio veinte de mil ochocientos noventa se bonificaron nue- 
vamente los precios con un cincuenta por ciento de aumento sobre 
los tipos, unitarios contratados, quedando indemnizado el empre- 
sario por todos los perjuicios sufridos hasta esa fecha, estas re- 
soluciones fueron modificadas por el contrato de Febrero diez y 
ocho de mil ochocientos noventa y uno, que amplía lascondicio- 

■ 

nes del de Diciembre trece de mil ochocientos ochenta y siete. 

Undécimo : Que según el informe pericial, las obras no se 
paralizaron después del último contrato por cansa del gobier- 
no, y parece, por el contrario, que continuaron con igual activi- 
dad, como consta de los certilicadns de trabajos expedidos a fa- 
vor del empresario (foja t iento setenta y ocho y doscientos tres) 
por lo que, y no estando demostrada en otra forma la pretendi- 
da paralización, es de concluirse que no hay demora imputable 
al gobierno en el cumplimiento del contrato do Febrero de mil 
ochocientos noventa y uno. 

Duodécimo: Que por el artículo cuarto del contrato de Fe- 
brero diez y ocho de mit ochocientos novrnta y uno, se esti- 
pula que la tierra proveniente de las excavaciones será emplea- 
da en la construcción del dique de defensa y el excedente que 
resultare depositado en las calle» y terrenos bajos, situados en- 
tre la defensa y el pueblo, y por el articulo once que la parte 
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interior del terraplén será formada con la tierra arcillosa y que 
la vegetal se colocará en la parte superior. 

Déeimotercero : Que por el artículo treinta y uno se fijan los 
precios de las obras que debían ejecutarse, estableciéndose que 
se abonará al empresario, por el transporte de tierra excavada 
desde el sitio de la excavación basta el de la construcción del 
dique ó basta los terrenos bajos, situados entre el dijue y el 
pueblo, sesenta centavos el metro cúbico, sin que en esta cláusula 
se tome en cuenta el recorrido. 

Décimocuarto : Que esa estipulación pone fuera de contro- 
versia toda pretensión de aumento de precio que tenga por base 
exceso de recorrido en el transporte de la tierra, cualquiera que 
fuera la fnrma ó medios adoptados para dicto transporte, pues 
no puede existir exceso desde que lijó un precio único, sin rela- 
ción o recorrido, á lo que se agrega que ese precio se había de- 
terminado tiempo después de estar las obras en ejecución y 
cuando, p*r consiguiente, el empresario lo conrenía y aceptaba 
con pleno conocimiento de causa. 

fíécimoquinto : Que si bien dados loa antecedentes del con- 
trato de mil ochocientos noventa y uno, es de creerse que se ba 
de ttaber calculado al celebrarlo el recorrido probable de la tie- 
rra qne debía transportarse, no se precisan distancias, quedan- 
do por consiguiente compensado, cualquiera que sea la exten- 
sión recorrida, con el aumento deprecio que se hizo por trans- 
porte de metro cúbico de tierra excavada, desde el sitiu de la 
excavación hasta el de la construcción del dique, 6 hasta toa te- 
rrenos bajos. 

liécimosexto : Que si hubo exceso de recorrido, éste quedó 
indemnizado con referencia al primer contrato por el aumento 
de precios, hecho por tos decretos de veinte y nueve de Agosto 
de mil ochocientos ochenta y nueve, y treinta de Junio de mil 
ochocientos noventa. 

Décimoséíimo i Que tampoco se ba demostrado que el au- 
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provenga de dificultades emanadas del go- 
ó de hechos de otro orden que le sean imputares. 
Décimooeíavo : Que en mérito de Lo expuesto anteriormente, 
cualquiera que huya sido el recorrido para el transporte de la 
tierra, no es fundamento suficiente para responsabilizar al go- 
bierno desde que no consta que sea efecto de sus actos ú de difi- 
cultades que opusiera al contratista, ni fué calculado separa- 
damente en si último contrato de mil ochocientos noventa y 




Itécimonoveno : Que los perjuicios que se reclaman como do- 
mados de la rescisión del contrato, caen por su base, puesto 
que no se hace lugar á esa rescisión. 

Vigésimo : Que si bien en los autos se ha hablado de la 
constituoionalidad y validez tanto del decreto del interventor 
naciona! doctor Lucio V. López, de veinte j tres de Octubre de 
mil ochocientos noventa y tres, que declaró nulo el contrato de 
mil ochocientos noventa y uno y sin efecto los libramientos que 
respondían á ciertos pagos, así como el decreto del gobierno 
actual de la provincia, que declaró que no estaba autorizado & 
juzgar de losactoBdel interventor, en el pelitiumáe la demanda 
no se ha reclamado de esta Suprema Corte pronunciamiento al- 
guno al respecto; y no habiendo reconvenido la provincia de 
Buenos Aires al señor Moreno para la devoluwon de las sumas 
percibidas con arreglo al coutTatode mil ochocientos noventa y 
uno, no es ni oportuno ni necesario pronunciarse respecto á es- 
tos puntos. 

Por estos fundamentas : su absuelve á la 
Aire* de la demanda de foja cuatro, sin 
en costas. Notifiques* con el original, y n 
archívense. 

BENJAMIN PAL— LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUNGE 
— JUAN E. TOBMHT. 




.... 

344 FALLOS m LA MJPMH4 CORTE 



441N4 LM 



El fianco Racional contra don José W Haca, por cobro ejecutivo 
de pesos; sobre apelación denegada 



para oponer excepciones en juick 




Caso* — El deudor se opuso á la ejecución el cuarto día des- 
despues de la notificación del auto en que se le citaba de Té- 
mate. 

El Juez declaró inadmisible la oposición, por baber sido in- 
terpuesta fuera del término legal. El ejecutado apeló y se le 
negó el recorso, por loque acorrió en queja. 



mil* 4r I» taptMM « ®rt* 



Bueno» Aires. Mayo 2 de 1896. 

Vistos en el acuerdo : Teniendo en consideración que los eje- 
cutados han opuesto las excepciones de foja veinte y dos después 
de yuncido el término acordado al efecto por el artículo dos- 
cientos sese ota y ocho de la ley de procedimientos. 
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Que siendo fatal ese término, como resalta de la citada dis- 
posición y como lo tiene establecido la jurisprudencia desata 
Suprema Corte, su simple transcurso llevaba la pérdida del de- 
recho para oponerse á la ejecución. 

Por esto; no ha lugar ni recurso dé hecho deducido por la 
parte ejecutada y devuélvanse, dubiendo reponerse los sellos ante 
el Juez de sección, 

PAI. — LUIS V, VARE- 
LA . — ABEL BA2AH . — OCTAVIO 
BU1GE — JUAN E. TOHREHT . 



I AI NA 



Contienda de competencia entre el Juez de primera instancia 
de ta Capital y el de la etudad *te Cúrhoba , para conocer en 
et juicio de divorcio seguido por doña jV, ¡V. contra don X. X. 



Sumario. — La Suprema Uorte no i*a competente para diri- 
mir contiendas de competencia entre jueces locales, en juicios 
que no sean de sucesión 6 concurso. 



Caso. — Dona N. N. inició ante el Juez de I" Instancia de la 
Capital, acción de divorcio contra su esposo. 
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Este, sosteniendo que tenía sq domicilio en Córdoba, promo- 
vió ante el juei de esta ciudad, contienda de competencia, & la 
que accedió dicho Juez. 

Recibido por el de la Capital, el oficio de inhibición, se de- 
claró incompetente, accediendo á la inhibitoria. 

Recurrida esta resolución, La cámara en lo civil de la Capital, 
la revocó, declarando que el Juez de í» iastanoia era compe- 
tente para conocer en el juicio de diroreiu enlabiado por la se- 
ñora S. 

Comunicada esta resolución al juez de Córdoba, éste insistió 
en su competencia, con cuyo motivo ambos jueces elevaron los 
autos á la Suprema Corte para que dirima ta contienda. 



VJSTA DEL SBfiOR PROCURAUOR GENERAL 



Suprema Cor'e: 

El dictamen del señor Fiscal de la Excelentísima Cámara de 
Apelaciones de la Capital, que corre á foja 67 de los autos ini- 
ciados perdona N. X.¿ desorrolla los fundamentos ámi juicio 
inquebrantables de la jurisdicción del Juez de lo civil de la Ca- 
pital, para el conocimiento de las gestiones iniciadas contra 
aquella señora, por so marido don X. X. 

La sólida argumentación de ese dictamen puede sintetizarse 
en la siguiente fórmula : * Si el domicilio de la mujer cacada es el 
del marido, según los principios generales del derecho común * ; 
si el de los cónyuges determina la competencia del Jnez que 
ha de conocer de la acción de divorcio, según prescripción explí- 
cita de la lej de matrimonio civil, en el caso sub-judice, en 
que el domicilio común de los cónyuges se ha modificado por 
una separación de hecho, consentida y reconocida por ambas 
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partes y en que el lugar del cont-ato del matrimonio, del naci- 
miento de loa hijos y de la tida en común, ha sido abandonado 
por el esposo, después del reconocimiento en favor de la esposa, 
de los dereohoa consignados en el acuerdo de foja 37, no debe 
dominar el principio absoluto que rige el domicilio común* 

« De otra uanera, la jurísi icoion de la Capital que amparaba á 
los esposos, y ante la cual la señora habría iniciado el juicio con- 
tmeioso inevitable, que eipresa el documento de foja 37 , ten- 
dría a ser suplantada en virtud de un hecho arbitrario y viola- 
torio de tas estipulaciones del contenió, que resultaría engañoso 
para la mujer, y la ley protege ¡i los engañados nunca á los enga- 
ñadores *., 

Por ello, adoptando el dictémeti del señor Fiscal de la Cá- 
mara, pido á V. E.,con sujeción ¿ bus fundamentos y con- 
clusiones, se sirta declarar en el caso, la competencia del juei 
civil de la Capital, que ha reconocido la Cámara á foja 79. 

Sabiniano Kier. 



Wmttm de I» NpfMM Carta 

Buenos Aires, Mayo i de 1886. 

Vistos en el atiusrdo: Considerando: Que el presente caso no 
eitá comprendido en las disposiciones de la ley tres de tres de 
Setiembre de mil ochocientos setenta y ocho* por no tratarse de 
do juicio de concorso ni de sucesión, únicos ¿que se refieren los 
artículos segundo y tercero de dicha ley. 

Que no es de aplicación la disposición del artículo 419 del Có- 
digo de Procedimientos de la Capital, que no se refiere á la Su- 
prema Ccrte d* Justicia Nacional, y que no puede, por otra par- 
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te, reputarse rigente, atenta la disposición de los artículos 
ciento uno y trescientos diez y ocho de la ley orgánica de los 
tribunales de la misma Capital 

Que así lo tiene resuelto esta Suprema Corte en varios casos, 
entre otros en los que se registran en lo* fallos, série tercera 
tomo diez y sois t página doscientas noventa y tres ; aérie cuarta, 
tomo segundo, página trescientos cuatro. 

Por estos fundamentos: se declara que esta Suprema Corte 
carece de jurisdicción pitra la decisión de la presente contienda 
de competencia; y en su consecuencia devuélvanse respectiva- 
mente los autos remitidos á los juzgados de su procedencia, á los 
efectos que hubiere lugar. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. - LUIS V. VARELA. 
— AREL BAZAR. - OCTAVIO B UN- 
GE. — JUAS E. TORREN!. 



CAUSA LXI 



■ 

Criminal contra Luis Moníti, por circulación de billetes falsos 
de cursit legal: sobre sobreseimiento. 

Sumario. — Constando el delito, la falta de pruebas contra 
el inculpado de él, autoriza solamente el sobreseimiento pro- 
visorio. 



"-Vim&ZTf " rv-- - - - -- - 
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CaSQt —Resulta de las siguientes piezas: 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires Febrero de 1890. 

Señor Juez: 

No encontrando mérito en lo actuado, para condenar ii Mont- 
ti, pues no se ha llegado á establecer presunción 6 indicio aé- 
riorespecto de su presunta culpabilidad, V, S. se ha de servir 
mandar sobreseer provisoriamente en este asunto, de acuerdo 
con el artículo 435, Código de Procedimientos. 

}. ttaiet. 



Vmtlm del J 



Buenos Aires, l ebrero 28 ikJ896. 

y vistos: De conformidad con lo dictaminado por el 
Procurador Fiscal en su precedente vista, y en virtud de lo 
pTeacriptoun «1 artículo 435 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, sobreséase provisoriamente en este sumario. Can- 
célese la liania, en virtud de la cualMontti se encuentra en li- 



bertad. 
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VISTA DEL SEÜOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire», Marzo 38 de 1896. 

Suprema Corte: 

Consta que se ha intentado circular un billete falsificado del 
Banco de la provincia de Buenos Aires, y laa declaraciones de 
fojas 22 y 25, designaron al procesado Montti.como autor de 
aquella tentativa de circulación. No corresponde entóncea, ja 
que la investigación no puede llevarse adelante por falta de 
mayores comprobante ., A sobreseimiento definitivo, que sólo 
recae ante la bidente inexistencia del hecho incriminado, 6 la 
evidente inculpabilidad del procesado. Pido por ello á V. E. 




Sahiniatio Kier, 



Buenos Aires, Mayo 5 de 1896. 

Vistos y consideraudo : Que las declaraciones de testigos 
evacuadas por la cita de Montti, tienden á probar que éste per- 
maneció en su casa en la noche del catorce de Setiembre del 
año próximo pasado, cuando el hechu déla circulación de bille- 
tes falsos que ha motivado este proceso, tuvo lugar en laa pri- 
meras horas de la noche del día trece, según se comprueba por 
ias actuaciones de foja tres y siguientes; las que demuestran 
que a denunciante Gnzietti indicó & foja veinte y dos, tan sólo 
por error, la primera de esas fechas. 



Que por otra parte el cochero Manuel García, que condujo eu 
su carruaje al presunto autor de la circulación de billetes fal- 
sos, cuand . esa circulación se efectuó, no ha sido eiaminado 
al objeto de la identificación del autoT del hecho. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General : se confirma, con costos, el auto apelado 
de foja cincuenta y uno. Devuélvanse. 



La provincia de San Luis, contra don Celso Hojas; sobre 



Sumario. — 1* No puede pedir la nulidad de un título, por 
raion de enmiendas y alteraciones no salvadas, el gobierno que 
lo emitió, y que, con conocimiento de ese vicio, lo retuvo sin 
observación en sus archivos, mandando dar copia para seguridad 
del interesado. 

2* Se halla indudablemente proscripta la acción de nulidad 



benjami* paz. — luis v. várela. 

— ABEL BAJEAN. — OCTAVIO BUS- 
CE. — JUAH E. TOBREHT. 



CAUSA 




de más de 



que por tal razón se deduzca, después de un lap 
diez año*» 

3» El tercero ojie compTael inmueble con el testimonio ex- 
pedido por el Gobierno, Be halla en condiciones de adquirir bu 
propiedad en contra de éste, por el medio de la prescripción. 



Caso.— Lo explica el 




Fallo 4* I» »upre«» Corle 



U Líenos Aires, Mayo 3 de 

Vistos: estos autos seguidos por la provincia 
una parte, y el doctor dou Pedro Ni, Ortiz, don 
rrez del Castillo, dofia Cipriana Villalon y doña 
deron, por la otra, sobre dominio de un inmueble situado en di- 
f&a provincia, délos que resulta: 

Primero: Que don Juan Pascual Calderón Tendió á don Cei- 
bo Rojas, en cinco de Junio de mil ochocientos sesenta y ocho, 
un terreno estancia denominado «Agua Tapada», de diez y aeis 
leguas cuadradas de supertície, ubicado ea la expresada provin- 
cia (escritura pública dt foja primera). 

Segundo : Que don Juan C. Olivera, en representación de 
Rojas y acompañando la citada escritura, pidió, por razón de 
confusión de limites, la mensura del terreno, ratiücacion y re- 
■ision de mojones (escrito de foja siete), proveyéndose de con- 
formidad, en lo sustancial, por decreto de foja diez y seis 
vuelta. 

Tercero: Que practicada la mensura, según se vé de foja 
veinte y tres á foja treinta y dos, algunos de los colindantes no 
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se conformaron con la operación, pidiéndose ulteriormente por 
don José Alejo d Caminos, en representación de don Basilio Al- 
earás y de doña Lu>¿a Ojeda de Alearás, la citación de eñecion 
á la Provincia de San Luís T oausante de bus representados. 
Cuarto : Que hedía la citación y d.spues de hauerse agre- 



setentay cinco ¿ochenta y dj fojas ochenta y cinco ¿noventa y 
cinco, el representante de la provincia tomando directa partici- 
pación en el juiem, dedure demanda y j ide se declare la firme- 
za de las adquisiciones de los citantes de eviccion y la propie- 
dad fiscal del resto del «ampo, concomas, danos y perjurios y 
con reserva, pura su tiempo, de los procedimientos penales co- 



Quinto: Que la peticiun expresada se funda eu la nulidad 
que se atribuye á los instrumentos originales de fojas ochenta y 
cinco á ochenta y siete y de fojas ochenta y nueve á noventa, 
que se registran en testimonio en el de fojas setenta y cinco á 
ochenta, por estar ellos enmendados en parte sustancial, espe- 
cialmente en lo que respecta á la extensión del terreno á que so 
refieren, desconociéndose, á la vei, la autenticidad del primero 



dw esos instrumentos que se le cree falso. 

Sexto: Que se funda también, en i uanto á la propiedad, en 
que los citados instrumentos, aun válidos, comprobarían no ta 
concesión del dominio del inmueble, sino" una merced de ampa- 
ro que importa tan sólo el derecho de poblar la cosa con los 
efectos queso expresan. 

Sétimo: Que en la demanda se expresa además, que aun- 
que, seguu se comprueba por las actuaciones administrativas de 
fojas noventay dos á noventa y tres, por disposición del go- 
bierno de San Luis se practicó en Mayo de mil ochocientos cin- 
cuenta y ocho por el agrimensor don Mamerto Gutiérrez | a men- 
sura del terreno, con arreglo ú ios instrumentos enmendados de 
que se ha hecho mención y se ordenó en Agosto diez del mismo 
Tin.. Liiu ay 



gado al expediente, á 



on fiscal, los instrumentos de fojas 
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año, el archivo del expediente en U escribanía pública de go- 
bierno y hacienda y qne se dé copia al interesado para su segu- 
ridad (decreto de foja norenta y tres), tales actuaciones y pro- 
videncias, no importábanla aprobación de la mensura y reco- 
nocimiento de la validez de los títulos. 

Octavó: Que citada de evicciun por parte de Rojas, las suce- 
siones de su causante inmediato don Joan Pascual Calderón, 
ya fallecido, vinieron al juicio, en su virtud, don Severo Gutié- 
rrez del Castillo y el doctor don Pedro N. Ortiz, en representa- 
ción de sus respectivas esposas doña Cármen y doña Cipriana 
Calderón, hijHBdel citado don Juan Pascual, quienes, por medio 
de apoderado, dijeron de incompetencia de los jueces provincia- 
les que hasta ese momento habían conocido de la causa, fun- 
dándose en la circunstancia de haberse hecho parte la provincia 
y ser el pleito entre ella y vecinos de Mendoza, lo que atribu- 
ye a esta Suprema Corte jurisdicción originaria en el caso. 

Noveno: Que resuelto así por el auto de foja ciento treinta 
y cuatro y elevado el expediente a este Tribunal, el doctor 
OnésimoLeguizamon, en representación del gobierno de San 
Luis, reproduce la demanda ya relacionada y la amplía abun- 
dando en observaciones y consideraciones de hecho, é invocan- 
do como razón de derecho, las disposiciones del Código Civil y 
leyes de partida que declaran anulables los instrumentos que 
contienen enraendatuTas 6 alteraciones en partes esenciales, no 
salvadas al fin, 

fiécimo : Que el dootor Manuel A. Saei, contestando a la de- 
manda en representación de don Severo Gutierre* del Castillo y 
del doctor Pedro % Ortiz, rechaza la falsedad atribuida al 
instrumento de fojas ochenta y cinco a ochenta y siete; 
procura explicar la razón de haberse otorgado dos instrumentos 
en la misma ferbay sobre la misma cosa y objeto, y reconoce la 
existencia de las enmiendas en parte sustancial en los inbtru- 
metitosde fojas ochenta y cinco á ochenta y siete y de fojas 




ochenta y nueve á noventa, instrumentos de la merced conce- 
dida á don José Gregorio Calderón, de la que proceden los de- 
rechos que don Juan Pascual Calderón trasmitió á 'Ion Celso 
Rojas y que invocan los demandados. 

Undécimo: Que éstos, atribuyendo esas enmiendas no salvadas 
g motivos derivados déla época en que se otorgaron los instru- 
mentos qne las contienen, sostienen que no obstante ellas y con 
pleno conocimiento de sn existencia, el gobierno de la provincia 
reconoció en mi t ochocientos cincuenta y ocho, los derechos emer- 
gentes de los mencionados instrumentos, ordenando primero la 
mensura de los terrenos, y mandando, después de practicada, el 
archivo del expediente y que se dé copia al interesado, lo qne en 
su concepto significa la aprobación de la operación. 

Duodécimo: Que en la hipótesis deque el gobierno de San 
Luis no hubiese legalmente confirmado el título de Calderón, 
los mismos demandados oponen la excepción de prescripción á 
la acción de ta provincia, para decir de nulidad de los instru- 
mentos, y hacen valer que está proscripto también por los de- 
mandados y su sucesor el dominio de la cosa litigada, por razón 
de la posesión, tiempo de su duración y título; llamando la 
atención sobre que en varias de tas escrituras de los colindantes 
del terreno «A¿ua Tapada», se reconoce en ese carácter á Cal- 
derón y a Rojas, y que los instrumentos de fojas ochenta y cin- 
co á ochenta y seis y de fojas ochenta y nueve á noventa de- 
muestran la concesión de una merced en propiedad, y no sim- 
plemente ¡a facultad de ocupar la cosa á que ellos se refieren, 

DéciíM tercero : Que A foja ciento noventa, doña Cipriana 
VilUlon y doña Filomena Calderón, viuda la primera é bija la 
segunda ie don Juan Pascual Calderón, también citadas de 
r - ericoion por la parte de Rojas, toman intervención en la eausa 
y se adhieren á la contestación ála demanda de que ya se ha 
tacho mención. 

Y considerando: Primero .Qne la jurisdicción originaria de 
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esta Suprema Corte, es procedente en el caso, de oonformid ad con 
el artículo ciento nno de la Constitución, y primero, inciso pri- 
mero de la ley de jurisdicción j competencia de los tribunales 
nacionales, pues que se trata de causa civil entre una provin- 
cia y vechios de oirá. 

Segundo: Que la caus* que fué en su principio de deslinde, 
se ha convertido en mérito délos antecedentes considerados, en 
un juicio que afecta á la propiedad entera del terreno tAgua 
Tapada», dejando así de ser on litigio en que se 
los límites entre propiedades colindantes. 

Tercero i Que, en consecuencia, la sentencia i 
que debo corresponda, ala demanda y contestación, 
pk'ito, no* une por objeto apreciar derechos en contienda de co- 
lindantes, sinó resolver sobre el dominio del terreno en cues- 
tión que sustentan los demandados y que se desconoce en abso- 
luto por (<arte del demandante. 

Cuarto: Que según la ley ciento once, titulo diez y ocho, 
partida tercera: cLas cartas se pueden desechar con derecho 
delante de los judgadores, cuando contuvieran enmiendas en 
parte sustancial * f 6 como lo dice el artículo nuevecientoe ochen- 
sa y nueve del Código Civil, concordante con aquella é invoca- 
do por la demanda : « son anulables los instrumentos públicos 
que tuviesen enmiendas 6 alteraciones en partes esenciales, no 
salvadas al tin». 

Quinto i Que en virtud de La* disposiciones de la citada ley 
de partida, el gobierno de San Luis pudo desechar en forma 
legal los instrumentos de fojas ochenta y cinco á ochenta y sie- 
te y de fojas ochenta y nueve á noventa, enmendados en parte 
sustancial, cuando lo fueron presentados en mil ochocientos 
cincuenta y ocho, á objeto de que, conforme á ellos, se practi- 
case el deslinde del terreno. 

Sexto l Que no tan solo no dedujo acción alguna al retpecto, 
ni produjo otro acto que significara ta voluntad de contestar la 
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título* Binó que, al contrario, ordenó que se practi- 
case la mensura, disponiendo una vez tilla realizada y devuelto 
al ministerio el expediente, que ésta fuese archivado en la es- 
cribanía pública de gobierno y hacienda y queso diese copia 
al interesado para su seguridad (foja noventa y tres), en cuyo 



con los ii 



Que dicha providencia importa á la vez que la apro- 
bación del deslinde, la intención del gobierno de no desechar 
por razón de las enmiendas, los instrumentos exhibidos, que 
ya las contenían en ese tiempo* 

Ociavo: Que no puede interpretarse de otro modo el decreto 
que manda archivar el expediente en una oficina pública y dar 
copia de él, tanto porque en su estado correspondía apreciar 
la operación, aprobándola ó desaprobándola, cnanto porque la 
copia se mandaba dar para la seguridad del interesado. 

Noveno; Que á no entenderse así el mencionado decreto y 
puesto que la copia había de extenderse sin enmienda!, resulta- 
ría que el gobierno había dispuesto muñir i üalderon de un 
instrumento bueno en sus formas y á proposito para inducir en 
error á terceros que contratasen con él en vista de las constan* 
oías de la copia fehaciente. 

Décimo: Que así habría acontecido en el caso presente en 
que Hojas acordando la debida fé al testimonio de foja setenta 
y cinco mandado dar por la autoridad, no ha debido tener cono- 
cimiento ni abrigar sospecha de la existencia de defectos en el 
original de foja ochenta y nueve a noventa, al convenir con 
Calderón, en Junio de mil ochocientos sesenta y ocho, la com- 
pra del terreno en cuestión. 

Undécimo : Que aunque los aotos y procedimientos del go- 
bierno de San Luis no revelasen la voluntad de no desechar, por 
razón de tas enmiendas, los instrumentos enmendados presen- 
tados por Calderón y aunque no hubiese un reconocimiento le- 
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gal de loa derechos de dicho Calderón, siempre es cierto que el 
referido gobierno tuvo oonociiníento de los vicios de loe ins- 
trumentos, en Agosto d ies de mil ocho cincuenta y ocho, feohs 
del decreto recaído al pié de la menso» de foja uoTenta y dos, 
j que es recien en Enero $4 (le mil ochocientos ochenta y cua- 
tro, fecha del cargo de foja ciento dos vuelta, qnese ha inter- 
puesto demanda por el Ministerio Fiscal, pretendiendo la anu- 
lación de los aludidos instrumentos. 

Duodécimo; Que desde la vigencia del Código Civil (pri- 
mero de Enero de mil ochocientos setenta y uno) hasta la fe- 
cha de la deducción de la acción de nulidad (Enero veinte y cua- 
tro de mil ochocientos ochenta y cuatro) han transcurrido poco 
más de trece años, resultando a»í eioedido el tiempo de la 
duración d« la acuion, ya se trate de la prescripción general 
de diez años, ya de la especial de dos años establecida por el 
artículo cuatro mil treinta del Código Civil, como lo sostienen 
los demandados. 

Décimo tercero: Qne ademas de desprenderse de la petición 
de foja ochenta y cinco y de la de foja ochenta y nueve, que ya 
en ese tíempo(añode mil ochocientos treinta y dos) don José 
Gregorio CaldeTon ocupaba el terreno de la cuestión y de re- 
sultar incontestable la posesión de don Juan Pascual Calderón» 
cansante inmediato de Rojas, desde el año de mi) ochocientos 
cincuenta y ocho, mediante las diligencias de deslinde de fojas 
ochenta y cinco á noventa y tres, no es en manera alguna 
dudosa la posesión de Rojas sobre el mismo terreno, acredita- 
da como esta poT las constancias de autos y no contestada por 
el demandante. 

Décimo cuarto : Que la posesión actual apoyada en un ti- 
tulo traslativo de propiedad, hace presumir que la poseBÍcn 
tiene por punto de partida la fecha del título, si no se probase 
lo contrario (articulo cuatro mil tres, Código Civil); prueba que 
ni siquiera se ha ofrecí- lo por el actor. 

* 



Décimo quinto i Que en consecuencia debe entenderse que U 
posesión de Rojas parte desde Judío cinco de mil ochocientos 
sesenta y ocho, fecha de la eiicrifcura de venta á su favor, de 
foja primera, 6 sea de una fecha anterior á la vigencia de) Có- 
digo CitiL 

Décimo sexto : Que transcurridos como ya se ha hecho notar, 
más de trece años desde la vigencia del Código hasta el día de 
la demanda, resalta que, durante esa Tigenoia, Rojas ha poseí- 
do por más de diei años el inmueble considerado en su conjunto, 
con título traslativo de dominio y con buena fé demostrada por 
el mérito del testimonio de foja setenta y cinco y por la presan- 
cioa establecida en el artículo cuatro mil ocho del Código Civil. 

Décimo sétimo: Que el que adquiere un inmueble con buena 
fé y justo título prescribe la propiedad por la posesión continua 
de dice años, si el Terdadero propietario habita en la provincia 
donde el inmueble está situado (artículo tres mil novecientos 
noventa y nueve. Código Civil), y puesto que concurren & favor 
de Rojas los varios requisitos de ese articulo, debe aceptarse co- 
mo procedente la prescripción adquisitiva que han npueBto los 
demandados; y esto sin tomar en cuenta el mérito coadyuvante 
que pudiera resultar de la posesión de los causantes del expre- 
sado Rojas. 

Décimo octavo : Que aunque la prescripción se baya come a - 
xado anteb de regir el Código Civil, no hay duda de su perti- 
nente aplicación, tanto para la prescripción adquisitiva, como 
para la liberatoria en debate, en vista de lo dispuesto en el ar- 
ticulo cuatro mil cincuenta y uno, y desde que con arreglo al tres 
mil novecientos cincuenta y uno el Estado general ó provin- 
cial, está sometido á las mismas prescripciones que los particu- 
lares en cuanto & sus bienes ó derechos suceptibles de ser pro- 
piedad privada. 

Décimo noveno : Que» finalmente, los términos de los pedimen- 
tos de foja ochenta y cinco y foja ochenta y nueve, y deeretoa 



•n ellos recaído», no permiten dader, que se solicitaba y acor- 
daba una merced destinada i trasmitir la propiedad del inmue- 
ble solicitado . 

Por estos fundamentos : no se hace lugar & la demanda, de la 
que se absuelve á los demandados, declarándose, en consecuen- 
cia, que el dominio disputado pertenece á don Celso Rojas, sin 
perjuicio de lo que corresponda resolver sobre la ubicación 
de las respectivas propiedades, j sin especial condenación en 
costas. Notiffquese con el original y repóngase el papel. 

BENJAMIN PAL — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BOU" 
GE. — JUAN E- TOKhENT. 

■ 
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< ausa lxiii 



DonJuan B. Iturraspe contra don Vicente L. Casares y 
A, 



Sumario. — 1° Probada ta posesión anua), j los actos de tur- 
bación, procede el interdicto de amparo, 
2° La omisión de la citación de un colindante, no quita á la 



mensura y amojonamiento et carácter de publicidad que )e im- 
prime la naturaleza judicial de la misma y la circunstancia de 
haberse practicado en lugares poblados. 

3 a No es tachable el testimonio prestado por «I locatario en 
favor del locador y vioe-Tersa. 



Caso. — Resulta del 



Fall* del Smmm F«*er«tl 



Rosario, Mayo 4 de 1894. 

■ 

Y vistos este interdicto de retener la posesión deducido por 
don Juan B. Xturraspe contra los señores don Vicente L. Ca- 
sares y don Tristan Malbran, referente al lote número 5 que 
se designa en los píanos de fojas 13, 56, 59, 60 y 289, 

El actor, acompañando las escritoras que corren fojas 1 á 9. 
expresa ser dueño y poseedor de una ¿rea de campo compuesta 
de 6335 metros 30 centímetros de frente al Norte por 20784 me- 
tros de fondo al Sud, lindando : al Norte con Terrosa y sucesores 
de Centeno ; al Sud con sucesores deSÁ Fereyra; al Oeste con 
Agrelo, y al Este con Méndez Goncalvet, en virtud de la escritura 
de división de condominio otorgada en H de Hayo de 1891, por 
los señorea Iturraspe, Boasi, Agrelo y Méndez (toncal vez; sien- 
do el indicado, parte de otro Jote de tierra mayor ubicado 
en el departamento de San Cristóbal, en el lugar denominado 
* Los Monigotes > y que so componía de veinte leguas cuadradas, 
que fué adquirido por los señores Agaatin de Iriondo, Maree* 
lino Freyre y Enrique Poster t del gobierno de Santa Fé, por 
escrituras de 3 y 24 de Octubre de 1894. Agrega : que la pri- 



vera posesión qua se tomó en el campo, correspondí» a loe Buoe- 
■ores de Santo Fe\ quienes lo habían medido y construyeron la 
población conucida con el nombre de * Puesto de Zinc» antes 
de qne tuviere ninguna construcción ni ocupación en el inmue- 
ble; 

Que los demaudadoB haciendo uso abusivo de no mándalo de 
i no innovar » producido en otro juicio que siguen éstos contra 
don Antonio Agrelo y referente al puesto « La Lira *, ubicado en 
otro lote, el número 4, de ios títulos que otorgo el gobierno de 
Santa Ti que fui adjudicado á Agrelo, hablan hecho destruir 
también un alambrado construido porlturraspeen los costados 
í?orte y Oeste del terreno de su exclusiva propiedad y que se 
sobrepone al lote número 5 ; 

Que dentro del perímetro del campo del actor, existen do* po- 
blaciones desde hicía mucho tiempo, habiendo un gran numero 
de haciendas y munlios hombrea trabajaban en la explotación 
del monte ; 

Que además había sido medido y amojonado judicialmente, 
colocándose un mojón cada media legua, habiendo tomedo pose- 
sión de ese campo con intervención del Juea de Paz ; 

Que en esta virtud pedía fuese fallada esta causa condenando 
i los demandados á respetar la posesión del actor, restablecien- 
do los alambrada destruidos, con pago de. costas, danos y per- 
juicios. 

Convocadas las partes á la audiencia de ley (f . 83 v.), la deman- 
da se contesta á foja *7, prosiguiéndose á foja 209 y en la cual 
Be expresa lo siguiente: 

Que la fracción de campo á que se refería este interdicto, era 
en efecto parte del lote número 5 délas mensuras de don Juan 
Heldebrand y de D.Talentin Virasoro; que UurraBpeni ningu- 
no desús antecesores había poseido jamas tal fracción de cam- 
po, siendo los demandados quienes habían tenido esa posesión 
por sí y sus antecesores durante más de veinte años,, tanto en 
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el loto número 5 f como en todas las demás tierras de bus ¿ítalos, 
según resultaba de los siguientes antecedentes : 1° Por haber el 
gobierno da Santiago del Estero hecho medir en i 869 por el 
ingeniero Heldebrand, una gran área de tierra entre los ríos 
Dulce y Salado; 2» Porque en 1870 el mismo gobierno puso en 
venta pública ta mayor parte de esas tierras, habiendo adqui- 
rido en ese remate como seiscientas ochenta leguas, don Adolfo 
E. Carraca, quien vendió doscientas veinti nueve á los señores 
Lezica y Lauús, ciento diez y seis á don Alejo Arooena y el res- 
to á los señores Bates Stokes ; 3* Que éstos últimos los enaje- 
naron á don José Batan, quien Ion vendió á la * Compañía Ga- 
nadera y Colonizadora del Salado *, pasando, por fiu, de esta 
compañía a poder de tos demandados, según la escritura que se 
acompañaba j 4' Que en 1873 los señores Carranza, Lanús, 
Lezica y Aiocena, hicieron practicar nueva mensura por el in- 
goniero Valentín Vírasoro, dividiendo, amojonando, y clasifi- 
cando todas esas t ierras en lotes de cuatro leguas, mensura que 
fué ratificada por la general practicada por el agrimensor Hel- 
gueray por las parciales de los agrimensores Davadie, Foster y 
otros ; 5 o Que en 1883 encontrándose en posesión tranquila de 
sus tieTras don José Bagan, fué perturbado por actos del gobier- 
no de Santa Fé, que mandó al agrimensor Bayona á hacer mensu- 
ras dentro de ellas, y que había aceptado denuncias de parte de 
esos campos como fiscales, lo que produjo una demanda ante la 
Suprema Corte, de Baian contra la provincia de Santa Fó t por 
perturbación de ao posesión, iniciándose ella en Enero de 1884 
y la misma que fué fallada en ti de Noviembre del mismo año, 
amparándose i Batan en la posesión de los terrenos de sua 
títulos y ordenando al gobierno de Santa Fé se abstuviera de 
todo acto ulterior de turbación ; mandando la Suprema Corte al 
agrimensor Davadie, en ejecución de esa sentencia, para que 
arrancase todos los mojones colocados en el campo de Basan, 
y entóneos de la Colonizadora del Salado, lo que se efectuó en 




uixot Dt u amtau coai* 

Agosto de 1885 ; 6* Que en ese mismo año se formó la t Com- 
pañía Coloniiadora del Salado » con el objeto de explotar esas 
tierras y los establecimientos allí existentes, inviniendo hasta 
1887, más de 250.000 pesos oro, parte de los cuales sirvió para 
comprar al mismo Iturraspe una cantidad de haciendas ; 7" Que 
en 1887 el doctor Rosa teniendo necesidad de inspeccionar lo 8 
establecimientos de «La Verde *, de pertenencia de la compa- 
pañía y como presidente de ella, labró ante la comandancia de 
herías nacionales á cargo del coronel Gomensoro j por no ha- 
ber otras autor id ades judiciales cercanas, la información su- 
maria que en testimonio Be acompañaba, justificando la ocupa* 
eion material de esas tierras, con poblaciones, colonias y ha- 
ciendas y especialmente el lote número 5, donde existía y existe 
el puesto el « Paraguay » ; 8» Que Iturraspe y sus antecesores 
no habían podido adquirir en 1886, por medio del * Puesto de 
Zino», la posesión de tierras incluidas en el título de los de- 
mandadas, como ahora lo pretendían, porque desde 18851a 
c Compañía Cotoniiadora > ocupaba y poseía todas sus tierras 
con poblaciones y haciendas, y que antes de 1885 la ocupaba 
don José Bazán ; 9 o Que suponiendo cierta la existencia del 
« Puesto de Zinc », la toma de posesión por medio de ¿I, no po- 
día afectar los derechos de los demandados, por cuanto el dicho 
pnesto se encontraba á mucha distancia del lote referido ; 10° 
Que en 1886, ni antes de esa fecha, había podido el gobierno 
de Santa Fe hacer tradición de la tierraen ouestiou, en virtud de 
la sentencia de la Suprema Corte que había prohibido toda tur- 
bación en la posesión de Basan ; 11° Que por esta misma razón 
la escritura de renta otorgada por Santa Fé en 1884, era un ac- 
to nulo en cuanto afectábalas tierras del título déla Coloni- 
zadora. 

A foja 217 se encuentra glosada otra demanda análoga, ini- 
ciada por los señores Casares y Halbran contra don J. Bernardo 
Iturraspe, por otro alambrado construido por éste en 1891 y 
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que por convenio te partes sg acumuló al presente, por tratarse 
de uu mismo asunto entre las mismas partes ; versando así esta 
cuestión sobre la posesión de una parte del lote número 5, afec- 
tada por tos alambrados construidos por Iturraspeen 1891 jen 
1992. 

Y considerando: 1° Que en los interdictos posesorios, como 
el actual, no debe atenderse sinó á la última posesión anual que 
hubiera existid i en el bien raíz del litigio, siendo así del tmeo 
sólo investigar, cual de las partes, según las constancias de autos, 
sea la que la hubiera ejercido en el caso á juzgarse. 

2° Que ta prueba rendida por la parte de Itnrraspe, justifica 
qne la posesión tomada por ella oomenzó á tener lugar í linea 
del año 1885, en quesediú principio á la mensura del agrimen- 
sor Pauiza; mensura que fué aprobada judicialmente en fecha 
22 de Febrero de 1888 (Documento de foja 25; declaraciones 
de Faniza, foja 49; de Guevara, foja 335- de Molina, foja 237 ; 
y de Salgad», foja 239). Agregan estos testigos qne el campo del 
actor y á mérito de esa mensura, se encontraba amojonado y 
dividido en cuatro potreros con poblaciones y haciendas desde 
1886, y que los demandados nunca habían poseído el área amo- 
jonada ; expresando también que la primera población levantada 
en el Area total de tus veinte leguas, lo fué por los compradores 
de ésta a Santa Fé, señores Iturraspe, Agrelo, etc., quienes 
construyeron un puesto de zinc en 1886 y cuando el inmueble 
estaba desocupado y baldío. 

La efectividad de la mensura y amojonamiento antes indica- 
dos, no ha sido negada tampoco por la parte de los señores Mal- 
bran y Casares (f. 314), quedando de esta manera ese becbo 
revestido con los caracteres de lo indiscutible y evidente. 

3 a Qne la posos ion, como qne consiste en un hecho material, 
no es anulada ni destruida sinó por la oposición también mate- 
rial de aquel qne apele al acto físico de una aprensión efectiva, 
y así un titulo nulo, como el que se dice por la defensa, lo es el 
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expedido en 1884 por el gobierno de Santa Fé, oi ana senten- 
cia judicial amparando, en an juicio distinto, á una de Lae par- 
tes en sn posesión, como lo fué la pronunciada ñor la Ssprema 
Corte, en favor del señor Baian, no tiene influencia alguna con- 
tra el acto material de una posesión tomada con posterioridad y 
efectivamente se posee porque se posee. 

4» Que la mensura judicial y el amojonamiento del agrimen- 
sor Paniia en 1885, abarcando parte del lote número 5, hadado 
álturraspe la posesión efectira de torta el área comprendida 
dentro de esa mcn-rn y mojones (art. 2384, Código Cml); y 
asimismo la const- ..ocion dol Puesto de Zinc en 1888, cuya exis- 
tencia está : voada^ confería igualmente esa posesión al ac- 
tor, en razón dequy frusta una ocupación de cualquier modo que 
Be tenga, en cualquiera de las partes de un todo, para que dicha 
posesión se extienda á las demás que lo complementan (artículo 
citado). 

5 o Que además, la posesión se conserva por la sola tol untad 
de retenerla (av'oulo 2445, Código Civil), no podiendo con- 
currir dos posesiones iguales y de la misma naturaleza sóbrela 
misma cosa (artículo 2401). 

8» Que la colocación de los alambrados destruidos, no pue- 
de en este caso tomarse como punto de partida de la posesión 
de Itcrraspe, puesto que ellos no importaban una posesión 
nuera, ó acto de posesión reciente, desde el momento en que los 
predicóos alambrados se colocaban siguiendo la linea de mojo- 
nes de la mensura judicial de Paniza, que es en el caso *uA-;u- 
dice, la piedra miliar que rige la posesión del actor. 

7° Que los actos posesorios aducidos por Los señores Malbran 
y Casares y consistentes en la medición mandada practicar poi 
el gobierno de Santiago del Estero en esas tierras, en 1859; la 
vento pública realizada por el mismo gobierno en 1870 ; las 
nuevas mensuras de 1879 t efectuadas por los señores Carranza, 
Lanús, Léxica y Arocena, la misma sentencia de la Suprama 
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Corte ya recordada an favor del señor Bazan en 1884 y su ejecu- 
ción en Agosto de 1885, como que tuvieron lugar todos esos he- 
chos en facha anterior á la nueva y posterior mensura &* Pa- 
niza, de Noviembre de 1885, aprobóla judicialmente en Febrero 
22 de 1888 (f. 284 v.) no pueden primar sobre este acto subsi- 
guiente que generaba por sf solo, una posesión legal destructiva 
de una anterior, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
1384, 2455 y 2458 y fallo de la Suprema Corte que ae registra 
en el tomo 25» página 443. 

8" Que asimismo, la inversión déla suma de más de doscien- 
tos cincuenta mil pesos en los establecimientos dala • Compañía 
Colonizadora », como la sumaria información producida por el 
doctor Rosa, ante el coronal Gomensoro, no destruyen legal- 
mente la posesión del actor : lo primero, por no haberse compro* 
bado debidamente que la indicada suma ó parte de tilla, haya sido 
invertida an la parte áel lote número 5 que abarcó la mensura y 
amojonamiento del agrimensor Pauiza y que destruyó la pose- 
sión anterior de los demandados, hecho esencial qoa debió com- 
probarse por tos demandados, máxime tratándose de una área 
de campo tan extensa como la de la Colonizadora y dentro de la 
cual existen tan múltiples establecimientos ; y lo segundo, por 
cnanto esa información producida ante una autoridad extraña por 
completo al orden judicial y sin citación contraria, apenas po- 
dría inducir á una suposición de verdad, pero no producir la 
verdad misma, necesaria en este caso pura anular la prueba le- 
gal rendida en contrario. 

9" Que los testigos Juan Basnaldo, foja 241; Dolores Hongos, 
foja 243 vuelta; Jorge Zeates, foja 246 vuelta, y Guillermo Zea- 
tes, foja248 vuelta, presentados por los demandados señores Casa- 
res y Malbran, han sido legalmente tachados y esas tachas com- 
probadas con susmismas declaraciones, en lasque condesa» ter, 
6 arrendatarios 6 dependientes de !a parte que los ha presen- 
tado, viniendo de este modo á ser ineficaces sns testimonios. 
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10° Que la existencia del puesto « Paraguay » ó i ParaguayT 
cito», como que se encuentra fuera del área de la mensura y 
amojonamiento de Paniza, no destruye tampoco la posesión ad- 
quirida por el actor por midió de esta última operación, desde 
el momento en que la instalación de dicho puesto fué anterior á 
la mensura predicha y no se ha constatado en autos que las ha- 
ciendas de los señores Casar 38 y Malbran, ocupasen el área del 
lote número 5, que aquella abarco desposeyendo eu ese períme- 
tro a los demandados. 

H 1 Que no es aceptable la objeción que se hace por h defen- 
sa, cuando ésta dice que la mensura y amojonamiento del agri- 
mensor Pauizn fué realizada sin el conocimiento de su parte y 
que el mojón do esa medición existe en la parte montañosa del 
terreno, pude muy bien haber sido allí colocado por la parte del 
actor, de manera clandestina 6 subreticia : no lo es porque lo 
contrario resulta á foja 255 del documento de mensura, en el 
cual se encuentra constatado haber sido citados los linderos 
del campo a medirse, entre los cuales se encuentra la « Com- 
pañía de Tierras *, de que trae origen el título de los deman- 



f o ja 318, referente á la 
, del documento de men- 
j uzgado 





1J° Que la otra objeción 
presentación, que se dice 
aura corriente áfojaí 
deber aceptarla, en razón de que 
culos 232 y 233 de la ley nacional de Procedimientos, que esta 
clase de juicios deben llevarse en una sola y única audiencia y 
m la cuui se aceptarán las pruebas tj aleyaios que se produzcan, 
la preüe ntacion del documento referido, como que lo ha sido 
juntamente ton el alegato de foja 269, dicha exhibición y ad- 

tiempo hábil; no destruyendo esta teoría la circunstancia de 
haber transcurrido un lapso de tiempo entre esta presentación y 
la audiencia de foja 47, por cuanto ese retardo ha 
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nado por voluntad uniforme de las partes, en vista de la impo- 
sibilidad material de concluir en una única audiencia tan largo 
j abundante debate, y para responder exclusivamente i la co- 
modidad y amplitud de defensa de las partes contrincantes. 

13° Que demostrada así la pérdida de la posesión de los de- 
mandados en leparte del lote námeroS, materia del litigio, 7 
establecida la adquisición de ella por el actor, sólo resta inves- 
tigar si existe 6 no el segundo requisito^exigido por el articulo 
327 de la ley nacional de Procedimientos, para hacer viable la 
acción deducida por el demandante. 

li* Que ese segundo requisito se encuentra asimismo am- 
pliamente constatado en autos, no solo por la confesión de la 
parte de los señores Casares y Malbran en el asunto principal 
y referente i la destrucción hecha por ellos, en 1891, del alam- 
brado del actor, si que también por la misma demanda de los 
indicados señores, glosada á foja 217 y que versa sobre la otra 
destrucción del seguudo alambrado, de 1892, también por ellos 
realizada. 

Por tanto, del i altivamente juzgando, fallo: haciendo lugar á 
la demanda de foja 11 y desechando la de foja 217; en so con- 
secuencia, se ampara á don Juan Bernardo Itnrraspe en la po- 
sesión del bien raíz materia del litigio, ordenando á los deman- 
dados, señores Vicente L. Casares y don Tristan Malbran, rea- 
peten la posesión del actor, debiendo restablecer los alambrados 
destruidos y pagar las costas, daños y perjuicios que se hubie- 
ran producido, 

Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 

G. Escotera y Zuvirla. 



Bueno* Aires, Mayo 5 de 189<¡. 



Vistos y considerando; Que aunque es verdad , como lo sos- 
tiene el apelante, qoe la compañía Colon izadora y Ganadera 
del Salado, de la que procede el titnlo de tos demandados, no 
fué citada para la mensura y amojonamiento practicados poT el 
agrimensor Panizza, no es menos cierto que de la publicidad de 
esa operación, se desprende la naturaleza judicial de la mismo 
y de la circunstancia de haberse practicado en lugares ya po- 
blados. 

Que si bien las relaciones de locador y locatario no fundan 
por si solas tacha legal paradesechar el testimonio dado por el 
uno «i favor del otro, no cabe duda, en mérito de las constan- 
cias de autos, iue la prueba testimonial producida por los de- 
mandados i que se Tefiere el considerando noveno del fallo re- 
currido, no es suficiente para destruiré enervar la fuerza de los 
elementos de prueba acumulados por el actor. 

Por esto y los fundamentos de la sentencia apelada de foja 
trescientos veinte y cuatro, á que no se refieren los proceden- 
tes considerandos, se confirma con costas dicha sentencia. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BfcNJAHlN l'hl- — ABEL BAZAN, 
— OCTAVIO BliKCE. — JUAS* K. 
TOIIHINT 




CAUSA LXIV 



Criminal contra Alejandro fierano y Hamon Contreras, por 
violación de correspondencia y pérdida di un valor declara- 
do; sobre competencia. 



Sumario. — Mientras de las ulteriorid&des del proceso no re- 
sulte el lagar precia» donde fu¿ cometido el delito de violación 
de correspondencia, el conocimiento de la causa corresponde al 
Juez á quien la administración de Correos remitió el sumario, 
y en cuya jurisdicción existen presunciones de haberse perpe- 
trado el delito. 



Caso. Resulta de las siguientes piezas: 

VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

Evacuando la vista conferida del expediente remitido por el 
señor Juez de Sección de Tucuman, con motivo de la pérdida y 
violación de un valor declarado; á V. S. expongo: 

Que el señor Juez mencionado se ha declarado incompetente 



* 



para conocer y resolver esto cansa, pot loe fundamentos de la 
visto del «ñor Procurador Fiscal de esa Sección, corriente de 
fojas 185 á 188; quien opina que el delito debe haberse cometi- 
do en esta provincia de Santo Fé, y no en la de Tucuman, 

De las diligencias practicadas y de las resoluciones adminis- 
trativas de fojas 163 á 109 vuelta, resulto que hay lugar á pre- 
sumir fundadamente que la perpetración del delito debe haber 
sucedido en Tucuman, porque los empleados de esa oficina, 
Alejandro Recaño y Ramón Contreras, por las contradicciones 
en que han incurrido en sus declaraciones respectivas, y por las 
deposiciones de los testigos Froilan Pere*, Juan Mari , Alberto 
Avalla, y la del auxiliar Sal, hacen suponer fundadamente, co- 
mo se demuestra con claridad en los considerandos de la resolu- 
ción administrativa de fojas 165 á 167, que los autores de la 
Colación de la bolsa número 1993 A, y del paquete numero 336, 
no pueden ser otros que el balijero Recaño y el cartero Con- 
treras. 

El señor Fiscal de Tucuman ba hecho cuso omiso de estos ar- 
gumento^ y se Umita á hacer una relación del curso que se le 
dio al valor declarado, desde su entrada á la oficina de Tucu- 
man basto que llego & Santo Fé. su destino, en donde fué 
abierto el saco 6 bolsa, y ae notó la violación y sustracción del 
valor declarado; pero sin examinar las declaraciones contradic- 
torias de los presuntos culpables y demás testigos mencic- 
nados. 

Afirma también el señor Fiscal que no se puede asegurar que 
en el lacre adherido al costado iiquierdo de la bolsa, haya sido 
estampado sello alguno, y mucho menos qne sea el de la oficina 
de Correos y Telégrafos de Tucuman . 

He examinado la bolsa en cuestión que existe depositada eo 
secretaría, y si bien es cierto qne no podría afirmar que haya 
un sello determinado de tal oficina, no lo es menos que aparece 
que se ha pnesto un sello, y que existen aún algunos rasgos, a 
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mi juicio bastante*, para apreciar su existencia. Sin embargo 
el segundo jefe de Correos de SantaFé, á foja 13 y el director de 
Correos en el considerando 7°, foja 167 vuelta, se han atrevido 
X afirmar que los sellos á lacre puestos en la bolsa número 1993 
A, perteneoen & la oficina de Tacuman; todo lo cual hace supo- 
ner que el delito se ha cometido en esa localidad. 

Por otra parte, nuestro Código de Procedimientos Crimina- 
les, en el artículo 35, establece que si el logar en que se ha 
cometido un delito, fuera desconocido, el Jnex del logar en que 
se hubiere procedido al arresto, será preferido al de la residen- 
cia del culpable» 4 menos que este ultimo hubiese prevenido en 
la cansa. De modo que la residencia de los presuntos culpables 
Recaño y Contreras, ex-empleados de la oficina de Tocnman, 
(véase f. 169 v.)» vendría también en el caBo mb-judüt, i 
darle la competencia al Jnes de ese ponto; y según el articulo 
71 , éste ha debido continuar el sumario hasta tanto se resol- 
viera la contienda negativa entre los dos Jueces. 

Por todo lo expuesto, este ministerio es de opinión que Y. S. 
oo es competente en este juicio, y que corresponde devolver el 
expediente al Juzgado de su procedencia á fin que siga instru- 
yendo el sumario y remitad la Suprema Corte nacional los tes- 
timonios de que habla el artículo 72 de la ley citada. 

Salvo el mas ilustrado criterio de V, 3. 

R. G. forera. 



Rosario, Hirco 13 de 1886. 

Y vistos: Los autos sobre contienda de competencia surgida 
con motivo de la violación de correspondencia procedente deTo- 
coman, de los cuales resulta : 
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Que legan coniU del tcU de foja 6 t al verificar la apertura 
de nn saco de correspondencia en Santa Fé, enooutróse que un 
paquete de valor declarado, procedente de Tueuman, y que 
según gula debía contener pesos 922 moneda nacional curso 
legal, venia abierto» y no contenía carta alguna, siendo su direc- 
ción, según anotación respectiva; Trísenten y C, Súnchales, 
cuyo paquete presentaba evidentes señales de rotura. 

Que del sumario instruido en esta ciudad y que obra de foja 
30 á foja 50, no consta el hecho de la violación, negando tas per- 
sonas que en dicho sumario depusieron, haber visto señal al- 
guna de rotura en la intervención que en la expedición de dicho 
paquete tuvieron, resultando lo mismo de las declaraciones de 
fojas 68 & 75. 

Que del sumario instruido en Tueuman, que obra de foja 104 
á foja 183, resultan contradicciones notables en las declaracio- 
nes prestadas, especialmente las del estafetero Reoaño y cartero 
Contreras, puesto que aquel asegura que la bolsa en cuestión 
recibióla en buen estado, y el último declara á foja 135 : que es- 
tando en la puerta para trasbordar ai carro tas bolsas de co- 
rrespondencia para el estafetero fíecaño, este le observó al en- 
caryadu de turno, Sal, que la bolsa origen de éste proceso estaba 
en mal estado porque en uno de tus costados presentaba señales 
de haber sido abierta; y que resulta asimismo contradicciones 
en el citado sumario sobre Ea colocación del sello o lacre en la 
precitada bolsa. 

Que laB piezas agregados en autos de foja 184 a foja 202, re- 
sultan las disposiciones tomadas por la administración general 
de Correos y Telégrafos, respecto al estafetero Eecaño y car- 
tero Contreras, los cuales fueron separados de sus puertos, por 
aparecer presuntos autores de la sustracción cometida eleván- 
dose los antecedentes al señor Juez Federal de Tucumao, para 
la instauración de) correspondiente proceso, teniendo los citados 
Recaño y Contreras su domicilio en aquel punto, en cuyo pro- 
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ceso, visto el dictamen del señor Pical de aquel Tribunal de foja 
%í 6, se excusa dicho Juez de entender en la «auna y ordena pa- 
seo loa autos á este Juagado por lo» fondamentos de dicha via- 
ta Fiscal. 

X considerando : 1° Que los autos demuestran vehementes 
presunciones de que el delito se ha cometido en la provincia de 
Tuenman, por los empleados del Correo, Receño y Cootreras. 

2° Que son eatas fundadas sospechas las que han determinado 
á la dirección 'te Correos 4 proceder administrativamente desti- 
tuyendo los menoionados empleados y exigiéndoles el reembolso 
de la cantidad de dinero extraviada. 

3 D Que en virtud de lo dispuesto en los artículos 35 y 7, del 
Código de Procedimientos Penales, corresponde al señor Juei 
Federal de la sección de Tacuman continuar la tramitación del 
sumario, porque allí se ha hecho la denuncia del delito y allí re* 
siden los sindicados de culpabilidad . 

Por estas cu «sideraciones, fallo definitivamente en esta sa- 
la de audiencias : declarándome incompetente para conocer en 
esta causa, de acuerdo con el dictámen del señor Fiscal. 

En cumplimiento de la última parte del artículo Ti del Có- 
digo de Procedimientos Penales, elévense eBtos autos á la Supre- 
ma Corte nacional para la resolución de la inhibitoria negativa; 
y hágase saber al señor Juex Federal de Tuenman por medio de 
exhorto. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SBflOB PROCURADOR G ENERA l> 

Dueños Aires, Abril 10 de 1896. 

Corte : 



No es posible determinar prima faeie, cuál cb el logar donde 
«1 delito que motiva ?»te proeeao* Tratándose 



de la violación de un paquete de correspondencia entregado en 
la administración de Correos de Tncuman y recibido en Santa 
Fé, esa violación ha podido tener efecto en el punto de partida 
ó en el de llegada, y también en el t; ¿recto. 

Entre tanto que la investigación constate el tugar, militan 
mayores presunciones en favor de la jurisdicción de lúcuma ü. 

£1 acta de foja constata que la bolsa de correspondencia al 
llegar á Santa Fé, demostraba baber sido ya abierta en un cos- 
tado, héchosele una costura, y puéstoBele lacre para cubrirla. 

£1 telegrama de foja 10, como la uota de foja 13, confirman 
aquel hecho, agregando además que eu el lacre observado se de* 
jaba ver el sello de Tncuman. 

La imposición de ese sello, que los funcionarios de ta admi- 
nistración de Correos afirman baber visto, no obstante lo ex- 
puesto por el Procurador Fiscal á foja 216, que puede proceder 
de haberse borrado después, induce á graves presunciones. Aun 
prescindiendo de ella» el hecho de haber llegado á Santa Fé el 
aaco cortado, vuelto á cerrar y cubierta la costura con lacre, in- 
clina el ánimo i admitir la suposición de que la violación se 
efectuara en li jurisdicción de Tuontnan, macho más si se toman 
en cuentan las declaraciones de los mismos inculpados Alejan- 
dro Be caño y Ramón Contreras, que lo oonfirman. 

Por ello, y siendo esos inculpados vecinos de Tncuman, opi- 
no, de conformidad con lo declarado en el auto corriente á foja 
225, que á esa jurisdicción corresponde la iniciación del suma- 
rio, sin perjuicio de las utterioridades á que puedan dar lugar 
los hechos resultantes de la primera investigación . 



Sabiniano Kier. 



Buenos Airo», Mayo 7 de 1896. 

Vistos : Considerando : Que como lo expresa el señor Procu- 
rador General en su vista de foja doscientos treinta, no es posi- 
ble determinar prima /hete, en qué paraje se cometió el hecho 
que ha dado lugar á la formación de este proceso. 

Que, en consecuencia, no existen términos hábiles para resol- 
ver, en el estado actual de los autos, y de una manera definiti- 
va, á cuál de los dos jueces en contienda, corresponde conooer 
j resolver en ellos. 

Que en esta situación debe tenerse presente que, si bien nin- 
guno de los dos Jueces mencionados ha avenido eu el cono- 
cimiento de la causa, fué al de la serjioi de Tucuman a quien 
se remitieron los antecedentes, por el director general de Co- 
rreos j Telégrafos . 

Que esta circunstancia j las demás que hace notar el señor 
Procurador General, deben tenerse en cuenta para la resolución 
de la presente contienda, de acuerdo con lo proscripto por el ar- 
tículo treinta y cuatro del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal. 

Por estos f andamentos, j do conformidad con lo dictaminado 
por el Procurador General : se declara qne el conocimiento de 
esta causa corresponde al juez de la sección de Tuouman, sin 
perjuicio de resolverse en oportunidad lo qne fuera procedente, 
si de las ulterioridades del procedimiento, resultase qne, por 
razón del lugar de la comisión del hecho ó por otro motivo, tal 
conocimiento debe atribuirse á otro juez. 

Remítanse en consecuencia estas actuaciones al Juez de la 
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Criminal contra. losé S. Sosa, Preciano Philips y Gerónimo 
Benitez ; sobre violación de correspondida, swtracaon de 



Sumario. — 1* El reo de violación de correspondencia jr robo 
de valores, es pasible de la pena de cinco años de presidio. 

2 o Siéndolo también de sustracción y destrucción del pToceeo, 
es pasible de la pena de otros dos años de presidio. 

3* Al cómplice en primer grado del primer delito, correspon- 
de la pena dedos años de prisión. 



Caso. — Lo explica el 
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Mtüdoza, Setiembre 6 de 1895. 

Vistos : estos autos en que se ha seguido la investigación co- 
rrespondiente & U pérdida del proceso formado contra José 3. 
Sosa, Preciano Pliilips y Gerónimo Benitez, por violación de 
correspondencia y sustracción de valores, y conjuntamente con 
lo actuado al respecto, )a reposición del expediente primitivo, 
do los que resulta : 

1° Que exigida poT don Manuel J. Vargas Guiman, defensor 
de los procesados José S. Sosa y Gerónimo Benitez, al objeto 
de su defensa, la exhibición de los autos sobre violación de co- 
rrespondencia y robo de valores instaurados contra sus defen- 
didos, con el informe del secretario agregudo de foja 4 ¡ foja 
20, se ordena la instrucción det sumario del caso, iniciándose 
á la vez las diligencias necesarias para la reposición del expe- 
diente extraviado ; cuyas actuaciones completas corren agre- 
gadas de foja 22 A foja 120. 

4 o Queá foja 121 , deduciendo acusación «I señor fiscal, sos- 
tiene y pide que se aplique al procesado Sosa la pena de oebo 
años de trabajos forzados y 1500 pesos de multa, con arreglo á 
lo dispuesto por los artículos 53 y 54 de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863, sobre crímenes y delitos contra la nación, y al pro- 
cesado Benitez que se le dé por compurgada su complicidad, 
con el tiempo de prisión sufrida, por cuanto, respecto del pri- 
mero, se encuentra probado que en connivencia con Preciano 
Philips y Gerónimo Benitez y haciéndose pasar por cartero» 
sustrajo de la balija del correo la suma de 17,482 petos 60 cen- 
tavos moneda nacional, que, como valor declarado, se remitía 
el m de Octubre de 1881, de Mendoza a Buenos Aires, cuyo ro- 
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bo se biso en el viaje anteada llega? el tren . San Luís liendo 
aprehendidos los tres culpables, de loa que se fugó Philips y 
quedaron á disposición de este juzgado Sosa y Benitez t no co- 
rrespondiendote i este último otra condición que la de cómpl ice 
de aquellos. v 

3» Que conferido el competente traslado de la acusación fis- 
cal, el defensor de los procesados, doctor Tristan Bios, sostie- 
ne que ann suponiendo ciertos los hechos que fundan laaeuea- 
oion, la ley aplicable no sería la de 14 de Setiembre de 1863, 
sino el Código Penal que la ha derogado, ysegun éste no le co- 
rresponderían á Sosa Binó tres años de prisión con Arreglo al 
artículo 193, do manera que, computándose la prisión sufrida, 
resultaría que el 20 de Noviembre de 1894 tenía ya cumplida 
su condena ; que estudiado el proceso y en vista de las pruebas 
acumuladas, nada hay que justifique )a culpabilidad de los pro- 
cesados, porque el sumario administrativo es nulo y de ningún 
valor ante la justicia; porque los informes emanando perso- 
nas interesadas en la culpabilidad de sus defendidos, y éstos 
han negado siempre e) delito que se les imputa, debiendo ate- 
nerse a la declaración de ellos en que manifiestan habérseles 
arrancado por la fu cria las del sumario administrativo j ^ue d e 
consiguiente, corresponde la absolución sin cargo alguno para 
los procesados. 

4* Que abierta la causaá prueba, no se produce ninguna, ni 
de la parte actora, ni de los acusados j y á foja 141 vuelta se 
cita para sentencia, fijándose la audiencia para el informe in 
v oce, de que se hizo renuncia por los interesados. 

Y considerando: 1* Que el día 28 de Mano de 1884 fueron 
devueltos ala oficina por don Javier Baca, los autos seguidos 
ante este Juzgado a instancia fiscal céntralos procesados José 
S. Sosa, Precian© Philips y Gerónimo Benites, por violación 
de correspondencia y sustracción de valores. 

2° Que en esa época y habiendo solicitado Sosa, se le permi- 



ticra tomar ¿punten de su expediente, porque carecía de defensor 
y manifestaba su deseo de hacer ubo de sus derechos por si mismo, 
ocurría coa frecuencia al Juzgado coa ese objeto, 7 la última ves 
que estuvo, 6 sea el mismo dia 38 de Marzo, vino acompañado del 
vijilunte Paulo Chaves, permaneció muy poco en ta oficina, se 
volvió de un momento á otro ; entró en el camino de allí á la Pe- 
nitenciaria, primeramente en el convento de San Francisco, 7 
después, en una casa de comercio al por menorjy despacho de be- 
bidas, ubicada en la calle Necocbea esquina Chile, donde dejó, 
con encargo de venderlo, un poncho que hurtó en la cárcel al 
preso Felipe Flores* cu jo poncho fué recogido de aquella casa 
por el cabo Santos Ahumada, que se mandó para recuperarlo; 
habiendo además, el referido Sosa, penetrado sólo en la letrina 
de la casa, antes de ser conducido á la prisión (informes de fo- 
jas 4 y 38?uelta; declaración de José S. Sosa, foja 66 ; de- 
claraciones de los testigos Beyes Vega » foja 20 vuelta; Miguel 
T. Torres, foja 27 vuelta; Pablo Chaves, foja 28; Mercedes Ve- 
ra, foja 30 vuelta ; Javier Baca, foja 42; Manuel J. Bargas 
Caimán, foja 45, y José B. Graña, foja 54 vuelta). 

3 a Que el día antedicho y el inmediato siguiente de la última 
vez que concurrió Sosa á la oficina del Juzgado, manifestó en 
la Penitenciaría que su expediente se habla perdido, demos- 
trando su con tentó porque así consideraba asegurado á su res- 
pecto, un resultado favorable en la terminación de su causa (de- 
claración de los testigos Reyes Vega, foja 22 vuelta; Vicente 
Rosillo, foja 24 vuelta; Javier Baca, foja 42). 

4 a Que con fecha 17 de Noviembre 1894, fué e: traído de la 
letrina de la casa antea mencionada de la calle Necocbea esqui- 
na Chile, el expediente original, reconstruido en estos autos, 
encontrándose aun en condiciones de ser reconocido y hasta 
legible en mocha parte, .como lo fué eu el acto por el mismo 
procesado Sosa, queso condujo allí al efecto 7 también por el 
soldado Paulo Chaves que te acompañó la última vez (acta 
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de foja 115 ruelta y declaraciones de foja 117 á foja 120). 

5° Que eoD estos antecedentes queda perfectamente eviden- 
ciado que fué el mismo procesado José 8. Sosa, quien sustrajo 
de las oficinas del Jugado la causa crimina) en que es parte, 
nuciéndose pasible por este hecho de la responsabilidad corres- 
pondiente á este delito. 

mero 471 , agregada en copia ú foja 1 10, fué remitida de Mendo- 
za ¿Buenos Aires, una balíja conteniendo correspondencia oon 
valores declarado* por la suma do 17.482 pesos 6& centavos, cuyo 
detalle expresa la guía referida (informe de secretaría de foja 4; 
del doctor Juan del Campillo, foja 80; del doctor Emiliano 
Sayanca, foja 61 ; del señor J. Olmi, fojas 88 ¿94; del señor 
Félix Dui erges, foja 109 vuelta ; actuaciones de fojas 97 á 104). 

7» Que examinada la balija en su destino, resultó que encon- 
trándose aparentemente cerrada y lacrada como debió salir de 
Mendoza, hablan sido cortados los hilos, abierta la balija y 
sustraído los valores que contenía (informes, actuaciones y de- 
claraciones mencionadaa en el número anterior). 

8° Que instruidos los sumarios administrativos y jndicialdel 
caso, se comprobó que la violación de la correspondencia y la 
sustracción de los valores declarados, tuvo logar durante el 
viaje del tren de Mendoza A San Luis, antes de llegar i esta 
provincia, circunstancia que determina lu jurisdicción de este 
Juzgado i acreditándose además que lo* autores de estos hechos 
fueron José 8. Sosa, Preciano Philips y Gerónimo Benitei, de 
los cuales el primero hizo el viaje disfrazado de cartero, para 
no inspirar sospechas; el segundo era empleado y después de 
constituido en prisión fugó de San Luis antes de ser remitido 
A esta ciudad, y el tercero en su calidad de vijilante desertor 
de la policía de San Luis, fué un cómplice de los otros dos en 
la ejecución del delito y auxiliador de su evasión, una tez co- 
metida (citas de los números anteriores). 
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9° Que Philips fué reducido á prisión eu Villa Mercedes, 
provincia de San Luis, y en la provincia de Córdoba, donde 
fueron aprehendidos Sosa y Benitez, se les secuestró por la po- 
licía, todo el dinero, á excepoioa de la sumado un mil pesos mas 
órnenos que habían invertido en so viaje, desde San Luis, bien- 
do puestos aquellos á disposición de este Juzgado en Nuviein- 

y 109 vuelta y demás cons- 
tancias del sumario). 

\Qr Que el procesado Sosa se encontraba convicto y confeso 
del delito imputado y en esa virtud si- produjo contra él la 
acusación fiscal, solicitando 1* pena de cinco años de trabajos 
forzados, y dos años de prisión y una multa contra Benitez co- 
mo cómplice ¿auxiliador del primero (informes de Toja 4, foja 
61 vuelta y foja 80, etc.)* 

11 a Que reconstituidos en forma los autos primitivos me- 
diante este proceso, que reproduce sus principales constancias, 
resultan igualmente aoreditados los hechos que informan el ex- 
pediente sustraído y recuperado durante la investigación en 
condiciones de no ser utilizarle parte alguna, no obstante haber- 
se comprobado desde el primer momento que era el original. 

12 a Que corresponde la pena de cinco años de presidio A los 
qne hurten la bal i ja ó sustraigan de ella ¿ de una oficina de 
corraos, correspondencia que contenga billetes de banco, le- 
tras de cambio Ó de crédito ó cualquier otro documento para 
recibir ó pagar dinero (artículos 51 y 53, ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863, sobre crímenes cuyo juzgamiento compete á los 
tribunales nacionales). 

13* Qne ios que sustrajeran, destruyeren ó robaren los pro- 
cesos ó actuaciones seguidas ante la justicia nacional ú otros 
papeles, registros, actas y efeotos custodiados en los archivos, 
oficinas ó depósitos públicos, sufrirán la pena de presidio por 
uno A tres años ó una multa de 500 á 1500 pesos (artículo 54, 
ley l itada en el número anterior). 



14° Que el procesado José S. Sosa se ha hecho pasible do la 
pena correspondiente á los delitos do violación de la corres- 
pondencia con sustracción de valores declarados y además de 
sustracción y destrucción del proceso que por aquel becho se le 
seguía ; de manera que con arreglo á lo proscripto por los ar- 
tículos 52 y 85 del Código Penal, deben acumularle la primera 
(considerando 12) con el termino medio de la segunda (consi- 
derando 13), quedan un total de siete anos de presidio para 
el autor principal ; no habiendo circanstaocias agravantes ni 
atenuantes que considerar. 

15° Que al procesado Gerónimo líenitez, como cómplice en 
primer grado de José S. Sosa respecto de uno de los delitos 
cometidos por ¿¿te, la violación de correspondencia y sustrac- 
ción de valores declarados, no le corresponde otra pena que la 
de dos años de prisión, con arreglo á lo proscripto por el artí- 
culo 34, inciso 4 a , Código Penal. 

Por estos fundamentos» y omitiendo mayores consideracio- 
nes, fallo: condenando á los procesados José S. Sosa y Geróni- 
mo Benitos, á sufrir el primero la pena desk'te años de presidio 
por sustracción de valores en la correspondencia y robo y des- 
trucción del proceso primitivo, debiendo computarse con arre- 
glo al artículo 49, Código Penal, el tiempo de prisión sufrida ; 
y al segundo á dos anos de prisión, como cómplice en el pri- 
mero de los delitos enunciados ; con costas. Habiéndose cum- 
plido la condena del segundo con la prisión sufrida, póngasele 
en libertad, ejecutoriada que se encuentre a su respecWesta 
resolución. Juzgando en definitiva, asilo declaro y ordeno en 
Mendoza á 6 de Setiembre de 1895. 

Hágase saber con el original y en oportunidad archívese, 
previa reposición del pwpel. 

Severo G. del Castillo. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo U de 1896. 

Suprema Corte ; 

El procesa seguido contra José S. Sosa y J. Benitez, poi 
violación de correspondencia y robo de valores postales, fué 
sustraído de ta secretaría del Juzgado, mediante \m circuns- 
tancias de que instruye el detallado informe del secretario, co- 
rriente de fojas 4 ¿20. 

Aunque hallado posteriormente, según resulta de la diligen- 
cia de foja J16 t sn estado no permitió ni agregarlo ni conti- 
nuarlo y fué necesario rebacer su contexto por la reproducción 
de las declaraciones é informes que evidencian la culpabilidad 
de Sosa, respecto á la destrucción del expediente y la del 
mismo j su cómplice Benitez, en cuanto á la violación de la 
correspondencia y sustracción de los valorea. 

íío importa que falte la prueba material y directa. La serie 
de hechos demostrados, constituye la prueba más acabada é 
inequívoca de los delitos perpetrados. Si esa prueba sólo con- 
siste en presunciones, preciso es reconocer, que esas presun- 
ciones jamás fueron más expresivas y satisfacieran mis am- 
pliamente las exigencias del título 15 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal. 

£1 cuerpo del delito consta por pruebas direetas, puesto que 
el expediente sustraído fué encontrado en lugar indigno, y la 
violación y robo de la correspondencia fué constatada por laa 
oficinas de correos, que son documentos públicos y de autenti- 
cidad indiscutible. 

Los hechos del informe de la secretaría han sido corrobora- 
dos por las afirmaciones subsiguientes: Sosa leía y tomó apun- 
tes del expediente durante algunos días. Et último, vestido da 
un sobretodo bastante amplio, como para ocultar el expedienta 
vol. mu 35 
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después de tenerla en su poder, se Tetiró sin devolverlo, arran- 
cando de ese momento la desaparición. 

En el tránsito de la ofioino á la Penitenciaría, entró á un 
almacén con pretexto de vender un poncho que resultó robado, 
fué al interior de la casa, con pretexto de una diligencia per- 
Houal, y allí en aquella oasa y en aquel lugar. Be ha encontrado, 
tiempo después, el expediente sustraído* 

Si fué Sosa quien lo tuvo el último, si no lo devolvió bajo 
constancia, si salió de la oficina sin dar cuenta* si fué al alma- 
cén y de allí al lugar escotado donde se encontró, si el único in- 
teresado en la desaparición era él, ai cod la sustracción elimina- 
ba las confesiones que después ha querido negar y argüir de 
violentas y foMadas, el convencimiento se produce & su respec- 
to de modo irrecusable. Y la série de hechos relacionados, con- 
comitantes, inequívocos, concordantes y conexos entre sí, de 
una manera íntima que no pueden conducir i diversas con- 
clusiones, sinó i una única y exclujente, constituyen la prue- 
ba plena por presunciones, que autoriia el articulo 358 del 
Código de Procedimientos. 

Otro tanto puede afirmarse respecto del robo de valores , 

Sota, ex-empleado de correos, disfraiado de cartero, se in- 
troduce furtivamente en el furgón del estafetero que conducía la 
correspondencia con valores declarados de Mendosa a Bnenos 
Aires, recorre desde allí un largo trayecto en el furgón y baja 
del tren en San Luis. Ayudado por un vijilante desertor, al- 
quila ó compra muías, y provisto de lo necesario, emprende 

viaje hácia el norte . 

Sorprendido v preso, después de quince días de viajes en 
aquella forma, al tomar el tren en la estación del ferrocarril de 
Córdoba, seseouestrade su poder, casi la totalidad de la suma 
sustraída que ascendía i mas de 17.000 pesos moneda nacional. 

Prescindiendo de las confesiones del expediente sustraído, el 
hecho de la introducción al furgón del estafetero, de la fuga pos- 
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tenor por caminos y medios extraviados, el empleo de recursos 
superiores á sus medios pecuniarios, é inusitados para quien no 
trata de ocultarse y el secuestro en su poder de la casi tota- 
lidad de la suma robada, sin explicar su posesión por medios le- 
gítimos ¿no son hechos fehacientes de culpabilidad? 

Las objeciones contra ol sumario administrativo y contra 
las informaciones y declaraciones sobre constancias del proce- 
so sustraído, son legalmente inadmisibles. 

Si bien los simples informes administrativos no bastan á fun- 
dar la condena, ellos no pierden por no ser ratificado, su carác- 
ter de prueba. Son documentos auténticos comunicados direc- 
tamente al Juez de la causa; y que mientras no se tachan de 
suplantación 6 falsedad de firmas* revisten formas legales de 
autenticidad. T en cuanto á las informaciones recogidas, ni 
necesitan ratificarse ya que fueron ordenadas y dirigidas al 
mismo Juez, ni pueden argüirsede declaraciones de referencia, 
coando emanan de jueces y funcionarios que ban intervenido 
directamente en el proceso, por razón de sus cargos y deponen 
no sobre lo que Ies hayan referido, sinó sobre loque han visto, 
oído y escrito, actuando en el proceso. 

Las presunciones que arrojan esos informes y declaraciones, 
son vehementes, y satisfaciendo las exigencias del artículo 
358 del Código de Procedimientos, constituyen prueba acaba- 
da. Ellas no imputan mera complicidad, sinó actos directos 
de ejecución de los delitos, que constituyen al procesado en 
autor ó coautor principal. 

Le son entonces de estricta aplicación las penas que le impone 
la sentencia de foja 148, con sujeción á las disposiciones de los 
artículos 53 en su segunda parte y 54 de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863, sobre crímenes contra la nación, y pídoá V. E, se sirva 
por ello con fir mar la por sus fundamentos. 



Sabmiano Kier 




Bueoos Aire*, Mayo 7 de 1896. 

Yistos: Considerando, que loa delito» imputados al procesado 
Sosa, aun de violación de la balij»de correos y austracoiou de 
ella, de correspondencia y dinero. 

Que además se imputa A Sosa el nuevo delito de sustrac- 
ción de la secretaría del Juzgado de sección de, Mendoza, de 
espediente original de su proceso. 

Qoe en ambos cosos la jurisdicción privativa de la justicia 
federal, está determinada por raiou de la materia, y por tanto 
prima sobre la aplicación del Código Penal ordinario, la ley 
especia) queoastiga los crímenes y delitos conwa la nación. 

Que esti plenamente probado el hecho de la sustracción de 
los valores declarados, que ascendían á la suma de diez y siete 
mil cuatrocientos ochenta y dos pesos sesenta y dos centavos 
moneda nacional, y que fuer n secuestrados de poder de Sosa, 
con deducción tan sólo de mil pesos que llevó el prófugo Phi- 
HpB y de ochocientos pesos más ó menos, invertidos por Sosa y 
Seniles en gastos de viaje. 

Por estos f andamentos y los de la sentencia de foja ciento 
cuarenta y ocho y de acuerdo con lo eipuesto y pedido por el 
Beñor Procurador General, se confirma, con costas, dicha sen- 
tencia en la parte apelada. Devuélvanse. 

BEHJAMIH PAZ. — LUIS V, VARELA. 
— ABEL BAZAR. — JTJAR E. TO- 
RRENT. 



CAUSA LXVI 



El Consejo de Educación de Entre Ríos, contra la testamentarla, 
del subdito español don Miguel Indosochea, por cobro de cos- 
tas, contra et vice cónsul de España; sobre apelación á la Su- 



Sumario, — La sentencia de los tribunales locales decla- 
rando que no puede ejecutarse ante ellos la condenación en cos- 
tas pronunciada contra un více-cónsul, no es apelable para ante 



Suprema Corte : 

Antonio Itonfces, en representación <H Consejo de Educación 
de Entre Eios, según el poder que en debida forma acompaña, 
y constituyendo domicilio legal en la Avenida de Majo número 
589, á V. E. respetuosamente expresa: 
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Que por los documento» que acompaño en ocho fojas útiles, 
te instruirá V. E. de la sentencia dictada por el Superior Tri- 
bunal de Justicia de Entre Ríos, desconociendo la competencia 
de los tribunales de provincia para ejecutar la sentencia pro- 
nunciada por ellos mismos, en el juicio testamentario del sub- 
dito español don Miguel Indosocheu, en que intervino el señor 
vice-cónsul de España, don Santos Domínguez, en virtud de las 
facultades conferidas á los cónsules por la ley nacional de Se- 
tiembre de 1865. 

Que tal decisión de ese alto Tribunal compromete la validez 
de la citada ley, porque atribuyendo á los cónsules la facultad 
de intervenir en su carácter de tal, en los juicios testamenta- 
ríos de los subditos de su nación, los somete á los falloa que los 
Tribunales de provincia pronuncian eu esos juicios, y descono- 
ciendo el Superior Tribunal de Eutre Ríos la competencia de 
los jueces de la sucesión pura ejecutar sus propias sentencias, 
desconoce la jurisdicción y competencia deferida a esos Tribu- 
nales en las sucesiones testamentarias en que intervienen los 
cónsules» con notoria violación de una ley especial del Con- 
greso. V. E. tiene establecido en repetidísimaa veces que el 
Juez competente para ejecutar la sentencia y los incidentes de 
una causa, es el Juez que la ha fallado ó qne tiene jurisdicción 
en el asunto principal del litigio , 

Si se dejase subsistente el fallo recurrido, resultaría estable- 
cida la extraña doctrina de que los cónsules deben litigar ante 
los jueces de la testamentaría en virtud de la representación que 
Be les confiere, pero que los fallos que esos Tribunales pronun- 
cien sólo pueden ser ejecutados por demanda originaria traída 
ante esta Suprema Corte: así V. E. quedaría convertido en eje- 
cutora de las sentencias pronunciadas por los tribunales de 
provincia, en los casca de sucesión en que intervienen los cón- 
sules, cuando estos son condenados a pagar las costas del jui- 
cio que ellos han promovido y causado. 



t 



Semejante decisión es, pues, contraria i la nWm y «tenswn 
de la jurisdicción acordada a los tribunales de provincia sobre 
los cónsules extrajeres que interinen en los juicios sucesorios 
en los casos previstos por la expresada ley» é implícitamente al 
tratado de paz y amistad celebrado entre esta república y Es- 
paña, *m de Setiembre de 1863, y el caso se encuentra com- 
prendido por lo mismo en el inciso 3\ del articulo 14 sobre ju- 
risdicción y competencia délos tribunales nacionales. 

Habiéndome sido denegado dicho recurso, vengo en queja ante 
V. E. enrirtud del artículo 239 de la ley de procedimientos fe- 
derales y pido á V. E. que, dando por deducido el recurso, se sirva 
ordenar la remisión de los autos; y vistos, revoque la sentencia 
del Superior Tribunal de Entre Kios y devuelva los autos para 
que conozca del asunto el juez del juicio sucesorio, de acuerdo 
con el articulo 16 de la ley de jurisdicción y competencia. 

Alandro Acevedo. - Antonio Montes. 



VISTA ML StílOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Hayo 1* de 1896. 

Suprema Corte: 

Según las referencias de autos, no se controvierte en el inci- 
dente relacionado la intervención que pueda corresponder 4 los 
cónsules en los autos testamentarios de un conciudadano muer- 
to ab-inte$UUQ t ni el modo de intervenir en ellos según la ley 
nacional de 30 de ¡Setiembre de 1866. Ese punto ha sido r esael- 
to por sentencia ejecutoriada, según se afirma, J no es ya ma- 
teria del recurso. 

La gestión suh-judiee. se refiere sólo al pago de honorarios y 



costas en qut al cónsul ha sido condenado en la sentencia pasa- 
da en autoridad de eo» juagada. 

La declaración de incompetencia de loa Jueces provinciales , 
que consigna el auto recurrido de foja 8, per cansa de loa privi- 
legios del cónsul, no obstante derivar la ejecución por pago d<» 
honorarios de un juicio universal, radicado ante aquellos, no 
parece recurrible para ante V. E. Ni es definitiva, puesto que 
puede ser modificada en otra ulteríoridau del juicio, ni está 
conprendida en los incisos & ó 3 o del artículo 14 de la lej so- 
bre competencia nacional, porque esa decisión no contraría y al 
contrario declara la valides del título* privilegio 6 excepción 
que se funda en la ley nacional, como las pretensiones déla 
contra parte que los niega en el caso. 

Por ello, pienso que V. E* no debiera admitir el recurso de 
hecbo, traído ante V. E. 

Sabiniano Kier. 

ralla» al* Us ftaistroau €•■*» 

Buenos Aires, Mayo 7 de I8w6. 

Vistos en el acuerdo: Resultando de la propia exposición de 
la parte, qne el caso no esta* comprendido en el inciso tercero, 
del articulo catorce de la ley de jurisdicción y competencia de 
los tribunales federales, qne invoca como fundamento del re- 
curso interpuesto, y de acuerdo con lo pedido por el señor Pro- 
curador General, se declara bien denegada la apelación dedu- 
cida. Repóngase el papel y archívese. 

BEtUáMI* FAX. — LUIS T. VARELA. 
— ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUS- 
GE. — JUAflB. TOMBlfT. 



m M. Mar meo, por diferencia de peso en tos artículos 
pedidos á embarque; sobre dobles derechos 



Sumario. —La diferencia de peso en las mercaderías 
das á embarque autoriza la pena de dobles 



— Aparece de las 



RESOLUCION DE LA ADUANA 



Menos Aires, Setiembre 19 de 1895. 

Resultando de las actuaciones de este espediente, compro- 
bada la falta de 1570 kilos tabaco que se denuncia en el parte 
de foja i\j por lo expuesto en el informe del Resguardo, que 
antecede» resuelvo, con arreglo i lo dispuesto por el inciso 4* del 
artículo 608 y articulo 1011 de las OrdeDanuede Aduana, se 
paguen dobles derechos por la mencionada mercadería. Hágase 
saber a sus efectos, pase á Contaduría y repónganse tos bcIIob. 



J. IL Martines Castro. 





FALLOS DE U tVFUMA COlft 




Buenos Aires, Febrero 6 de 1896: 



T vistos: Considerando: Qao resulta suficientemente estable- 
cido en autos, que «I apelante solicitó embarcar de removido 60 
fardos de tabaco, con peso de 8000 kilos y el Resguardo se 
opuso al embarco de esta mercadería, deteniéndola, por haber 
encontrado diferencia en el peso. 

Que luego el apelante, por el documento de foja 9, solicitó de 
la Aduana se le concediera el embarque, ofreciendo fianza á las 
jesuítas de las reclamaciones entabladas, y otorgó el recibo de 
foja 10 en que reconoce la eiactiud de lo denunciado en el 
parte de foja 1*. 

Que el oaeo cae por tanto dentro de la prescripción contenida 
«n el inciso 4° del articulo 608 de las ordenanzas, que pena esta 
clase de diferencias con una multa igual a los dobles dere- 
chos (art. 1011). 

Por esto, se confirma con costas la resolución apelada de foja 
8 vuelta. En oportunidad devuélvanse los autos á la Aduana á 
los efectos que correspondan. 



Repóngase el papel. 



VISTA DEL SEftOR PROCOMDOB GÉWERAL 



Buenos Aire», Abril 9 de 1898. 
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loa yerba; y quede la pesada practicada al verificar al embar- 
que sólo resultaron 6430 kilos. 

Si después se produjeron los procedimientos que dieron por 
resoltado el permiso paTá la salida del buque con guias cumpli- 
das, fué bajo la fianza otorgada y aceptada por la aduana á fo- 
ja 9 vuelta. 

Pero quedando en pi* á las resultas del juicio aflamado, el 
hecho de una diferencia de más, reconocida por la parte y rec- 
tificada poT la guía número 4847 después de la verificación por 
la aduana, la resolución de foja 8 fuelta se impone, no obstante 
el cumplido objetado en la expresión de agravios, que no en- 
vuelve una aceptación simple de las guías, sind condicional, 
mediante el afianzamiento ofrecido y aceptado. 

Por ello pido á V, E. se sirva confirmar la resolución recu- 
rrida dB foja 23 vuelta. 

* 

Sabiniano Kier. 



fiueuoe Aires, Mayo 9 de 1896. 

Vistos ; Por bus fundamentos, y de conformidad con lo expues- 
to y pedido por el señor Procurador General : se confirma con 
costas la sentencia de foja veintitrés vuelta, y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VAULA. 
— ABEL BAlAfl. — OCTAVIO Wffl- 
GE. — JDAH E. TOKREirr. 



CAUHA LXVIII 



Doña Cármen Quevedo, por exoneración del servicio de tas ar- 
mas, á favor de su hijo Juan A . 



Sumario.— Los jaece» federales no pueden conocer origi- 
nariamente en los reclamos de excepción del servicio militar. 



Cqso. — Doña Carmen Quevedo ocurrió al Juxgado solici- 
tando para sn hijo Juan, que dijo ser único, la exoneración del 
■arricio militar . 

Recibida la información que se ofreció por la solicitante, 
quien presentó después un diario en el que aparecía sn lujo co- 
mo inscripto en la guardia nacional, se dictó el siguiente: 



Ifali* 4«l Jl 



Comentes, Abril 7 de 1896. 



A sus antecedentes 7 considerando: Que el articulo 26 de la 
ley número 3318 de fecha 23 de Noviembre de 1896 exceptúa 
del servicio actiTo en la guardia nacional entre otros, al hijo 




único de madre viuda Ó á aquel de ios hijos que atienda á la 
subsistencia de ésta 6 de no padre septuagenario Ó impe- 



Que según la citada disposición, la excepción se concede sólo 
al hijo único de madre viuda 6 a aquel de los hijos de madre 
viuda que atienda á la subsistencia de la misma. 

Que declamado la solicitante ser de estado soltara, la excep- 
ción que solioita para su hijo Juan A. Quevedo, no procede en 
el caso t porque la ley Tiene en auxilio sólo de la mujer casada 
que con la muerte del marido, ha perdido al que proveía i su 
subsistencia y demás necesidades de la vida, condición en la 
que no se encuentra la mujer soltera con hijos, como fácilmente 
se ve. 

Por esto, y no obstante lo expuesto y pedido por el Fiscal, 
do se hace lugar á la excepción que solicita para su hijo Juan 
A. Quevedo, del servicio activo de la guardia nacional. Y re- 
pónganse los sellos. 

Lujambio, 



VISTA DEL &EBOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Airea, Abril 24 de 1896. 

Sñprema Corte: 

El artículo 96 de ta ley número 3318» referente & la organi- 
xaoion del ejército y guardia nacional de la república, exceptúa 
del servicio activo, entre otros, al hijo único de madre viuda, 6 
á aquel de los hijos que atienda á la subsistencia de ésta ó de 
un padre septuagenario 6 impedido, y el 37 siguiente, crea 
juntas eapecialeB para entender en los reclamos de excep- 
ciones. 



El decreto d©28 de Enero del corriente año, reglamentario de 
aquellas disposiciones legislativas, dispone por su artículo 24, 
c que el hijo único de madre viuda ó aquel de los hijos que 
atienda i la subsistencia de ésta ó de un padre septuagenario o 
impedido, se presentará á ta junta de reclamaciones á los obje- 
tos expresamente determinados anteriormente. 

Con tales precedentes legislativos, pienso que el señor Juez 
Federal de Corrientes no ha debido conocer originariamente de 
la excepción opuesta á nombre del reclamante, y que no obs- 
tante la salvedad que el artículo 28 de la 1er vitada consigna, 
respecto á la jurisdicción que corresponde á los jueces fede- 
rales, esa jurisdicción no puede ejercitarse stn6 subsidiaria- 
mente, en amparo de derechos negligídos ó conculcados por las 
juntas encargadas de conocer eu los reclamos de excepciones, 
por prescripción ei presa de la ley. 

Por ello, pido ¿V. E, se sirva dejar sin efecto el auto recu- 
rrido de foja 12, declarando que el interesado debe ocurrir & ha- 
cer valer sus excepciones, ante la junta que corresponda. 

Sabiniano Kier. 

VmMím 4« I» SupnM C**to 

Buenos Airet, Mayo 9 de 1896, 

Vistos: Disponiendo el artículo veinte y siete déla lej nú- 
mero tres mil trescientos diez y ocho, que en los reclamos de 
excepciones del servicio militar, entenderán las jnntas creadas 
por el mismo artículo, no habiendo podido, en consecuencia, 
traerse el caso originariamente ante la justicia federal. 

Por esto, y de conformidad con lo eipuesto y pedido por el 
señor Procurador General: déjase sin efecto el anto apelado de 
foja doce, y se declara nulo lo obrado, debiendo la parte inte- 
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regada ocurrir ante la junta que corresponda. Devuélvanse los 
autos, debiendo reponerse el papel ante el Jues de Sección. 



nenMHin paz. — luís v. tárela. — 

ABEL Ba?.»«. — OCTAVIO BUHGR. 
— JUAS E. TORREWT. 



CAMA JLXI* 



Contra 



Parrcfim; sobre comüto 



Sumario. — Caen en comisólas mercaderías descargadas de- 
más sobre las manifestadas. 



k — Resalta de las siguiente!» piesas : 



RESOLCGIOH DE ADUANA 

Rosario, Judio 18 de 1893* 

Vistos y resaltando : Que verificada la descarga del vapor 
argentino « Nación * , entrado al puerto el 18 de Febrero del 
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corriente uño, resultaron exceder de lo manifestado tía boleas 
de yerba, por ooyo hecho se paso con feeha 49 del mismo, el 
parte que eneabeza este sumario. 

Que llamado i declarar el agente del vapor, concurre recién 
en 1° de Mano, alegando en sn descargo que ya tenia presen- 
tado en secretaria un certificado por el cual constaba que esta 
yerba habla venido del Brasil en el vapor conductor y que por 
equivocación descargó de menos en Buenos Aires, y que los des* 
cargados daban la eantiaad justa que expresaba el manifiesto 
consular. 

Que al presentar ese certificado expedido por la Aduana de 
Buenos Aires con fecba 21 de Febrero, con una solicitud ú es- 
crito de fecba 22 del mismo mes, recién hacen presente á la 
administración que hicieron denuncia al jefe del resguardo y 
secretario de la administración á fin de salvar este error y evi- 
tar penas según las Ordenanzas de Aduana, declaración que se 
reitera en la solicitud ó presentación de fecha 16 de Abril, pi- 
diendo se agregue un nuevo certificado expedido con fecha 9 
por la Aduanado Buenos Aires. 

Que este certificado constata que el vapor • Nación» dio en- 
trada en el puerto de Buenos Aires, donde manifestó la carga 
que para ese puerto conducía y en tránsito para el Rosario, 800 
bolsas yerba mate con 48.000 kilos, marca H, contramarca 
R. P., y que de la carga para dicho puerto de Buenos Aires se 
rebajaron, adicionándolos en tránsito al Rosario, 223 bultos más , 
100 marca M, contra marca RF; 91 más marea S H, y 32 mar- 
ca T Q, adición acordada en Febrero 19, según consta en el 1" 
certificado de 21 de ese mes, todo lo que haría un total de 1023 
bultos yerba para esta plaza del Rosario. 

Y considerando; 1° Que el exceso de 213 bolsas, está pro- 
bado y confesado por los agentes del vapor conductor de la 
yerba. 

2 a Que la denuncia que de ese exceso dicen haberse hecho 



verbalmente al resguardo y secretario de la Administración, no 
sólo está desmentida por las constancias de foja 6, como que aun 
en el caso de que existieran no tendrían fundamento alguna, 
puesto que ni es verbalmente ni tampoco á empleados subalter- 
nos de la administración, ante quien debió formularlas ainó ante 
el Administrador de Rentas y por las correspondientes solicitu- 
des, como lo han verificado en las dos que han presentado j que 
obran en autos. 

3° Que el hecho alegado en descargo en la declaración pres- 
tada á foja % de que esos bultos de excesos aquí, hablan sido 
descargados de menos en Buenos Aires, hubiera sido causa ate- 
nuante, desde que faltando en la descarga en aquella Aduana no 
tenían que responder de ellos, incurriendo por la falta en la 
multa de 90 pesos por cada bulto, cantidad major que el dere- 
cho fiscal, que cada uno adeuda, está destruido por los mismos 
certificados acompañados, desde que por ellos consta que á soli- 
citud de los mismos interesados esa aduana concedió su rebaja 
de ellos de la manifestación hecha para esa plaza, agregándolos 
á los que venían para ésta, con lo que levantaban ante ella toda 
responsabilidad por la falta de los mencionados bultos; que por 
otra parte esos certificados no tienen otra importancia que es 
certificar las operaciones que el vapor efectuó en la mencionada 
pie», independientes completamente de las que pudiera efec- 
tuar en ésta. 

4" Que tampoco es atendible el fundamento alegado a foja 5, 
de haber el vapor presentado el manifiesto general con carácter 
de provisorio, pues en ningún caso esos documentos pueden re- 
vestirlo ni podrían ser aceptados por la Aduana en esas condi- 
ciones, desde que ella importaría hacer ilusoria toda manifes- 
tación. 

5° Que en cuanto á la declaración hecha por el capitán del 
vapor, al darle entrada, de traer en duda 50 bultos de menos 
de lo manifestado, lejos de darle carácter provisorio al mani- 
KH. LIlll 90 



m fallo» os la smniA corra 

fiesto general es contraproducente, puesto que debiendo llevaT 
■as libros y tomar cuenta y raaon de las operaciones qne hace 
el Tapor en cada puerto, no puedo tener en duda no sólo la im- 
portancia de la partida que dejaba de manifestar, Binó, ni ann 
las 50 bolsas, oí mucho menos. 

ft» Que hecho el recuento de lo que embarcó en et puerto de 
procedencia y lo descargado en Buenos Aires, y éste, resulta 
todavía que faltarían á bordo 10 bolsas, pues el total de bultos 
para este puerto, inclusos los no manifestados, sería de 1023, no 
habiéndose descargado sinó 1013, según constancias, y sobre 
cuya falta no se ha dado explicación alguna, hecho que demos- 
traría que la falta de manifestación habla dado lugar ya & su 
desaparición de á bordo, como pudo '•arltj á la de los 21 3, que 
sólo resultan exceder de esa manifestación. 

Por estos fundamentos, y de acueTdo con lo dispuesto por el 
articulo 905 de las Ordenunias de Aduana, resuelvo: «ondenar 
á la pena de comiso el exceso de las 213 bolsas yerba no elabo- 
rada. 

Hágase saber, y con intervención de la Alcaidía procédase a 
la venta en público remate de la mercadería penada, y hecho 
pase á contaduría y tesorería 4 los efectos de los artículos 1099 y 
1030 de las Ordenanzas de Aduana. Repuestos los sellos, ar- 
chívese. 

Manuel Cametino. 



VmUm del Jan V ****** 



Rosario, Octubre 5 de 189fi. 

Vistos : De acuerdo con las disposiciones contenidas en los 
tículos 846, 905, 1025, 1028 y 1058, de las Ordenanias de 
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Aduana, de conformidad á la jurisprudencia de la Suprema Cor- 
te nacional contenida en tos tomos 4*, página 50; 13, pagina 
51; 15, página 557, de la 2' serie; tomo 2°. página 346; tomo 
3 a , página 88; tomo 5°, página 107 y 154, de la serie 4'; y en 
atención á lo dictaminado por el señor Fíical y Asesor de Adua- 
na, se confirma por pus fundamentos la resolución administra- 
tiva de Junio 18 del corriente año, no podiendo aplicarse el ar- 
tículo 1057 de las Orden ansas de Aduana en mérito de las ob- 
servaciones hechas por el señor administrador en su último 
considerando de su resolución de foja 12, y en virtud de la in- 
terpretación de )a Suprema Corte nacional que ha hecho del ar- 
tículo 1057 de las citadas Ordenanzas en el fallo del tomo 4°, 
página 50» serie 2». Bepúngase y notifíquese con <*1 original. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SfcttGR PROCURADOR GENEAAL 

Hnonos Aires, Marzo 90 de 1896. 

Suprema Corte : 
Los recurrentes han reconocido el error cometido al desear- 

- 

gar 213 bolsas de más sobre las 800 manifestadas. La solicitud 
sobre rectificación del manifiesto, no les aprovecha contra las 
responsabilidades legales de ese error, una vez qne los mismos 
reconocen también á foja 21 vuelta, que sólo se apercibieron 
después de la descarga. 

Las excepciones de ígnoranoia y de error no se consideran por 
las ordenanzas, causa atenuante de las responsabilidades lega- 
les, en materia de Aduana. Toda falta dt requisito, toda falta 
de declaración, 6 todo hecho que despachado en confitóla 6 que 
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ai pasando desapercibido produjera menos renta que la legití- 
mente imponible, será considerudo como fraude y por consi- 
guiente materia de pena, según prescripción «presa del artículo 
1035 de las Ordenan»*. Y que el perjuicio de la renta era po- 
sible en el caso, no es cuestionable siquiera, cuando el dereoho 
sobre la cantidad manifestada fuera menoT que el legítimamen- 
te imponible á la mayor cantidad despachada. El artículo 18 de 
la ley de Adorna para 1894 en nada contradice aquellas pres- 
cripoionea de las ordenanzas. Al contrario, al prescribir á loa 
capitanes de buque, el deber de presentar eu el primer puerto 
argentino que toquen, el manifiesto de carga que conduaoun pa- 
ra aquel puerto, no excluye y si implica, el cumplimiento del 
mismo deber respecto de los otros puertos y por ta carga qut- 

conduzcan A ellos. 

Inútil parece entonces, toda ulterior discusión, bastándome 
invocar los considerandos He la re-olucico administrativa de 
foja 12, para pedir á V. E. la confirmación de la sentencia 
recurrida, 

Sabiniano Kier, 



Buenos Aires, Mayo 9 de 



Vistos y considerando : Que cualquiera que fuera el valor que 
debiera atribuirse á las operaciones hechas en la Aduana de la 
Capital, con respecto ú las doscientas trece bolsas de yerba á que 
estos autos se refieren, y de que instruyen loa certificados de 
foja ocho, ellos no bastarían paracambiaT la natUTaleia de la 
canea, puesto que loa rfcarrentes, al pedir el despacho de la yer- 
ba & ellos conaignada, ante las autoridades aduaneras del Eo- 



Bario, no indujeron en el manifiesto de despacho las mencio- 
nadas doscientas treoe bolsas, pidiendo sólo el despacho do 
ochocientas, cuando la partida completa que llefara el vapor 
nacional « Nación » era de doscientas trece. 

Por estos fundamentos, los de la sentencia apelada de foja 
treinta y uno, t de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se confirma, con costas, dicha sentencia» 
Repuestos los bellos, devuélTanse. 



Don Antonio Sania María, contra el doctor don Manuel Escalante 
por cobro de pesos ; sobre contienda de competencia 



Sumario. — Una Fez que se disputa por otro juez la jurisdic- 
ción que se ejerce en loa autos, debe tramitarse y resolverse la 
contienda; siendo nulo todo loque se actúe después de iniciada, 



BENJAMIN. PAZ. — LUIS V, VARN A. 
— ABIL RAZAN. — OCTAVIO 
BCNGE. — JUAN E. TOBRENT 




ésta. 




Coso. — En 25 de Octubre de 1892, el señor Santa Mari» 
dednio demanda contra el doctor Escalante, por cobco de la 



406 FALLOS DE LA SOMUU CORTE 

cantidad de 555 pesos moneda corriente, procedente de gas con- 
sumido desde el9 de Junio hasta el 30 de Setiembre del mismo 
año. 

Acreditado el fuero por la diversa vecindad de las partes, se 
corrió traslado de la demanda. 

El demandado, sin evacuarlo, opuso las excepciones de in- 
competencia y litis pendencia, fundada esta última en que la 
misma Empresa le seguía otro juicio de la misma naturaleza 
ante la justicia provincia). 

El J nex rechazó dichas excepciones por medio del siguiente 
falto: 

Rosario, Diciembre béü i89:t. 

X vistos: Las excepciones de incouip "tencia en el Tribunal y 
litu pendencia deducidas por el doctor Escalante en autos con 
la Empresa del Gas, sobre cobro de pesos. 

Y considerando : Que In Suprema Corte en causas repetí- 
dísimas, tiene establecida la jurisprudencia de que la Empresa 
del Gas, ó sea el demandante don Antonio Santa María, pro- 
pietario de ella y cen domicilio en la Capital federal, goza del 
fuero nacional litigando con vecino de esta provincia, como lo 
es el demandado doctor Escalante. 

Que no existe litis pendentia cuando la acción de uno y otro 
pleito son distintas, pues no produce aquella la analogía que 
existe entre ellos sin6 la identidad de ambas. (Fallos de la Su- 
prema Corte, série 2*, tomo 9, pág. 35). 

Que según se confiesa por el doctor Escalante, la demanda 
interpuesta en su contra por la Empresa del Gas, ante la justi- 
cia de provincia, le fué por el consumo hecho en meses ante- 
riores á aquellos, sobre los que versa la demanda actual de foja 
3 y por cantidad distinta á la que hoy se cobra, de cuyos an- 
tecedentes, surge la consecuencia de ser la presente acción com- 



pletamente distinta a aquella y por eode, viable ante juez dis- 
tinto también. 

Que la circunstancia aducida per el doctor Escalante de que 
el consamo que hace actualmente de gas, trae su origen de un 
mandato de la justicia provincial, no implica la existencia do 
la litis pendeníia que se aduce, pues si tal teoría se aceptase, 
nos llevaría al eitremo inadoptable, de que bastarla que un dere- 
cho cualquiera fuese juzgado por un juez ó concedido por éste» 
que él y sus futuras y distintas incidencias quedasen vincula- 
das i'n etcrnum á ese mismo y único juez 6 a la jurisdicción á 
que tal magistrado perteneciera, lo que es absurdo suponer. 

Por tanto: no se hace lugar á las excepciones de incompe- 
tencia y lilis pendentia deducidas, con costas, debiendo el de- 
mandado contestar derechamente la demanda en el término de 
ley, 

Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 

(i. Escalera ytuviría. 

El doctor Escalante cantusé la demanda, y por un otros! 
dijo: que pata no perjudicar la continencia de la causa y evi- 
tar resoluciones distintas y contradictorias, pedía selibrata ofi- 
cio á la cámara de justicia para que remita el expediente pen- 
diente ante ella, no habiendo razón para hacer dos juicios. 

Posteriormente, al solicitar una diligencia de prueba, reitero 
ese pedido diciendo que existían los requisitos necesarios para 
que proceda y se decrete la acumulación de autos. 

El Juez proveyó de conformidad, sin perjuicio. 

Santa María observó después que al libiarse oficio al juez de 
la provincia, se había padecido un error, pues al linal se pedía 
á aquel se inhibiese de entender en la causa, lo que ha dado lu- 
gar i que se crea que se promovía una cuestión de competen- 
cia. 



Pedía que mí se hiciera saber el jaez provincial . 

El Juer de la Sección proveyó de conformidad, y ordenó á la 
tez que se informara sobre los metes 7 año respecto de los cua- 
les se segote juicio en la justicia provincial. 

El Juez de I* instancia contestó por medio de) siguiente ofi- 
cio: 

i Rosario, Noviembre 8 de 1894. 

Al señor Juez Federal de Sección i 

En el juicio seguido ante este Juzgado por la Empresa del 
Gas contra don Manuel Escalante, por cobro de pesos, se ha dis- 
puesto dirigir á V. S. el presente, transcribiéndole íntegro el 
oficio que se sirvió dirigir á este juzgado y que es del tenor 
siguiente: «Rosario, Mayo 12 de 1894. Señor Juez de primera 
Instancia de esta circunscripción. Presente. En los autos se- 
guidos por la Empresa del Gas contra don Manuel Escalante 
sobre cobro de pesos, se ha resuelto, á solicitud de ta parte del 
segundo, y „ sin perjuicio, dirigir á V. S. el presente, á fin de que 
se inhiba de entender y se sirva remitir 4 este Tribunal los 
autos seguidos ante su juzgado por la empresa referida contra 
dicho señor Escalante, por cobro de pesos. Saluda á V. S. aten- 
tamente. —Firmado. G. Escalera 7 Zuviría. — Hay un se- 
llo >. 

Al mismo tiempo debo informar ¿V. S. que el juicio que se 
sigue ante el Juzgado, es por cobro de eonsumo de gas corres- 
pondiente á los meses de Julio á Diciembre de 1831 y Enero 
del 92. 

Dios guarde á Y. s, 

José María Salvé . 
Juan M. Anas. 



Con anterioridad á este oficio, el mismo jaez remitió testi- 
monio del siguiente auto : 

Rosario, Setiembre 27 de 1884. 

Autos y vistos: En la cuestión do competencia suscitada por 
el señor juez nacional de esta sección, doctor Gualberto Esca- 
lera? Zuviría, en el exhorto remitido coniecha 12 de Mayo pró- 
ximo pasado, para quu inhibiéndose este Juzgado de conocer, 
remita los autos seguidos por ta Empresa del Gas contra el 
doctor Manuel Escalante, por cobro de pesos. 

Y considerando: I o Que con fecha 19 de Mano de 1892, La 
Empresa del Gas, representada por el señor Mauricio Zavalla, 
se presentó ante el Jaez de Paz de la I? sección demandando al 
doctor Escalante por cobro de pesos procedentes de consumo de 
gas, laoual se contesto en 30 del mismo deduciéndose reconven- 
ción. 

2 o Que el referido Juez de Paz, fundado «n la cantidad á que 
ascendía la reconvención, se declaró incompetente, con fecha? 
de Mayo del mismo año, avocando su conocimiento á petición 
de partes, el superior que desempeñaba entonces este Juzgado t 
quien declaró en 8 de Junio expresamente que correspondía á 
su jurisdicción la presente causa, providencia que se ejecutorió 
sin observación alguna de los interesados. 

3* Que según se desprende del expediente respectivo y del 
exhorto que motiva esta providencia, la cuestión suscitada ante 
el señor Juez Federal por la Empresa del Gas contra el doctor 
Escalante, versa entre las mUmas personas, por la misma cau- 
sa é idéntico objeto i laque pende ante este Tribunal, dedu- 
cida con anterioridad, siendo aquella una emergencia de ésta, 
Bujeta, en consecuencia, á la principal. 

4° Que por otra parte, de autos no cuneta que la Empresa del 
Gas está sujeta ó pueda acudir ante el juzgado nacional, de ju- 
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lisdiceion excepcional, en razón de tas personas, sobre las cuales 
existe la presunción legal de que son argentinos, sin tener en 
consideración acaso de que siendo anónima la sociedad deman- 
dante, se halla comprendida en el artículo 9 de la ley sobre ju- 
risdicción y competencia de los tribunales nacionales de 14 de 
Setiembre de 1863. 

5» Que aun en el supuesto de que el fuero federal correspon- 
diera por razón de las personas, habiendo acudido estas volun- 
tariamente á los tribunales de Ja provincia, la causa ha que- 
dado radicada en éstos, á quienes por tal hechj les corresponde 
su juzgamiento, como to expresa el inciso 4° dol artículo 12 
de la ley citada. 

6° Que considerando por ..(ra parte el objeto que lia motívala 
do el presente litigio, no corresponde en razón de la materia ú 
justicia federal, perfectamente deslindada en la ley de referencia. 

Por estas consideraciones y no obstante lo dictaminado por 
el señor agente fiscal, el suscrito se declara competente para co- 
nocer en este juicio. En consecuencia, invítese al señor Ju< z de 
Sección para que *e inhiba á su vez en el conocimiento de la 
causa referida y la remita á éste Juzgado á los efectos á que 
huya lugar ó, en caso contrario, formulada la cuestión de com- 
petencia, envíe el expediente de la materia á la Supri ma Corte 
de Justicia nacional á los fines del artículo 17 de la ley recor- 
dada. Hágase saber y líbrese oticio al señor Juez Federal con 
inserción de esta resolución. 

Repónganse los sellos» 

José María Salvtt. 

Ante mí : 

Juan M, Anas. 

Santa María observó que se trataba de un error padecido en 
la redacción del ofioio enviado alJuez de Sección, pues había 
ya cosa juzgada respecto de los mismos puntos de que se trata 
ahora. 
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Señor Juez : 

Evacuando la vista conferida por providencia de foja i 18 vuel- 
ta, este ministerio, expone: que de foja 32 á 33 fué resuelta ana 
excepción de incompetencia alegada por el demandado doctor 
Escalante, no haciendo lugar á ella. Que ejecutoriado el auto 
que resolvió sobre la competencia, la misma partí 1 de Escalante 
pide á foja 34, para no dividir la continencia de la causa, que 
bc libre oficio al señor Jutz de 1' Instancia y 2" nominación de 
esta ciudad, para que remita un expediente seguido entre las 
mismas partes litigantes y sobre cobro de pesos por igual pro- 
cedencia de consumo de gas, á ñn de acumular lus autos» y 
V. S. por providencia de foja 40 accedió á este pedido. Qne 
el señor Juez de I a Instancia contesta á foja 94, acompañando 
copia de su resolución, en la que no haciendo lugar al pedido, 
promueve con justa razón contienda de competencia, porque, á 
juicio de este ministerio, la acumulación de auto» sólo puede 
solicitarse entre jueces de la misma jurisdicción, y no entre un 
Juez Federal que la tiene privativa (art. 12 de la ley de juris- 
dicción y competencia de los Tribunales nacionales del 14 de 
Setiembre de 1863) y la de un juez de provincia que es por su 
naturaleza común* 

En su consecuencia, el que suscribe, es de opinión que V. S, 
debe dejar sin efecto la providencia de foja 40 por la que se pi- 
dió la acumulación de autos al señor Juez de provincia, librán- 
dose oficio áéste reconociéndole su competencia. Salvo, etc. 



Rosario, Setiembre 38 de 1895. 

Y vistos tos presentes autos, para resolver el incidente de 
competencia y considerando: Que según resulta del escrito de 
demanda de fojas 3, 4 y 5, el juicio seguido ante este Tribunal 
por el señor Antonio Santamaría, propietario de la Empresa del 
Gas, contra don Manuel Escalante, tiene por objeto el eobro de 
cantidad de pesos provenientes de consumo de gas desde Junio 
í Octubre del año 1892, mientras que el que sigue ante el señor 
Jnexde 1* Instancia doctor Sal vi. es por cobro del consumo 
correspondiente á los meses de Julio á Diciembre del año 1891 
y Enero del 92, y teniendo en cnenta los fundamentos del die- 
támen fiscal de foja 121 vcultay 122, déjase sin efecto la proti- 
denciade foja 40 en ta parte que se refiere áeste incidente. 

Hágase saber al señor Juez de provincia, con transcripción de 
de este auto y repóngase. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Burdos Aires, Noviflinbrc tí do 1895. 
Suprema Corte: 

Demandado el doctor Manuel Escalante, ante el Jnes de sec- 
ción del Rosario, por pago de consumo de gas, opuso la excep- 
ción de incompetencia, que rué desechada por el auto corriente 
i foja 32. 
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Consentido ese auto, contestó la demaoda á foja 34, y des- 
pués de varios procedimientos, pidió por el otrosí de foja 39 
vuelta la acumulación de otro expediente análogo seguido ante 
el juzgado de provincia. Asi se proveyó 4 foja 40. 

Pero resultando que lo* autos solicitados versan sobre otros 
créditos por consumo de otras épocas, siendo por ello su gestión 
independiente de la tramitada en estos autos» el Juagado de 
acuerdo con la vista üscal de foja i 22 y por los fundamentos de 
su autode foja tSUvuelta, dejóaio efecto, la acumulación antes 
decretada. 

Esta resolución resulta ajustada á los antecedentes expues- 
tos y en nada altera la jurisdicción nacional declarada i foja 3* f 
una vez que se trata en estos autos, de una gestión nueva, por 
otras sumas, y es diversa en consecuencia de la radicada ante 

Kier. 



Bueaus Aires, Mayo 9 de 1896. 

Vistos ; Considerando: que según consta del testimonio acom- 
pañado al oficio de foja noventa y tres del juez de primera ins- 
tancia de la ciudad del Rosario, doctor José M. Salvá, éste se 
declaró competente pata entender en el juicio que la Compañía 
del Gas seguía ante su juzgado contra el doctor Escalante, 
invitando al Juez de sección del Rosario paraqoese inhibiese á 
su vea en el conocimiento de la cansa que entre las mismas 
personas se seguía ante el Juzgado federal. 

Que promovida en forma la contienda de competencia por el 
jaez local del Rosario a foja noventa y ties, el juez federal 
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debió proceder como lo dispon*) el articulo cincuenta y dos déla 
ley de procedimientos, suspendiendo rl curso de Ib cansa basta 
tanto se resolviera por los trámites légale* la contienda de com- 
petencia iniciada. 

Que si bien et juez federal ha prescindido de los autos se- 
guidos ante el Juzgado local del Rosarlo, dejando sin efecto el 
decreto dictado por el que mandó acumularlos, esto no basta 
para resolver la contienda de competencia que le ba promovido 
el juez local, por cuanto éste reclama su jurisdicción, no sólo 
para entender en los autos que ante él tramitan, sinó también 
para hacerlo en los que se siguen ante el Juagado federal, y á 
este respecto nada ha proveído el Juez de Sección de Santa ¥(• 
después de recibir y mandar agregar á sus autos, el oficio de 
foja noventa y tros. 

Que no pudiendo producir efecto jurídico en estos autos, las 
providencias dictadas por un juez en cunea cuya jurisdicción le 
es disputada por otro juez que se considera el competente para 
entender en ella, debe reputarse nulo todo lo actuado después 
que la contienda de competencia fué iniciada. 

Por estos fundamentos, remítanse estos autos al Juez de 
Sección para que proceda á tramitar y resolver como correspon- 
da la contienda promovida A foja noventa y t res, declarándose 
nulo todo lo obrado desde la mencionada foja. Repónganse los 
sellos, 

BENJAMIN PAÍ.— Llil» V. VAHELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUKCE. -HJAH E. TORBEHT, 



CAIDA 



Juan A. Furtado y C% por revocación de una resolución de 
Aduana , sobre competencia y aplicar ion del articulo 223 de 
ta ley de Procedimientos. 



Sumario. — I o No existiendo resolución 
Aduana, no proceden los recursos á la justicia federal . 

2° Sin la existencia de los recursos de apelación legalmente 
introducidos y procedentes, no cabe la aplicación del artículo 
223 de la ley de Procedimientos. 



Caso. — Los señorea Furtado y C* ocurrieron al juzgado di- 
ciendo: que en 4 de Julio de 1895, se presentaron & la Aduana, 
manifestando que por et vapor P/arítvurg, hablan recibido i 
su consignación 244 cajonee fósforos de estearina ; y que nu 
estando aforada eata mercadería en la tarifa de avalúos, pro- 
cedieron ásu declaración de Talor.de acuerdo con el artícelo 6 
de la ley de aduana de 1895. Que pasado el manifiesto al vista 
señor Amadeo, éste pretendió aplicarles el aforo correspon- 
diente i los fósforos de cera t por lo que se dirijieron al admi- 
nistrador, el qne no biso lugar a la reclamación que ínter* 
pusieron, fundándose en una resolución del Ministerio de Ha- 
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oienda, de fecha 15 de Julio, en la que se establece que la es- 
tearina es igual & la cera y que por lo Unto Los fósforos de es- 
tearina están comprendidos como fósforos de cera. 

Que al hacer el manifiesto, ellos cumplieron con el artículo 
134 de las Ordenanzas y artículo 6 de ta ley de 1895, según el 
cual «las mercaderías de procedencia extranjera no enumera- 
das en la tarifa, pagarán el derecho establecido en las mis- 
mas, paru las de su clase, sobre su valor en depósito declarado 
por e) introductor, y si no perteneciesen a ninguna de las cate- 
gorías establecidas en el arancel, abonarán el derecho general 
de 25 yt>i ciento snbre su valor en deposito declarado en la 
misma forma» . 

Que la tarifa de avalúos sólo afora i los fósforos de palo y 
decora, sin decir nada sobre los fósforo-; de estearina; que, en 
consecuencia, debe regir la disposición del artículo 6 de la ley 
de aduana, y súlo deb« n pagar cumo derechos el 25 por ciento 
sobre el valor declarado. 

Que esto es tanto más justo y logal, cuanto que los fósforos 
manifestados no contienen cera, como resultado) análisis prac- 
ticado por la oficina química municipal, el que puede repetirle. 

Que además la aduana, en varios despachos, ha establecido que 
los fusforos de estearina no eBtau tar ¡fados, como lo estableció 
Umbien el Ministerio de Hacienda por decreta de 17 de Se- 
tiembre de 1894, 

Que en el presente casóse trata de una presunta defrauda- 
ción déla renta, porque la manifestación contravendría las le- 
yes y reglamentos de aduana (artículos 1055 y 1054 de Jas or- 
denanzas), y que en consecuencia procede recurso para ante la 
justicia federal con arreglo al artículo 1065 délas mismas or- 
denanzas. 

Que so hay diferencia de aforo, ni dudas en él : sólo se exige 
la aplicación estricta del artículo 154 de tas ordenanzas y 6 de 
la ley de aduana. 
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Que según el despacho por Tator, deben pagar 3875,45 pesos, 
y según ta resolución de aduana 22.533,93 pesos oro sellado, lo 
que da una enorme diferencia que sobrepasa las previsiones de 
un comerciante honrado, que, confiado en las leyes j resolucio- 
nes del gobierno, hito el pedido de fósforos de que se trata. 

Terminaron diciendo que interponen recurso de apelación de 
la resolución administrativa, y piden que admitido aquel se 
revoque dicha resolución, declarándose- qne debe aplicarse en 
el caso, el artículo 6 de la ley de aduana. 

Acompañaron copia del manifiesto, de la reclamación inter- 
puesta ante el ad ministrador t de la resolución de éste no ha- 
ciendo lugar & aquella, fundado en la resolución superior de 15 
de Julio de 1895, del escrito de apelación y del decreto negan- 
do ésta» 

Acompañaron también dos números del Boletín Oficial, en 
que se encuentran los siguientes decretos: 

Bueno* Aires, Dicierahre li de 18*1. 

Visto el presente expediente formado con motivo del pedido 
de reconsideración formulado por los señores Blasco y C 1 , de 
una resolución del departamento de hacienda qne no les conce- 
día qne la administración de rentas de la Capital, aplicase á 
una partida de fósforos de estearina, recibida por ellos de tíé- 
nova, un aforo distinto del que figura en la tarifa de avalúos 
para los de cera, 

Y considerando : Que en el presente caso y comprobado 
que los fósforos déla referencia no pueden reputarse ni de cera, 
ni de palo, dado sus componentes y su costo menor con rela- 
ción al primero y mayor respecto del segundo, procede la decla- 
ración de valor. 

Que no hay perjuicio alguno para el erario en así consignar- 
lo desde que la ley de adsana vigente acuerda al Poder Ejecu- 
t liui vi 
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tifo par» quedarse, cuando el valor declarado de los artículos 
no tarifados sea bajo, con la mercadería objeto de la menor 
manifestación. 

Por estas consideraciones, se resuelve : Revócase ei decreto 
de focha 6 de Agosto último y vuelva á la dirección general de 
rentas para que disponga se acepte el despacho de los fósfores 
de estearina de la referencia, bajo declaración de valoT. 

Dése al Boletín OüciaL 

José A. Terrtj. 

Buenus Aires, Julio 15 de 169"). 

Resultando de este expediente; 1 Ú Que en el año próximo 
pasado los señeros Blanco y C' solicitaron que fueseu con- 
ceptuados como no tarifados unos cajones de fósforos, proce- 
dentes de Genova, á mérito de que la referida partida habla 
de fósforos de cera y ser de estearina los de la referencia. 

2° Que después de haber Bido unánimemente denegada osa 
pretensión por la aduana de la Capital, por la dirección de rentas 
y por él Ministerio, tus interesa los solicitaron la revocatoria de 
la resolución respectiva, la que fué acordada con fecha do 
Diciembre 12 próximo pasado, resolviéndose, en consecuencia, 
que los fósforos aludidos debían pagar el derecho de introduc- 
ción con arreglo a valor declarado. 

3- Que actualmente los señores Fascio, Queirolo y C, se 
presentaron reclamando de que la aduana de la Capital ha apli- 
cado la tarifa a unos cajones de fósforos existentes aún en los 
depósitos fiscales y que pertenecen á la misma partida que 
motivólas resoluciones anteriormente expresadas. 

Y considerando : Que como se explica ampliamente en los 
informes precedentes de la dirección de rentas y de la aduana 
do la Capital, la circunstancia de que en los fósforoa comunes 
prevalezcan eomo componentes lacera ó la estearina, nada su- 
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pone para el propósito que tuvo la ley al gravar su introducción 
con un impuesto 4 éter mi nido* debiendo, por tanto, compren- 
dérseles en todos los casos dentro de las partidas números 1816 

2" Que además de la consideración aut rior, eiiste el hecho 
innegable y constante de que nunca los fósforos que se lian in- 
troducido con la denominación de cera, lo han sido exclusiva- 
mente de otra materia, habiendo siempre entrado en su com- 
posición una parte importante di estearina, ni qne.en ningún 
caso schaya pretendido hacer valer esta circunstancia para ob- 
tener un aforo distinto del que Oj iba la tarifa. 

3* Que con respecto á la presento solicitud, debe tenerse en 
cuenta que si las mercaderías en depósito quedan sujetas ú las 
nuevas leyes de aduana que anualmente se dictan, con mayor 
razón deben estarlo á las interpretaciones sucesivas que á una 
misma ley pueda atribuirle el podeT encargado de aplicarla. 

4* Que la circunstancia alegada por la dirección de renta?, á 
favor de los solicitantes rtequeé^tos habrían hecho sus cáleulos 
con arreglo á la franquieja que anteriormente obtuvieran, no 
tiene importancia alguna, desde que los cálculos por si mismos 
no constituyen derechos. 

Re resuelve : confirmar lo ordenado p»r la aduana de la Capi- 
tal, incluyendo los fósforos precitados en la partida respectiva 
de la 'arifa. 

J. J. Homero. 

El Juez pidió informe al administrador de aduana, quien 
contestó : 

Señor Juez : 

Se ha recibido en esta administración, la nota de\V. S, fecha 
de ayer, pidiendo antecedentes a propósito de un recurso enta- 
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blado por lor señores Juan A. Furtado y C, cootra una reso- 
lución de esta aduana, determinando la partida de tarifa que 
corresponde a 244 cajones de fósforos llegados con procedencia 
de Amberes, con fecha 2 de Julio del corriente año por el va- 
por *"WarUurg* . 

Se trata de una resolución de carácter meramente adminis- 
trativo, de la r nal no procede recurso alguno ante ta justicia 
ordinaria, que solamente interviene por la ley en aquelloB 
asuntos de índole contenciosa, por infracciones á las leyes 
aduaneras que traen agregadas una penalidad y que son re- 
sueltas en primera instancia por eludministrador de Tentas, en 
calidad di' Jut-z administrativo. 

La ley que fija los derechos de importación y exportación, 
debe ser aplicada según la misma, poT el poder ejecutivo, por 
conducto de las aduanas, que son simples dependencias del 
mis mu. 

El artículo 1' del lecreto reglamentario de dichii ley, esta- 
blece que el Ministerio de Hacienda es el competente para re- 
solver todas las dudas que se susciien en las aduanas á propó- 
sito de la aplicación de la ley mencionada. 

Si, iiues, esta administración al determinar el impuesto que 
corresponde á los fósforos de ta referencia, bu vulnerado los de- 
rechos de los interesados, corresponde que éstos se dirijan ú la 
superioridad en el órden administrativo ; y en todo caso, si 
quieren recurrir ia resolución del superior, nunca pueden ha- 
cerlo en la forma de un recurso oontra el proceder de esta ad- 
ministración. 

Dios guarde ú Y, & 

J. //. Martínez Castro. 
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Buenos Aires, Octubre f> de IXtó. 

Autos y vi4os: Considerando: Que según resulta de las 
presentes actuaciones los señores í'urtado y C\ han ocurrido 
apelando de hecho do una resolución del administrador de 
rentas, en la cual se establecía la partida de tarifa ó el aforo 
que correspondía aplicar á una mercadería pedida á despacho ; 
y solicitan que, admitiéndosela apelación entablada, se reto- 
que aquella resolución y se determine que la mercadería debe 
pagar derechos con arreglo á su valor declarado, por no estar 

ella incluida en la tarifa de avalúos. 

Que el artículo 1063 de las ordenanzas de aduana, admite 
que se entable la vía contenciosa ocurriendo á la justicia na- 
cional, solamente cuando fuese condenatoria la resolución que 
el administrador debe dictar, de conformidad con el artículo 
1054de las ordenanzas, en los sumarios que se formen por con- 
trabando, defraudación 6 contravención. 

Que por lo tanto, la decisión de que se recurro no se encuen- 
tra fn las condiciones requeridas para que proceda la apelación 
ante la justicia nacional ; puesto que ella no reviste el carác- 
ter de resolución condenatoria, no habiéndose denunciado frau- 
de ó contravención alguna. 

Que las ordenabas han establecido un procedimiento especial 
para dirimir las dudas ó divergencias que ^e suscitaren entre el 
vista y el comerciante respecto del aforo ó de la partida de ta- 
rifa .plicable A las mercaderías pedidas á despacho, procedi- 
miento por el cual queda librada la decisión correspondiente, 
exclusivamente y sin apelación, á dependencias del orden ad- 
ministrado (artículos i 35, 136,11*1. 138 y 1079). 




Que por otra parto, aparece de los antecedentes que el juz- 
gado ha tenido ú la vista, solicitados del Ministerio de Hacien- 
da para mejor proveer, que los señores Furtado j O ocu- 
rrieron á ese miniKterio, reclamando de la resolución que ésto 
dictara y que sirvió de fundamento á la del administrador de 
rentas, pidiendo su reforma ó aclaración, á fin de sustraerse á 
sus efectos ; Jo cual constituye el ejercicio del recurso admi- 
nistrativo que importaría la renuncia del contencioso, encaso 
de que éste futra procedente. 

Por estos fundamentos : se declara no haber lugar al ocurso 
interpuesto, con costas , Notifiquen con el original, rupñnyase 
el papel , y en oportunidad remítanse estas actuaciones á la 
aduana, para que spun agregada.» A sus antecedentes. 

- 

J. t'. Lalamic. 



VISTA DEL SEffOR PAOOJUADOR GENEHAL 

Buenos Aires, Noviembre! 7 de 1HÜ5. 

Suprema Corte: 

Los fundamentos ilel auto recurridode foja 20, son lan ajus- 
tado* á la legislación y doctrina jurídica sobre procedimien- 
tos de las aduanas en materia de tarifas, que me basta invocar- 
los para pedirá V. E. su confirmaeion. 

Sabimano AVer. 

Lus señores Furtado y C\ invocando el artículo 223 de la 
ley de Procedimientos, solicitaron que la Snpremu Corte se 
pronunciara al mismo tiempo que sobre la competencia, sobre lo 
principal. 
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VISTA UEL SErSOR PltOlXKAÜtfR GENERAL 



Suprema Corte 



Buenos Aires, Mano JO de 181*5. 




nacional, ne refi>re 
biese recaído sobre un 

Aun admitiendo la 
hace caso de Corte, de 
prendidas en los 





Procedimientos para U justicia 
en que la apelación lin- 
de la causa. 

de esa disposición, que 
del derecho común, no com- 
y 101 de la constitución na- 
cional y su aplicabilidad á lascausas de aduana, Biempre resul- 
taría improcedente, respecto ai caso sttb-judice, pot tratarse de 
una resolución denegatoria de la jurisdicción contenciosa, ante 
los fundamentos del anto apelado de foja 20 y las esplícitas 

137 y 138 de las Orde- 



no hacer lugar al pedido del 





Por ello pido á V. E. se sirva 
escrito precedente, y disponer corra 




Sahiniano Kxer. 



Rúenos Aires, Mayo 9 de 1896. 

Vistos : Por los fundamentos consignados en los tres pri- 
meros considerandos del auto apelado de foja veinte, y de con- 
formidad con lo pedido por el señor Procarador General en sa 
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vista de foja treinta y siete, seconiirma con costas el mencio- 
nado auto, dejándose á salvo los derechos del recurrente para 
que pueda hacerlos valer si le conviniere, en la forma / ante la 
autoridad que correspondan . En cuanto á lo pedido en el escri- 
to de foja cuarenta y sais, no siendo de aplicación en este caso 
la disposición del artículo doscientos veinte y tres de la ley de 
Procedimientos, por cuanto este artículo se retíero á los recursos 
de apelación legalmente introducidos y procedentes : no ha lu- 
gar. Repuestos tos sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V, VARELA . 
— ABEL RAZAN . — OCTAVIO BUN- 
CE. — JUAN E. TORRENT. 



< AITBA MXIl 



Contra don luis I. Fuentes; sobre comiso 



Sumario. — El exceso de lo manifestado, que pase de la tole- 
rancia establecida por la ley, cae en comiso. 



Caso. — iíesulta de las siguientes piezas 



RESOLUCION DE ADUANA 



Bueno* Aires, Setiembre 13 de 1895. 





Vistos y considerando : Que el exceso denunciado está plena- 
lo y reconocido por el consignatario; que dicho 
de la tolerancia que acuerda el articulo i 28 de 
siendo así. uo hay discusión posible en el 
caso, puesto que él esta expresamente penado por el 
i de las mismas Ordenanzas; y que no es aceptable, 
bajo ningún concepto, la interpretación que a ésta disposición 
parece dar el declarante á foja 4 vuelta, pretendiendo que se le 
formule cargo por la cantidad de mercadería hasta un seis por 
ciento y se le condene en la cantidad que pase de esa propor- 
ción, por cuanto la disposición del artículo citado es clara y 
terminante , 

Por esto, fallo : declarando caido en comiso el exceso de 
1297 kilos á favor del «iprehensor, debiendo declarar el 
rosado en el acto de la notificación, si hace abandono 
mercadería 6 prefiere abonar su importe, con arreglo A tarifa. 

Hágase saber, y pase á Contaduría para w cumplimiento, re- 
poniéndose ios sellos, 

J. ¡L Martínez Castro. 



r*ll« del Juei Feter»! 

Bueno* Aires, Diciembre 13 de 1695. 

Y vistos : Considerando : Que está reconocida por el apelante, 
la existencia del exceso denunciado, exceso que supera la tole- 
rancia del 6*/«. según también lo reconoce. 
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Que el articulo 930 de laa Ordenanzas determina expresa y 
claramente, qae caerán en comiso las diferencias de cantidad 
cuando excedan de la tolerancia. 

Por esto, de conformidad con lo expuesto en hi precedente 
vista fiscal, se confirma, con costas, la resolución apelada de 
foja 14. Repóngase el papel, y en oportunidad, devuélvanse los 
autos á la Aduana, 

,/. I . Latanne. 



Suprema 



VISTA DEL SEÍÍQR PROCURADOR GENERAL 

Bueuos Aires, Abril 10 de 1896. 



LUI (C . 



ro el exceso sobro lo manifestado, y legal- 
mente aplicada la pena de comiso, á ese exceso, según lo pros- 
cripto en el artículo 930 de las Ordenabas, pido á V. E. la con- 
limación de la sentencia de foja 43 vuelta, que así lo declara. 

Sabiniano Kier. 



Fallo 4e> I» Suprema Car te 

Buenos Aires. Mayo 9 du 1896. 

Vistos : Considerando : Que la tolerancia eximida de pena 
por las Ordenanxas de Aduana, es solo el exceso de lo manifes- 
tado que no supera el tanto por ciento en ellas señalado de una 
manera expresa y limitada . 
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Que superando ese exceso, ya no puede el comerciante ampa- 
rarse de las deposiciones que se refieren á la tolerancia, siendo 
invariable la jurisprudencia que esta Suprema r, o:te ha esta- 
blecido al aplicar al artículo nueve cientos treinta, por el que 
se oastiga por todo exceso sobre lo manifestado cuando es pro- 
cedente la pena. 

Por estos fundamentos, los de la sentencia apelada de foja 
cuarenta y tres vuelta j de conformidad con lo expuesto y pe- 
dido por el señor Procurador General, se confirma con costas, 
dicha sentt ocia ; y repuestos losadlos, disuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABLL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUANE. TORHEST. 



CALIMA LVVI1I 



Don Mcoíás Itergaíli por su esposa />* Adelaida (Hiver, contra 
don Francisco Sainz. por rendición de cuentas; sobre falta 
de personería y defecto en la demanda. 



Sumario. — Deben rechaiarBe las excepciones de falta de 
personería en el marido de la demandante, j de defecto en la de- 
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manda por falta de cita legal, cuando consta cuantos la par- 
tida de matrimonio, y resulta suficientemente el derecho en 
que se apoya la demanda. 

Ca¿o. — Don Nicolás Bergalli so presentó ante el Juzgado ex- 
poniendo : Que i su esposa se le adjudicó en la testamentaría 
de don Antonio U. Ynqueiro, la cantidad de 159.809 pesos de 
la moneda corriente de Buenos Aires, en uní finca situada en 
la calle Belgrauo número 704 antiguo» boy 1562 & 66, de esta 
Capital, avaluada en 300.000 pesos do la misma moneda. 

Que dicha finca se vendió en remate, en Knero de 1887, y él 
(Bergalli) la compró, transfiriendo su boleto á un señor J. Gó- 
mez Rodríguez, quien se entendió con don Francisco Saínz. 

Que este señor ha cobrado, sin ser autorizado para ello, tudos 
los alquileres que la dicha linca ha producido desde 1888, y no 
ha dado cuenta de ellos. 

Quedada la responsabilidad de Sainzy la diücultad quo ofre- 
cía la división del alquiler mensa tímente, como representante 
de su esposa no se opuso á que los cobrara y abonara la Contri- 
bución Directa, ni solicitó «1 nombramiento de administrador; 
pero hoy Baínz ha depositado el precio ú otro por él, en 21 de 
Mayo de 1895, y desde ese momento, su esposa (la da Bergalli), 
carece de derecho para percibir el alquilfr. 

QueSainz fué inmediatamente escriturado, y cesó por consi- 
guiente el dominio de su esposa en ol bien raíz vendido, y llé- 
galo el caso de qne Saínz rinda cuenta de su gestión. 

Qne Sainz carece de derecho para retener los frutos percibi- 
dos antes del pago del precio y escrituración; ellos pertenecen á 
loa dueños del bien vendido, y por consiguiente esta obligado 
á devolver a ln*t dueños lo* alquileres que ha cobrado, pues no 
podrá disfrutar de la cosa y del precio. 

Que pone, pues, demanda en representación de su esposa doña 



Adulaida Oíiver de Bergalli, contra don Francisco Saín», para 
que rinda cuenta de los alquileres que ha percibido, de la finca 
de su referencia, desde el mes de Diciembre de 1888 basta el 4 
de Jiiliu de Í895 en que fué escriturado, y condenado á pagar- 
los en la parte que corresponde á su esposa, con los intereses 
respectivos desde la fecha de la demanda, con costas. 

Presentó ta hijuela de su esposa, en ta toBtamenteria de don 
Antonio R. Vaqueiro. 

Acreditada la nacionalidad argentina de Bergatli y su esposa, 
y española, del demandado, se corrió traslado de la demanda. 

Don Francisco Sainz, sin contestarla, opuso ías excepciones 
de falta de personería en don Nicolás Bergalli, j de defecto legal 
en lademanda, pidiendo que fueran admitidas con costas. Dijo : 
que según el artículo 4 o de la ley de procedimientos, no debe 
darse curso á las pretensiones de los que se presenten en juicio 
por un derecho que no sea propio, aunque le rompeta ejercerlo 
. n virtud de una representación legal, sí no presentasen con su 
primer escrito, los documentos que acrediten su personalidad. 

Que en tal caso se encuentra Bergalli, que invoca ta repre- 
sentación de la señora que dice ser su esposa, pues ha debido 
acompañar el documento que justifique bu carácter de esposo; y 
mientras nn lo haga, la demanda debe considerarse como no pre- 
sentada. 

Que la demanda, además, adolece de la falta de exposición del 
derecho en que se funda, cuyo requisito lo exige el artkulo 57 
de la ley . 

Que no expresa ai media algún contrato que obligue á la ren- 
dición de cuentas; ni la ley 6 principio de derecho que deba re- 
glar la relación de derecho que el actor supone existir entre él 
y el demandado. 

El Juez confirió traslado de las excepciones con calidad de 
autos; y el demandante lo evacuó exponiendo: Que para evitar 
demoras, acompaña el poder que su esposa le ha otorgado, sal- 



480 



HHfll^HHnHHmí^HHBRHmHnBH^niHH 



FALLOS DI LA SUPREMA CORTE 



Taudu la opinión del abogado que lo dirige respecto a la inteli- 
gencia del articulo 4° de la ley de procedimiento»» en su aplica- 
ción al caso. 

Que en cuanto á la falta de exposición del derecho, en que se 
hace consistir la excepción de defecto legal, no es su misión en- 
señar al demandado. 

Que ha articulado los hechos en que funda el derecho, con 
toda claridad j precisión, j si esos hechos no constituyen el qne 
ha ejercitado, mejor para Sainz: será absuelto, y el actor con- 
denado en las costas. 

es qoe en la demanda, no se hagan extensas alegaciones, ni dis- 
cusiones qu*i tienen su oportunidad en los demás escritos; y de 

Pidió que se desechara con costas la excepción opuesta. 
Presentó esta parte el poder de su referencia, y la partidade 
matrimonio de don Nicolás Bergallicon D* Adelaida Oliver Va- 



fAll^aei Juca re*er*l 

Buenos Aires, Febrero 30 de 1890. 

Y Tistos: Pot los fundamentos del presente escrito, no ha 
lugaT con costas & las etcepcionos opuestas por el demandado , 
y contéstese derechamente la demanda. 



Juan del Campillo, 
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Fallo 4e ta ftupre» Corle 



Buenos Aires, Moyo 10 de 189U. 

Vistos y considerando : Que el recóbrente se conformó con el 
decreto de foja catorce vuelta, según el que la» partes quedaban 
citadas para sentencia en el infidente promovido por aquel j 
i on cuyo niotívo se dictó el citado decreto. 

Que t por lo tanto, no puedo oponerse vicios a un procedi- 
miento ulterior, que se limitaba á hacer efectivo el mencio- 
nado decreto. 

Por esto, no ha lugar al recurso de nulidad, 

Y considerando en cuanto A la apelación : que ta personería 
del demandante ha quedado fuera de cuestión en mérito de los 
documentos por él presentados, con su contestación al escrito 
en que se dedujeron las excepciones dilatorias en debate. 

Que el escrito de demanda no adolece del defecto legal que le 
opone el demandado, pues que aquel contiene la exposición sus- 
cinta del derecho en que se apoya, en forma suficiente 
nar las exigencias de la ley. 

Pot esto, se confirma con costas, el auto apelado de 
y nueve; y repuestos los sellos, devi 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BaZAN. — OCTAVIO BUN- 
UE. — JUAN E. TOH.RENT. 



* 



CAlTttA liXXIV 



El Fisco nacional, conlra el Ferrocarril Central Argentino t 
por defraudación de muías; sobre apelación 



Sumario. — No es apelable el auto que se limita á convocar 
á nuera audiencia, para fox mular el compromiso arbítrn! en cum- 
plimiento de la cosa juzgada. 



Caio.— Lo «plica la vista del señor Procurador General 
y el 



Rosario, Enero 27 de 1896. 

Vistos i Los autos llamados para resolier la reYOcatoria in- 
terpuesta á foja 418. 

T considerando : Que por la nota de foja US, dirigida di- 
rectamente por el señor Ministro de Hacienda al proveí ente, 
comunicando el nombramiento de Fiscal ad Aoc en la persona 
del doctor Molina, demuestra implícitamente que el Poder Eje- 
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cutiTO nacional, mandante originario del malogrado doctor 
Salva, lia reconocido fundadas las objeciones que hiciera el 
representante del Ferrocarril Central Argentino á la persone- 
ría del doctor Molina, como apoderado sustituto del doctor Sal- 
va, y es el motivo que ha determinado al Poder Ejecutivo na- 
cional, parte directa en este juicio, a dirigirse de olicio al Juez, 
comunicando el mencionado nombramiento de Fiscal ad koe, 
con todos los requisitos exigidos por el demandado. De consi- 
guiente, existe común acuerdo de partes, sobre el punto obje- 
tado y además subsanadas las deficiencias anotadas. 

$P Que el doctor Molina, Fiscal sustituto efi aquella ¿poca, 
no presentó en ti acto déla audiencia, ni antes de ella, el docu- 
mento que le habilitara para tener facultad para someter á ar- 
bitraje la presente cuestión, ni las bases gubre las cuales hade 
fundarse la decisión arbitral, según la sentencia de la Suprema 
Corte. Recién después de observada por el demandado esa defi- 
eiencia, ha presentadu el decreto del Poder Ejecutivo nacional 
eorriente á foja 424, que le habilita como mandatario para so- 
meter la cuestión á la decisión arbitral, según instrucciones del 




La presentación del documento aposteriori demuestra lógi- 
camente, que el mismo Fiscal ad hoc reconoce fundada la obje- 
ción del demandado. 

en es verdad que la Suprema Corte ha resuelto que ae 
á arbitraje ta cuestión civil contra el Ferrocarril Cen- 
tral Argentino, es también exacto que no ha resuelto que el 
Fiscal sustituto esté autorizada á nombrar árbitros ni proponer 
los puntos sobre loe cuales ha de versar la decisión , Esta facul- 
tad es atributo propio de tas partes directas en el juicio, y sólo 
pueden delegarlas por poder especial y expreso de ellas, siendo 
nulo todo lo que se 1 iciora sin estar provistos de estos antece- 
dentes. 

S° Que la publicación en los diarios de las bases del arbitraje 



434 



FALLOS IW LA WMHU CORTE 



acordado por «1 Poder Ejecutivo nacional, no es suficiente en 
juicio para acreditar que el Fiscal sustituto tenga facultad para 
prooedeT á la formación del tribunal arbitral j escriturar el 
compromiso, tanto más que no se ha acompañado á los autos ni 
el Boletín Oficial donde se publicara, ni se ha pedido certifique el 
actuario laeiaotitud de esa publicación t como se ha hecho con 
posterioridad al reclamo del Ferrocarril Central Argentino. 

Por estas consideraciones, déjase sin efecto to actuado y re- 
suelto con fecha 17 de Diciembre próiimo pasado. Convócase 
á las partes á nut-va audiencia el dia 7 de Abril, á ios miamos 
propósitos que la designada en el auto de Noviembre 29 próxi- 
mo pasado. Repóngase. 

Daniel Hoy lia. 



VISTA DEL SE»0R PROCURADOR GENERAL 



Bueno* Aires, Abril 30 de 18%, 

Suprema Corte: 

No encuentro en las constam-ias de autos, fundamentos de he- 
oho Ó de derecho bastantes á la defensa de la legalidad del auto 
de foja 449. 

Lo actuado en la audiencia de foja 41 6 que ese auto deja sin 
efecto, deriva de constancias inequívocas. 

V. E. había sentenciado á foja 396 manteniendo el someti- 
miento de las cuestiones sub-judice al juicio de árbitros. El ar- 
bitraje era, por ello, un acto necesario. 

El juzgado mandó cumplir esa sentencia á foja 405 vuelta, y 
desitrnó & foja 408 vuelta la audiencia del 10 de Dídeubre, á 
efecto de establecer el compromiso arbitral y nombrar los árbi- 
tros, bajo apercibimiento de que ella tendría lugar con las par- 
tes qup concurras. 
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No obstante, á petición del representante del ferrocarril, de 
foja 411 T esa audiencia fué postergada á foja 412, bajo los mis* 
moa apercibimientos antes decretólos. 

No puede objetarse por ello falta de conocimiento ni de la fe- 
cha, ni del objeto de la audiencia, ni del apercibimiento por se- 
gunda vez fulminado contra los inasistentes. 

La falta de asistencia de los representantes del ferrocarril, 
no pudo en ningún caso autorizar un nudvo é injustificado apla- 
zamiento contra el derecho de la contraparte y los n- petos á 
las decisiones y apercibimientos judiciales. 

La falta de personería imputada al representante del fisco en 
ese acto, resulta por otra parte inconsistente. 

Esa representación era conferida a) doctor Molina, por el de- 
creto administrativo que en copia autorizada corre a foja 406, 
había sido presentada, para su reconocimiento, al Juez de la 
causa á foja 407, y habíala autorizado el auto que mandaba 
tenerle por parte a foja 407. 

Esa aceptación, considerada bastante, autorizaba la repre- 
sentación ejercida, do tratándose, por otra parte, de crear una 
jurisdicción arbitral, procedente de la ni -ra voluntad de las 
partes, sinó del cumplimiento de lo ordenado judicialmente en 
la seuteuoia ejecutoriada de Y. E. que así lo mandaba. 

No obstante, el Poder Ejecutivo ha confirmado aquella repre- 
sentación, por actos directos é* inequívocos; y el representante 
ad hoc ratificado todo Jo obrado con anterioridad. 

Contra la personería ejercida y los actos concluidos y ratifi- 
cados, lo mismo por el Poder Ejecutivo nacional, que por su re- 
presentante legal después de la audiencia de foja 416, no procede 
nulidad por i n eticaría del documento habilitante del mandato, 
según los principios jurídicos y jurisprudencia de los fallos de 
V. E. opor tu ñámente recordados en el escrito del señor Fiscal 
doctor Molina, corriente á foja 426. 

Nada podría agregar más lógico y preciso que las considera- 
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cienes legales de los párrafos II, IU, 1* y V. de ese escrito. 

La doctrina j jurisprudencia ea éí demostradas, desvirtúan 
los fuudamentos del auto recurrido, invocándolas para evitar 
repeticiones y no aparecer difuso, ante la naturaleza misma de 
un recurso en relación, me limito á pedir á V, E. la revocación 
del auto recurrido y la declaración consiguiente de subsistencia 
legal do todo lo obrado, 

Sabiniano A'R-r. 



r«ll» a> la ftwprenaa C orle 

Bneuoí Aires, Mayo 16 ite l«9(i. 

Vistos; No trayendo gravamen alguno el auto apelado de 
foja cuatrocientos cuarenta y nueve, que se limita a convocar á 
las partes á nueva audiencia, con el proposito de formalizar el 
acta de compromiso y el nombramiento de arbitros correspon- 
diente, se declara mal concedido el recurso. Devuélvanse, 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAS, — OCTA- 
VIO BUNGE. 
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( UNA LXSf 



/ton látiro lh>m'(jri t contra don Félix í'essini, por cerne ion de 
condominio; mfoe competencia 



Sumario. — La demanda por cesación decondoininio, corres- 
ponde al Juez del lugar, que es ala vez domicilio del demanda- 
do y el punto donde se halla el inmueble euinun. 



Caso, — Don Pedro Dtuegri, argentino, ocurrió al Juzgado 
federal de la Capital, demandando i Félix Pessini, extranjero y 
vecino d" Corrientes, por cesación de condominio de un eampo 
Bitaado en dicha provincia. 

El demandado declínú de jurisdicción, diciendo que ya ae 
trate de una acción real, 6 ya de una acción persona), debía el 
actor ocurrir á Corrientes, donde reconoce que esta domiciliado 
y se encuentra el inmueble. 

El demandante dijo: que no se trata de unu acción real, pues 
la deducida nn está entre las que, como tales, enumera el Código 
Civil. Que habiéndose establecido el condominio en esta Capi- 
tal, á' nác está, además, oonvenido que debe hacer»* la rendi- 
ción de cuentas de los frutos, ote,, de la cosa común, la acción 
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determina por la naturaleza He la obligación y la residencia, 
aún accidental (Cámara Civil, serie i", tomo Í\ página 549}. 



Y vistos: Considerando: Que cualquiera que sea la natura- 
leza de la acción deducida, de división de condominio, el cono- 
cimiento de esta causa no corresponde á este Juzgado, atenta 
la ubicación del bien objeto de la dema.ida y el domicilio del 
demandado, que se reconoce ser en la provincia de Corrientes, 
(2- pedido del escrito de demanda). 

Por esto, el Juzgado se declara iucompetente para entender 
en el presente asunto, con costas al actor. 

J. \\ Lalann*. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GEMERAL 

Uufüos Ain-, SH¡embre7 di- ItíU5. 

Suprema C arte : 

Retinándose la demanda ú la cesación de un condominio, re- 
conociéndose en ella, que el bien raíz objeto de la acción eiiste 
ubicado en la provincia de Corrientes, que el demandado es ve- 
cino de aquella ciudad, y se hulla á cargo de la administración 
del bien común, la resolución <Je) Juez Federal de esta Capital 
que se declara incompetentí, es ajustada á las prescripciones 
legales, ya se considere real 6 personal la acción intentada. 

Por ello, pido á V. E. su conürmacion. 

Sabiniano Kier. 



MI* de I* Bupren» C»rte 

litigóos Aires, Mayo 16 de 1896. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurailor General y por sus fundamentos, se confirma con 
costas, el auto apelado de foja doce vuelta. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
—ABEL BAZAS, — OCTAVIO BUW- 
Ge. - IUAH E. TORREKT. 



< AI WA LXXfl 



Criminal caitra Harto lomé Vigtfk $ ttizio, linio fíoasi, 
y Francisco Appeminni, por robo 



Sumario. — Los reos de robo á mano armada, y en paraje 
que hace casi imposible todo auxilio efirai, Bon pasibles de 1* 
pena de seis años de presidio. 
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Cano. — Resulta del 



rail* del Jura Fwler»! 

Huentis Aires, Setiembre 7 de 1895, 

Y vistos: estos autos seguidos contra Bartolomé Viggio, ó 
Bixio, italiano, d*í 25 años, soltero, marinero, domiciliado en la 
Boca; Italo Uossi, italiano, de 28 anos, soltero, marinero, y 
Francisco Appeminm, italiano, de 19 años, soltero, jornalero» y 
domiciliado Progreso 318, por estar acusados de robo, de los que 
resulta i 

Que denunciado á la Prefectura marítima que se había efec- 
tuado á bordo del pailebot € Ondina del Plata », un robo c mais- 
tente en varios canutes de pólvora, se procedió por esa reparti- 
ción á instruir el sumario eorrespondieote, tomándose desde lue- 
go declaración á los tripulante del «Ondina», quienes declara- 
ron uniformemente que encontrándose á bordo de ese buque 
en la noche del robo, atracó al costado del buque una balandra, 
de la cual salieron varios hombres armados que eligieron a aque- 
llos les entregaran la carga que custodiaban y procedieron lue- 
go á trasbordarla en parte á su buque, después de haber roto la 
escotilla para penetrar á la bodega y extraer i «cuñetes de pól- 
vora. 

Que pesquisas ulteriores condujeron al descubrimiento del 
paraderu de los cuñetes robados, precediéndose ú la captura de 
los que tripulaban el barco en que estaban esos cuñetes, qav ion 
los tres procesados, quienes han sido reconocidos por los tripu- 
lantes del • Ondina* como formando parte de los que asaltaron 
á éste y efectuaron el robo. 

Que cerradas las declaraciones, que son ratificadas ante este 
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Juzgado, el Procurador Fiscal, entablando la aousncioa corres- 
pondiente pide a foja 53 se aplique i los procesados !a pena 
del artículo 188 del Código P*ual. 

Corrido el correspondiente traslado, el defensor de loa proce- 
sados lo evacuó áfoja 56 y pide que sus defendidos sean absuel- 
tos de culpa y cargo, ó si esto no fuere procedente se les aplique 

por el artículo 37, inciso 3 o , del CSdigo Pe- 




la causa i prueba, no se ptoduee ni 
para definitiva, il foja 59. 
Y considerando : Que si bien los procesad.* han negado te- 
ner participación alguna en el hecho que se les imputa, y ex- 
plican su presencia un la balandra donde fueron aprehendidos, 
diriendo qne fueron i ella contratados por un individuo le apodo 
Lavana, cuyo verdadero nombre y domicilio ignoran y sin cono- 
cer ta procedencia del cargamento de pólvora, y esta explica- 
ción no ha sido abonada en autos eu ninguna forma, y st- halla 
contradicha, fuera del becho de haberse encontrado á tos proce- 
sados en posesión de lo robado, por las declaraciones uniformes 
y contestes de los testigos Jesús Lopes, Francisco Antonio da 
Silva, José Viva y Juan ilíllau, todos ellos tripulantesdel • On- 
dina del Plata » en la noche en que se perpetró el robo, y co- 
mo tales testigos presencíales del hecho, que vieron detenida- 
mente a los iudividuos que subieron á bordo y extrajeron la 
mercadería trasbtrddudola á otro barco, operación ésta que 
doró al rededor de dos horas. 

Que estos testigos lian dado en sus respectiva^ declaraciones, 
cuenta detallada del hecho» concordando entre sí las referencias 
hechas por ellos, y ademas han reconocido á todos los acusados, 
como iendu de los que abordaron al pailebot * Ondina del 
Plata». 

Que para la calificación legal del hecho, debe tenerse presente 
que según resulta de autos, él tuvo lugar de noche, a mano ar- 
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Ri- 
mada y en paraje que hacía casi imposible todo auxilio eficaz ; 
toque hace que el delito caiga dentro de las prescripciones del 
artículo 188 del Código Penal. 

Por estos fundamentos, fallo t condenando á cada uno de Los 
procesados Vlggín ó Bixio, Bussi j Appemiiini, ala pena de seis 
años de presidio, y al pago de las costas del juicio, déla que so 
deducirá el tiempo de prisión preventiva que llevan sufrido, eu 
los términos del artículo 49 del Código Penal. Notlfiquese con 
el origina! y en oportunidad comuniqúese al director de la Pe- 
nitenciaría. 

j. r. Látame, 



VISTA DEL SE.SOU PROCURADOR GENERAL 

! 15 dfltíÍHi 



Suprema Corte- 
jo obstante los loables esfuerzos de la defensa en favoT de 
los procesados, encuentro justa la sentencia que los condena. 

Esos procesados bnn sido reconocidos por testigos presencia- 
les, y culpados del robo perpetrado en el pailebot * Ondina del 
Plata». 

Las deposiciones de los tripulantes que declaran de visa, so- 
bre el robo perpetrado en su presencia, tienen todo *alor legal. 
No siendo interesados en el resultado del proceso, ni afectán- 
doles algunos de los otros impedimentos establecidos en el ar- 
ticulo 276 del Código de Procedimientos, sus declaraciones ha- 
cen fé. Y no sólo se ha constatado que la pólvora robada perte- 
necía & la partida distante á bordo del buque robado, según 
declaración del propietario ó comisionado, de foja 23, sinó que 
las declaraciones del mismo Viggio, á foja 14, y la> del señor 
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Bravo, de fojas 23 y 25, y el parte oficial de) comisionado de la 
Prefectura marítima, corriente á foja 28, muestran la conniven- 
cia criminal de loe autores del robo, que han sido sorprendidos 
infraganii al extraer subrepticiamente la pólvora para conducir- 
la al extranjero. 

La identidad de la pólvora robada y la encontrada en poder 
de loa asaltant s, no ha sido negada, f por ello no ha necesita- 
do demostrarse. 

En caso contrario, los informes que V. E. podría pedir en 
cualquier momento con la calidad de « para mejor proveer • 
dejarían ese punto evidentemente esclarecido. 

Las escusas da los apresados iníraganti, tampoco han sido 
comprobadas por ellos ; y el individuo Savone, aludido como au- 
tor ó dueño, ni ha comparecido, ni resulta conocido siquiera. 

Tales circunstancias independientes de la prueba testifical, 
implican unu série de presunciones Ules que conducen necesa- 
riamente á la comprobación del robo inculpado. 

Por ello, y siendo la pena impuesta en la sentencia de foja 
64, el mí n i morí de la que corresponde aplicarse al delito esta* 
blecido según prescripción del artículo i 88 del Código Penal, 
pido a V. K. su confirmación. 

Sabíniano Kier. 



a 



Buenos Aires. Mayo 10 de 1896. 

Vistos : Por sus fundamentos y teniendo en consideración que 
no puede agravársela pena impuesta por no haber sido apela- 
da la sentencia de foja sesenta y cuatro sinó por parte de los 
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procesados, se confirma, con costas, dicha sentencia. Devuél- 
vanse. 

* 

BENJAMIN PAZ, — LUIS V. V ARE- 
LA, - ABEL BAZAR* — OCTAVIO 
BUWGE. — JUAH E.TORRERT. 



CAUSA )LX*%1I 



Don Juan Safiro, contra don Juan Paitan, por infracción de ta 
ley de elecciones municipales 



Sumario. — No corresponde á la justicia federal, el conoci- 
miento de querellas por infracción ríe la ley du elecciones muni- 
cipales de la Capital. 



Caso. — Don Juan Safiro dedujo acusación contra don Joan 

dijo haber cometido este último como presidente de la mesa re- 
ceptora de votos de la parroquia de San Bernardo, en la elección 
de miembros para el Concejo Deliberante. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



Falla del Juf» r«Her*l 



lltienos Ain*s, Dicíumbra 30 de 1895. 



No siendo el Juzgado com 
te qnerella, ocurra 




en la presen- 



V, Lalanne. 



VISTA DEL SEfiOH PltOCURADOR GENERAL 

Uncim* Aires, Ahril '-¡O dfl 1896. 

Stt/jrewia forte ; 

No refiriéndose la acusación, A elecciones nacionales» sinóá 1» 
elección municipal, de carácter meramente local, considero el 
auto denegatorio de la jurisdicción federal, ajustado á lo dis- 
puesto en el artículo 35, inciso 3°, del Código de Procedimientos 
en lo criminal, y pidoá V. E. su confirmación. 

Sabiniano Kicr. 

rail* 4m la ftuaraaaa Carta 

Buenos Aires, Mayo 16 deU898. 

Vistos y considerando : Que se trata en el presente eaio d« 
juicio que tiene por objeto la averiguación y oastigo de beehot 



«orno infracción A la ley de elecciones municipales, 
de carácter local, poi consiguiente. 

Por esto f de acuerdo con lo pedido y expuesto por el señor 
Procurador General, se confirma, con costas, el auto apelado de 
foja cuatro. DevuéLransa, debiendo reponerse los sellos ante el 
inferior. 

benjamín paz. —luis t. tárela. 

— ABEL BA1AN. — OCTAVIO BOT- 
GE. — JUAfi E. TORREKT. 



CAUSA LXXYIII 



Angel y Antonio ¡Hni, pidiendo se autorice 
rio nacional mds próximo, para conocer 
mensura. 



territo- 




Sumario* — No puede concederse la autorización para que 
un jues de distinto territorio, conozca en el juicio de mensura! 
que no puede iniciarse por ausencia indebida del Juez del lugar. 



Caso. — Ang*?l y Antonio Pini, solicitaron d« la Suprema 
Corte se autoriw al Jnei letrado déla Pampa Central J para qn« 



entienda en un juicio de mensura que debían iniciar, porque el 
Juez letradodetNeuquen, se hallaba ausente de este territorio, 
creyendoque esta ausencia se prolongará por mucho tiempo. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Rúcaos Airea, Mayo 6 do 1S96. 

Suprema Corte: 

Si son exactas las referencias del precedente escrito, no sien- 
do justa la demora indefinida de la diligencia de mensura re- 
clamada, ninguna deposición le b al se oponurfa á la automa- 
ción |>or parte de V. E., al Juzgado territorial más próiimo 
para su iniciación. Esto sin perjuicio de las medidas discipli- 
narias que son de resorte de V, E., si el abandono del Juzgado 
se hubiere producido sin causa y autorización acordada. 



tier. 



rail* de I» » 

Buenos Aires, «ayo 16 de 1806. 

Resultando de tas averiguaciones que esta Suprema Corte üift 
creído conf entente efectuar, que el Juea letrado del territorio 
del Neuquen, se ha suscitado del lugar de sus funciones, sin 
licencia y conocimiento de este tribunal, desde los primeros 
días del mes de Abril, háganse por secretaria las indagaciones 
necesarias sobre el paradero del citado Juez 4 al objeto de las 
medidas de derecho, y sin perjuicio, comuniqúese al Poder Eje- 
cutivo á ene efectos. 
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T no estando autorizada por ley la solicitad de foja siete ; no 
ha lugar. Hágase saber, y repuestos los sellos, archívense. 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE-— JUAKE.TORREST. 



CAUSA LXXIf 



Corrientes, por mejor 
derecho a un campo; sobre competencia. 

Sumario. — La Suprema Corte do es competente para cono- 
cer originariamente, en la causa en que figura como parte de- 
mandada una provincia, bí ésta no es, ni puede ser, la contra- 
parte del actor. 



fallo de la Suprema Corte y de la 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Enero 31 de 1891. 

Suprema Corte: 

La jurisdicción de V. E. para conocer en las demandas en- 
tabladas contra una proyocia por los vecinos de otra, ha sido 
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plenamente establecido en la potable sentencia dictada en U 
causa seguida por don José Leonardo Aneguo contra la provin- 
cia de Buenos Aires, con fecha 11 de Abril de 1874, la cual se 
baila en el tomo 14, página 425 y siguientes de sus fallos. 

Pero esa jurisdicción no es absolutamente extensiva a todos 
los casos judiciales que pudieran promoverse contra una de las 
provincias argentinas. La misma sentencia recordada, estable- 
cióla excepción ju*taé imprescindible de la regla establecida 
por la constitución y lo Uizo cu los siguientes términos: 

cNo es cierto que todos los acto* de los gobiernos provincia- 
les, puedan ser materia du pleito sujeto a ta jun*dicoiun de lu 
Corte. 

* Sólo pueden serlo aquellos en que las provincias obran como 
personas jurídicas j que pueden producir acciones civiles ; y 
de estos hay que exceptuar en la practica, los casos en que vo- 
luntariamente se prorroga la jurisdicción provincial, Ó eu que se 
ha establecido por pact ■ expreso uii>l jurisdiuciuti < s pedal. » 

El caso de que be trata eu los presentes autos, cae, en mi 
opinión, bujo la excepción establecida por Y. K. 

Don Víctor Sil Vero demanda á la provincia de Corrientes para 
que anule las ventas qnesu gobierno ha hecho á otras personas, 
de terrenos de que él ha alegado ser dueño, anulando al mis» 
mo tiempo los títulos de propiedad expedidos'? la posesión da- 
du á favor de tales personas. El representante de la provincia 
mencionada alega la incompetencia de V. E ; la funda en con- 
sideraciones de derecho, que, en genera!, cree exactas, y en los 
dos fallos de V. E. que cito. 

Pero el Poder Ejecutivo de la provincia de Corrientes, al eje- 
cutar las enajenaciones que han motivado la demanda de Sil- 
vero, ha procedido no en el carácter de persona jurídica, sinó 
en sa calidad de poder administrador de esa provincia y cum- 
pliendo leyes de la misma, con arreglo á las cuales se han efec- 
tuado tales ventas. 
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Tenemos, pues, que en el acto 6 actos de que se queja don 
Víctor Sil vero, han concurrido los elementos que constituye o lo 
conteneioso-administrativo, esto es, un acto del poder admi- 
nistrador, las enajenaciones hechas por el Poder Ejecutivo de 
Corrientes en cumplimiento de una ley, y una lesión, real ú no t 
de un derecho adquirido, el derecho de propiedad, que alega 
Silvero y que da origen á la queja 6 demanda. 

Si, pues, se trata de uu caso conté ncioso-adniinistrativo, no se 
trata de una causa puramente civil en que el gobierno de Co- 
rriente* haya obrado en su carácter de persona jurídica y á la 
que puede aplicarse la doctrina que resulta de la recordada sen- 
tenciadeV. p.,enelcaso de Anegno contra la provincia de 
Buenos Airesta en otros concordantes. El caso está comprendi- 
do, sin duda, la la ewepcion contenida en la misma sentencia: 
i No todos los\ctos de los gobiernos provinciales, pueden ser 
materia de pleite^sujeto á la jurisdicción de la Corte. Sólo pue- 
den serlo aquello* m que las provincias obran como personas 
jurídicas y que pueden producir acciones civiles.» 

Creo aplicable al presente caso la deuision que adoptó V. E. 
en la iausa seguida por don Santiago Bengolea, con la provincia 
de San ta-Fé, sobre propiedad denn campo, que se registra en el 
tomo 9, página 391 de los fallos de V. E. Esa cansa tiene 
completa analogía con la presente j y creo que lo decidido en 
ella, debe decid irse en ésta. 

Adhiero por tanto á la petición del representante de la pro- 
vincia de Corrientes, para que V. E. declare su incompetencia 
en la demanda presentada por don Victor Silvero. 

Antonio E.Malaver. 
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ralle 4« tm tapma CMe 

B^nos Aires, Mayo 16 de 189G. 

Vistos estos cutos de loa que resulta: Primero: Que don 
Víctor Silv?ro, haciendo valer tos derechos que en su concepto 
tiene á la propiedad del campo denominado «San Mateo» y te- 
rrenos adyacentes situados en la provincia de Corrientes, expo- 
ne que el gobierno de dicha provincia, ha desconocido in- 
justificadamente esos derechos y otorgado escritura de enaje- 
nación de los expresados inmuebles, á favor de terceros. 

Segundo: Que mediante enajenaciones que aparecen hechas 
por los adquirentes inmediatos al fisco, los derechos de ellos so- 
bre los terrenos en cuestión, se transmitieron á don Antonio F. 
Rui», quien se pretende investido del dominio de esos inmuebles. 

Tercero i Que, en consecuencia, entabla demanda contra «la 
provincia de Corrientes para que se anulen las resoluciones de 
su gobierno y actos consiguientes de enajenación, y se declare 
que en virtud de su mejor derecho al campo Rincón de Fan Ma- 
teo y terrenos adyacentes denunciados, se le deben ellos escri- 
turar conforme á las leyes, todo con las costas y daños t per- 
juicios correspondientes *. 

Cuarto: Que corrido traslado á la provincia de Corrientes, és- 
ta, por medio de su apoderado* el doctor Adulfo F. Olivares, dice 
da incompetencia de esta Suprema Corte, para conocer origi- 
nariamente en la causa, alegando, entre otras razones, que el li- 
tigio no afecta & la provincia, que se desprendió del dominio de 
los inmuebles, sino áRuia, sucesor en los derechos de aquella se- 
gún tus actos de su gobierno, y que el citado Rniz había ya in- 
tentado ante el Juez de sección de Corrientes, acción reivindica- 
toría contra Sil vero. 
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Quinto ; Que oído Silvero sobre la mencionada excepción opues- 
ta por el demandado, vista la causa y producidor dictámen del 
señor Procurador General á consecuencia del decreto de foja 
ciento setenta y una malta, el actor, ampliando 6 aclarándola 
demanda, como él dice, pide en su escrito de foja ciento ochen- 
ta y dos, que se declare en definitiva qiw na adquirido por pres- 
cripción la propiedad del campo denominado «Rincón de San 
Mateo» y que en su defecto se condene a la provincia á que le 
escriture él campo, bajo pena dt- resolverse la obligación en el 
pago de pérdidas é intereses» 

y considerando : Primero : Que los antecedentes expuestos, 
revelan de un modo indudable que la provincia de Corrientes, 
por medio de su gobierno, escrituró en forma la enajenación 
de los terrenos, transmitiendo á temeros (boy Rui*) los derechos 
que sobre ellos tuviese. 

Segundo : Que en su virtud y en el estado d. las cosas la acción 
intentada se dirige* poner en cuestión el m«jor derecho entre 
Silvero y Rui», sobre los terrenos á que la causa se refiere. 

Tercero: Que así lo dice einresauiente el petitum de la de- 
manda de roja sesenta y cuatro, en el que se solicita ademas, 
q ,.e si- declare la nulidad de la enajenación que sirve de antece- 
dente al título drt mencionado Ruiz. 

Cuarto: Que c» un litigio con tales fines, la contraparte es y 
no puede ser otra que Rui*, no disputando la provincia para si 
la propiedad ó posesión de los inmuebles, ni viniendo á la cau- 
sa por llamado de su adquirente. 

Quinlo: Que hace aun más claro el caso, la nueva raion de 
propiedad s^bre eURincon de San Mateo», basada en la pres- 
cripción adquisitiva que invoca Silvero á foja ciento ochenta y 
dos, pues ella constituiría materia á debatirse en el jmcio re.- 
vindicatorio que Ruiz ha promovido contra Silvero, desde que 
éste conserva la posesión de la cosa. 

Por esto, de conformidad con lo pedido por el señor Procu- 




rador General j de acuerdo con lo resuelto en caso análogo (Fa- 
llos, série primera, tomo oueíe, página trecientas novata y 
uno), se declara incomptítente esta Suprema Corte para conocer 
originariamente un la materia de esta causa, Nntifííiueae con 
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